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I. ASISTENCIA

Asistieron las señoras y los señores:

--Allamand Zavala, Andrés

--Allende Bussi, Isabel

--Araya Guerrero, Pedro
--Bianchi Chelech, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio
--De Urresti Longton, Alfonso
--Espina Otero, Alberto

--García Ruminot, José
--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
--Girardi Lavín, Guido

--Guillier Álvarez, Alejandro

--Horvath Kiss, Antonio

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Montes Cisternas, Carlos
--Moreira Barros, Iván

--Muñoz D´Albora, Adriana
--Navarro Brain, Alejandro

--Ossandón Irarrázabal, Manuel José
--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime
--Quinteros Lara, Rabindranath
--Tuma Zedan, Eugenio
--Van Rysselberghe Herrera, Jacqueline
--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros Secretario General de la Presidencia, señor Gabriel de la Fuente Acuña; de Desarrollo Social, señor Marcos Barraza Gómez, y de Transportes y Telecomunicaciones señora Paola Tapia Salas.
Actuó de Secretario General el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario subrogante, el señor Julio Cámara Oyarzo.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:23, en presencia de 12 señores Senadores.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés  (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.


Solicito el asentimiento de la Sala para que el Senador señor Quintana pase a reemplazarme en la testera, porque debo salir a dar un saludo protocolar.



Acordado.



--Pasa a dirigir la sesión el Senador señor Quintana, en calidad de Presidente accidental.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor QUINTANA  (Presidente accidental).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 42ª, ordinaria, en 5 de septiembre; 43ª, especial, y 44ª, ordinaria, ambas en 6 de septiembre del año en curso, que no han sido observadas.



(Véanse en los Anexos las actas aprobadas).

IV. CUENTA

El señor QUINTANA  (Presidente accidental).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor CÁMARA (Prosecretario subrogante).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Seis de Su Excelencia la Presidenta de la República:



Con los que retira y hace presente la urgencia, calificándola de “simple”, para la tramitación de los siguientes asuntos:



1) Proyecto de ley relativo al fortalecimiento de la regionalización del país (boletín No 7.963-06).



2) Proyecto de ley para regular la circulación de vehículos motorizados por causa de congestión vehicular o contaminación atmosférica (boletín No 10.184-15).



3) Proyecto de ley que crea el Consejo Nacional y los Consejos de Pueblos Indígenas (boletín No 10.526-06).



4) Proyecto de ley que regula el ejercicio de los derechos a residir, permanecer y trasladarse hacia y desde el territorio especial de Isla de Pascua (boletín No 10.683-06).



5) Proyecto de ley sobre educación superior (boletín No 10.783-04).



6) Proyecto de acuerdo que aprueba el “Acuerdo de Sede entre el Gobierno de la República de Chile y la Entidad Binacional para el Proyecto ‘Túnel Internacional Paso de Agua Negra’ (EBITAN)”, suscrito en Santiago el 6 y 9 de enero de 2017 (boletín No 11.218-10).



--Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



Del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Adjunta resoluciones dictadas en los requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad respecto de las siguientes disposiciones:



-Artículo 1o, inciso segundo, de la ley No 18.216, que establece penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad.



-Artículo 418 del Código Procesal Penal.



--Se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



De la señora Presidenta del Consejo de Defensa del Estado:



A raíz de la entrada en vigencia de la ley No 20.886, aclara la forma en que deberán remitirse los antecedentes para la tramitación digital de los procedimientos judiciales.



Del señor Director Nacional del Servicio Agrícola y Ganadero:



Contesta requerimiento, expresado en nombre del Senador señor De Urresti, acerca de la conformación de la primera Red Nacional de Respuesta ante Varamientos en Chile.



Del señor Director Nacional del Instituto de Previsión Social:



Responde inquietud, planteada en nombre del Senador señor García, sobre la denegación de una pensión básica solidaria de vejez a la persona individualizada.



--Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes



Dos de la Comisión de Defensa Nacional, recaídos en los siguientes proyectos de ley, en segundo trámite constitucional:



-El que modifica la ley No 18.948, Orgánica Constitucional de las Fuerzas Armadas, para otorgar un ascenso póstumo de carácter honorífico al personal de las ramas que la componen (boletín No 9.992-02) (Véase en los Anexos, documento 1).



-El que enmienda el Estatuto del Personal de las Fuerzas Armadas y la Ley Orgánica Constitucional de Carabineros de Chile, a efectos de aumentar el plazo de prescripción de la acción disciplinaria en el caso de los funcionarios de dichas instituciones (boletín No 10.623-02) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 2).



--Quedan para tabla.

Mociones



De los Senadores señores Ossandón, Girardi y Tuma, con la que dan inicio a un proyecto que modifica el Código Penal para tipificar el delito de secuestro virtual y la ley No 19.496, que fija normas sobre Protección de los Derechos de los Consumidores, para establecer obligaciones de información a los proveedores de productos y servicios financieros (boletín No 11.434-07) (Véase en los Anexos, documento 3).



De los Senadores señor Quinteros, señora Goic y señores De Urresti, Guillier y Navarro, con la que comienzan un proyecto para derogar la ley No 17.983, que establece órgano de trabajo de la junta de gobierno y fija normas sobre procedimiento legislativo, con el objetivo de modificar la denominación de las normas dictadas durante su vigencia (boletín No 11.437-07) (Véase en los Anexos, documento 4).



--Pasan a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento. 



De la Senadora señora Goic, con la que da inicio a un proyecto de ley que declara feriado el 21 de septiembre de cada año para la Región de Magallanes y Antártica Chilena y la Provincia de Chiloé (boletín No 11.438-06) (Véase en los Anexos, documento 5).



--Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.

El señor CÁMARA (Prosecretario subrogante).- En este momento han llegado a la Mesa los siguientes documentos:

Mensaje



De Su Excelencia la Presidenta de la República:



Con el que retira y hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, para la tramitación del proyecto que modifica la ley Nº 19.992, que establece pensión de reparación y otorga otros beneficios a favor de las personas que indica, en lo que respecta al tratamiento de los antecedentes recopilados por la Comisión Nacional sobre Prisión Política y Tortura (boletín No 10.883-17).



--Se tiene presente la calificación y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Oficio



De la Honorable Cámara de Diputados:



Con el que comunica que aprobó la enmienda propuesta por el Senado al proyecto de ley que declara feriado el 20 de septiembre de cada año para la Región de Coquimbo con ocasión de la celebración de la fiesta de La Pampilla (boletín No 10.888-06).



--Se toma conocimiento y se manda archivar los antecedentes.

)----------(

El señor QUINTANA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Señores Senadores, en este momento ha llegado a la Mesa una petición del Senador señor Ignacio Walker, mediante la cual solicita que el proyecto de ley que elimina el aporte fiscal indirecto para las instituciones de educación superior y establece una regulación transitoria para el año 2017 (boletín No 11.257-04), que fue aprobado en general y en particular por la Comisión de Educación y Cultura, sea informado también por la de Hacienda en este trámite reglamentario, antes de su discusión por la Sala.

El señor QUINTANA (Presidente accidental).- Si le parece a la Sala, se accederá a lo solicitado.



Acordado.
)----------(

El señor QUINTANA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Quinteros.

El señor QUINTEROS.- Señor Presidente, pido que se recabe la autorización de la Sala para que el próximo miércoles la Comisión de Pesca pueda discutir en general y particular en el primer informe el proyecto que modifica la Ley General de Pesca y Acuicultura con el objeto de considerar a las marejadas como fuerza mayor, para evitar la caducidad de la inscripción de los pescadores artesanales en el Registro respectivo (boletín No 11.311-21).

El señor QUINTANA (Presidente accidental).- ¿Habría acuerdo en tal sentido?



Acordado.

)----------(

El señor QUINTANA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, quiero hacerle una consulta a la Mesa.



Hoy en la Comisión de Derechos Humanos se conoció y se despachó en general y en particular el proyecto de ley denominado comúnmente como “Ley Valech”, iniciativa que tiene urgencia de “discusión inmediata”.



Después de que se aprobó en la Comisión, le solicitamos al Ejecutivo que hablara con la Mesa para los efectos de fijar un itinerario, un cronograma de debate.



El tema es sumamente sensible. Los Senadores de la Comisión lo han conocido y discutido largamente, pero el resto de los colegas de la Sala no lo hemos hecho. Yo estuve presente en la Comisión en reemplazo del Senador Araya.



Entonces, con la Subsecretaria, señora Lorena Fries, quedamos en que se retiraría la respectiva urgencia y se fijaría un procedimiento en acuerdo con el resto de los Comités, a fin de tener el tiempo necesario para que cada uno se vaya formando su opinión.



Deseo consultar al respecto. Porque si el proyecto tiene “discusión inmediata” deberíamos discutirlo hoy día, apenas se entregue el informe. No sé si esto último ya ocurrió.

El señor QUINTANA (Presidente accidental).- Señor Senador, en la Cuenta agregada se señaló que respecto de ese proyecto el Ejecutivo había cambiado la urgencia de “discusión inmediata” a “suma”.



Por lo tanto, no habría que verlo hoy.

El señor PIZARRO.- O sea, me hicieron caso.

)--------------(

El señor QUINTANA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Montes.

El señor MONTES.- Señor Presidente, quiero hacer una consulta a propósito del proyecto que modifica la Ley sobre Protección de los Derechos de los Consumidores. Entiendo que se iba a empezar a tratar en la sesión de hoy, pero veo que está ubicado en el sexto lugar de la tabla.



¿En qué momento se cambió el orden, que posterga el debate de esta iniciativa tan importante para tantos chilenos?

El señor QUINTANA (Presidente accidental).- Señor Senador, las urgencias son las que ordenan la discusión, y antes del proyecto señalado por usted, que tiene urgencia “simple”, hay otros con urgencia “suma”.



Esa es la única razón.



Le hago presente que el Ejecutivo le cambió la urgencia al proyecto mencionado.

El señor PÉREZ VARELA.- ¡No le informan desde La Moneda, Senador Montes…!

El señor QUINTANA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, está bien el tema de la “suma” urgencia y el orden.



Sin embargo, sucede que de manera unánime tomamos un acuerdo de Comités, que fue refrendado por la Sala. Entonces, no es llegar y cambiar el Orden del Día producto de las urgencias que fija el Gobierno, porque eso quiere decir que las decisiones que adoptamos en la Sala no tienen ninguna fuerza.

El señor COLOMA.- ¡Así es!

El señor PIZARRO.- Esto es “hoy por mí, mañana por ti”, señor Presidente. Porque, ¿qué vamos a hacer cuando esté la Derecha en el Gobierno? ¡Imagínese! ¡No vamos a tener ni urgencias ni vamos a tener acuerdos de Comités…!

El señor PROKURICA.- Unidad monolítica.

El señor PIZARRO.- Unidad monolítica de Chile Vamos.

El señor ALLAMAND.- ¡Como cuando usted era Presidente...!

El señor PIZARRO.- ¡Lo que pasa es que algunos, como me decía un colega de Chile Vamos, se están colocando otro tipo de ternos o faldas…! ¡Seguramente no les importa lo que pasará en el Senado el próximo año...!

El señor PROKURICA.- ¡Qué falta de respeto…!

El señor PIZARRO.- Les miro la cara. ¡Se pusieron contentos…!



En consecuencia -más allá de la anécdota-, este es un tema que debe tener algún sentido.



Me gustaría que pudiéramos conversar, para ver cómo hacemos cumplir los acuerdos de la Sala y de los Comités.

El señor COLOMA.- ¡Muy bien, Senador!

El señor QUINTANA (Presidente accidental).- Senador señor Pizarro, usted sabe, como ex Presidente de esta Corporación, que las tablas se organizan sobre la base de las urgencias. Y yo, como Presidente en este momento, debo simplemente ceñirme a las urgencias respectivas.



Otra cosa es que los Comités pueden acordar algo distinto. Y eso es factible, incluso, durante la presente sesión.



Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, en la misma línea que usted ha planteado, las cosas son como son, no como a uno le gustaría que fueran. Y eso es parte de los dramas de las urgencias.



Si ustedes observan, este Gobierno -y lo planteé en una sesión anterior- ¡es el que más ha usado las urgencias en la historia, desde 1990!

El señor PIZARRO.- ¡No! ¡No!

El señor COLOMA.- ¡Ha usado y abusado!



Hicimos un informe al respecto.



Por lo demás, recuerdo que el Senador Pizarro reclamaba permanentemente por las urgencias establecidas por el Gobierno anterior. Y se le demostró que la actual Administración no solo había aprendido la lección, sino que además había superado al Gobierno anterior.

El señor PROKURICA.- ¡Así es! ¡Quedó chico…!

El señor COLOMA.- Y estamos viendo un ejemplo de lo que está ocurriendo, en que la calificación de “suma” urgencia va generando prioridades en la tabla.



Al final -y ese es un problema común, que no es de ahora, que me gustaría resolver alguna vez-, todo el Parlamento es bastante pasivo respecto de cómo se puede ir ordenando.



Cabe señalar que los acuerdos de Comités son caso a caso, momento a momento. No se ha dado en este caso, sino en función de una sesión anterior, y al final no fructificó.



¡Hoy somos rehenes de las urgencias que plantean los gobiernos!



En días pasados hice referencia a que en una sola sesión este Gobierno había cambiado 76 urgencias, entre los retiros y las nuevas calificaciones de urgencia.



Por lo tanto, estamos actuando conforme a lo que la norma actual dispone. Ni la Mesa ni el Secretario pueden hacer algo distinto que actuar conforme a lo que las urgencias van mandando.



Eso es algo que quizás se debiera revisar -pero ya es un concepto más orgánico, institucionalmente-: si lo que procede es que siempre las prioridades las tenga que fijar el Ejecutivo. Es un tema que me parece razonable discutir.



Pero en este caso particular estamos viendo exactamente los malos efectos que se generan cuando se prioriza exclusivamente por las urgencias del Ejecutivo.



He dicho.

El señor QUINTANA (Presidente accidental).- Gracias, Senador señor Coloma, por el respaldo que le ha dado al planteamiento que ha formulado la Mesa.

El señor COLOMA.- ¡Absolutamente!

El señor QUINTANA (Presidente accidental).- En la misma línea, le voy a dar la palabra al Secretario para que complete lo señalado por el Senador señor Coloma.



Tiene la palabra, señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Efectivamente, como señaló el Senador señor Pizarro, en una reunión de Comités se acordó colocar para una sesión siguiente en el primer lugar de la tabla el proyecto que modifica la Ley sobre Protección de los Derechos de los Consumidores.



¿Qué pasó en el intertanto?



El Ejecutivo le cambió la urgencia a la iniciativa de “suma” a “simple”. A su vez, los Comités acordaron darle trato preferente al proyecto de educación, porque el Ejecutivo le había fijado urgencia de “discusión inmediata”.



Eso hizo que el proyecto del SERNAC quedara solo con urgencia “simple”. Y luego, para hoy día, llegaron los oficios que establecían “suma” urgencia para las otras iniciativas.



Si Sus Señorías lo desean -es solo una sugerencia-, se podría acordar que el proyecto del SERNAC fuera visto la próxima sesión en primer lugar.

El señor COLOMA.- Vamos viéndolo con calma.

El señor QUINTANA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Montes.

El señor MONTES.- Señor Presidente, efectivamente, teníamos un acuerdo en el sentido de que la iniciativa que mencioné se tratara en determinado orden, independiente de las urgencias.



Yo entiendo que las urgencias determinan plazos para despachar los proyectos, pero no necesariamente ordenan la agenda.



Ahora bien, si la agenda de hoy día obliga a tratar ciertas iniciativas porque están en la fecha límite y ella no se puede prorrogar, a mí me parecen razonables los argumentos del Senador Coloma. Pero si las fechas nos permiten aún contar con un plazo más largo, eso posibilita que entremedio coloquemos otros proyectos.



¡Las urgencias no predefinen la tabla!



Y nosotros tenemos capacidad como Senado, en la medida que no estemos afectando el plazo de despacho de ciertos proyectos, de incorporar otras iniciativas, como sería el caso del proyecto sobre derechos de los consumidores.

El señor COLOMA.- Por unanimidad, siempre.

El señor MONTES.- Señor Presidente, le pido que vea esto con el Ejecutivo, porque efectivamente teníamos otro orden, producto de otra urgencia. Y aquí se han hecho presente algunas urgencias para proyectos que de ningún modo vamos a alcanzar a ver hoy día.



Ojalá no se siguiera el criterio del Senador Coloma, que espero que no sea el criterio formal, reglamentario. Considero que siempre debemos tener alguna posibilidad de incorporar proyectos, si no se alteran los plazos de despacho de otros.

El señor QUINTANA (Presidente accidental).- Estoy de acuerdo con el Senador señor Montes. Y creo que su intervención es complementaria a la del Senador señor Coloma. Pero dado que antes hay solo proyectos con “suma” urgencia, es imposible incorporar otra iniciativa.



Tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, pienso que, como en todas las cosas, el tiempo va cobrándole a uno los criterios que ha seguido.



En este caso, quiero recordarle al Senador que me antecedió en el uso de la palabra que he hecho un estudio de las urgencias establecidas por el Gobierno anterior, mi Gobierno, en comparación con esta Administración. Y, en verdad, el Ministro Cristián Larroulet ha sido superado con creces por los Ministros de ustedes.

El señor COLOMA.- ¡Un niño…!

El señor PROKURICA.- ¡Un niño, en verdad...!

El señor COLOMA.- Eso es.

El señor PROKURICA.- En segundo lugar, el Senador Montes sostiene que aquí se puede hacer la tabla.



No tengo problema en que se vea ese u otro proyecto. Lo que estoy diciendo es lo que corresponde conforme a las urgencias de hoy. Hay una gran diferencia entre lo que uno quiere y lo que las cosas son.



Ahora bien, usted señala que no da lo mismo el tema de la tabla, el lugar en que se tienen que ver los asuntos, pero es obvio que debe ser así, porque si a un proyecto le ponen “discusión inmediata” pasa por encima de los otros y la tabla se tiene que modificar en ese sentido.



¿Qué debe hacer un Senador responsable como yo? Presentar una iniciativa para enmendar la disposición constitucional pertinente. Yo ya lo hice. ¿Para qué? Para que en los últimos seis meses de un gobierno las tablas se estructuren de acuerdo con el Parlamento, de tal manera que el Ejecutivo de turno no le imponga al Congreso una agenda que, en la práctica, muchas veces forma parte de la campaña electoral.



Es lo que les recomiendo a los colegas que han planteado el tema: que presenten un proyecto de ley para modificar la norma vigente y así la situación no siga tal como está.

El señor QUINTANA (Presidente accidental).- Señor Senador, le recuerdo que tenemos un nuevo Ministro en la Secretaría General de la Presidencia, el señor De la Fuente, para que lo incorpore en su ranking, porque dicen que en las últimas dos semanas ha hecho mucho más que en los últimos dos años.

El señor COLOMA.- ¡Va ganando…!

El señor QUINTANA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, perdone que insista.



Estamos discutiendo varios temas a la vez: uno es el asunto reglamentario; el segundo, las pocas facultades de que dispone el Senado, y tercero, la importancia política de un proyecto.



Todos sabemos que la iniciativa del SERNAC genera divisiones y planteamientos distintos. Sin embargo, no me gustaría que la dilación en tratarla se interpretara como que es producto, o de las presiones de algunos grupos sobre el nuevo equipo económico, o de que los Honorables colegas que han emitido una opinión tan reglamentaria en torno al asunto no quieren discutir el tema hoy día ni mucho menos.



No pretendo decir eso, pero es parte del debate que está en el trasfondo.



Y además hay otro punto, señor Presidente.



Le quiero pedir formalmente a la Mesa que nos indique ahora -luego le voy a pedir una reunión de Comités- cuándo vencen las “sumas urgencias” de los proyectos que aparecen calificados así en la tabla, porque nosotros perfectamente, dependiendo de los plazos y dando cumplimiento a las premuras solicitadas, podemos hacer un ordenamiento de la tabla. 



Aquello se puede hacer por acuerdo de la Mesa y de los Comités, y es lo que en este caso se había hecho. En efecto, la semana pasada adoptamos un acuerdo en tal sentido, según el cual el proyecto sobre creación del Sistema de Educación Pública quedaría despachado en esos días; que el referente al registro de infractores por evasión en el transporte público se vería ayer, y que el del SERNAC se comenzaría a analizar a continuación o, en el peor de los casos, el día de hoy.



Yo sé que tenemos una diferencia con el Ejecutivo,…

El señor COLOMA.- ¿Otra más?

El señor PIZARRO.-… pero, señor Presidente, le pido formalmente dos cosas: primero, que se nos informen las fechas en que vencen los plazos de los proyectos que hoy aparecen calificados con “suma urgencia” en la tabla, y segundo, que se me indique en qué momento exacto -se lo puede pedir a Secretaría- le quitaron la premura a la iniciativa del SERNAC para quedar calificada con “simple urgencia”.



Y, adicionalmente, le pido una reunión de Comités.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En su momento citaré a los Comités para los efectos de atender su solicitud, señor Senador.



Ha pedido la palabra el Honorable señor Pérez Varela.

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, sin duda, y tal como lo ha reconocido el propio Senador Pizarro, las bancadas oficialistas tienen una diferencia con el Gobierno. Como consecuencia de ello, veo a sus parlamentarios bastante enojados e irascibles, pero eso no los habilita para presionar con miras a modificar el Reglamento y la manera en que permanentemente se han conformado las tablas y se han tratado los proyectos.



El Senador Montes fue Presidente de la Cámara de Diputados, y el Senador Pizarro, Presidente del Senado. Por lo tanto, saben que siempre se ha ocupado el mecanismo de las urgencias para ordenar las tablas. No hay nada nuevo bajo el sol. Lo único nuevo es el enojo y la discrepancia con el Gobierno. 



Yo los llamo a que este tipo de cosas traten de resolverlas los días lunes en La Moneda, de manera que el Senado pueda seguir funcionando adecuadamente, con su reglamento, con sus prioridades y con las tablas que se determinan de acuerdo a las urgencias que el propio Gobierno establece.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¡Este lunes no será posible hacerlo, Su Señoría, porque tenemos el Te Deum en la Catedral…!

El señor PÉREZ VARELA.- ¡Se salvaron por ahora…!

El señor ALLAMAND.- ¡Háganlo el martes 19 de septiembre…!

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- A continuación, le voy a dar la palabra al señor Secretario para que entregue la información solicitada.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Es la siguiente, señores Senadores: 



Al proyecto del SERNAC se le cambió la calificación el 6 de septiembre, y la nueva urgencia vence el 6 de octubre. 



En cuanto a las otras iniciativas que figuran en tabla, los plazos de vencimiento son los que paso a indicar: proyecto signado con el número 1, el 20 de septiembre; números 2, 3 y 4, el 27 de septiembre, y número 5, el 6 de octubre.

El señor MONTES.- O sea, el proyecto del SERNAC podríamos verlo en la sesión del 20 de septiembre.

El señor ALLAMAND.- ¿La tabla la hace la Mesa o la Sala?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- La Presidencia, señor Senador, conforme a las urgencias y a los acuerdos de Comités. Por supuesto, la Sala también cuenta con facultades para hacer un ordenamiento en su momento.



Tiene la palabra el Honorable señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, existe otro problema y creo que es bueno que lo conversemos en reunión de Comités.



El Gobierno le quitó la urgencia a la denominada “Ley Valech” -¡menos mal!-, pero en la Comisión de Derechos Humanos quedamos de solicitarle a la Mesa que junto a los Comités determinara el momento y la forma en que dicha iniciativa será tratada por la Sala. Por eso he pedido suspender la sesión para ponernos de acuerdo en esa materia.



Es un tema altamente sensible para la opinión pública y hay mucha desinformación acerca del contenido del proyecto, por lo que considero conveniente que hagamos las cosas con claridad.



Ahora bien, señor Presidente, dentro de los márgenes que dan las distintas urgencias, es perfectamente posible que nosotros reordenemos la agenda -usted, como Presidente, sabe que es así-, más aún si existen acuerdos previos de Comités.



Me parece que podemos conciliar bien las dos cosas.



Por último, señor Presidente, se les ha puesto “suma urgencia” a seis proyectos que tienen rango de ley orgánica constitucional y quorum calificado, lo cual también es un tema para el Gobierno. 



Por eso, igualmente me gustaría que se suspendiera la sesión para ver cómo los vamos a despachar. Sería muy mal visto que no reuniéramos las mayorías de aprobación necesarias. Y es una materia que, a final de cuentas, nos compete a todos.



De lo contrario, tendríamos que empezar a pedir segunda discusión en todos los casos, cuestión que no me gustaría hacer, pero es una facultad que tenemos.

El señor ALLAMAND.- ¡Sería mal visto por el Gobierno!

El señor PIZARRO.- ¡Lógico! Y sabemos que es así.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Me está pidiendo, señor Senador, que cite inmediatamente a una reunión de Comités?

El señor PIZARRO.- Así es, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Habría acuerdo?



Se suspende la sesión por veinte minutos para celebrar una reunión de Comités.

)--------------(



--Se suspendió a las 16:48.



--Se reanudó a las 17:15.

)--------------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Continúa la sesión.

ACUERDOS DE COMITÉS

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario para dar a conocer los acuerdos de Comités.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Señoras y señores Senadores, los Comités adoptaron unánimemente los siguientes acuerdos:



1.- Tratar en esta sesión, en el orden que se indicará, los siguientes asuntos:



-En primer lugar, el proyecto, en segundo trámite constitucional, que posterga la entrada en vigencia de la nueva estructura curricular establecida en la ley N° 20.370 (actual número 3 de la tabla).



-En segundo lugar, el proyecto de ley, iniciado en mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República, en primer trámite constitucional, que crea el Ministerio de Ciencia y Tecnología (actual número 4 de la tabla).


-En tercer lugar, el proyecto, iniciado en moción de los Senadores señores Girardi, Letelier, Matta, Ossandón y Walker (don Patricio), en primer trámite constitucional, que modifica la Ley General de Telecomunicaciones para establecer sanciones a la decodificación ilegal de televisión satelital de pago (actual número 8 de la tabla).



-Y en cuarto lugar, el proyecto, iniciado en moción de los Senadores señor Ossandón, señora Pérez San Martín y señor Tuma, en primer trámite constitucional, que modifica la ley N° 20.009, que limita la responsabilidad de los usuarios de tarjetas de crédito por operaciones realizadas con tarjetas extraviadas, hurtadas o robadas, en lo relativo a la responsabilidad del usuario y del emisor en caso de uso fraudulento de estos medios de pago (actual número 12 de la tabla).



2.- Tratar en la sesión del martes 3 de octubre, en primer lugar, el proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señor Girardi, señora Goic y señores Ossandón, Rossi y Zaldívar, en primer trámite constitucional, que modifica el Código Sanitario para regular los medicamentos bioequivalentes genéricos y evitar la integración vertical de laboratorios y farmacias (actual número 5 de la tabla).



3.- Tratar en la sesión del miércoles 4 de octubre, en primer lugar, el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.496, sobre Protección de los Derechos de los Consumidores (actual número 6 de la tabla).

V. ORDEN DEL DÍA

POSTERGACIÓN DE ENTRADA EN VIGENCIA DE NUEVA ESTRUCTURA CURRICULAR
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Conforme a lo recién acordado por los Comités, corresponde tratar en esta sesión, en primer lugar, el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que posterga la entrada en vigencia de la nueva estructura curricular establecida en la ley N° 20.370, con informe de la Comisión de Educación y Cultura y urgencia calificada de “suma”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (11.132-04) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite: sesión 7ª, en 11 de abril de 2017 (se da cuenta).



Informe de Comisión:



Educación y Cultura: sesión 42ª, en 5 de septiembre de 2017.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo de la iniciativa es postergar, hasta el 2026, la entrada en vigencia de la nueva estructura curricular establecida en el artículo 25 de la ley N° 20.370, que considera 6 años de educación básica regular y 6 años de educación media y que debía comenzar a regir en el año escolar 2018. Asimismo, se contemplan otras adecuaciones normativas para lograr dicho objetivo.



La Comisión de Educación y Cultura discutió el proyecto en general y en particular, en virtud del acuerdo adoptado por la Sala con fecha 22 de agosto de 2017, y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Allamand, Quintana e Ignacio Walker. También lo aprobó en particular con las enmiendas que consigna en su informe, por la misma unanimidad previamente señalada.



Cabe hacer presente que el artículo único permanente del proyecto es de rango orgánico constitucional y requiere para su aprobación 21 votos favorables.



El texto de la iniciativa que la Comisión propone aprobar figura en las páginas 9 y 10 de su informe y en el boletín comparado que Sus Señorías tienen a su disposición.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Ofrezco la palabra.

El señor BIANCHI.- ¿Puede abrir la votación, señor Presidente?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Hay una petición para abrir la votación.



¿Habría acuerdo?



Tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, yo no tengo problema en que se abra la votación, pero pido que les avisen a los Senadores integrantes de las Comisiones que están trabajando en paralelo con la Sala y especialmente a los que están en las Subcomisiones de Presupuestos, para que puedan venir a votar.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Les comunicaremos, Su Señoría, a pesar de que esas Comisiones están funcionando en paralelo sin autorización.



En votación el proyecto.



--(Durante la votación).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Montes.

El señor MONTES.- Señor Presidente, es muy importante aprobar este proyecto porque en la Ley General de Educación se estableció un plazo para dividir el currículum en seis primeros años y seis segundos años, volviendo a la modalidad anterior.



Se tomó la medida en base a una serie de criterios que tenían como punto fundamental la falta de formación de los profesores que hoy día trabajan con séptimos y octavos, y la necesidad de un tratamiento diferenciado para los cursos de primero a sexto con respecto a los de séptimo y octavo.



En el debate que tuvimos con la LGE hubo distintas opiniones. Algunos votamos en contra de realizar tal división tomando en cuenta la experiencia de Argentina, donde el resultado fue muy malo: gastaron harta plata, se demoraron bastante y no resolvieron ningún problema. Era mucho mejor ir directamente a la formación de profesores de séptimo y octavo, más que hacer una reestructuración completa. 



De hecho, hay numerosos colegios rurales que hoy tienen hasta octavo y que, al ser recortados, dejarían en una situación conflictiva a gran cantidad de alumnos de distintos barrios, y no solo en el campo, sino también en pequeñas ciudades.



Por ahora, creo que hay que establecer una prórroga hasta el 2026 y, de aquí a esa fecha, encontrar una fórmula más permanente, tomando en cuenta la experiencia de otros países, y especialmente, como dice el artículo primero transitorio, aprovechar este tiempo para formar y crear un programa especial de formación destinado a profesores de séptimo y octavo básico, que es una de las partes del currículum donde más dificultades tenemos.



Termino, señor Presidente, pidiendo a la Sala votar a favor del proyecto.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Von Baer.

La señora VON BAER.- No voy a hacer uso de la palabra, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Les recuerdo a los señores Senadores que la iniciativa es de quorum especial.
El señor ALLAMAND.- ¿Corren los pareos?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- No, señor Senador.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general y en particular el proyecto (24 votos a favor), dejándose constancia de que se cumple el quorum constitucional exigido, y queda despachado en este trámite.



Votaron las señoras Muñoz, Lily Pérez, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Espina, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Horvath, Lagos, Letelier, Montes, Moreira, Ossandón, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Quinteros, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Además, se deja constancia de la intención de voto favorable de los Senadores señores Tuma y Coloma.

)---------------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En este momento ha llegado a la Mesa el siguiente documento:

Solicitud de permiso constitucional



Del Senador señor Jorge Pizarro, para participar, en representación del Senado de Chile, en la décima sesión plenaria ordinaria de la Asamblea Parlamentaria Euro-Latinoamericana, a contar del día miércoles 20 de septiembre.



--Se accede a lo solicitado.

ESTABLECIMIENTO DE SISTEMA DE GARANTÍAS DE DERECHOS DE LA NIÑEZ
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Von Baer.

La señora VON BAER.- Señor Presidente, está en tabla el proyecto que establece un Sistema de Garantías de los Derechos de la Niñez.



Quiero pedir, si es posible, que vuelva a la Comisión Especial por un tema de fondo.



Este proyecto, como lo dijeron varios en el órgano técnico, tiene básicamente un problema de institucionalidad. Y quizás lo que podríamos hacer, pues nosotros nos abstuvimos para después poder votarlo a favor, sería revisar cómo va a cambiar su texto después de las indicaciones.



Entonces, me gustaría saber si existe disposición en la Sala para que la iniciativa vuelva a la Comisión Especial con el objeto de que la discutamos en general y particular, y tener una claridad mayor respecto a la institucionalidad que ella nos propone.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Como vamos a comenzar la discusión de otro proyecto que está en tabla -el que crea el Ministerio de Ciencia y Tecnología-, una vez que terminemos su discusión tendré presente la solicitud de Su Señoría.

La señora VON BAER.- Conforme, señor Presidente.

El señor WALKER (don Patricio).- ¿Me permite, señor Presidente?  

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Le recuerdo, señor Senador, que vamos a pasar a la discusión de otro proyecto.



Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor WALKER (don Patricio).- Muy simple, señor Presidente.



Solo para referirme a una forma de fácil despacho del proyecto a que se refirió la Senadora que me antecedió, más que a un asunto reglamentario.



No tenemos los votos hoy día, por lo que hemos visto, para aprobar esa iniciativa.



Por lo tanto, si la Oposición está pidiendo que vuelva a la Comisión -hay dos capítulos que fueron rechazados por la Cámara de Diputados- en el entendido de que se abra un nuevo plazo para indicaciones a fin de avanzar en el trabajo de la Comisión y producir un acuerdo, que ojalá después nos permita aprobarlo a todos, pienso que no es mala idea.



La Senadora Von Baer propone un mes y medio como plazo de indicaciones; yo, dos semanas.



Entonces, dejémoslo en un mes, y autoricemos a la Comisión para que discuta la iniciativa en general y particular.



Eso es lo que sugiero, señor Presidente, recogiendo la petición que ha formulado la Senadora Von Baer.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Lo que pasa, señores Senadores, es que el proyecto está en tabla para su discusión general. 



O sea que habría que autorizar a la Comisión para que lo discutiera en general y particular, y abrir un nuevo plazo de indicaciones.

El señor WALKER (don Patricio).- Es lo que estoy pidiendo, señor Presidente.

La señora VON BAER.- Exacto.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Muy bien.



¿Habría acuerdo en la Sala para acceder a la solicitud planteada?

El señor MONTES.- Sí, señor Presidente. Que lo discuta en general y particular.

La señora VON BAER.- Así es.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Exacto. 



Así lo discutirá la Comisión. 

El señor WALKER (don Patricio).- Y un mes para formular indicaciones, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Cuál sería el plazo para indicaciones?

El señor WALKER (don Patricio).- Yo propongo dos semanas, pero la Senadora Von Baer prefiere un mes y medio.

La señora VON BAER.- Entonces un mes, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Les parece a Sus Señorías el miércoles 11 de octubre?

El señor MONTES.- Muy bien.

El señor WALKER (don Patricio).- Perfecto.

La señora VON BAER.- De acuerdo.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Entonces, se enviará el proyecto a la Comisión respectiva, autorizándola para que lo discuta en general y en particular, con un nuevo plazo para presentar indicaciones, hasta el miércoles 11 de octubre.



Acordado.

CREACIÓN DE MINISTERIO DE CIENCIA, TECNOLOGÍA E INNOVACIÓN
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Proyecto de ley, iniciado en mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República y en primer trámite constitucional, que crea el Ministerio de Ciencia y Tecnología, con informe de la Comisión de Desafíos del Futuro, Ciencia, Tecnología e Innovación, y urgencia calificada de “suma”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (11.101-19) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:


En primer trámite: sesión 83ª, en 24 de enero de 2017 (se da cuenta).


Informe de Comisión:


Desafíos del Futuro, Ciencia, Tecnología e Innovación: sesión 39ª, en 16 de agosto de 2017.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo de la iniciativa consiste en crear el Ministerio de Ciencia y Tecnología como la Secretaría de Estado encargada de asesorar y colaborar con el Presidente de la República en el diseño, formulación, coordinación, implementación y evaluación de políticas, planes y programas destinados a fortalecer la ciencia y tecnología como factores del desarrollo integral, sustentable e inclusivo del país.



La Comisión de Desafíos del Futuro, Ciencia, Tecnología e Innovación discutió el proyecto en general y particular, en virtud del acuerdo adoptado por la Sala con fecha 18 de abril del presente año, y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros, Senadores señora Goic y señores Coloma, Chahuán, De Urresti y Girardi. 


Asimismo, lo aprobó en particular con diversas enmiendas, las que fueron acordadas mediante las votaciones que se consignan en el respectivo informe.



Cabe hacer presente que el inciso primero del artículo 20 del proyecto tiene rango orgánico constitucional, por lo que requiere 21 votos favorables para su aprobación.



Finalmente, corresponde señalar que la Comisión acordó, por la unanimidad de sus miembros presentes, proponer a la Sala el cambio de nombre del proyecto, para ajustarlo a su contenido final, por el siguiente: “Proyecto de ley que crea el Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación”.



El texto de la iniciativa que la Comisión propone aprobar en general se consigna entre las páginas 286 y 309 del primer informe y en el boletín comparado que Sus Señorías tienen a su disposición.



Nada más, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En discusión la idea de legislar.



Tiene la palabra el Senador señor Girardi.
El señor MONTES.- ¿Puede abrir la votación, señor Presidente?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Habría acuerdo en la Sala para ello?



Acordado.
El señor PROKURICA.- Avise a las Comisiones, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Ya lo están haciendo, señor Senador.



En votación general el proyecto.



--(Durante la votación).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, esta iniciativa tiene muchos años de espera y ha sido muy anhelada por la comunidad científica y por el mundo de la innovación.



La idea que contiene surgió hace numerosos años.



En el Gobierno del ex Presidente Piñera se creó la primera comisión que elaboró una propuesta para avanzar en la posibilidad de que Chile tuviera una estrategia de desarrollo, una visión que permitiera incorporar la ciencia, la tecnología y la innovación al desarrollo del país.



Esa comisión la dirigió el señor Bruno Philippi e hizo un gran aporte en la línea de sentar las primeras bases para lo que puede ser posteriormente una política sobre ciencia para Chile.



Luego, la Presidenta Bachelet, a instancias de la propia comisión, creó un segundo organismo que, tomando los avances a los que había llegado la Comisión Philippi, congregó al conjunto del mundo científico, tanto el de las ciencias duras como el de las ciencias sociales, en una comisión liderada por Gonzalo Rivas, la cual realizó un aporte muy muy importante e interesante, que se transformó en las bases de lo que hoy día estamos discutiendo: el proyecto de ley que crea el Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación.



Por otro lado, la Presidenta de la República encomendó a don Mario Hamuy, en su calidad de Premio Nacional de Ciencias, que encabezara este proceso junto con el Ministerio Secretaría General de la Presidencia.



Por lo tanto, tenemos por primera vez la posibilidad de discutir en esta Sala lo que a mi juicio va a ser un cambio en el desarrollo de Chile -espero que así sea- no solamente en el ámbito económico, sino en la forma como incorporamos la ciencia, la tecnología y la innovación para entender que estamos viviendo un ciclo distinto en la sociedad mundial; que estamos entrando a una nueva era; que estamos dejando atrás el siglo XX, que tuvo luces y sombras en distintos aspectos, pero hay que considerar que las recetas de ayer no sirven para enfrentar los desafíos que debemos abordar hoy día.



La economía va a vivir un nuevo desafío. Ya no será la economía del petróleo, la economía vertical. Esta es la economía de los datos; es una economía que, más bien, tiene que ver con la colaboración; es la economía de un mundo digital, que conlleva oportunidades inmensas, pero también situaciones muy complejas que tendremos que abordar y regular.



Al mismo tiempo, estamos viviendo una nueva era digital que dice relación con el fin de los modelos analógicos para pasar a sistemas más complejos, sistemas en red. Ella implica, desde el punto de la economía, no solo un desafío, sino también que todas las instituciones democráticas, de mediación y de representación, tendrán que abordar la necesidad de adecuarse a la nueva sociedad y los nuevos requerimientos.



Esto significa, por ejemplo, que el mundo de los datos será un tema sensible. Viene una digitalización o una “uberización” de la sociedad -no estoy hablando únicamente desde el punto de vista económico- en todos los planos donde cada vez más, si no tenemos la capacidad de gobernar el futuro, el mundo de los datos, el mundo de las plataformas, va a tener mucho más poder y mayor capacidad para gestionar el futuro que las sociedades y que los propios seres humanos.



Por eso digo que esto es de luces y sombras.



Nosotros nos hallamos en una cúspide del desarrollo tecnológico y científico. Y podemos vivir los cien mejores años de la humanidad, pero también los cien años más difíciles si no abordamos esto en toda su magnitud.



Además, Chile, tal vez como ningún otro país del planeta, dispone de oportunidades en el siglo XXI que no tuvo en el siglo pasado. Muchos hemos señalado que los problemas que afectan a toda la humanidad van a encontrar en nuestro país las respectivas soluciones.



Si el desafío de la humanidad es explorar el universo, que es el desafío del conjunto de los seres humanos y la ciencia en todos los rincones del planeta, Chile es el único lugar desde el cual eso se podrá llevar a cabo.



Chile va a tener el 70 por ciento de la observación del universo, que será tal vez el principal reto de la humanidad.



Si el desafío es enfrentar el cambio climático y pasar a una era poscarbónica, el único país del planeta que puede avanzar rápidamente en proveer energía a todos los rincones del mundo es Chile. 



Nuestro país ya tiene la energía más barata del planeta, 29 dólares el megawatt/hora, y llegará a diez o cinco dólares en un plazo bastante corto, dentro de lo que va a ser un cambio geopolítico de la energía con un costo marginal cero.



Si el desafío es la electromovilidad, solo Chile puede colaborar en eso. Los autos eléctricos van a requerir 220 kilos de cobre sin huella de carbono, y el único lugar en el planeta que podrá producirlo de esa forma, con soluciones solares, será nuestro país.



La electromovilidad requerirá, a modo de desafío, 20 millones de automóviles a batería en los próximos 5 o 6 años, y Chile es el único lugar que puede proveer de litio. Debiéramos pensar en generar baterías de litio y no en exportar este mineral.



Y así hay muchos otros desafíos, en materia alimentaria y de agua, por ejemplo, ante los cuales nuestro país podría transformarse en un centro neurálgico para enfrentar los desafíos de la humanidad.



¿De qué depende todo ello? De que entendamos que tenemos oportunidades únicas y de que, de una vez por todas, hay que unir la vocación y la potencia de nuestros territorios. Porque esto no se halla determinado solo por nosotros, sino que tiene que ver con nuestros territorios, que son laboratorios naturales justamente en este ámbito. Necesitamos, además, saber cómo unir, en una visión común compartida, transversal, desde la Izquierda a la Derecha, a los progresistas y a los conservadores, en un consenso común, respecto a que todos se deben poner al servicio de la ciencia, de la tecnología y de la innovación, de las ciencias básicas, de las ciencias aplicadas, y todo en función de esas oportunidades.



No se requiere la misma educación para el ecosistema del desierto de Atacama, con toda su fortaleza, y para el de la Patagonia, que son únicas en el planeta.



Lo que se necesita es una estrategia de desarrollo y una política que provean las ciencias básicas para desarrollar mejores células fotovoltaicas o para fortalecer el potencial único de alimentos funcionales que posee Chile, como son EPA y Omega 3, que intervienen a nivel de los genes. O bien, de las ciencias básicas para la generación de baterías o para colaborar al desarrollo del mundo empresarial; o, incluso, para dar apoyo a innumerables micros o pequeños innovadores, pymes, que estén muy vinculados a la innovación.



Para ello, se requiere cambiar nuestro modelo de desarrollo, en el que actualmente, primero, no invertimos en ciencia, porque se le destina el 0,38 por ciento del producto interno bruto, lo cual significa una renuncia al futuro. De modo que no tendría sentido avanzar en toda esta institucionalidad si, al mismo tiempo, no se progresara en generar las condiciones para aportarle más recursos. Chile debiera destinar al menos un punto del producto a la ciencia.



El avance institucional es fundamental, pues vamos a contar, por primera vez, con una concepción del diseño de una estrategia, de un Ministerio plástico, de un Ministerio capaz de unir lo que está separado, conformando una gran estrategia para Chile, y de abordar y poder aprovechar las oportunidades únicas que no podemos dejar escapar. Sin embargo, ellas deben estar acompañadas, además, de la discusión presupuestaria.



El Ministerio que se crea es muy simple. En cierta manera, recicla lo que ha sido la experiencia de instituciones ya existentes, como son CONICYT, que ha realizado un gran aporte, pero que no puede ir más allá, y CORFO, de la cual toma algunas atribuciones vigentes, que no son las propiamente productivas, pero que están asociadas a innovación, las cuales traspasa al nuevo Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación.



En la Comisión de Desafíos del Futuro se generó un gran consenso para establecer que tenía que ser no solamente una Cartera de Ciencia y Tecnología, sino además de Innovación. Porque la innovación no solo se encuentra como desafío en economía, sino también en salud, en transporte, en ciudad, en cultura, en todos los ámbitos de la sociedad.



Nosotros hemos de entender que el gran desafío de la humanidad es repensar los problemas que tenemos, y que requerimos una cultura bastante más innovadora.



Por lo tanto, esta nueva Secretaría de Estado genera las condiciones para, justamente, tener la capacidad de prestar apoyo tanto en ciencias básicas, en tecnologías o en ciencias aplicadas, para el desarrollo de tecnologías e innovación a fin de resolver los problemas concretos del país.



No basta solo con estimular por curiosidad la ciencia que uno podría llamar “ciencia básica”, sino que se tiene que utilizar la capacidad de nuestras universidades. De ese modo, en vez de que el único incentivo fuera la publicación y la validación de su desarrollo según el número de publicaciones que efectúan las casas de estudios superiores, estas debieran ser acreditadas y valoradas de acuerdo con el número de patentes que inscriben y de sus soluciones para los problemas concretos del país.



Por eso, me parece muy interesante la experiencia de esta Comisión, que recibió a todo el mundo científico, que trabaja permanentemente con la Academia Chilena de Ciencias y, también, como miembro del mundo universitario y académico.



Valoro la actitud de colaboración y transversalidad que hubo en el órgano especializado, donde participaron los Senadores señores Coloma, Chahuán, De Urresti y señora Goic, que ha sido muy importante para poder tener una visión unitaria que, me consta, une a muchos otros Senadores. Por ejemplo, al Senador Lagos, quien también comparte esta mirada y esta necesidad de desarrollo.



Me felicito porque este es uno de los proyectos más transversales que hemos aprobado. Uno de los desafíos que enfrentamos es que, a veces, las ideologías nos frenan. Hay visiones ideológicas con prejuicios respecto a temas del siglo XX. Pero, en mi opinión, la Izquierda y la Derecha no tienen respuestas suficientes para el siglo XXI. Por ello, debemos unir fuerzas para posicionar a Chile como líder, pues tenemos espacios de liderazgo. De manera que de nosotros depende aprovechar esta oportunidad, y esta nueva institución constituye un primer paso para lograrlo.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, Honorable Sala, hoy día estamos ante -yo diría- uno de los temas más centrales que le ha tocado ver a este Congreso Nacional en los últimos años: el modelo de desarrollo que queremos para Chile.



En ese contexto, por supuesto, una inversión de solo 0,46 por ciento del PIB en innovación, habla de un país que no ha sido capaz de aprender la lección. Nosotros hemos de ser capaces de pasar de ser una nación extractivista, es decir, que explota sus recursos naturales, a una que les aporte valor agregado, creando cadenas de agregación de valor en los procesos productivos.



Por eso hemos levantado con tanta fuerza la necesidad de un Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación.



En la Comisión de Desafíos del Futuro logramos, al final del Gobierno del Presidente Piñera, que uno de los últimos actos de acción legislativa fuera, justamente, la presentación de un proyecto de ley para este mismo efecto.



¿Qué ocurrió? Que asumió el Gobierno de la Presidenta Bachelet y retiró el proyecto del trámite legislativo. Posteriormente, se comprometió a ingresar un proyecto sobre esta materia. Pasaron los años y la presión de la Comisión de Desafíos del Futuro aumentó, a tal punto que, finalmente, se cumplió la palabra empeñada con la comunidad científica, con la Comisión de Desafíos del Futuro y con todos quienes forman parte de la comunidad científica nacional y también con los rectores de las universidades.



La creación de este nuevo Ministerio es un tema central, pero si no acompañamos a esta nueva institucionalidad de un aumento sustantivo de recursos, nuestro país habrá fracasado en su intento.



Chile ha tenido muchas oportunidades para acceder al mundo del desarrollo. Lamentablemente, el ciclo del salitre concluyó; el ciclo del cobre está terminando sin haber tenido la capacidad de agregar valor, y el ciclo del litio también va a concluir si no somos capaces de generar procesos continuos de agregación de valor.



¿Qué está haciendo Argentina?



A diferencia de Chile, Argentina está invirtiendo el uno por ciento del PIB en innovación. Creó la posibilidad de producir una migración dirigida a doctores en ciencia, y pretende, en el corto plazo, tener la capacidad de ser exportadora de baterías de litio y, también, de ser productora de vehículos eléctricos.



Mientras tanto, en nuestro país seguimos debatiendo sobre cómo explotar el litio. Esto habla de una política que, finalmente, se mira el ombligo, sin ser capaz de generar un proyecto colectivo de largo plazo, con una mirada para los próximos 20 o 30 años. Y este es un tema que nos preocupa.



A diferencia de lo ocurrido en otros países, Argentina aprendió la lección. Nada más pragmático que el cambio de Gobierno entre Cristina Fernández y Mauricio Macri; sin embargo, el único Secretario de Estado que permaneció en el gabinete fue el Ministro de Ciencia, Tecnología e Innovación. Ello, porque entienden que esa es una política de Estado, no sujeta a los cambios coyunturales de una Administración a otra.



Por eso, estoy convencido de que debemos hacer un esfuerzo no solamente con esta nueva institucionalidad, sino además con su regionalización, como lo debatimos en la Comisión.



Nosotros consideramos que no puede haber dos Seremías en macrozonas. ¡No! Tienen que ser regionalizadas. Porque estamos seguros, además, de que los procesos de internacionalización de las regiones son importantes. Será fundamental que ellas también puedan ser capaces de unir la masa crítica que se forma en su interior con los programas, con los planes de desarrollo regional.



En ese contexto, Chile tiene una oportunidad. Para ello, la nueva institucionalidad es determinante. 



Se ha dado una discusión bastante ardua en la Comisión de Desafíos del Futuro, en la que además estuvimos de acuerdo en que el nombre de esta Cartera fuera “Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación”. 



Ahí tuvimos el primer problema con el Gobierno. El Ejecutivo no quería agregar la palabra “Innovación” en la denominación del proyecto. Nosotros le dijimos que había que despejar las dudas, que no estábamos hablando de la innovación productiva que está a cargo de la CORFO. 



¿Me permite unos segundos más, señor Presidente? Se me acaba el tiempo.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Dispone de un minuto para concluir su intervención, señor Senador.
El señor CHAHUÁN.- Gracias, señor Presidente.



No se trata de quitarle las capacidades y atribuciones a dicha Corporación, sino más bien de generar masa crítica al interior de un solo Ministerio que sea capaz de ejercer esta labor.



Estamos frente a un desafío de enormes complejidades. Debemos preguntarnos si somos o no capaces de tener una nueva institucionalidad que responda a la realidad. 



Quienes están haciendo ciencia y tecnología hoy son los centros universitarios. Por eso, hay que ver cómo incorporamos también a los privados en la inversión en ciencia, tecnología e innovación en un proyecto de I+D.



Hemos estado en este tema desde que constituimos la Comisión de Desafíos del Futuro. Este esfuerzo lo comenzamos en la Cámara de Diputados cuando propusimos crear una Comisión de esa naturaleza junto con Marco Enríquez-Ominami, Teo Valenzuela y Álvaro Escobar. Nuestra propuesta no prosperó, pero en esta Corporación, en forma transversal, los Senadores tomamos la decisión de avanzar, con el concurso de toda la Sala, en esta Comisión, que se constituyó en permanente.



Ha sido la Comisión de Desafíos del Futuro la que ha generado siete -¡siete!- Congresos del Futuro, trayendo a nuestro país a quienes se encuentran a la vanguardia del pensamiento mundial. Ese evento es el cuarto más importante de difusión científica en el mundo, y el único organizado por un Parlamento.



Entonces, hay que rescatar el esfuerzo que se ha hecho colectivamente: hubo un proyecto de acuerdo firmado por la unanimidad de los Senadores que buscaba avanzar hacia una nueva institucionalidad para que Chile dé el salto al desarrollo.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor DE LA FUENTE (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Señor Presidente, como bien se señaló en las intervenciones de los dos señores Senadores que me antecedieron en el uso de la palabra, el 18 de enero de 2016 la Presidenta Michelle Bachelet dio a conocer su decisión de crear un nuevo Ministerio de Ciencia y Tecnología. A un año de ese anuncio, en enero de 2017, se firmó el proyecto de ley que crea el nuevo Ministerio y que fortalece la institucionalidad del sistema nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación (CTI).


Esta iniciativa responde a un anhelo de muchos años, así como al esfuerzo de numerosas personas, desde la comunidad científica y académica hasta el sector productivo, y también, por cierto, el mundo político.



Existe un acuerdo transversal respecto de la creación de esta Secretaría de Estado. El anhelo de la Presidenta y de la comunidad científica es que esto ojalá sea realidad cuanto antes.



La creación del Ministerio de Ciencia y Tecnología es un nuevo paso en la evolución de nuestro sistema de ciencia, tecnología e innovación; eleva estas materias -creemos nosotros- al más alto nivel de la discusión y decisión política, y viene a completar el mapa de instituciones que tienen responsabilidades en este ámbito.



Para que todas estas instituciones cumplan adecuadamente su rol, esta propuesta legislativa crea también los espacios de coordinación que aseguren precisamente la coherencia de las políticas y la confluencia virtuosa de esfuerzos públicos y privados.


El sentido más profundo de la acción del nuevo Ministerio será transformar el conocimiento en eje del desarrollo nacional, entendiendo esto mucho más allá que el solo crecimiento económico sustentable. Su propósito será la construcción de una sociedad capaz de ofrecer oportunidades de realización plena y mejor calidad de vida a todos los ciudadanos. 


Con la votación en general de este proyecto estamos dando el primer paso -esperamos que así sea- en una nueva etapa en nuestro desarrollo. El Ministerio Secretaría General de la Presidencia, como les consta a los señores Senadores integrantes de la Comisión, está disponible para llevar adelante esta iniciativa -por encargo de la Presidenta de la República- y coordinar todos los esfuerzos que sean necesarios para lograr sus objetivos.



Muchas gracias, señor Presidente.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- A usted, señor Ministro.



Tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, admito hidalgamente que cuando se presentó este proyecto y escuché hablar sobre el asunto a los Senadores señores Girardi, Chahuán, Coloma y Lagos, me pareció que era una idea “muy volada”, de la que no se podría obtener un beneficio para el país.



Sin embargo, con el tiempo me he ido convenciendo de que debemos partir por algún lado, porque hoy día vivimos en el mundo de la era digital, que implica realizar el desafío diario, permanente de estudiar y producir innovación tecnológica para solucionar los problemas. Lo otro es francamente quedarse en la época de las cavernas.



Creo que con la generación de este Ministerio se da el puntapié inicial para que abramos los ojos ante el mundo que tenemos delante, que está lleno de desafíos que por esta vía podrían tener alguna puerta de salida.



Chile enfrenta muchos desafíos, pero lamentablemente ha abandonado algunas de las herramientas que tiene para la ciencia y la tecnología. Por ejemplo, desde diciembre del año 2016 no cuenta con un satélite operativo. El que teníamos terminó su período y todos estamos muy contentos; nadie parece preocupado por eso, cuando la verdad es que el satélite no solo tiene un beneficio desde el punto de vista de la defensa, sino especialmente desde el de la ciencia y la tecnología, por todo el tema del clima, de la agricultura, en fin.



El apoyo a la innovación tecnológica es la única vía para que despeguemos de la realidad de exportadores de piedras y subamos a la cadena del valor, como lo han planteado los señores Senadores que me antecedieron en el uso de la palabra.



¡Cómo es posible, señor Presidente, que el principal productor y exportador de cobre del mundo, donde se encuentran las mayores reservas del planeta -yo diría que somos el país más minero de todos-, en cincuenta años no tenga un solo invento en esta materia, después del Convertidor Teniente producido por el ingeniero Schwarze en la década del setenta!



Esto demuestra que somos un país que ha ido abandonando la innovación tecnológica que permite poner a disposición de los chilenos las soluciones de este tema.



El ejemplo que se ha dado aquí, sobre el que yo he insistido mucho también en la Comisión de Minería y Energía, es que existen otros países que están abordando de mejor manera el cambio del auto a combustión, que es quizás uno de los inventos más importantes y más difundidos del último siglo, por el eléctrico.



¡No hay ningún país en el mundo, señor Presidente, que se beneficie más con el auto eléctrico que Chile!



Los autos hoy día pasarían de tener tres kilos de cobre -en cables, instrumentos y otras cosas más- a trescientos. Y, como si esto fuera poco, las baterías que alimentan los motores eléctricos son de puro cobre y litio.



Entonces, yo me pregunto cómo en Chile no nos hemos dado cuenta de que debemos impulsar ese tipo de tecnologías, atraer inversiones. 



Creo que en esto hay que destacar la labor del Vicepresidente Ejecutivo de la CORFO, quien ha estado dando algunos pasos en la materia. Tal vez no son todos los que quisiéramos, pero los considero importantes. La idea es transformarse en un país en donde esté el centro de producción de los elementos para fabricar autos eléctricos. Somos responsables del 30 por ciento de las exportaciones de cobre del mundo; contamos con el 36 por ciento de las reservas de ese mineral, y no estamos interesados en producir un elemento que es básico para esta nueva realidad.


La creación de un Ministerio de Ciencia y Tecnología, que ha sido impulsada especialmente por el Senador Girardi, así como por varios de quienes han intervenido en este debate, puede generar una alternativa en este ámbito. Es la única manera en que podemos dejar de ser productores y exportadores de piedras para subirnos a la cadena de valor.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma. 

El señor COLOMA.- Señor Presidente, tal como se ha planteado, este es un proyecto largamente esperado no solo por la comunidad científica, sino también por muchos de quienes nos hemos convencido de que para superar la actual etapa de desarrollo del país no basta solo con el crecimiento -siempre lo hemos dicho-, sino que debemos crear una sociedad que ofrezca oportunidades a todos los ciudadanos. Y la experiencia internacional, como afirmó el Presidente del Consejo de la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica (CONICYT), Mario Hamuy, nos indica que estos no son lujos de países ricos, sino condiciones esenciales para lograr el desarrollo.



Hay un amplio consenso respecto de las debilidades institucionales que posee nuestro país en materia de ciencia, tecnología e innovación. Se ha dicho que ellas en parte tienen que ver con el presupuesto que se destina a estos fines: 0,38 por ciento del PIB. Si comparamos esa cifra con las de la OCDE -institución con la cual no me gusta generalmente comparar-, vemos que nuestra inversión en este ámbito es inferior en nueve o diez veces.  Adicionalmente, hoy se advierte una alta dispersión de esfuerzo y casi nula coordinación en el desarrollo científico, tecnológico y de innovación en función a los desafíos estratégicos que tenemos por delante.



También hay una relevancia política no destacada. Eso tiene como consecuencia que muchas veces los pocos esfuerzos que se hacen sean dispersos, y que de alguna manera se pueda estar incentivando determinado tipo de acciones en forma paralela, sin coordinación alguna, a través de distintos ministerios, ideas y líneas de acción. 



Lo anterior de alguna manera orienta a generar una institucionalidad distinta que pueda no solo incrementar la inversión pública, que es uno de los objetivos en materia de ciencia y tecnología, sino, adicionalmente, armonizar los esfuerzos que se hacen en la dispersión de muchos organismos que pueden tener buena prensa y sostener que están trabajando por la ciencia y la tecnología, pero que al final no tienen capacidad de fiscalización, para determinar hacia dónde se destinan esos esfuerzos, o de entendimiento, para conversar entre ellos.



El trabajo en la Comisión fue bien interesante. Oímos experiencias variadas sobre cómo enfrentan este tema otros países. Quedó dándome vueltas el caso argentino, respecto del cual uno trata de no sacar lecciones en muchas materias, pero es interesante analizarlo porque el Ministro de Ciencia, Tecnología e Innovación Productiva de ese país superó varios gobiernos. Pasar de la época de Kirchner a Macri no parecía algo muy fluido en el ámbito público, pero hubo la capacidad de generar, en la misma estructura institucional, una especie de “Banco Central” -diría- para innovar en esta materia.



Considero que esta institucionalidad que va a diseñar, coordinar, evaluar y ejecutar políticas públicas, obviamente será un cambio importante dentro de la forma de operar en esta línea.



Ahora, ¿es alguna garantía? Porque estamos en la discusión general y existe todo un concepto de organización, de estructura, de estrategia definido en esa lógica. Hay temas que obviamente han provocado gran debate y ojalá que en la discusión particular el Gobierno pueda generar alguna idea. Me refiero, por ejemplo, al hecho de que esto descanse territorialmente solo en cuatro seremías. Es difícil entender cómo estas macroseremías podrán generar un desarrollo tecnológico en las regiones a la par de lo que realmente se requiere para lograr la innovación.



También creo que en la discusión particular -y eso hay que abordarlo en la Comisión de Hacienda; no está en el proyecto, pero se plantea parcialmente en el informe financiero-  tenemos que ver qué tipo de cosas se traspasan a este Ministerio. Por ejemplo, los programas de la Iniciativa Científica Milenio (ICM) queda claro que se traspasan; los programas de las Oficinas de Transferencia y Licenciamiento (OTL), que actualmente forman parte de la Gerencia de Capacidades Tecnológicas de la CORFO, también se transfieren a este Ministerio, y lo mismo ocurre con los programas del MINEDUC en materia de Innovación en Educación Superior. Pero hay otras acciones, particularmente en relación con la CORFO, que en mi opinión perfectamente se pueden traspasar y que darían mucho más energía, grosor y músculo a un ministerio de esta naturaleza.



En resumen, señor Presidente, me parece que esta es una idea buena, nueva, y potente, que ha sido desarrollada durante dos gobiernos… 

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Se acabó su tiempo, señor Senador.

El señor COLOMA.- Le pido treinta segundos para terminar, señor Presidente.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Continúe, Su Señoría.

El señor COLOMA.- Lo anterior de alguna manera garantiza la transversalidad de esta idea a través de los gobiernos. El hecho de que, tal como dijo el Senador informante, haya surgido en el período del Presidente Piñera de una Comisión que en su momento dirigió Bruno Philippi, y que después haya sido asumida por la actual Administración, habla de un desarrollo distinto. 



Mario Hamuy ha hecho una extraordinaria labor para intentar coordinar los esfuerzos en esta línea, que me parecen muy valiosos. Porque no es fácil crear un ministerio en esta área. Es un escenario que por lo menos sirve de estructura para algo que puede ser muy importante en materia de ciencia, tecnología y, en especial, de innovación.



Y subrayo la palabra “innovación”, porque es quizás lo que más cuesta involucrar en este proyecto. Muchas de las indicaciones que discutimos en la Comisión de Desafíos del Futuro tenían que ver con cómo podíamos incorporar esta palabra, que tendía a ser reluctada por el Gobierno. Considero que debe ser incorporada, porque tiene mucho que ver con el sentido de futuro que un país como el nuestro debería buscar.



En resumen, votamos a favor. Esperamos que en la discusión particular, tanto en la Comisión de Hacienda como en la Comisión de Desafíos del Futuro, podamos generar un proyecto más global que efectivamente cumpla con los ambiciosos objetivos con que está siendo diseñado.



He dicho. 
El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Allamand.

El señor ALLAMAND.- No intervendré, señor Presidente.
El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, he tenido la oportunidad de estar en la Comisión de Desafíos del Futuro y me parece muy bien que en ella se trate este importante tema.



Por muchos años hemos sido testigos en el Senado de cómo las autoridades de Gobierno, e incluso ministros de Hacienda, han señalado con gráficos y presentaciones el grado de compromiso económico y político que existe con la ciencia, la tecnología y la innovación. Pero la verdad es que en los hechos esas cifras no han aumentado, sino que se han mantenido en un piso que nos tiene detenidos en cuanto a todo el potencial y la diversidad que poseemos en el país.



De partida, se aceptó que existiera un Ministerio de Ciencia y Tecnología e Innovación, que es una palabra muy clave. Y, como se señala, el potencial de Chile es cada día más evidente pero no se está aprovechando en plenitud. 



En materia de energías renovables no convencionales, la llamada “Ley 20/20”, de iniciativa parlamentaria -hoy en día la estamos cumpliendo, aunque la meta se haya postergado hasta el 2025-, permitió licitar por bloques y demostrar que energías como la solar, la eólica y otras, ya son mucho más competitivas que las que transforman a muchos países y nuestras regiones en zonas de sacrificio.



El potencial de Chile puede ayudar incluso con el cambio climático a nivel de toda América del Sur y a hacer un aporte en otros ámbitos al planeta.


En segundo lugar, está la biodiversidad. 



El territorio de nuestro país es equivalente al de uno que fuera desde el Polo Norte hasta el centro de África, y no lo podemos manejar de forma centralista. Un ejemplo de ello son los 83.500 kilómetros de perímetro costero que tenemos y que abren oportunidades en todo sentido a través de la biodiversidad. Es el caso de las algas, en el que con el Senador Baldo Prokurica tenemos una iniciativa que permite poner valor y, además, que nos transformemos en potencia agroalimentaria para el mundo del futuro. 



En cuanto a la forestación con especies nativas: 3 a 5 millones de hectáreas por forestar con los múltiples beneficios asociados.


Se acaba de suscribir un compromiso -quien está presidiendo esta sesión también se encontraba presente- para que 46 por ciento de la zona económica exclusiva de Chile se convierta en áreas marinas protegidas.



Ello nos transformará en líderes a nivel mundial y, a la vez, implicará un tremendo desafío para toda nuestra institucionalidad en cuanto a la existencia de áreas marinas protegidas de verdad, pues allí hay desde parques y reservas hasta áreas marinas de uso múltiple, donde las comunidades y todo tipo de organizaciones y emprendimientos juegan un rol muy importante.



Ahora, no debemos olvidar que en este cuadrante, si miramos al oeste, limitamos con países como Nueva Zelandia y Australia. Pero, de alguna manera, no tenemos eso en nuestro imaginario.



Por otra parte, Chile dispone de entre 64 y 80 por ciento de territorios con montañas. Y, hoy en día, para acceder a ellas existen las mismas dificultades que para ir a ríos o playas: en sus accesos hay portones colocados por empresas u otros privados, según nos señalan investigadores y exploradores de nuestro país. Entonces, para llegar a aquellas montañas es necesario transitar por el lado argentino.



Ocurren, pues, contradicciones realmente insólitas frente a los enormes potenciales.


En cuanto a descentralización y regionalización, como en la Comisión este proyecto se discutió en general y en particular durante el primer informe, formulamos nuestros planteamientos a través de indicaciones.



Con Mario Hamuy tuvimos la oportunidad de participar en el quinto aniversario del noticiero Panorama 15, de CNN, donde hice ver que en este proyecto no hay una dosis suficiente de descentralización y regionalización, ya que pretende la existencia de unas pocas secretarías ministeriales por macrozonas.



Nosotros queremos, sobre todo existiendo universidades e institutos de investigación en cada región de nuestro país, que haya, no una persona con todo el aparato público, pero sí un delegado y un coordinador del Ministerio.



Subir el porcentaje del PIB a Ciencia, Tecnología e Innovación significa también empoderar a las instituciones del Estado: INFOR, INIA, CIREN. Actualmente, de alguna manera son sumadas; pero se les exige ganar fondos a través de concursos.



Existen otros entes y con mucho mayor potencial, como el Servicio Nacional de Geología y Minería, no solo en sismología; en geología, en la parte volcánica, sino también en energía (geotermia, en fin). Asimismo, el Instituto de Salud Pública.



Es decir, existen áreas en las que Chile puede ser innovador en todos los sentidos.



Por lo tanto, creo que estamos ante un avance importante. Pero no hay que conformarse con la sola creación del Ministerio: además, es necesario asignar mayores recursos, empoderar a las instituciones que se dedican a tales materias en nuestro país y atraer a las regiones a una enorme cantidad de personas que obtienen doctorados, que hacen investigación a nivel internacional, en fin, pero que no encuentran espacios para proyectarse como legítimamente demanda Chile.



He dicho.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Lily Pérez.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señor Presidente, hace un par de años yo era bastante escéptica con respecto a la Comisión de Desafíos del Futuro, que preside Su Señoría. Y seguí siéndolo durante mucho tiempo. Pero poco a poco he ido comprendiendo más la lógica de lo que han intentado hacer algunos de los Senadores que integran dicho órgano técnico. 



Creo que todavía están pendientes ciertas cosas en el ámbito interno. Por ejemplo, en cuanto al Centro de Extensión del Senado, el que a mi juicio debe tener un rol mucho más relevante que el actual; puede satisfacer numerosas expectativas, pues cuenta con gente tremendamente competente, etcétera.



Con todo, quiero valorar lo que ustedes han hecho.



En tal sentido, es del caso puntualizar que la decisión del Ejecutivo de enviar el proyecto de ley que crea el Ministerio de Ciencia y Tecnología de alguna forma tuvo un impulso generado por la Comisión de Desafíos del Futuro del Senado.



Eso es muy positivo, señor Presidente.



Conozco a varios médicos, incluso chilenos, que han concurrido a los Congresos del Futuro. A varios les he hecho llegar invitaciones para que puedan asistir. Y han quedado realmente contentos con su participación. 



Eso, en lo general.



En lo particular, considero que nuestro país todavía está muy al debe en lo que concierne al desarrollo de la ciencia y la tecnología. Pero como país, como Estado, tenemos en esas áreas científicos supernotables; académicos e investigadores muy valiosos; universidades, como la Federico Santa María, en Valparaíso, que cuenta con un equipo de ingeniería mecánica que incluso ha estado trabajando con algunos hospitales en el diseño de miembros artificiales destinados a rehabilitar a adultos mayores con déficits en sus extremidades. 



Por lo tanto, disponemos de bastantes personas muy notables que hacen cosas sobre la base de la investigación y del desarrollo tecnológico y científico.



Sin embargo, el Estado no hace difusión; no existe mayor comprensión sobre estos temas; no hay mayor educación. En los establecimientos educacionales no se crea conciencia en los niños y niñas sobre la importancia que reviste la ciencia para el desarrollo de las personas.



Al encender un fósforo para prender un calefón, por ejemplo, se genera un hecho científico. Pero no se sabe, no se explora, no se comenta.



El mundo de la apicultura tiene aplicaciones relevantes. Por ejemplo, para el desarrollo de la agricultura, de la floricultura, de la fruticultura. Y también está involucrado el desarrollo científico y tecnológico: cómo evitamos que las abejas se enfermen  y mueran debido a la acción de los plaguicidas que se aplican en el agro.



Entonces, señor Presidente, todo está muy relacionado: la educación, la salud, la agricultura, el océano. 



Nosotros hemos impulsado el desarrollo del mar.



En tal sentido, hace ya muchos meses en la Biblioteca del Congreso Nacional hicimos un encuentro en torno a la idea de crear un Ministerio del Mar.



Hay numerosas posibilidades. Sin embargo, estamos pegados en las materias vinculadas con la pesca, que es importante, y con nuestra Armada, que es un orgullo. 



Yo pregunto qué pasa, por ejemplo, con la generación de energía mareomotriz.



Algunos países -Escocia, por ejemplo- producen energía limpia sobre la base del oleaje, de las mareas.



Claro: para nosotros, hoy día la energía así generada es cara. Pero si incursionáramos en ella dejaría de serlo y sería una alternativa a la proliferación de torres invasivas o de los grandes molinos usados en la producción de energías eólica, que no son muy lindos.



Hay harto por explorar. No obstante, falta mucho para avanzar.



Ahora, si este proyecto constituye un avance, bien. 



A mí me carga aumentar la burocracia, incrementar la cantidad de ministerios. Sin embargo, el que se propone crear ahora es supernecesario.



Hay que darle realce y asignarle el valor que tiene. Pero considero necesario trabajarlo unido a otras Secretarías de Estado, como he dicho. 



Obviamente, voto a favor. 

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor De Urresti. 

El señor DE URRESTI.- Señor Presidente, estamos asistiendo a la votación del proyecto que crea un Ministerio que, a mi entender, dará un elemento identitario a nuestro país.



Ante todo, quiero valorar enormemente el trabajo que hicimos en la Comisión de Desafíos del Futuro, que debatió dicha iniciativa (en ella se ha organizado una gran cantidad de Congresos del Futuro), donde pudimos radicar una discusión y generar un consenso, con el mundo científico, con el mundo político, a los efectos de construir una masa crítica en el sentido de hacer fundamental la existencia en Chile de un Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación; en definitiva, un Ministerio que piense el futuro y coordine las distintas actividades que realizamos hoy día en nuestro país.



En esa línea, deseo valorar asimismo la labor desarrollada por Mario Hamuy, quien, con su equipo, ha trabajado arduamente en tal impulso. 



En distintas ciudades de Chile hemos recibido a decenas de científicos, no solo a propósito de este proyecto, que fue presentado por el Gobierno de la Presidenta Bachelet, sino también de un conjunto de actividades sobre temáticas que se nos han planteado.



En la Comisión aprobamos por unanimidad la mayoría de los artículos (si no todos). Ello demuestra que en Chile existe un consenso con relación a la ciencia, a la tecnología, a la necesidad de establecer en nuestras sociedades científicas y en nuestras universidades un ensamblaje, una coordinación.



Al reunirnos con la Asociación Nacional de Investigadores en Postgrado de las distintas universidades nos dimos cuenta de la existencia de una enorme cantidad de investigadores, de científicos, de gente que está trabajando en ciencia, tecnología e innovación. 



La CORFO realiza asimismo una labor importante.



Sin embargo, ocurre lo que en muchos otros sectores -en Cultura y las Artes, por ejemplo-: el esfuerzo se halla disperso; y eso no rinde, no permite la coordinación.



Una de nuestras discusiones discurría sobre la base de que una universidad regional seguía cierta línea de investigación y ello se replicaba en otra región.



No se dialoga. A veces no existe una línea científica en las apuestas estratégicas del Estado. Porque se trata no solo del Gobierno, sino también del Estado.



Los países han superado su política extractiva rentista en materia de recursos naturales -es la que por desgracia ha tenido Chile durante mucho tiempo, particularmente en el caso del cobre- al incorporar en sus procesos tecnología, investigación.



Hoy día nuestro país constituye un paradigma en el ámbito de las energías renovables no convencionales: contamos con el desierto más irradiado; tenemos una cantera, verdaderos pozos petroleros de energía fotovoltaica. Actualmente se dice que “el norte de Chile es la Arabia Saudita solar”.



Esos son elementos fundamentales para desarrollar la ciencia, la tecnología, la investigación, y establecer una matriz energética.



Contamos con la mejor disponibilidad de vientos en la costa de nuestra zona sur.



¡Ahí hemos de confluir para utilizar bien todo ese espacio, con respeto al medio ambiente y a las comunidades colindantes!



Entonces, debemos cambiar, pensar nuestra matriz.



Tenemos disponibilidad de litio, capacidad para desalar agua de mar.



¡Ahí está el desafío! ¡Ahí está la apuesta del nuevo Ministerio, en el sentido de articular, pero no en el corto plazo de los cuatro años de un gobierno, sino en el curso de una política sostenida en el tiempo!



Hace un par de días analizábamos en mi zona una política sobre repoblamiento del bacalao, tal como se hizo en su momento con el salmón y otras especies.



Hemos de seguir apuntando en tal dirección.



Señor Presidente, termino expresando mi pleno respaldo a esta iniciativa y reiterando que en esta materia debe haber coordinación y una vinculación absoluta entre el mundo académico, el mundo universitario y el mundo gubernamental, para que nuestro país apueste efectivamente por el desarrollo de la ciencia, la tecnología y la investigación, valorando la cantidad de científicos e investigadores que tenemos y articulándolos en el territorio nacional, de modo que esas mentes pensantes y esas capacidades no se concentren en zonas centralizadas.



Por eso, voto a favor.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, seré muy breve en mis comentarios, porque suscribo lo que se ha manifestado aquí.



Habría sido deseable que la Sala del Senado hubiera estado acompañada del mundo científico para compartir con él esta buena noticia.



En la parte de él que me ha tocado conocer existe el ferviente anhelo de tener una institucionalidad verdadera, que se comprometa con la ciencia y la tecnología.



No quiero repetir cosas dichas, ni tampoco entrar a lugares comunes. Solo deseo recordar que quizás nunca en la historia de la humanidad el futuro de los pueblos depende tanto como hoy del conocimiento, de la ciencia, de la innovación.



Por lo tanto, la posibilidad de darle un buen destino y un adecuado bienestar material y espiritual a nuestra gente pasa por el desarrollo debido del área en comento.



Sin embargo, pienso que no lo hemos hecho muy bien, a pesar de los esfuerzos gigantescos que han realizado el sistema universitario, los centros independientes y autónomos, y sobre todo los investigadores, quienes han puesto harto de su parte, con más vocación que nada, para sacar adelante la tarea y poner a Chile, dentro del ámbito relativo de la América Latina, en un lugar muy destacado y de mucha vanguardia.



Mi interés por hacer un comentario, señor Presidente, apunta en una sola dirección: no sacamos nada con crear institución y estructura si no existe un compromiso de recursos significativo.



Para hacer tortillas hay que romper huevos. Y eso significa meterse la mano al bolsillo. 



Según los antecedentes consignados en el informe de la Comisión de Desafíos del Futuro, al año 2014 Chile gastaba 0,38 por ciento del PIB en este ámbito, en circunstancias de que el promedio de la OCDE era de 2,4 por ciento.



Esas cifras son demasiado potentes como para que nos abstengamos de comentar a ese respecto.



Si no hay un involucramiento real -y no se trata de un problema de este Gobierno o del que vendrá: es un compromiso del país- en realizar un esfuerzo significativo al objeto de gastar recursos razonables (no digo excesivos) para que podamos afrontar bien la tarea, no vamos a lograr el objetivo perseguido y dejaremos trunca una esperanza.



La comunidad científica espera la institucionalidad. Pero también, a mi entender, es muy importante que avancemos en comprometer los recursos pertinentes.



Cuál más, cuál menos, todos los gobiernos -el actual, el anterior y los precedentes- han hecho ese esfuerzo. Pero todavía estamos a mucha distancia.



Es ahí donde yo quiero manifestar la voluntad de apoyar la institucionalidad propuesta. Pero ojalá eso vaya acompañado de un compromiso de los futuros gobiernos en cuanto a incrementar muy sustantivamente los recursos, para lograr revertir la situación existente. 



En Chile la vocación científica no ha sido la más potente. Este país ha sido mucho más de humanidades, de poetas, de historias distintas de la científica.



Nuestra cultura científica no es tan fuerte a nivel de la juventud. Hay que efectuar un trabajo enorme para cambiar el esquema, pero sobre todo para incorporar a los jóvenes a aquella.



El Ministerio en creación puede hacerlo. Pero debemos proveerlo de las herramientas y los medios necesarios para que la nueva institucionalidad satisfaga los anhelos de la comunidad científica, que, en mi opinión, este Senado comparte en plenitud.



Por eso, apoyo la creación del Ministerio de Ciencia y Tecnología, con la voluntad y el compromiso, en lo que de mí dependa en el futuro, de otorgar el mayor respaldo, en los términos anunciados, desde el punto de vista del fortalecimiento económico para esta iniciativa, que espero sea aprobada por unanimidad esta tarde.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, sin duda, los efectos de este proyecto los veremos en el corto plazo, pero también a largo andar. O sea, cómo nos anticipamos como Estado a establecer políticas públicas que favorezcan el desarrollo de la tecnología.



Sin esa oportunidad, Chile se va a ver disminuido en sus posibilidades de competitividad.



No voy a repetir los lugares comunes que se han señalado para celebrar la creación del Ministerio de Ciencia y Tecnología, pero, sí, quiero saludar a quienes han apoyado esta iniciativa desde el comienzo (en el Senado se formaron comisiones desde temprano) y reconocer el esfuerzo visionario que ha habido.



Ahora, deseo señalar que esta materia importa no solo al mundo público, al mundo científico, al mundo de la universidad: también resulta muy relevante para el emprendimiento.



Según expresaba un Senador que me antecedió en el uso de la palabra, como Estado debemos añadir a la voluntad política de crear el Ministerio en comento un esfuerzo destinado a incrementar el gasto necesario para ayudar al desarrollo en ciencia y tecnología.



Además, hay una línea de financiamiento vinculada con el incentivo que podemos otorgarle al sector privado para que desarrolle ciencia y tecnología.



Incluso sin los instrumentos del Estado, vemos en ciertos sectores de la economía un progreso muy muy significativo, en algunos casos a la altura de los países más desarrollados, en materia de ciencia y tecnología. Pero necesitamos que ello sea parejo.



Se requiere emparejar la cancha especialmente para las pymes, y es preciso poner recursos para ello. Diría que la forma de proceder es la creación de incentivos tributarios. No solo cabe establecer una partida presupuestaria para el Ministerio o para la ciencia y tecnología o para la universidad, sino también contemplar un instrumento que puede ser muy beneficioso para esas entidades y generar un efecto multiplicador, a fin de que sea posible que apliquen la ciencia, la tecnología y la innovación. Ya hay algunas herramientas de la CORFO, pero creo que son absolutamente insuficientes. Conviene hacer un mayor esfuerzo por lograr la incorporación de dichas disciplinas en materia de competitividad.



A mi juicio, con eso daríamos un salto muy importante, como país, para ayudar al desarrollo en las universidades. La medida se verificaría en el sector público, pero también en el sector privado, especialmente en la pequeña y la mediana empresas.



Por eso, voy a votar a favor con mucho entusiasmo.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Puede intervenir el Honorable señor Lagos.

El señor LAGOS.- Señor Presidente, seré muy breve.



Le agradezco al Senador señor Prokurica el reconocimiento que me brindó al usar de la palabra.



Me sumo a subrayar lo bien inspirado del proyecto. Lo apoyo cien por ciento. Considero que ha sido una difícil batalla, porque había mucho escepticismo. He escuchado a varios colegas expresar hidalgamente que cuando les hacían referencia a un Ministerio de Ciencia y Tecnología respondían: “Eso no tiene por dónde”. Entonces, me agrego a todo lo dicho acá.



Quisiera exponer un par de reflexiones breves.



Una de ellas es que, como bien decía el Honorable señor Larraín, se requerirán recursos inicialmente de carácter público. Tal vez, a medida que funcione una Secretaría de Estado, que se registre un impacto en la innovación, que exista un incentivo para el involucramiento de universidades o de instituciones de enseñanza superior y que haya proyectos y plataformas para recoger recursos y fondos concursables a los que sea posible postular, puede generarse un incentivo para que el sector privado asuma un rol más activo.



Las cifras que se han dado son elocuentes. En 2014 se invirtieron 0,38 puntos del PIB en ciencia y tecnología. Y dos tercios correspondieron al sector público, si no más. Se dice que la cifra en la OCDE es de 2,5 por ciento. Pero la participación del sector privado es mucho mayor. Y las razones son muchas.



Entonces, mi primer comentario dice relación con que se requerirán recursos públicos, en efecto. Y ello ha determinado mucho escepticismo por dos razones: la de que no se dispondría de fondos o la de que mediaba una mirada muy negativa en cuanto a que los capturaría la comunidad científica, a quién los controlaría o a que constituiría una burocracia adicional.



Comprendiendo que eso puede ser un riesgo, creo que debemos correrlo. Y, en la medida en que la institucionalidad funcione,…


Pido que me dejen terminar, señor Presidente.

El señor PROKURICA.- ¡No se enoje, Honorable colega!

El señor LAGOS.- No es así. Lo que pasa es que me quitan tiempo.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- El Senador señor Lagos puede terminar su intervención.

El señor LAGOS.- Lo que deseo consignar es que será preciso correr el riesgo respecto de los recursos y la suspicacia, y contar con una institucionalidad que permita asegurarse de que la inversión llegará a buen destino, además de existir una correcta fiscalización.



Mas si no media la inversión inicial del sector público, no habrá capacidad de involucrarse por parte del sector privado.



Un segundo elemento, menos popular, es que esto último también se requiere de las universidades.



Y quiero pedirles coherencia a mis colegas de todas las bancadas. En la discusión acerca del proyecto de educación superior y del financiamiento de dichos planteles de enseñanza tenemos que hacer un distingo entre los básicamente docentes y los más complejos, porque estos son los que seguramente realizarán la investigación. Entonces, si no ponemos recursos y no reconocemos lo que implica un establecimiento que no solo enseña -y está bien que lo haga-, sino que también cuenta con capacidad para hacer ciencia, tecnología e innovación, etcétera, entonces no hagamos referencia a que involucraremos a las universidades en el Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación, porque no va a ser cierto.


Se precisa un mínimo de coherencia. Aquí se aplaude y se vota el proyecto de ley, pero tengamos presente lo señalado cuando lleguemos a discutir al respecto.



Lo otro que quería mencionar es que tal vez se requerirá un mejoramiento de nuestra Ley de Propiedad Intelectual. El sector privado con un rol activo ha descansado en otros países en el sector público, pero no es menos cierto que ha actuado también por fines comerciales. En materia de innovación habrá una tensión permanente entre cuánto debe estar protegido y cuánto es para el creador, que muchas veces ha logrado llegar a un resultado a partir de recursos públicos.



En consecuencia, creo que la propiedad intelectual nos va a llevar a algo que a algunos no les gusta. Mantenemos algunos serios reparos acerca de la forma en que se estructura la legislación internacional, pero no debemos desconocer que si se quiere incentivar al sector privado para innovar, tiene que haber un rédito por las inversiones, sin perjuicio de reconocerse que una proporción de ellas se encuentra a veces subsidiada por el aporte estatal.



Termino ahora, señor Presidente.



Recuerdo cuando se trató de establecer el primer royalty minero, que fracasó en el Congreso -fue en 2004 o 2005, cuando el Senador que habla no era parlamentario, por cierto- durante el Gobierno del Presidente Lagos. Se apuntaba a gravar la actividad del sector y generar un fondo capaz de ir produciendo el reemplazo para cuando se acabara el recurso natural del cobre, que no es renovable. La pregunta era de qué iba a vivir el país. La respuesta decía relación con su inteligencia. Y para eso se pensó en que el royalty y los recursos que se extrajeran tuvieran un fin, en lo grueso, dirigido solo a la innovación, a la educación superior, al perfeccionamiento en el extranjero, a programas de apoyo, a cómo Chile podía generar un ingreso que le permitiera seguir financiando su desarrollo y sus políticas públicas.



En fin, hay puros desafíos por delante. Pero, por lo menos, prefiero que los enfrentemos, al igual que los riesgos, a que nos quedemos de brazos cruzados y no demos el paso adelante.



Ojalá que la iniciativa pueda ver la luz prontamente.



Felicito a los que la impulsaron, básicamente a los miembros de la Comisión de Desafíos del Futuro, en el Senado, y al Gobierno de la Presidenta Michelle Bachelet por haber empujado el proyecto.



El asunto se inició -también es preciso decirlo- durante el Gobierno del Presidente Sebastián Piñera.


Muchas gracias.
El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto, dejándose constancia, para los efectos del quorum constitucional exigido, de que se registran 29 votos a favor y un pareo.


Votaron las señoras Muñoz, Lily Pérez y Von Baer y los señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Horvath, Lagos, Hernán Larraín, Letelier, Montes, Moreira, Ossandón, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.



No votó, por estar pareado, el señor Pérez Varela.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Solicito autorización para que el Honorable señor Tuma me reemplace en la testera.



--Pasa a presidir la sesión el Honorable señor Tuma, en calidad de Presidente accidental.

SANCIONES A DECODIFICACIÓN ILEGAL DE TELEVISIÓN SATELITAL DE PAGO

El señor TUMA (Presidente accidental).- Conforme a los acuerdos de Comités, corresponde ocuparse en el proyecto de ley, iniciado en moción de los Honorables señores Girardi, Letelier, Matta, Ossandón y Patricio Walker, en primer trámite constitucional, que modifica la Ley General de Telecomunicaciones para establecer sanciones a la decodificación ilegal de la televisión satelital de pago, con segundo informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.



--Los antecedentes sobre el proyecto (10.294-15) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley (moción de los Senadores señores Girardi, Letelier, Matta, Ossandón y Patricio Walker):



En primer trámite: sesión 51ª, en 9 de septiembre de 2015 (se da cuenta).



Informes de Comisión:



Transportes y Telecomunicaciones: sesión 69ª, en 11 de noviembre de 2015.



Transportes y Telecomunicaciones (segundo): sesión 42ª, en 5 de septiembre de 2017.



Discusión:



Sesión 100ª, en 28 de enero de 2016 (se aprueba en general).
El señor TUMA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La Comisión deja constancia, para los efectos reglamentarios, de que no hay artículos que no hayan sido objeto de indicaciones ni de modificaciones.



El órgano técnico efectuó diversas enmiendas al proyecto de ley sancionado en general, todas acordadas por unanimidad, por lo que deben ser votadas sin debate, salvo que alguna señora Senadora o algún señor Senador manifieste su intención de impugnar la proposición respecto de alguna de ellas o existieren indicaciones renovadas.


Cabe hacer presente que, con motivo de la aprobación de la indicación número 1, se reemplazó la denominación de la iniciativa por la siguiente: “Proyecto de ley que modifica la Ley General de Telecomunicaciones para establecer sanciones a la decodificación ilegal de los servicios limitados de televisión”.



Sus Señorías tienen en sus escritorios un boletín comparado que en la tercera columna transcribe las enmiendas introducidas por la Comisión y en la cuarta consigna el texto que quedaría si fueran acogidas.



Nada más.

El señor TUMA (Presidente accidental).- En discusión particular.



Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



--Queda pendiente la discusión particular.
VI. INCIDENTES
PETICIONES DE OFICIOS

El señor LABBÉ (Secretario General).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor TUMA (Presidente accidental).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.
)----------(


--Los oficios cuyo envío se anunció son los siguientes:


Del señor ARAYA:



A los señores Ministros de Agricultura y del Medio Ambiente, a la señora Alcaldesa de Antofagasta, al señor Alcalde de Taltal, al señor Director Nacional de Aeronáutica Civil y al señor Director Ejecutivo de la Corporación Nacional Forestal, con el objeto de que se informe acerca de ACCIONES PARA PROTECCIÓN DE DESIERTO FLORIDO.


Del señor MATTA:


Al señor Secretario Regional Ministerial de Vivienda del Maule, solicitándole gestiones para ENTREGA EN COMODATO DE TERRENOS A JUNTA DE VECINOS JOSÉ MIGUEL CARRERA, COMUNA DE CHANCO.



Del señor MONTES:



Al señor Ministro del Interior y Seguridad Pública; a los señores Comandantes en Jefe del Ejército, de la Armada y de la Fuerza Aérea; al señor General Director de Carabineros; al señor Director General de la Policía de Investigaciones, y a la señora Subsecretaria de Derechos Humanos, para requerir NOMBRES DE DETENIDOS EN OFICINA SALITRERA CHACABUCO DURANTE RÉGIMEN MILITAR. 


Del señor TUMA:



A la señora Ministra de Salud, a fin de formular CONSULTA SOBRE SITUACIÓN DE MÉDICOS SEÑORA BELKIS CECILIA ACOSTA VILLEGAS Y SEÑOR DHARAM DAS, ASÍ COMO PLANTEAMIENTO PARA CONTRATACIÓN DE FACULTATIVOS EXTRANJEROS CONFORME A DICTAMEN DE CONTRALORÍA, y preguntar por RESULTADO DE APELACIÓN ANTE RECHAZO DE LICENCIAS MÉDICAS DE SEÑOR MARIO ITURRA DELGADO.
)----------(
El señor TUMA (Presidente accidental).- En Incidentes, el primer turno corresponde al Comité Socialista e Independiente.



Tiene la palabra el Senador señor Quinteros.

CONSOLIDACIÓN DE ÁREA METROPOLITANA PUERTO MONTT-PUERTO VARAS. OFICIOS
El señor QUINTEROS.- Señor Presidente, desde hace ya un tiempo se viene proyectando la idea de consolidar un área metropolitana en la conurbación de las comunas de Puerto Montt y de Puerto Varas.



Si bien geográfica y territorialmente ambas ciudades ya son consideradas una metrópolis, la discusión del asunto ha generado diversos tipos de reacciones: desde la de quienes ven una oportunidad de desarrollo para una macrozona que se potencia mediante servicios y ofertas complementarios, hasta la de quienes perciben en la propuesta una amenaza de cambio que podría afectar la calidad de vida local.



Las áreas metropolitanas son, en cualquier escenario, territorios complejos: exhiben grandes dimensiones y formas de desarrollo heterogéneas, defienden identidades y proyectan imágenes diferentes, y, al poseer cada comuna una administración propia, la relación nunca está del todo exenta de conflictos.



Hace veinte años se reconocían tres grandes áreas metropolitanas: el Gran Santiago, el Gran Valparaíso y el Gran Concepción. Hasta el día de hoy concentran un porcentaje mayoritario de la población y la vivienda en el territorio nacional. Aproximadamente, el 50 por ciento de los habitantes del país reside en ellas, en tanto que un 37 se distribuye en el resto de las ciudades y un 13 vive en sectores rurales.



Hace diez años ya eran cinco las que presentaban un carácter definido y a la fecha contabilizamos diez. A las mencionadas se suman Antofagasta, Iquique-Alto Hospicio, Coquimbo-La Serena, Rancagua-Machalí, Chillán-Chillán Viejo, Temuco-Padre Las Casas y Puerto Montt-Puerto Varas.



La gran mayoría de ellas responde al esquema de dos ciudades vecinas, en algunos casos de características similares, como La Serena-Coquimbo, y en otros, al de una ciudad capital y una vecina de menor tamaño, como Puerto Montt-Puerto Varas o Temuco-Padre Las Casas.



De acuerdo con el Índice de Calidad de Vida Urbana 2017, elaborado por la Universidad Católica y la Cámara Chilena de la Construcción, la de Puerto Montt-Puerto Varas ocupa el primer lugar de las diez áreas metropolitanas reconocibles en el país, seguida del Gran Valparaíso y del Gran Concepción.



Destaca por presentar una buena evaluación en condición laboral, ambiente de negocios, condiciones socioculturales, vivienda, y salud y medioambiente, entre otros aspectos. Es decir, desde ya ofrece un vasto potencial de desarrollo metropolitano.



Es cierto que estas áreas imponen desafíos múltiples: ordenamiento territorial, conectividad vial y de comunicaciones, transporte público, acceso a múltiples servicios, desarrollo económico e infraestructura pública. Hasta ahora, las herramientas y fórmulas con las que se intenta enfrentar ese escenario han resultado poco eficientes.



Señor Presidente, solicito que las conversaciones se realicen fuera de la Sala, para poder concentrarme en mi intervención.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Los demás señores Senadores deben guardar silencio.



Puede continuar, Su Señoría.

El señor QUINTEROS.- Ni la coordinación entre municipios ni las intervenciones que impulsa el Estado parecen ajustarse a necesidades de una población que van evolucionando y haciéndose cada vez más exigentes junto al propio desarrollo de los centros urbanos.



Un tema aparte son los intereses que despiertan las áreas urbanas en crecimiento. El mercado inmobiliario y la generación de proyectos productivos requieren reglas claras y fiscalización permanente. No se trata de hacerles las cosas difíciles a los inversionistas, sino de cautelar que los negocios consideren, en el diseño y la ejecución de sus proyectos, el desarrollo urbano sostenible y la calidad de vida de la comunidad.



Por lo pronto, el proyecto de ley de fortalecimiento de la regionalización, que avanza tras un largo trámite, contempla la institucionalidad necesaria para hacer frente, desde los gobiernos regionales, al desafío de gestionar las áreas metropolitanas.



Sin embargo, en la población existe todavía cierto grado de temor e incomodidad ante la cuestión, ya sea por desconocimiento, por desinformación o por la influencia de determinados intereses.



Las áreas metropolitanas no obedecen al propósito de que la ciudad más grande fagocite a la más pequeña, ni se aspira a que el modelo de gestión de una comuna se imponga en otra. Al contrario, buscan la complementariedad, impulsan la ejecución de nuevas obras, alientan la inversión pública y privada, y, en definitiva, ofrecen mayores y mejores opciones de vida a sus vecinos.



La conurbación Puerto Montt-Puerto Varas seguirá consolidándose como un área metropolitana. Las inversiones del sector privado y los proyectos de la cartera pública así lo demuestran. 



Ello también queda de manifiesto en las relaciones cotidianas que establecen los habitantes de una u otra comuna. Muchos viven en Puerto Varas, pero trabajan en Puerto Montt, o usan la infraestructura de servicios de la capital regional y la de esparcimiento en la ciudad del lago.



Es, por lo tanto, una realidad que no se puede negar ni revertir. En tiempos de redes que facilitan las relaciones no podemos pensar en apelar al aislamiento. 



El desafío es que, desde la creatividad y el trabajo público-privado, seamos capaces de establecer un diseño serio y de largo plazo que apunte al desarrollo de un área en la que ambas comunas mantengan sus rasgos identificativos y, a la vez, puedan aportar nuevos beneficios a sus habitantes y al desarrollo del sur austral.



En ese contexto, señor Presidente, solicito remitir oficios a los Ministerios de Obras Públicas y de Vivienda a fin de que tengan a bien informar acerca de todas las iniciativas en marcha, en sus distintas etapas de diseño, que apunten a la consolidación del área metropolitana Puerto Montt-Puerto Varas.



He dicho.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento. 
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- El Comité Unión Demócrata Independiente no hará uso de su tiempo.



En el turno del Comité Independientes y Partido Amplitud, tiene la palabra el Senador señor Navarro.

AUMENTO DE COSTOS EN CONSTRUCCIÓN DE “PUENTE BICENTENARIO”. OFICIOS

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, quiero solicitar un oficio al Ministerio de Obras Públicas a fin de que informe sobre la situación del llamado “Puente Bicentenario” en la Región del Biobío, provincia de Concepción.



Como es de público conocimiento en la Octava Región, el “Puente Bicentenario” comenzó su construcción en 2011. A la fecha sigue sin concluir.



Deseo preguntarles al Ministro de Obras Públicas y al Gobierno Regional a cuánto asciende exactamente el monto de la adjudicación del aumento de obras y la fecha de término de la construcción.



En especial, solicito información respecto a la situación del puente norte, que desemboca justo frente a la población Aurora de Chile.



Ello es muy importante. Los vecinos han dado una heroica batalla para obtener una adecuada compensación del Estado, ya que si bien serán radicados dentro del mismo sector, allí había sitios de 400 metros cuadrados, mientras la oferta del Estado es una vivienda de 60, 65, 68 metros cuadrados.



Claramente, las familias numerosas, los vecinos que tienen negocios, que han desarrollado algún tipo de actividad económica durante años, no podrían ejercerla en su nueva realidad, es decir, en un departamento o una vivienda.



El Ministerio de Obras Públicas ha señalado que compensó aumentando la inversión. Estamos hablando de viviendas de mil 250 UF, pero hubo que mejorar el suelo del sector donde se están construyendo los departamentos.



En tal sentido, solicito que se me informe el monto exacto de la inversión en el mejoramiento del suelo. Todo indica que el trabajo fue de varios metros y conllevó parte importante de los recursos adicionales que colocó el MOP.



Quiero que el señor Ministro nos indique con precisión a cuánto ascendieron los recursos aportados, para saber cuánto se gastó en el terreno y cuánto se invirtió en la vivienda propiamente tal. Porque la mejora no se hizo evidente y se informa de manera genérica que los recursos se gastaron en el mejoramiento de suelo.



En aquella zona hay un basural. Todos en Concepción lo conocemos. Y con tiempo advertimos de que la oferta realizada por la empresa era un tanto difusa, porque no especificaba cuánto iba a invertir en el mejoramiento del suelo. Y, por cierto, esto fue mucho mucho más allá de lo inicial.



¿Cuánto fue lo planificado en el proyecto y cuánto, en definitiva, se terminó invirtiendo, dada la realidad de calidad del suelo?



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

INCUMPLIMIENTO DE CONTRATO EN OBRAS DE DEMOLICIÓN DE “PUENTE VIEJO” DE SAN PEDRO. OFICIO

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, en segundo lugar, solicito que se oficie a la Contraloría Regional del Biobío.



Como consecuencia de los daños causados por el terremoto y el tsumani de 2010, se demolió el llamado “Puente Viejo” de San Pedro. Allí se cayeron varias de las secciones, de las cepas. Hablamos de un puente histórico, construido allá por el 1950.



Se efectuó una licitación por mil 950 millones de pesos. La empresa que se la adjudicó -Sacyr- contrató a un penquista, a una empresa menor, por cerca de 900 millones. Es decir, se ganó una licitación por mil 950 millones y la subcontrató por 900. Y el que la ejecutó dejó los cajones, correspondientes a las cepas, sin remover.



El contrato establecía que había que removerlos. Hoy día se han convertido en un peligro vivo ante una eventual subida de aguas. Si bien ya pasó el invierno, uno nunca sabe en la Región del Biobío.



El diseño estratégico consideraba la demolición de aquellos volúmenes de hormigón armado, a fin de que no pudieran ser arrastrados y no golpearan las cepas del puente nuevo.



Eso estaba incluido. Así lo he hecho saber en una presentación a la Contraloría.



Señor Presidente, me gustaría consultar a través de un oficio cuál es el resultado de aquello. La Contraloría hace ya tres años mandató que esto debía ser demolido por parte del mandante, de la empresa ejecutante.



Sin embargo, no tengo claridad de qué ha hecho el Ministerio de Obras Públicas con la resolución de Contraloría, que señaló que las obras pagadas tienen que ejecutarse. Y en las obras se contemplaba la demolición absoluta de los restos del puente, en particular aquellos que amenazaban la construcción del llamado “Puente Bicentenario”.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

ANTECEDENTES SOBRE INVESTIGACIÓN DE CRISIS APÍCOLA Y NECESIDAD DE COMPENSACIONES A PRODUCTORES. OFICIO

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, del mismo modo, solicito que se oficie al Ministerio de Agricultura, a fin de que nos informe en detalle acerca de las investigaciones en torno a la crisis apícola.



Ha habido un problema con las abejas. Los criadores de abejas, que son muchos, pequeños, tanto en la Región del Biobío como en otras regiones, se han visto afectados. Al respecto, se han hecho eventos nacionales.



Este tema ha estado presente en la prensa.



Resulta muy importante saber si ha habido investigación de parte del SAG, del Ministerio de Agricultura acerca de las causas de esta mortandad tan grave, tan amplia de las abejas.



También se necesita conocer los programas de apoyo para compensar a los pequeños productores de miel que se han visto afectados.



Señor Presidente, la miel que se produce en la Región del Biobío, en el sector de Ñuble, y también en Maule -usted lo sabe muy bien-, es el sustento de muchas familias. Pero, en especial, contiene elementos que son claves para el resto de la agricultura.



Queremos saber qué pasó con las abejas.



¿Qué ha hecho el Gobierno para determinar, a través de la investigación, las causas del fenómeno?



¿Qué ha hecho el Ejecutivo para ir en ayuda de los pequeños productores afectados y cuáles son las medidas de prevención para que esto no vuelva a ocurrir?



Existen diversas teorías. Ya hemos tenido serios problemas con los plaguicidas de las empresas forestales. Pareciera ser que esta es una causa mucho mayor, más amplia. Pero se requiere más información.



Echo de menos una investigación permanente en el ámbito apícola. Claramente, ello significa que el SAG debe contar con los recursos pertinentes. En este sentido, lucharemos para que en el Presupuesto de 2018 el SAG sea fortalecido en esta materia, no solo para que sancione cuando haya infracciones, sino también para que pueda prevenir.



Chile se ha caracterizado en el mundo por estar libre de plagas, de insectos en todas sus exportaciones.



La situación de las abejas y de los apicultores requiere una dedicación especial.



Espero que se nos haga llegar toda la información necesaria.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

SOLICITUD DE INFORMACIÓN ACERCA DE PERSONAS FALLECIDAS, DISTRIBUIDA POR ESPECIALIDAD MÉDICA. OFICIO

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, por último, pido que se oficie al Ministerio de Salud respecto a una información que he solicitado de manera permanente, que no implica inmiscuirse en el ámbito privado de las personas.



¡Tengo muy claro el respeto de los derechos del paciente!



Requiero que se nos informe acerca de las personas fallecidas por área, es decir, cuántas de ellas murieron de cáncer, por enfermedades gastrointestinales, por afecciones relacionadas con el riñón, etcétera.



Hemos pedido información respecto de la especialidad o área médica en la cual los pacientes estaban siendo tratados o no alcanzaron a ser tratados.



Quiero recordar que solo en el año 2016 fallecieron 26 mil personas en Chile esperando un médico especialista, ¡un médico especialista! Y en el caso de las cirugías, en el caso de los niños, son miles. Más de 25 mil niños están esperando un médico especialista, ¡un pediatra!



Es muy importante saber cuál es el área en donde la persona no fue atendida.



Cabe recordar que un informe del propio Ministerio reconoce un hecho brutal -y que lo percibíamos-: el 79 por ciento de los fallecidos en las listas de espera por falta de atención médica o porque no se realiza una operación quirúrgica es de FONASA. Es decir, ¡los pobres!



¡La gente se muere esperando una atención médica o una operación quirúrgica en el Fondo Nacional de Salud!, del cual soy afiliado hace 35 años.



FONASA tiene que atender a los pobres.



Pero, lamentablemente, ¡esta falta de médicos mata! ¡La falta de médicos mata! Y esto afecta a un segmento relevante de la población, que mayoritariamente es la gente que percibe ingresos inferiores a 310 mil pesos. ¡Ellos son los que no pueden ir a un médico particular!



Por lo tanto, la petición de información es específica.



A fin de proteger la intimidad, la privacidad de los datos personales, no queremos que el Ministerio nos entregue el nombre de la persona que falleció o la identificación de su familia, sino que se nos diga a qué área médica corresponden los decesos, porque así podremos detectar en cuáles se requieren más especialistas.



Esa es la política pública que espero que el Ministerio de Salud aplique, priorizando la formación de médicos especialistas.



Pronto iniciaremos la discusión del proyecto de Ley de Presupuestos de 2018. Y voy a presentar un conjunto de indicaciones.



Esperamos conversar con el nuevo Ministro de Hacienda. Ojalá que sea más receptivo que el saliente -alguna experiencia política tiene Eyzaguirre- y nos escuche más.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Ha terminado su tiempo, señor Senador. Tiene un minuto adicional para concluir su intervención.

El señor NAVARRO.- Muchas gracias, señor Presidente.



La información que solicito debiera ser la guía para tomar decisiones en materia de salud pública y, particularmente, en la formación de médicos especialistas.



Yo he abogado por un plan “más médicos para Chile”, porque lo creo necesario. Si son extranjeros, bien. Si son chilenos, bien. Si son compatriotas que estudiaron en el exterior, bien. Lo importante es que haya más médicos.



Este Gobierno ha construido CESFAM, SAR, SAPU y muchos hospitales. ¡Pero los médicos son los esenciales! ¿Qué pasa si un hospital no tiene médicos? ¡No cumple su objetivo!



Por eso, voy a contribuir de manera positiva pero firme a que en el Presupuesto de 2018 se incorporen las áreas de déficit graves a fin de que las prioricemos y se evite que los pobres en Chile, que no pueden ir a una clínica privada, que no están en isapres, se mueran esperando una atención.



He dicho.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En el tiempo del Comité Partido Por la Democracia, tiene la palabra el Senador señor Lagos.

SOLICITUD DE ENVÍO DE PROYECTO SOBRE CREACIÓN DE COMUNA DE PLACILLA DE PEÑUELAS. OFICIOS

El señor LAGOS.- Señor Presidente, solicito que se oficie al Ministerio del Interior y a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo para que informen sobre la situación y el estado de avance de los estudios -su finalización fue anunciada- que dicen relación con la factibilidad de constituir una nueva comuna en el Gran Valparaíso: Placilla de Peñuelas.



Hace cuatro años, hubo un compromiso presidencial de realizar ese estudio de factibilidad y, a partir de él, tomar la decisión de enviar o no un proyecto de ley que permita la creación de una nueva comuna dentro de lo que hoy día es el Gran Valparaíso.



Entiendo claramente que una cosa es el compromiso de tener los estudios de factibilidad, y si estos son positivos, se procedería a mandar la iniciativa pertinente. Pero como entiendo que hace meses se encuentra terminado ese estudio y se estaba a la espera de un informe adicional, pido que se oficie formalmente a los organismos mencionados para tener una respuesta pronta a la solicitud planteada, que representa a alrededor de 50 mil personas del Gran Valparaíso, muchas de las cuales están abogando por contar con una comuna como Placilla.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

SUBSIDIO A TARIFAS DE TRANSPORTE PÚBLICO EN REGIONES PARA PERSONAS DE TERCERA EDAD Y SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE USO DE RECURSOS ESPEJO DE TRANSANTIAGO. OFICIOS

El señor LAGOS.- Señor Presidente, por otra parte, pido que se oficie a la Ministra de Transportes y Telecomunicaciones y a los Ministros de Hacienda y de Obras Públicas respecto de un tema más delicado tal vez, que se refiere a lo siguiente.



La Presidenta de la República, Michelle Bachelet, hace cuatro semanas anunció -y en buena hora- que las personas de la tercera edad de la Región Metropolitana -esto es, los abuelitos y las abuelitas de Santiago- tendrán pasajes rebajados en el Metro, de los cuales gozan hasta el día de hoy, y por viajes ilimitados.



Quiero recordar que hoy día las tarifas del Metro de Santiago, al igual que las de los microbuses, están subsidiadas en la Capital. En consecuencia, esto significa que los abuelitos, además del subsidio general que hay para todos los usuarios del transporte público en Santiago, ahora van a tener una rebaja adicional y uso ilimitado de pasajes en el Metro.



Yo aplaudo eso y me parece fantástico dicho beneficio para las personas de la tercera edad que viven en la Región Metropolitana.



Pero nosotros estamos pidiendo una medida equivalente, por lo que solicito que se oficie exactamente respecto de eso.



A partir del subsidio adicional que se otorgará a las personas de la tercera edad que utilizan el Metro en Santiago, queremos conocer cuál será la medida equivalente que se va a implementar en todas las regiones de Chile en materia de transporte público para los adultos mayores, porque no vale decir que porque en otros lugares no hay Metro no tiene que haber un subsidio.



Nos parece que lo mínimo es contar con un comienzo de subsidio para la tarifa del adulto mayor.



Sé que me voy a encontrar con la respuesta “No hay recursos”.



Pues bien, solicito además que se envié un segundo oficio -el primero era para saber cuál será la medida equivalente en las regiones- a fin de que se desglose de una buena vez en qué se invierten los recursos espejo del Transantiago en las regiones. Sé que en parte en tarifas -bienvenido sea-, pero hay otro remanente que no sabemos bien dónde se invierte. No es que no exista.



Por eso, queremos saber dónde está. ¿Está en pavimento de calles? ¿Está en paraderos de micros? ¿Está en alcantarillados? ¿Está en mejorar los puertos? Si es así, sabiendo en qué se invierten los recursos espejo del Transantiago, uno podrá decir: “¿Sabe qué más? Mire, en materia de pavimentación de calles, sacamos los fondos de ahí, financiamos la tarifa del adulto mayor y el Gobierno central, el Ministerio de Transportes o el de Obras Públicas se hace cargo de la pavimentación”. Pero no me parece que, so pretexto de tener recursos espejo para compensar las tarifas subsidiadas en Santiago, acá, en vez de subsidiarnos solo las tarifas del transporte público, nos estén financiando cosas que deberían cubrirse con gasto ordinario, regular o corriente de cualquier gobierno de turno.



La idea es conocer cómo se desglosan los recursos del Transantiago que llegan a las regiones, incluida la de Valparaíso, en cada ítem. Porque aquí recibimos información parcializada de lo que hace el Ministerio de Transportes, de lo que hace el Ministerio de Obras Públicas, de lo que hace el Ministerio de Vivienda. Pero yo quiero algo que sea a prueba de legisladores. Yo quiero saber en qué se invierten los recursos espejo del Transantiago, desglosados.



Lo que planteo no es una demanda, no es populismo. Únicamente me cuelgo de las palabras de la Presidenta Michelle Bachelet, quien, a propósito del cambio del equipo económico del Gobierno, señaló -la cito más o menos textual-: “Hay quienes creen que los números son los más importantes y no se ponen en el lugar de lo mal que lo pasan las familias chilenas”.



Entonces, bajo ese predicamento, estoy cierto de que el Gobierno debe de estar preparando una medida equivalente para compensar a los abuelitos de la Quinta Región y de todas las regiones de Chile, que no viven en Santiago y no tienen un Metro a dos, tres, cuatro, cinco cuadras. De lo contrario, me parece que se estaría haciendo una discriminación arbitraria y difícil de explicar.



Yo defiendo a mi Gobierno siempre, pero para hacerlo debo tener buenos argumentos, y hasta ahora no me han dado ninguno bueno acerca de por qué los abuelitos en Santiago tienen un subsidio adicional para andar en Metro cuantas veces quieran y los abuelitos del cerro Barón, de San Antonio, de Achupallas, de San Felipe, de Los Andes, de Hijuelas, de Quillota, de La Calera no cuentan con ningún subsidio porque en esos lugares no hay Metro.



Me parece que esa respuesta no es suficiente.



He dicho.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Le corresponde el tiempo al Comité Demócrata Cristiano. No hará uso de él.



Tampoco intervendrá el Comité Renovación Nacional.



No había advertido que el Senador señor Quintana quería intervenir. En el tiempo que resta al Comité PPD, tiene la palabra, señor Senador.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, no voy a ocupar todos los minutos porque le cederé algunos al Senador Navarro, del Comité PAÍS, para que solicite unos oficios que le quedaron pendientes.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Bien, señor Senador.

REBAJA DE TARIFAS DE TRANSPORTE PÚBLICO PARA ADULTOS MAYORES EN VILLARRICA Y ESTADO DE NEGOCIACIÓN SOBRE PERÍMETRO DE EXCLUSIÓN. OFICIO

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, pido que se envíe un oficio a la Ministra de Transportes, señora Paola Tapia, sobre un asunto que va muy en línea con lo señalado recién por el Senador Lagos respecto de los adultos mayores, tema que él ha venido planteando en la Quinta Región. Algo muy similar hemos estado sosteniendo en la Región de La Araucanía.



Como se sabe, hace algún tiempo, la Presidenta de la República anunció la posibilidad concreta de rebajar tarifas a los adultos mayores en seis ciudades de nuestro país.



Lo relativo a esas seis ciudades no es algo aleatorio, ni un capricho. Tiene que ver con una normativa que aprobó este Congreso y que se relaciona justamente con lo que manifestó el Senador Lagos: los fondos espejo del Transantiago. O sea, existe el fondo y está la norma para hacer posible la rebaja de tarifas en algunas regiones de Chile. 



El beneficio apunta fundamentalmente a ciudades grandes de nuestro país. En el caso de La Araucanía, la única que en rigor podría cumplir hoy día el requisito sería la ciudad de Villarrica, dado que ahí ya llegaron a un acuerdo las asociaciones de autobuseros con el Ministerio de Transportes en lo concerniente al perímetro de exclusión. Este último es el que permite por ley -insisto, ya financiada y aprobada por el Congreso- disponer de recursos para mejorar en general los servicios. Esto significa mayores frecuencias, extender los recorridos y, por supuesto, más controles también. Se trata del otorgamiento de un subsidio, de una cantidad de recursos importantes. A cambio de eso, las empresas se comprometen a mejorar las condiciones del parque automotriz, las frecuencias y la extensión de los recorridos.



Es perfectamente posible aplicar eso hoy día en Villarrica.



Por tanto, en el oficio quiero pedir a la Ministra que nos informe sobre ello: si en el caso de Villarrica existen hoy día las condiciones para rebajar las tarifas de los adultos mayores, con el mismo criterio que se planteó respecto de otras seis ciudades de nuestro país.



Además, quisiera que se me respondiera en qué estado se encuentra la negociación entre las diez líneas de autobuses de la ciudad de Temuco y el Ministerio de Transportes. Como entiendo que ella aún no ha surtido efecto, me gustaría saber cuáles son las razones de aquello, en qué estamos fallando. 



A este Gobierno le quedan seis, siete meses de mandato. Esta normativa se encuentra financiada y sería muy beneficiosa para los adultos mayores. Desde luego, significaría la posibilidad de rebajarles la tarifa en forma especial, pero al mismo tiempo permitiría rebajar la tarifa a todos los usuarios del transporte público de la ciudad de Temuco.



Esa es la consulta, señor Presidente: en qué estado se halla la negociación sobre el perímetro de exclusión en la ciudad de Temuco y si se puede incorporar a Villarrica en la rebaja de tarifa para los adultos mayores, dado que ahí ya se produjo acuerdo.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

ESTADO DE AVANCE DE INSTALACIÓN DE CENTRO ONCOLÓGICO EN PADRE LAS CASAS. OFICIOS

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, por otro lado, solicito que se oficie a la Ministra de Salud para saber el avance que hay en relación con el Centro Oncológico de Padre las Casas. Es algo que hemos venido planteando hace mucho tiempo con la organización de enfermos de cáncer de La Araucanía, que preside don Orlando Cotal.



Como se sabe, conforme a una estimación que se hizo hace más de una década, se estableció como centro de referencia para el tratamiento de cáncer el de la Región de Los Ríos.



Hoy día, más de la mitad de los pacientes que asisten a realizarse tratamientos de quimio y radioterapia en la red pública de dicha región provienen de La Araucanía. Por lo tanto, lo que hace diez años se justificaba hoy ya no se justifica. Por supuesto, hay que mantener el centro de la Región de Los Ríos, pero Temuco también necesita un centro de tratamiento para el cáncer, el cual, según entiendo, estaría ubicado en Padre Las Casas. 



En consecuencia, pido consultarle a la señora Ministra de Salud en qué estado se encuentran las gestiones pertinentes, y lo mismo a la señora Ministra de Bienes Nacionales, pues, si no me equivoco, los terrenos para la instalación del centro son fiscales.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento. 
El señor QUINTANA.- Adicionalmente, señor Presidente, pido que el tiempo restante le sea otorgado al colega Navarro.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro, hasta por 2 minutos.

MONTO, RESGUARDO Y SUPERVISIÓN DE RECURSOS ENTREGADOS A CORPORACIONES PRIVADAS POR CONCEPTO DE SUBVENCIÓN. OFICIO
El señor NAVARRO.- Señor Presidente, solicito oficiar a la señora Ministra de Educación, doña Adriana Delpiano, dándole a conocer una situación muy puntual que está afectando a los profesores de los liceos de Tomé, Coronel y Concepción pertenecientes a la Cámara de la Producción y del Comercio de la zona.



Por primera vez en treinta años, hay una huelga legal. ¡Legal! Y yo -es mi opinión personal- observo soberbia en los directivos, quienes no están acostumbrados a que los trabajadores hagan uso de su derecho a la negociación colectiva, por lo cual sufren maltrato e incluso persecución.



Bajo el régimen actual, tales corporaciones privadas reciben, por estos colegios, cerca de 5 mil millones de pesos en marzo de cada año. ¡Cinco mil millones! ¡El 70 por ciento de la subvención! ¿Y qué hacen? Ponen estos recursos en el mercado de valores. En octubre se les entrega el 25 por ciento, y en diciembre, el 5 por ciento restante.



No sé si existirá alguna empresa a la que le pasen 5 mil millones para que los ponga a ganar plata en el sistema financiero. Tampoco sé cuál es el resultado.



Ahora los trabajadores se han organizado para demandar mejores condiciones laborales. No puede ser que cuando faltan plumones estos los tengan que poner los apoderados, que cuando hay que pintar las salas esto tengan que hacerlo también los apoderados. Hay un subsidio del Estado para eso, no para que se estruje el bolsillo de familias muy modestas que tienen a sus hijos en establecimientos administrados por estas corporaciones.



Por lo tanto, pido oficiar a la señora Ministra de Educación a fin de que nos pueda indicar el régimen de subvención aplicable y si existe supervisión respecto de platas públicas que pasan a una entidad privada y van al mercado de capitales. ¡Ahí puede producirse cualquier cosa! Solicito que se me señale cuáles son los resguardos que se están tomando, cuáles son los montos involucrados y, si es posible, cuáles son los tipos de instrumento en los que se ha invertido. 



Lo que no pueden escuchar los profesores y la comunidad educativa es que no hay recursos porque ellos están puestos en instrumentos de mediano plazo, a los que no pueden acceder legítimamente durante una negociación colectiva y una huelga legal.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, de conformidad con el Reglamento.
APROBACIÓN DE NUEVO CATAMARÁN PARA TRAMO LOTA-ISLA SANTA MARÍA. OFICIO

El señor NAVARRO.- Por último, señor Presidente, aunque de manera muy breve, solicito que se oficie a la señora Ministra de Transportes respecto de la situación del nuevo catamarán que conectará a Lota con la Isla Santa María.



Es increíble que un vehículo moderno y dinámico, que realizará en 45 minutos un viaje que antes duraba 3 horas, aún no esté aprobado y sea sancionado continuamente. 



Por lo tanto, solicito toda la información que la señora Ministra nos pueda entregar al respecto. Ya estuvimos con ella y esperamos que las gestiones avancen en un sentido positivo.



He dicho.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Por haberse cumplido su objetivo, se levanta la sesión.


--Se levantó a las 19:9.








Manuel Ocaña Vergara,







   Jefe de la Redacción
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ACTAS APROBADAS

SESIÓN 42ª, ORDINARIA, EN MARTES 5 DE SEPTIEMBRE DE 2017


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Andrés Zaldívar; del Vicepresidente, Honorable Senador señor Guido Girardi y accidental del Honorable Senador señor Jorge Pizarro.


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García Huidobro, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Ossandón, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma; Walker, Ignacio; Walker, Patricio.

Concurren el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor de la Fuente; el Subsecretario subrogante de Relaciones Exteriores, señor Skoknic; y, el Director de Asuntos Jurídicos de esta última cartera, señor Troncoso.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende, respectivamente.

- - -


Se deja constancia que el número de Senadores en ejercicio es de 37.
- - -

ACTAS


Las actas de las sesiones 40ª y 41ª, ambas ordinarias, de los días 22 y 23 de agosto, respectivamente; se encuentran en Secretaría a disposición de Sus Señorías, hasta la sesión próxima para su aprobación.
- - -

CUENTA
Mensajes

Cuatro de S.E. la Presidenta de la República


Con el primero, retira y hace presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”, para la tramitación del proyecto de ley que crea el Sistema de Educación Pública y modifica diversos cuerpos legales (Boletín N° 10.368-04).


Con los dos siguientes, retira y hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, para la tramitación de los siguientes proyectos de ley:


1) El que modifica la Ley de Tránsito y la ley N°18.287, con el fin de adoptar medidas de seguridad y control en lo relativo a los medios de pago del transporte público remunerado de pasajeros, establecer sanciones, crear un registro de pasajeros infractores y modificar normas procedimentales (Boletín N° 10.125-15).


2) El que crea un mecanismo de estabilización del precio del cobre para la pequeña minería (Boletín N° 10.995-08).


Con los dos últimos, retira y hace presente la urgencia, calificándola de “simple”, para la tramitación  los siguientes proyectos de ley:


1) Relativo al fortalecimiento de la regionalización del país (Boletín N° 7.963-06).


2) El que moderniza y fortalece el ejercicio de la función pública del Servicio Nacional de Pesca (Boletín N° 10.482-21).


-- Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios


De S. E. la Presidenta de la República, con el cual comunica el término de la participación de Chile en la Misión de Estabilización de Naciones Unidas en Haití (MINUSTAH) y acompaña informe que detalla los resultados de la colaboración de Chile en la misma (Boletín S 1.947-14).


-- Pasa a las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas.

Dos de la Honorable Cámara de Diputados


Con los que comunica que ha aprobado, en los mismos términos en que lo hiciera el Senado, los siguientes proyectos de ley:


- El que modifica la Ley General de Telecomunicaciones en lo relativo a las notificaciones durante la tramitación del otorgamiento de concesiones (Boletín Nº 10.773-15).


- El que declara feriado el 21 de septiembre de 2017 para la Región de Magallanes y Antártica Chilena y la provincia de Chiloé (Boletín Nº 10.885-06). 


-- Se toma conocimiento y se comunicaron a S.E. la Presidenta de la República.

Del Excelentísimo Tribunal Constitucional


Remite copia de la sentencia definitiva dictada en el requerimiento de inconstitucionalidad presentado, por un grupo de Senadores y Diputados, respecto del proyecto de ley que regula la despenalización de la interrupción voluntaria del embarazo en tres causales (Boletín N° 9.895-11).


Expide copia de las sentencias definitivas pronunciadas en los requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, respecto de las siguientes disposiciones:


- Artículo 22° del decreto con fuerza de ley N° 707, sobre cuentas corrientes bancarias y cheques.


- Artículo 1°, inciso segundo, de la ley N° 18.216, que establece penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad, y del artículo 17 B, inciso segundo, y 9°, inciso segundo, de la ley N° 17.798, que establece el control de armas.


-- Se manda archivar los documentos.


Adjunta numerosas resoluciones dictadas en los requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, respecto de las siguientes disposiciones:


- Artículo 1°, inciso segundo, de la ley N° 18.216, que establece penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad.


- Artículo 1°, inciso segundo, de la ley N° 18.216, que establece penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad, y del artículo 17 B, inciso segundo, y 9°, inciso segundo, de la ley N° 17.798, que establece el control de armas.


- Artículo 64 de la ley N° 18.961, Orgánica Constitucional de Carabineros de Chile.


- Artículo 64 de la ley N° 18.961, Orgánica Constitucional de Carabineros de Chile y del artículo 73 del decreto N° 412, que fija el Texto Refundido, Coordinado y Sistematizado del Estatuto del Personal de Carabineros de Chile.


- Incisos tercero y cuarto del artículo 71 de la ley N° 20.720, sobre reorganización y liquidación de empresas y personas.


- Inciso primero del artículo 78 del Código de Procedimiento Penal.


- Inciso primero del artículo 20 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.


-- Se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Del señor Fiscal Nacional del Ministerio Público


Complementa información relativa a las bandas y pandillas que cometen robos y tráfico de drogas; materia solicitada en nombre del Honorable Senador señor Espina.

Del señor Ministro de Relaciones Exteriores


Da respuesta, por medio de sendos oficios reservados, a los acuerdos del Senado relativos a la situación en Venezuela (Boletines N°s S 1.943-12 y S 1.944-12).

Del señor Ministro de Defensa Nacional


Da respuesta a requerimiento, formulado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, relativo al proceso de fiscalización de las embarcaciones que arrojan basura en el mar, especialmente en la laguna de San Rafael, y sobre el tratamiento de aguas residuales en ese lugar.

Del señor Ministro de Hacienda


Informa sobre solicitud de un grupo de Senadores y un acuerdo del Senado (Boletín N° S 1.935-12), para dejar sin efecto la circular N° 6, de 2017, con el objeto de disponer que el traspaso de funcionarios a honorarios a la calidad de contrata, se realice conforme a la Ley de Presupuestos para el año 2017.

Del señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo


Contesta consulta, formulada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, relativa al total de multas cursadas por infracción a la Ley de Pesca, en el período indicado.

De la señora Ministra de Salud


Envía información, solicitada en nombre del Honorable Senador señor De Urresti, acerca de los proyectos de eficiencia energética desarrollados en recintos hospitalarios en el año 2016.


Adjunta antecedentes sobre aspectos relativos al uso de bombas lacrimógenas; materia consultada en nombre del Honorable Senador señor Navarro.

Del señor Ministro (S) de Agricultura


Da respuesta a requerimiento, expedido en nombre del Honorable Senador señor De Urresti, acerca del “Programa Regional de Sanidad Bovina y Trazabilidad para Pequeños Agricultores y Habitantes Rurales Vulnerables”, ejecutado en la Región de Los Ríos.

Del señor Subsecretario de Hacienda


Responde acuerdo del Senado sobre la creación por parte del Banco del Estado, de una línea de crédito social para el adulto mayor (Boletín N° S 1.872-12).


Contesta petición, expresada en nombre del Honorable Senador señor Orpis, sobre la creación de una zona franca con Paraguay, entre otros aspectos.


Atiende consulta, manifestada en nombre del Honorable Senador señor Ossandón, relativa a los mecanismos y planes de capacitación implementados para el cambio del sistema tributario de la ley N° 20.727, sobre obligación de facturación electrónica para pequeñas y medianas empresas.


Informa solicitud, expedida en nombre del Honorable Senador señor Guillier, sobre las medidas destinadas a lograr la continuidad de la labor de la “Fundación Integral de la Familia” en cuanto al cumplimiento de la garantía de acceso a la justicia.


Da respuesta a petición, formulada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, acerca del número de empresas ligadas a la actividad pesquera y salmonicultura en las provincias de Chiloé, Llanquihue y Palena, que recibieron beneficios tributarios por aportes a campañas electorales. 

Del señor Subsecretario de Justicia


Atiende consulta, efectuada en nombre del Honorable Senador señor Bianchi, acerca de la decisión del Fiscal del Ministerio Público designado para investigar los casos acaecidos en el SENAME, de proceder al archivo de la causa. 


Envía datos acerca de la implementación de la ley N° 20.603, sobre medidas alternativas a las penas privativas o restrictivas de libertad, y monitoreo telemático; materia consultada en nombre del Honorable Senador señor Espina.

Del señor Superintendente de Seguridad Social


Contesta requerimiento, formulado en nombre del Honorable Senador señor García, sobre los acuerdos relacionados al límite de los descuentos efectuados a adultos mayores por préstamos contratados en diferentes cajas de compensación.

Del señor Superintendente de Electricidad y Combustibles


Anexa antecedentes, consultados en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre las medidas preventivas adoptadas para evitar incendios forestales en la época de verano. 

Del señor Superintendente (S) del Medio Ambiente


Informa solicitud, manifestada en nombre de la Honorable Senadora señora Pérez San Martín, en relación a las acciones fiscalizadoras ejecutadas en el vertedero ilegal del sector El Rungue, de la comuna de Puchuncaví.

De la señora Intendenta de la Región de Tarapacá


Da respuesta a petición, expresada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, acerca del vertedero El Boro de Alto Hospicio.

Del señor Alcalde de la comuna de Villa Alegre


Atiende preocupación, manifestada en nombre del Honorable Senador señor Matta, relativa a los medicamentos disponibles en el Centro de Salud Familiar (CESFAM) de esa comuna, y el presupuesto destinado para su financiamiento.

De la señora Alcaldesa de la comuna de Alto del Carmen


Contesta solicitud, expresada en nombre del Honorable Senador señor Prokurica, para informar acerca del plan de anticipación de la comuna, en cuanto a la nueva educación pública.

Del señor Director General de la Policía de Investigaciones de Chile


Responde, por medio de un oficio con carácter de reservado, solicitud de información remitida en nombre del Honorable Senador señor Espina.

Del señor Secretario Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo

de la Región del Biobío


Atiende inquietud, planteada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre la fecha aproximada de término de la nueva cicloruta que conectará a la Universidad de Concepción con la plaza Acevedo, en la ciudad de Concepción. 

Del señor Secretario Regional Ministerial de Transportes y Telecomunicaciones

de la Región de la Araucanía


Da respuesta a requerimiento, formulado en nombre del Honorable Senador señor García, relativo a la instalación de un resalto u otra solución que otorgue seguridad a la comunidad educativa del liceo politécnico de Pueblo Nuevo y a los vecinos de calle Nahuelbuta de la comuna de Temuco.

Del señor Director (T y P) del Servicio de Salud Araucanía Sur


Remite respuesta a requerimiento, expedido en nombre del Honorable Senador señor García, relativo a la evolución mensual de las listas de espera en este servicio.

Del señor Director del SERVIU de la Región de Valparaíso


Anexa antecedentes de las razones por las que se dejó sin efecto la asignación de una vivienda adquirida con subsidio estatal, a la persona individualizada de la comuna de Villa Alemana; consulta realizada en nombre del Honorable Senador señor Chahuán.

Del señor Director del SERVIU de la Región del Bio Bío


Contesta solicitud, expresada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, para otorgar una solución definitiva al mal estado de las calles del sector Villa Futuro de la comuna de Chiguayante. 

Del señor Director Regional de Vialidad de la Región del Maule


Atiende petición, expresada en nombre del Honorable Senador señor Coloma, para informar sobre los paraderos de buses autorizados en el trayecto del tramo Talca-Chillán de la Ruta 5 Sur.

Del señor Director Ejecutivo de la Corporación Nacional Forestal


Acompaña datos, consultados en nombre del Honorable Senador señor Navarro, relativos a los siguientes asuntos:


- Pormenores de los ingresos a parques nacionales en el período indicado.


- Aprobación del Parque Nacional Yendegaia y antecedentes sobre la consulta indígena.

Del señor Subdirector de Racionalización y Función Pública

de la Dirección de Presupuestos


Remite antecedentes sobre desvinculaciones funcionarias en el período indicado, por salud incompatible con el cargo; consulta realizada en nombre del Honorable Senador señor Navarro.

Del señor Secretario General de Carabineros de Chile


Envía información sobre las bandas o pandillas dedicadas a cometer robos y tráfico de drogas en el país; materia consultada en nombre del Honorable Senador señor Espina.

Del señor Director de SECPLAN de la comuna de Yerbas Buenas


Da respuesta acerca de la propiedad de los terrenos donde se emplaza la escuela Santa Ana de Queri; materia consultada en nombre del Honorable Senador señor Matta.

KPMG Auditores Consultores Ltda.


Remite informe de auditoría externa al Registro Electoral, con los requerimientos específicos de los padrones electorales provisorios y nóminas provisorias de inhabilitados para sufragar, en cumplimiento de lo dispuesto en la ley N° 18.556.


-- Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes


Segundo informe de la Comisión de Educación y Cultura e informe de la Comisión de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Sistema de Educación Pública y modifica diversos cuerpos legales (Boletín N° 10.368-04) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”).


De la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que concede, por especial gracia, la nacionalidad chilena al señor Adolf Christian Boesch (Boletín   Nº 11.183-17).


De la Comisión de Educación y Cultura, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que posterga la entrada en vigencia de la nueva estructura curricular establecida en la ley N° 20.370 (Boletín N° 11.132-04) (con urgencia calificada de “simple”).


De la Comisión de Relaciones Exteriores, recaído en el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el “Convenio sobre el trabajo marítimo, 2006” adoptado el 23 de febrero de 2006, en la 94ª Conferencia General de la Organización Internacional del Trabajo (Boletín N° 11.193-10).


De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que crea el Servicio Nacional de Reinserción Social Juvenil e introduce modificaciones a la ley N° 20.084, sobre responsabilidad penal de adolescentes, y a otras normas que indica (Boletín N° 11.174-07) (con urgencia calificada de “simple”).


Segundo informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica la Ley General de Telecomunicaciones para establecer sanciones a la decodificación ilegal de televisión satelital de pago (Boletín Nº 10.294-15).


-- Quedan para Tabla. 

Moción


De la Honorable Senadora señora Pérez San Martín, con la que inicia un proyecto de ley que modifica la ley N° 16.441, que crea el departamento de Isla de Pascua, en lo relativo al tratamiento penal de los delitos que indica (Boletín Nº 11.407-07).


-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

- - -


Terminada la Cuenta llega a la Mesa el siguiente mensaje:

De S.E. la Presidenta de la República, con el que da inicio a un proyecto de ley que modifica diversos cuerpos legales para regular, en igualdad de condiciones, el matrimonio de parejas del mismo sexo (Boletín N° 11.422-07).


-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y a la de Hacienda, en su caso; y se manda poner en conocimiento de la Excma. Corte Suprema, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política de la República.

- - -

ACUERDOS DE COMITÉS


El Secretario General informa que los Comités, en sesión celebrada en el día de hoy, han adoptado los siguientes acuerdos:

1.- Tratar como si fuera de Fácil Despacho, en la sesión ordinaria de hoy, el proyecto de ley, iniciado en moción de los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Montes, Quinteros y Zaldívar, en primer trámite constitucional, que modifica diversos cuerpos legales, con el objetivo de simplificar el procedimiento de calificación de las elecciones de las juntas de vecinos y organizaciones comunitarias (Boletín Nº 11.293-06).


2.- Analizar en el primer lugar del Orden del Día de la sesión ordinaria de hoy, el proyecto signado con el número 2, esto es, el que modifica diversos cuerpos legales con el objeto de modernizar el Ministerio de Relaciones Exteriores (Boletín N° 6.106-10).


3.- Incluir en la Tabla de la sesión ordinaria del próximo martes 12 de septiembre, los siguientes asuntos:


- Proyecto de ley, iniciado en moción de los Honorables Senadores señor Girardi, señora Goic y señores Ossandón, Rossi y Zaldívar, en primer trámite constitucional, que modifica el Código Sanitario para regular los medicamentos bioequivalentes genéricos y evitar la integración vertical de laboratorios y farmacias (Boletín N° 9.914-11). 


- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional,  que modifica la ley N° 19.496, sobre Protección de los Derechos de los Consumidores (Boletín N° 9.369-03).  


3.- Tratar en el primer lugar del Orden del Día de la sesión ordinaria de mañana miércoles 6 de septiembre, el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Sistema de Educación Pública y modifica diversos cuerpos legales (Boletín Nº 10.368-04). 

- - -


A petición del Honorable Senador señor Quinteros, la Sala acuerda fijar un plazo para formular indicaciones al proyecto de ley que regula el ejercicio de los derechos a residir, permanecer y trasladarse hacia y desde el territorio especial de Isla de Pascua (Boletín 10.683-06), hasta el día 11 de septiembre a las 12 horas en la Secretaría de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.

- - -


La Sala acuerda, a solicitud del Honorable Senador señor Letelier, remitir el proyecto de reforma constitucional, que incorpora un numeral nuevo en el artículo 19 de la Carta Fundamental, para consagrar el derecho al acceso a internet y la especial protección a la vida privada en ambientes digitales (Boletín Nº 11.037-07), al conocimiento de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones y luego a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

- - -


A petición del Honorable Senador señor Montes la Sala acuerda abrir un nuevo plazo para formular indicaciones al proyecto de ley que modifica la ley N° 19.132, de Televisión Nacional de Chile (Boletín N° 6.191-19), hasta las 18 horas de hoy que deben ser presentadas en la Secretaría de la Comisión de Hacienda.

- - -


La Sala acuerda fijar, a petición del Honorable Senador señor García, un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley que establece regulación de la actividad apícola (Boletín N° 10.144-01), hasta las 19:00 horas de hoy en la Secretaría de la Comisión de Agricultura.

- - -

La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

- - -

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica diversos cuerpos legales, con el objetivo de simplificar el procedimiento de calificación de las elecciones de las juntas de vecinos y organizaciones comunitarias. 
(Boletín Nº 11.293-06)


El Presidente, de conformidad a los acuerdos de los Comités, pone en discusión el proyecto de la referencia.


El Secretario General informa que la iniciativa fue aprobada en general en sesión de 11 de julio de 2017, y cuenta con un segundo informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización que deja constancia, para los efectos reglamentarios, de que no hay artículos que no hayan sido objeto de indicaciones ni de modificaciones.


Agrega que la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización efectuó diversas enmiendas al proyecto de ley aprobado en general, todas las cuales fueron acordadas por unanimidad, por lo que deben ser votadas sin debate, salvo que algún senador manifieste su intención de impugnar la proposición de la Comisión respecto de alguna de ellas.

- - -


Asume la presidencia accidental de la Sala el Honorable Senador señor Jorge Pizarro.

- - -


Las enmiendas propuestas por la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización al proyecto de ley aprobado en general por el Senado, son las que siguen:

Artículo 1º


-En su encabezado,  reemplazar la expresión “Modifíquese la ley 18.593” por “Modifícase la ley N° 18.593”.

Número 1


-Reemplazar su expresión inicial “Incorpórese” por “Incorpórase”.


-Sustituir su referencia “Ley 19.418” por “ley N° 19.418”.


-Reemplazar las palabras “automáticamente transcurridos” por “automáticamente una vez transcurridos”.


-Intercalar entre las palabras “días” y “desde” la voz “contados”.


-Sustituir el vocablo “presenten” por la expresión “hubieren presentado”.

o o o


Incorporar el siguiente número 2, nuevo:


“2.- En el segundo párrafo del número 1°, reemplázase sus palabras iniciales “Con este objeto” por  “Para calificar las elecciones”.

o o o

Número 2


Ha pasado a ser número 3, con las siguientes enmiendas:


-Reemplazar su palabra inicial “Agréguese” por “Agregase”.


-Sustituir su referencia “ley 19.418” por “ley N° 19.418”.


-Reemplazar la expresión “deberá notificar” por “comunicará”. 


-Suprimir el vocablo “comunicándole”.

Número 3


Ha pasado a ser número 4, con las siguientes modificaciones:


-Reemplazar la referencia “Ley 19.418;” por “ley N° 19.418,”.


-Sustituir la palabra “notificados” por “comunicados”.


-Intercalar entre la palabra “respectivo” y el punto final (.) que le sigue, lo siguiente: “dentro de los 15 días siguientes a que se produzca cada una de esas circunstancias”, antecedido de una coma (,).

Artículo 2º



-En su encabezado,  reemplazar la expresión inicial “Modifíquese la ley” por “Modifícase la ley N°”.

Número 1


-Sustituir su encabezado por el que sigue:


“1.- Agrégase al inciso segundo del artículo 6°, después del punto aparte (.) que pasa a ser punto seguido (.), lo siguiente:”.


-Reemplazar la expresión “inmediata transcurridos” por “inmediata una vez transcurridos”.


-Sustituir la expresión “se notifique, por vía electrónica, la resolución definitiva del tribunal Electoral Regional“ por “se comunique, por vía electrónica, la sentencia ejecutoriada”.


-Intercalar entre su expresión final “reclamación” y el punto final (.) que le sigue la frase “, lo que deberá realizarse en los 15 días siguientes a que la resolución quede ejecutoriada”.

Número 2


-Reemplazar su voz inicial “Intercálese” por “Intercálase” y suprimir, en el inciso que propone, la frase “hasta que se notifique la sentencia que la rechace”.

Número 3


-Reemplazar su encabezado por el que sigue:


“Agrégase como inciso tercero del artículo 25, el siguiente:”.


-Sustituir la referencia a la “Ley 19.418” por otra a la “ley N° 19.418”.

- - -


El Presidente accidental pone en votación el conjunto de las enmiendas propuestas.


El resultado es de 26 votos favorables.


Votan por la aprobación los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Araya, Bianchi, Coloma, De Urresti, Espina, García, García Huidobro, Harboe, Horvath, Larraín, Letelier, Montes, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma y Walker, Patricio.

- - -


Terminada la votación expresan su intención de voto favorable los Honorables Senadores señora Muñoz y señores Chahuán, Lagos y Guillier.

- - -


El Presidente accidental declara aprobadas todas las enmiendas.

- - -


Queda terminada la tramitación de este asunto.


El texto despachado por el Senado es el que sigue:


“Artículo 1°.- Modifícase la ley N° 18.593 sobre Tribunales Electorales Regionales del siguiente modo: 


1.- Incorpórase la siguiente parte final al inciso primero del numeral 1° del artículo 10: 


“Lo anterior no se aplicará respecto de las Juntas de Vecinos y demás organizaciones comunitarias regidas por la ley N° 19.418, cuyas elecciones se entenderán aprobadas automáticamente una vez transcurridos quince días contados desde su celebración cuando no se hubieren presentado reclamaciones en su contra.”. 


2.- En el segundo párrafo del número 1°, reemplázase su expresión inicial “Con este objeto” por la siguiente: “Para calificar las elecciones”. 


3.- Agrégase el siguiente inciso segundo al numeral 2° del artículo 10: 


"Tratándose de Juntas de Vecinos y demás organizaciones comunitarias regidas por la ley N° 19.418, el Tribunal comunicará en forma electrónica, al Secretario Municipal respectivo, la presentación de una reclamación.”. 


4.- Incorpórase el siguiente artículo 26 bis:


“Artículo 26 bis.- En el caso de reclamaciones referidas a la elección de directorios de Juntas de Vecinos y demás organizaciones comunitarias regidas por la ley N° 19.418, el fallo del tribunal, las resoluciones que recaigan en los recursos referidos en el artículo precedente o la circunstancia de no haberse presentado estos recursos o ejercido la facultad de revisión y encontrarse vencido el plazo para hacerlo, serán comunicados en forma electrónica al Secretario Municipal respectivo, dentro de los 15 días siguientes a que se produzca cada una de esas circunstancias.”.


Artículo 2°.- Modifícase la ley N° 19.418 sobre Juntas de Vecinos y demás organizaciones comunitarias del siguiente modo: 


1.- Agrégase al inciso segundo del artículo 6°, después del punto aparte (.) que pasa a ser punto seguido (.), lo siguiente: “La información señalada precedentemente deberá registrarse en forma inmediata una vez transcurridos quince días de realizada una elección, cuyo resultado haya sido informado por escrito por la respectiva organización. También deberá procederse al registro inmediato cuando se comunique, por vía electrónica, la sentencia ejecutoriada del tribunal electoral regional que rechace una reclamación, lo que deberá realizarse en los 15 días siguientes a que la resolución quede ejecutoriada.”. 


2.- Intercálase el siguiente inciso tercero al artículo 6°, pasando los actuales incisos tercero, cuarto y quinto a ser cuarto, quinto y sexto, respectivamente: 


“En caso que el tribunal electoral regional informe la existencia de una reclamación no procederá el citado registro. No procederá inscripción alguna de una directiva cuya elección haya sido declarada inválida por el Tribunal.". 


3.- Agrégase como inciso tercero del artículo 25, el siguiente:


“Las elecciones de las Juntas de Vecinos y demás organizaciones comunitarias regidas por la ley N° 19.418 se entenderán aprobadas sin requerir calificación del Tribunal Electoral Regional, cuando no se presenten reclamaciones en su contra.”.”.

- - -

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica diversos cuerpos legales con el objeto de modernizar el Ministerio de Relaciones Exteriores.

(Boletín N° 6.106-10)


El Presidente accidental pone en segunda discusión, en general, el proyecto de ley de la referencia.


El Secretario General recuerda que la Comisión de Relaciones Exteriores dejó constancia que los artículos 6, 7, 8, 9, 13 (Nº 13), 17 (inciso final), 36 (inciso final), 43, 46 (inciso final), 55, 60, 62, 63 (Nº 10, inciso segundo que incorpora la letra b)), y 69 (N° 5), tienen el carácter de normas de rango orgánico constitucional, por lo que requieren para su aprobación 21 votos favorables.


Agrega que a su vez, el artículo 8, incisos tercero y final, son de quórum calificado, por lo que requiere 19 votos favorables para su aprobación.


El Presidente accidental ofrece la palabra y hace uso de ella el Honorable Senador señor Larraín, quien informa como presidente de la Comisión de Relaciones Exteriores.


Enseguida el Vicepresidente pone en votación general la iniciativa.


El resultado es de 34 votos favorables y 2 abstenciones.


Votan por la aprobación los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, Espina, García, García Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma; Walker, Ignacio; Walker, Patricio y Zaldívar.


Se abstienen los Honorables Senadores señores De Urresti y Ossandón.


Fundan su voto a favor los Honorables Senadores señores Moreira, Montes, Chahuán, García Huidobro y Lagos, señora Allende y señores Coloma, Letelier y Quintana.


Fundan su abstención los Honorables Senadores señores Ossandón y De Urresti.

- - -


Durante la votación interviene, con la anuencia de la Sala, el Subsecretario de Relaciones Exteriores subrogante, señor Skoknic.

- - -


El Presidente declara aprobado en general el proyecto de ley.

- - -


Queda terminada la tramitación de este asunto, en su primer trámite reglamentario.


El texto del proyecto aprobado en general es el que se contiene en el primer informe de la Comisión de Relaciones Exteriores, el cual se inserta íntegramente en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

- - -


El Subsecretario de Relaciones Exteriores subrogante, señor Skoknic, agradece el despacho de la iniciativa.

- - -


La Sala acuerda fijar un plazo para formular indicaciones al proyecto hasta el día 14 de septiembre a las 12 horas.

- - -

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece un Sistema de Garantías de los Derechos de la Niñez.

(Boletín N° 10.315-18)


El Presidente pone en discusión en general el proyecto de la referencia.


El Secretario General informa que el Ejecutivo hizo presente la urgencia en su despacho, calificándola de “simple”.

Agrega que el proyecto tiene por objeto crear un sistema de garantías y protección integral y efectiva de los derechos de la niñez, conformado por un ordenamiento coordinado de disposiciones legales y un conjunto de políticas, instituciones y normas destinadas a velar por el desarrollo físico, mental, espiritual, moral y social de los niños, niñas y adolescentes, que dé cuenta de una nueva concepción de los niños como sujetos de derechos, en materia de respeto, prevención, promoción y protección de estos. Se incorpora en el orden normativo un sistema que proteja universalmente los derechos reconocidos en este ámbito en la Constitución Política de la República, en las disposiciones de la Convención sobre Derechos del Niño y demás instrumentos internacionales ratificados por Chile.


Añade que la Comisión especial encargada de tramitar proyectos de ley relacionados con los niños, niñas y adolescentes discutió este proyecto solamente en general, aprobando la idea de legislar por la mayoría de sus miembros. Se pronunciaron favorablemente los Honorables Senadores señores Letelier, Quintana y Walker, Patricio. Se abstuvieron los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Ossandón.


Hace presente que los artículos 31, inciso quinto, y 37, inciso segundo, tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales, por lo que requieren para su aprobación 21 votos favorables. A su vez, los incisos cuarto y quinto del artículo 26 son normas de quórum calificado, por lo que deben ser aprobados con 19 votos favorables.

- - -


El Honorable Senador señor Chahuán solicita segunda discusión para esta iniciativa.

- - -


El Presidente ofrece la palabra en la primera discusión y hacen uso de ella los Honorables Senadores señores Walker, Patricio y Quintana, señoras Von Baer y Goic y señores Letelier y Montes.


El Presidente declara terminada la primera discusión.


Queda pendiente la tramitación de este asunto.

- - -

Proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que modifica el artículo 37 de la ley N° 19.496, sobre protección de los derechos de los consumidores, a fin de establecer nuevas obligaciones a los proveedores de crédito y a las empresas de cobranza extrajudicial.

(Boletín N° 10.226-03)


El Presidente pone en discusión el proyecto de la referencia.


El Secretario General informa que este proyecto inició su tramitación en el Senado y en el segundo trámite constitucional la Cámara de Diputados efectuó diversas enmiendas a su texto.


Agrega que la Comisión de Economía rechazó todas las enmiendas efectuadas por la Cámara de Diputados, con la finalidad de que la materia sea vista en una Comisión Mixta, para realizar ciertos cambios y ajustes en la iniciativa. Dicho rechazo fue acordado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez San Martín y señores Pizarro y Tuma.

- - -


Las enmiendas de la Honorable Cámara de Diputados al texto aprobado por el Senado son las que siguen:

Artículo único


- Ha reemplazado su encabezado por el siguiente:


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 37 de la ley Nº 19.496, sobre protección de los derechos de los consumidores:

oooo

Número 1, nuevo


- Ha introducido el siguiente número 1, nuevo:


“1. Agrégase la siguiente letra g) en el inciso primero:


“g) Las consecuencias directas que puedan provenir del incumplimiento del crédito concedido, sobre todos los bienes muebles e inmuebles del deudor, sean presentes o futuros, mediante el ejercicio de acciones tendientes a obtener el cumplimiento forzado o por equivalencia del crédito, y los efectos procesales del ejercicio de la acción ejecutiva en los casos que corresponda, como la traba del embargo, el retiro de especies y el remate de las mismas, entre otros. De igual forma, en el momento de la concesión del crédito deberá ponerse en conocimiento del deudor el listado de los bienes no embargables designados en el artículo 1618 del Código Civil.”.”.

oooo

Número 2, nuevo


- Ha incorporado el siguiente número 2, nuevo:


“2. Intercálase el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando los actuales tercero, cuarto y quinto a ser incisos cuarto, quinto y sexto:  


“El proveedor del crédito o la empresa de cobranza deberá resguardar que la información entregada en cumplimiento de los artículos precedentes sólo sea conocida por el deudor, evitando cualquier maniobra que exponga esta información a terceros o familiares del deudor.”.”.

oooo

Número 3, nuevo


- Ha contemplado como número 3, nuevo, el contenido en el artículo único del H. Senado, con las siguientes enmiendas:


a) Ha incorporado como encabezado el siguiente:


“3. Agréganse los siguientes incisos séptimo, octavo y noveno, nuevos, pasando los actuales sexto y séptimo a ser incisos décimo y undécimo.”.


b) Ha sustituido el encabezado del inciso sexto propuesto, que pasa a ser séptimo, por el siguiente:  


“Las empresas que realicen cobranza extrajudicial, y los proveedores de créditos que efectúen estos procedimientos, una vez transcurridos a lo menos diez días desde la mora o simple retraso, deberán entregar al deudor la siguiente información:”.


c) El inciso séptimo ha pasado a ser octavo, sin enmiendas.


d) El inciso octavo ha pasado a ser noveno, sin modificaciones.

oooo


- Ha incorporado el siguiente artículo transitorio:


“Artículo transitorio.- El reglamento a que se refiere el inciso noveno del artículo 37 de la ley N° 19.496 deberá dictarse dentro del plazo de seis meses contado desde la fecha de publicación de esta ley.”.

- - -


El Presidente pone en votación la proposición de la Comisión de Economía.


El resultado es de 17 votos a favor.


Votan a favor los Honorables Senadores señoras Allende y Goic y señores Chahuán, Coloma, De Urresti, García Huidobro, Girardi, Guillier, Larraín, Letelier, Montes, Moreira, Prokurica, Quintana, Tuma; Walker, Patricio y Zaldívar.


Fundan su voto a favor los Honorables Senadores señores Chahuán y Letelier.


También interviene durante la votación el Honorable Senador señor Moreira.

- - -


El Presidente declara rechazadas las enmiendas de la Cámara de Diputados.

- - -


Terminada la votación manifiesta su intención de voto favorable el Honorable Senador señor Harboe.

- - -


Queda terminada la tramitación de este asunto.


A continuación, el Presidente señala que, en atención a lo dispuesto en el artículo 71 de la Constitución Política de la República, corresponde la formación de una Comisión Mixta que proponga la forma y modo de resolver las divergencias suscitadas entre ambas Cámaras. 


Se designa como miembros de la señalada Comisión Mixta a los Honorables Senadores que integran la Comisión de Economía.

- - -


El Presidente informa que ha concluido el Orden del Día.

- - -

Peticiones de Oficios


El Secretario General informa que se han recibido peticiones de oficios de los Honorables Senadores señoras Allende y Pérez San Martín  y señores Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, García, Guillier, Navarro y Quinteros, dirigidas, en sus nombres, a diversas autoridades, a las que se dará el curso reglamentario.
- - -


Se levanta la sesión.

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado
SESIÓN 43ª, ESPECIAL, EN MIÉRCOLES 6 DE SEPTIEMBRE DE 2017


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Andrés Zaldívar y del Vicepresidente Honorable Senador señor Guido Girardi.


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Araya, Chahuán, Coloma, García, García Huidobro, Guillier, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma; Walker, Ignacio y Walker, Patricio.


Concurren, asimismo, en representación del Banco Central de Chile, su Presidente, señor Marcel; el Vicepresidente, señor Claro, y los Consejeros señores Vial y García y señora Costa.


Con la anuencia de la Sala se autoriza el ingreso de asesores del Banco Central y de algunos senadores.


Actúa de Secretario General, el titular del Senado, señor Mario Labbé Araneda.

- - -


Se deja constancia que el número de Senadores en ejercicio es de 37.
- - -


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, y prevenciones de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

- - -
ORDEN DEL DIA

Presentación del Consejo del Banco Central de Chile respecto de la evaluación del avance de las políticas y programas del año en curso, como asimismo del informe de las proposiciones para el año calendario siguiente, según lo dispuesto en el artículo 80 de la ley Nº 18.840, Orgánica Constitucional del Banco Central de Chile.

El Presidente señala que corresponde ocuparse del asunto de la referencia, y solicita la anuencia de la Sala para el ingreso de los funcionarios que acompañan a los señores Consejeros del Banco Central. Se accede.

Enseguida ofrece el uso de la palabra al señor Presidente del Banco Central de Chile, señor Marcel, quien realiza la presentación y entrega el Informe de Política Monetaria (IPOM) 2017.

Terminada la exposición el Presidente ofrece la palabra a los Honorables Senadores en los términos y tiempos acordados por los Comités.


Hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores García, Prokurica, Montes, Larraín, Coloma, Chahuán, Lagos, García Huidobro y Pizarro.


Enseguida el Presidente ofrece la palabra al Presidente del Banco Central quien da respuesta a las intervenciones y consultas formuladas por los Honorables Senadores.

- - -


El Presidente anuncia que habiéndose cumplido el objetivo de la sesión, ésta se levanta.

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado
SESIÓN 44ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 6 DE SEPTIEMBRE DE 2017


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Andrés Zaldívar y del Vicepresidente Honorable Senador señor Guido Girardi.


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz, Pérez San Martín y Von Baer y señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García Huidobro, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma; Walker, Ignacio y Walker, Patricio


Concurren los Ministros Secretario General de la Presidencia, señor de la Fuente; Secretaria General de Gobierno, señora Narváez; y de Educación, señora Delpiano. También se encuentra presente la Subsecretaria de Educación, señora Quiroga.


Del Ministerio de Educación asisten también los asesores señor Roco, señoras Gutiérrez y Vergara y señor Paulsen.


También concurren los siguientes asesores: señora Bermúdez, del Honorable Senador señor Quintana; señor Barrera, de la Honorable Senadora señora Von Baer; señores Hein y Mena, del Honorable Senador señor Bianchi; señor Álvarez, del Honorable Senador señor García-Huidobro, y el señor Rössler, del Comité del Partido Unión Demócrata Independiente.


Actúan de Secretario General, el titular del Senado, señor Mario Labbé, y de Prosecretario, el subrogante, señor Julio Cámara.

- - -


Se deja constancia que el número de Senadores en ejercicio es de 37.

- - -

ACTAS


Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 40ª y 41ª, ambas ordinarias, de los días 22 y 23 de agosto, respectivamente, que no han sido observadas.

- - -

CUENTA

Dieciocho de S.E. la Presidenta de la República


Con el primero, retira y hace presente la urgencia del inciso segundo del N°5) del artículo 53 de la Carta Fundamental, para la tramitación del oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República, con el cual solicita el acuerdo del Senado para nombrar como Director de la Empresa Televisión Nacional de Chile al señor Jorge Andrés Richards Rojas, por el período que indica (Boletín N° S 1.940-05).


Con los trece que siguen, retira y hace presente la urgencia,  calificándola de “suma”, para la tramitación de los siguientes proyectos de ley:


1) El que reforma el Código de Aguas (Boletín N° 7.543-12).


2) El que establece el Sistema Nacional de Emergencia y Protección Civil y crea la Agencia Nacional de Protección Civil (Boletín N° 7.550-06).


3) El que modifica la Ley General de Telecomunicaciones, para establecer la obligación de una velocidad mínima garantizada de acceso a Internet (Boletín N° 8.584-15).


4) El que instaura el día 12 de marzo de cada año como el Día Nacional del Trabajador Papelero (Boletín N° 8.875-13).


5) El que crea el Instituto Nacional de Desarrollo Sustentable de la Pesca Artesanal y de la Acuicultura de Pequeña Escala, INDESPA (Boletín           N° 9.689-21).


6) El que determina conductas terroristas y su penalidad y modifica los Códigos Penal y Procesal Penal (Boletines N°s 9.692-07 y 9.669-07, refundidos).


7) Sobre transparencia del mercado del suelo e incrementos de valor por ampliaciones del límite urbano (Boletín N° 10.163-14).


8) El que modifica el Estatuto del Personal de las Fuerzas Armadas y la ley orgánica constitucional de Carabineros de Chile, para efectos de aumentar el plazo de prescripción de la acción disciplinaria en el caso de los funcionarios de dichas instituciones (Boletín N° 10.623-02).


9) El que modifica la ley N° 19.992, que establece pensión de reparación y otorga otros beneficios a favor de las personas que indica, en lo que respecta al tratamiento de los antecedentes recopilados por la Comisión Nacional sobre Prisión Política y Tortura (Boletín N° 10.883-17).


10) El que modifica la ley N° 16.744, que establece normas sobre accidentes del trabajo y enfermedades profesionales, con el objeto de eliminar la distinción entre empleados y obreros (Boletines N°s 11.053-13 y 11.103-13, refundidos).


11) El que modifica el Código Tributario con el objeto de establecer un plazo para informar al Servicio de Impuestos Internos las modificaciones importantes de los datos de la declaración de inicio de actividades (Boletín            N° 11.120-05).


12) El que regula la elección de gobernadores regionales y realiza adecuaciones a diversos cuerpos legales (Boletín N° 11.200-06).


13) El que crea un seguro para el acompañamiento de niños y niñas que padezcan las enfermedades que indica, y modifica el Código del Trabajo para estos efectos (Boletín N° 11.281-13).


Con el décimo quinto, hace presente la urgencia, calificándola de “simple”, para la tramitación del proyecto de ley que modifica ley N° 19.496, sobre Protección de los Derechos de los Consumidores (Boletín Nº 9.369-03).


Con los tres últimos, retira y hace presente la urgencia, calificándola de “simple”, para la tramitación de las siguientes iniciativas:


1) Proyecto de ley que modifica el Código Sanitario para regular los medicamentos bioequivalentes genéricos y evitar la integración vertical de laboratorios y farmacias (Boletín N° 9.914-11).


2) Proyecto de acuerdo que aprueba el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno del Estado de Israel sobre cooperación y asistencia administrativa mutua en materia aduanera” (Boletín Nº 10.207-10).


3) Proyecto de ley que modifica la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional y otros cuerpos legales en lo relativo a probidad y transparencia (Boletín Nº 10.264-07).


-- Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios

Tres de la Honorable Cámara de Diputados


Con el primero, comunica que ha dado su aprobación, con las enmiendas que indica, al proyecto de ley aprobado por el Senado que modifica el decreto ley N° 2.695, de 1979, para resguardar derechos de terceros en relación con la regularización de la pequeña propiedad raíz (Boletín N° 10.802-12).


- Pasa a la Comisión de Vivienda y Urbanismo.


Con el segundo, señala que ha aprobado el proyecto de ley que modifica el Código del Trabajo en materia de permisos para el trabajador (Boletines N°s 6.173-13, 7.039-13, 8.282-13 y 10.299-13, refundidos).


- Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.


Con el tercero, comunica que aprobó el proyecto de ley que modifica el decreto ley N° 2.222, en materia de extracción de naves hundidas o varadas y de materias nocivas contenidas en ellas (Boletín N° 10.325-02).


- Pasa a la Comisión de Defensa Nacional.

Del Excelentísimo Tribunal Constitucional


Remite sentencia pronunciada en el requerimiento de inaplicabilidad por inconstitucionalidad respecto del artículo 1°, inciso segundo, de la ley N° 18.216, que establece penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad, y del artículo 17 B, inciso segundo, de la ley N° 17.798, que establece el control de armas.


-- Se manda archivar el documento.


Adjunta resoluciones dictadas en los requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, respecto de las siguientes disposiciones:


- Inciso primero del artículo 31 de la Ley de Impuesto a la Renta.


- Artículo 196 ter de la ley N° 18.290, de Tránsito.


-- Se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Del señor Fiscal Nacional del Ministerio Público


Contesta requerimiento, formulado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, relativo a denuncias por abusos sexuales.

De la señora Ministra de Salud


Remite respuesta a solicitudes, enviadas en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre los siguientes aspectos:


- Procedimientos médicos realizados a los usuarios individualizados de las localidades de Angol y Valdivia.


- Fallecidos por virus Hanta, en el período indicado; y estado del proyecto Hospital Las Higueras.


- Fiscalizaciones realizadas a la empresa Fruna Ltda.


- Aspectos relativos al trastorno de déficit atencional e hiperactividad. 


- Materias relacionadas con el Examen Único Nacional de Conocimientos de Medicina (EUNACOM).


Atiende petición de información, expedida en nombre del Honorable Senador señor Chahuán, acerca del lugar de trabajo y calidad funcionaria del médico ecuatoriano individualizado.


Da respuesta a requerimiento, formulado en nombre del Honorable Senador señor García, acerca de la entrega de leche para adultos mayores en La Araucanía.

Del señor Ministro del Medio Ambiente


Atiende consulta sobre el daño ambiental producido por la extracción de áridos en el sector Las Cruces, de la comuna de El Tabo, enviada en nombre de la Honorable Senadora señora Allende.

Del señor Subsecretario de Justicia


Contesta petición, expresada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, para informar sobre la investigación por casos de posibles torturas, por parte de funcionarios de Gendarmería, contra internos homosexuales y transexuales de la cárcel de Antofagasta; además de las denuncias efectuadas por este tipo de delitos.

Del señor Superintendente de Servicios Sanitarios


Informa requerimiento, formulado en nombre del Honorable Senador señor De Urresti, sobre descarga de aguas residuales en el lago Panguipulli.

Del señor Director del Trabajo


Remite datos, consultados en nombre del Honorable Senador señor Coloma, en relación a las denuncias por eventuales prácticas antisindicales realizadas por el Sindicato de la Empresa de Transportes Linatal Ltda., de Linares.

De la señora Directora del Servicio de Salud Bio Bío


Envía antecedentes sobre los planes de acompañamiento psicológico para las familias afectadas por los incendios forestales; consulta realizada en nombre del Honorable Senador señor Navarro.

Del señor Director Ejecutivo de la Corporación Nacional Forestal


Anexa datos relativos al resultado del concurso del Fondo de Conservación de la Ley del Bosque Nativo del 2017; materia requerida en nombre del Honorable Senador señor De Urresti.

Del señor Presidente del Banco del Estado


Informa inquietud, planteada en nombre del Honorable Senador señor Prokurica, sobre las medidas adoptadas por esta institución, para apoyar a los clientes afectados por los aluviones en la Región de Atacama.


-- Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes


De la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, recaído en el proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que modifica la Ley de Tránsito y la ley N°18.287, con el fin de adoptar medidas de seguridad y control en lo relativo a los medios de pago del transporte público remunerado de pasajeros, establecer sanciones, crear un registro de pasajeros infractores y modificar normas procedimentales (Boletín N° 10.125-15) (con urgencia calificada de “suma”).


Seis de la Comisión de Relaciones Exteriores, recaídos en los siguientes proyectos de acuerdo, en segundo trámite constitucional:


- El que aprueba el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la Mancomunidad de las Bahamas sobre exención del requisito de visa para titulares de pasaportes diplomáticos y oficiales” (Boletín N°10.218-10).


- El que aprueba el “Memorándum de Entendimiento entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de Granada sobre Exención del Requisito de Visa para los Titulares de Pasaportes Diplomáticos y Oficiales”, suscrito en la ciudad de St. George´s, Granada, el 23 de junio de 2015 (Boletín N° 10.389-10).


- El que aprueba el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de Santa Lucía sobre Exención del Requisito de Visa para los Titulares de Pasaportes Diplomáticos y Oficiales, suscrito en Castries, Santa Lucía, el 30 de octubre de 2014” (Boletín N° 10.427-10).


- El que aprueba el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno del Reino de Camboya sobre Exención de Visas para Titulares de Pasaportes Diplomáticos y Oficiales/de Servicio”, suscrito en Nom Pen, Camboya, el 27 de noviembre de 2015 (Boletín N° 10.570-10).


- El que aprueba el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno del Estado de Kuwait sobre Exención del Requisito de Visa para Titulares de Pasaportes Diplomáticos, Oficiales y Especiales”, suscrito en Nueva York, Estados Unidos de América, el 26 de septiembre de 2015 (Boletín N° 10.571-10).


- El que aprueba el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno del Estado de Palestina sobre Exención del Requisito de Visa para los Titulares de Pasaportes Diplomáticos y Oficiales”, suscrito en Nueva York, Estados Unidos de América, el 29 de septiembre de 2015 (Boletín N° 10.572-10).


-- Quedan para Tabla. 

Proyecto de acuerdo


De los Honorables Senadores señoras Allende y Goic y señores Chahuán, Coloma, De Urresti, García, García Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Lagos, Larraín, Letelier, Moreira, Ossandón, Pizarro, Prokurica, Quinteros, Tuma y Zaldívar, por medio del cual, conmemoran los ciento veinte años de relaciones diplomáticas entre Chile y Japón e instan a trabajar por la profundización de los vínculos entre ambos países (Boletín N° S 1.948 -12).


-- Queda para ser votado en su oportunidad.

- - -


Terminada la Cuenta llegan a la Mesa los siguientes documentos:

Oficios

Dos de la Honorable Cámara de Diputados


Con el primero, comunica que ha tomado conocimiento que el Senado rechazó las enmiendas propuestas por esa Corporación al proyecto de ley que modifica el artículo 37 de la ley N° 19.496, sobre protección de los derechos de los consumidores, a fin de establecer nuevas obligaciones a los proveedores de crédito y a las empresas de cobranza extrajudicial (Boletín N° 10.226-03), y comunica la nómina de los Honorables Diputados que integrarán la Comisión Mixta que debe formarse al efecto.


-- Se toma conocimiento y se manda agregar el documento a sus antecedentes.


Con el segundo, señala que ha aprobado el proyecto de ley que otorga una bonificación adicional por retiro al personal académico, directivo y profesional no académico de las universidades del Estado y faculta a las mismas para conceder otros beneficios transitorios que indica (Boletín N° 11.271-04) (con urgencia calificada de “suma”).


-- Pasa a la Comisión de Educación y Cultura y a la de Hacienda, en su caso.

Solicitud de permiso constitucional


Del Honorable Senador señor Harboe para ausentarse del país a contar del día 14 de septiembre próximo.


-- Se accede a lo solicitado.
Mensaje de S.E. la Presidenta de la República


Con el que retira y hace presente la urgencia calificándola de “discusión inmediata”, para la tramitación del proyecto de ley que crea el Sistema de Educación Pública y modifica diversos cuerpos legales (Boletín N° 10.368-04).


-- Se tiene presente la calificación y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

- - -


La Sala autoriza a la Comisión de Educación y Cultura para discutir en general y en particular el proyecto de ley que elimina el aporte fiscal indirecto para las instituciones de educación superior, estableciendo una regulación transitoria para el año 2017 (Boletín Nº 11.257-04), con ocasión del primer informe.

- - -


La Sala amplía el plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley que crea un seguro para el acompañamiento de niños y niñas que padezcan las enfermedades que indica, y modifica el Código del Trabajo para estos efectos (Boletín Nº 11.281-13), hasta las 17:00horas de hoy en la Secretaría de la Comisión de Trabajo y Previsión Social

- - -


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

- - -


El Presidente suspende la sesión por diez minutos para realizar una reunión de Comités.


Se reanuda la sesión.

- - -


El Secretario General informa que los Comités acuerdan, en relación con el tratamiento del proyecto que crea el Sistema de Educación Pública y modifica diversos cuerpos legales que, en primer término, se procederá a las intervenciones que por ocho minutos tendrá cada Comité, para lo que se deberá hacer llegar a la Mesa el nombre de los senadores intervinientes.

- - -


El Presidente propone a la Sala suprimir la hora de Incidentes. Se accede.

- - -

ORDEN DEL DIA

Proyecto de acuerdo, presentado por los Honorables Senadores señoras Allende y Goic y señores Chahuán, Coloma, De Urresti, García, García Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Lagos, Larraín, Letelier, Moreira, Ossandón, Pizarro, Prokurica, Quinteros, Tuma y Zaldívar, por medio del cual, conmemoran los ciento veinte años de relaciones diplomáticas entre Chile y Japón e instan a trabajar por la profundización de los vínculos entre ambos países.

(Boletín Nº S 1.948-12)

El Presidente, previa anuencia de le Sala, propone por razones de oportunidad tratar y dar por despachado el proyecto de acuerdo de la referencia.

La Sala así lo acuerda.


El Presidente da por aprobado el proyecto de acuerdo por la unanimidad de los senadores presentes.


Queda terminada la tramitación de este asunto.


El texto despachado por el Senado es el siguiente:


“1. Saludar los ciento veinte años de relaciones diplomáticas entre Chile y Japón, en la esperanza de profundizarlas en el futuro inmediato a través de la negociación de un Acuerdo de Asociación Estratégica entre ambos Estados, que contribuya al desarrollo de una agenda bilateral fortalecida, ágil y adaptada a los requerimientos cambiantes de la coyuntura internacional.


2. Trabajar desde el ámbito parlamentario por una creciente profundización de los vínculos bilaterales entre Chile y Japón, poniendo acento principalmente en la relación futura, tanto política como económica y en el campo de la ciencia, tecnología y cooperación triangular.


3. Comunicar formalmente el contenido de este Proyecto de Acuerdo, mediante oficio, al Excmo. señor Embajador del Japón en Chile.”.

- - -

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Sistema de Educación Pública y modifica diversos cuerpos legales.

(Boletín Nº 10.368-04)


El Presidente pone en discusión particular el proyecto de la referencia.


El Secretario General informa que el Ejecutivo calificó con urgencia de discusión inmediata la iniciativa.


Agrega que la iniciativa cuenta con un segundo informe de la Comisión de Educación y Cultura e informe de la Comisión de Hacienda.


Recuerda que el proyecto fue aprobado en general en sesión de 25 de enero de 2017.


Y por último señala que respecto de este proyecto los Comités acordaron por unanimidad una fórmula de votación que será informada mediante un documento que es distribuido en la Sala.

- - -


Las enmiendas propuestas por la Comisión de Educación y Cultura al texto aprobado en general son las que siguen:

o o o o o


Agregar un artículo 2°, nuevo, del tenor siguiente:


“Artículo 2.- Fines de la Educación Pública. La educación pública está orientada al pleno desarrollo de los estudiantes, de acuerdo a sus necesidades y características. Procura una formación integral de las personas, velando por su desarrollo espiritual, social, ético, moral, afectivo, intelectual, artístico y físico, entre otros, y estimulando el desarrollo de la creatividad, la capacidad crítica, la participación ciudadana y los valores democráticos.”.

o o o o o

ARTÍCULO 2


Pasa a ser artículo 3, con la siguiente enmienda:

Inciso primero


Intercalar entre la palabra laica y la frase “y pluralista”, la frase “esto es, respetuosa de toda expresión religiosa,”.

ARTÍCULO 3


Pasa a ser artículo 4, reemplazándolo por el siguiente:


“Artículo 4.- Integrantes del Sistema. Son integrantes del Sistema los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública, con sus distintos niveles y modalidades educativas, los Servicios Locales de Educación Pública (en adelante, también, “Servicios Locales”) y el Ministerio de Educación, a través de la Dirección de Educación Pública, según lo dispuesto en los Títulos II, III y IV, respectivamente.


Los establecimientos educacionales son la unidad básica y fundamental del Sistema. Están conformados por sus respectivas comunidades educativas, integradas por estudiantes, madres, padres, apoderados, profesionales de la educación, asistentes de la educación y por sus respectivos equipos docentes directivos. Dichos establecimientos contarán con autonomía para la definición y desarrollo de sus proyectos educativos, de acuerdo a la identidad y características propias de sus comunidades, de conformidad a la normativa vigente. 


En este marco, corresponderá a los profesionales de la educación ejercer un rol fundamental para la consecución del objeto del Sistema y para la materialización de los principios que lo guían, establecidos en el artículo siguiente, desarrollando estrategias y metodologías con creatividad y autonomía, de acuerdo a lo establecido en la letra b) del inciso cuarto del artículo 19 del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Educación, de 1997.”.

ARTÍCULO 4


Pasa a ser artículo 5 con las enmiendas que siguen:

Letra a)


Agregar, a continuación de la expresión “social,”, la voz “político,”.

Letra f)


Sustituir la oración final del párrafo primero por la siguiente: 


“Para ello, deberá asegurar, a lo largo de toda la trayectoria educativa, un trato no discriminatorio, en términos sociales, étnicos, religiosos, políticos, de género o de cualquier otro tipo que atente contra la igualdad de derechos y de oportunidades.”.

Letra g)


Eliminar en el párrafo segundo la expresión “vinculante”.

Letra i)


Reemplazar la locución “, pero integradas en una comunidad y en el entorno” por “y de pertenecer a una comunidad y a un entorno”.

- - -


Incorporar como artículo 6, el artículo 42, con la redacción que se señala a continuación:


“Artículo 6.- Estrategia Nacional de Educación Pública. El Ministerio de Educación, a propuesta de la Dirección de Educación Pública, oyendo a las Comisiones de Educación de la Cámara de Diputados y del Senado, y previa aprobación del Consejo Nacional de Educación, establecerá la Estrategia Nacional de Educación Pública (en adelante también “la Estrategia”). La Estrategia tendrá por objeto mejorar la calidad de la educación pública provista por los establecimientos educacionales integrantes del Sistema, propendiendo al pleno desarrollo de ésta. Será establecida por medio de un decreto supremo y tendrá una duración de ocho años, pudiendo modificarse luego de una evaluación a la mitad de dicho periodo o cuando por razones fundadas, debidamente calificadas, así se determine.


La Estrategia deberá considerar objetivos, metas y acciones en áreas tales como: cobertura y retención de estudiantes en el Sistema, convivencia escolar, apoyos para el aprendizaje, inclusión y atención diferenciada a los estudiantes, implementación curricular, colaboración y articulación de los sectores y niveles educacionales entre sí, todo lo anterior según los recursos que disponga el país y sus respectivos presupuestos.


El Ministerio de Educación, cada dos años, remitirá un informe sobre el estado de avance la Estrategia a las comisiones de Educación de la Cámara de Diputados y del Senado, así como a los organismos del Sistema de Aseguramiento de la Calidad de la Educación. Este informe será presentado ante las comisiones indicadas, que para tal efecto realizarán una sesión conjunta. En dicho informe se describirán las metas y las acciones de la Estrategia ejecutadas en el periodo y se evaluarán los avances y mejoras de cada Servicio Local. Dicho informe será remitido a los Comités Directivos Locales, a los Consejos Locales y a las Coordinaciones Regionales, establecidos en la presente ley, y estará a disposición de la ciudadanía en el sitio electrónico del Ministerio de Educación.


En el marco de la elaboración de una nueva Estrategia, así como en sus modificaciones, la Dirección de Educación Pública y los Servicios Locales de Educación Pública, en el nivel que corresponda, deberán establecer un periodo de participación de las comunidades educativas, con el objeto de recabar su opinión y propuestas. Con el mismo fin, podrá considerar un proceso de consulta ciudadana, en los términos del artículo 73 del decreto con fuerza de ley N°1, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, de 2000, dirigida a padres, madres, apoderados, directores, docentes, asistentes de la educación, estudiantes y otras personas u organismos interesados en la materia, tales como decanos de las facultades de educación o expertos en el ámbito educacional. Asimismo, tendrá en consideración los informes señalados en el inciso precedente, así como las propuestas que realicen los Directores Ejecutivos de los Servicios Locales, los Comités Directivos Locales, los Consejos Locales y las Coordinaciones Regionales.


Los integrantes del Sistema, en el marco de sus funciones y atribuciones, deberán orientar sus acciones al cumplimiento de la Estrategia.”.

TÍTULOS II, III y IV


Modificar el orden de dichos títulos y, consecuentemente, la numeración correlativa de los artículos que los componen, de tal forma que éstos queden del siguiente modo: Título II De los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública; Título III De los Servicios Locales de Educación Pública y Título IV De la Dirección de Educación Pública.

TITULO II


Pasa a ser Título IV, en los términos que se señalan a continuación.

ARTÍCULO 5


Pasa a ser artículo 59, en sus mismos términos.

ARTÍCULO 6


Pasa a ser artículo 60, sustituyéndolo por el que sigue:


“Artículo 60.- Objeto. Corresponderá a la Dirección de Educación Pública la conducción estratégica y la coordinación del Sistema, velando para que los Servicios Locales provean una educación de calidad en todo el territorio nacional. Para ello elaborará la Estrategia Nacional de Educación Pública, vigilando su cumplimiento, y evaluará el desempeño de los Servicios Locales, a través de los convenios de gestión de sus Directores Ejecutivos, prestándoles apoyo técnico y administrativo en el marco de sus funciones.”.

ARTÍCULO 7


Pasa a ser artículo 61, reemplazándolo por el que se señala:


“Artículo 61.- Funciones y atribuciones. La Dirección de Educación Pública tendrá las siguientes funciones y atribuciones para el cumplimiento de su objeto:


a) Proponer al Ministerio de Educación, de conformidad a lo establecido en el artículo 6, la Estrategia Nacional de Educación Pública a la que deberán ajustarse los integrantes del Sistema y velar por su cumplimiento.


b) Elaborar y proponer al Ministro de Educación los convenios de gestión educacional, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 41, y realizar su seguimiento, evaluación y revisión, en base a criterios objetivos, observables y accesibles al público.


c) Proponer al Ministro de Educación el perfil profesional que deberán cumplir los candidatos al cargo de Director Ejecutivo de los Servicios Locales, de conformidad al artículo 22.


d) Prestar asistencia técnica a la gestión administrativa de los Servicios Locales, cuando ello sea necesario para el cumplimiento de los principios establecidos en el artículo 5.


e) Asignar recursos a los Servicios Locales, de acuerdo a lo establecido en la Ley de Presupuestos para el Sector Público.


f) Hacer recomendaciones respecto del Plan Anual establecido en el artículo 47.


g) Orientar a los Servicios Locales para el desarrollo de la oferta de educación pública a lo largo de todo el territorio nacional.


h) Coordinar a los Servicios Locales, promoviendo su trabajo colaborativo y en red.


i) Proponer a los Servicios Locales planes de innovación, propendiendo a la mejora continua de los procesos educativos, en concordancia con las políticas del Ministerio de Educación.


j) Proponer al Ministerio de Educación políticas, planes y programas relativos a la educación pública, de acuerdo a lo dispuesto en el inciso primero del artículo 3° del decreto con fuerza de ley N°1, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, de 2000, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575. Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.


k) Llevar un registro de los planes estratégicos de los Servicios Locales, de conformidad a lo establecido en el artículo 46.


l) Supervisar y velar por el cumplimiento de los convenios de los establecimientos de educación técnico profesional, adscritos al régimen de administración delegada, establecido en el decreto ley N° 3.166, de 1980, que para efectos de esta ley se considerarán integrantes del Sistema de Educación Pública, en lo que sea pertinente.


m) Coordinar la relación entre los Servicios Locales y el Ministerio de Educación, así como con otros órganos de la Administración del Estado, cuando su acción sea requerida para la adecuada provisión del servicio educacional.


n) Promover el mejoramiento de la calidad de la educación impartida por los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales, que atiendan a personas que se encuentren bajo cualquier régimen de privación de libertad o programa de reinserción social, reconociendo para ello su especificidad, de acuerdo a las directrices y orientaciones generales emanadas del Ministerio de Educación. Para ello, deberá coordinarse con el Ministerio de Educación, con el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos y con otros órganos de la Administración del Estado, cuando corresponda.


ñ) Requerir de los Servicios Locales y establecimientos de su dependencia toda la información que sea necesaria para el cumplimiento de sus funciones y atribuciones, así como sistematizar, procesar y publicar, cuando corresponda, dicha información, permitiendo su acceso por parte de los distintos integrantes del Sistema, de la comunidad educativa y de la ciudadanía en general.


o) Requerir información a la Agencia de Calidad de la Educación y a la Superintendencia de Educación y coordinarse con ellas en los ámbitos de sus respectivas competencias, respecto de los Servicios Locales y los establecimientos de su dependencia.


p) Definir políticas de operación y funcionamiento de los sistemas de seguimiento, administración, información y monitoreo de los Servicios Locales, con el objeto de asegurar el uso de medios digitales, el acceso común a servicios o instalaciones cuando fuere procedente, el registro y acceso a información pública y una fluida y expedita interconexión e interoperabilidad al interior del Sistema, así como con el Ministerio de Educación y con otras instituciones públicas.


q) Realizar o encargar estudios, diagnósticos y evaluaciones de la situación educativa de cada Servicio Local y sus establecimientos educacionales, para lo cual deberá coordinarse con el Ministerio de Educación y la Agencia de Calidad de la Educación, según corresponda. En el ejercicio de esta atribución, podrá requerir la colaboración de instituciones de educación superior, centros de estudios u otros organismos nacionales o extranjeros.


r) Celebrar convenios o acuerdos con organismos públicos o privados para abordar asuntos de interés común.


s) Rendir cuenta pública anual sobre el estado y proyecciones del Sistema de Educación Pública.


t) Ejercer las demás funciones y atribuciones que le asignen las leyes.

ARTÍCULO 8


Pasa a ser artículo 62 con las modificaciones que se señalan:

Inciso segundo

Letra a)


Agregar, a continuación de la expresión “considerando”, lo siguiente: “la Estrategia Nacional de Educación Pública,”.

Letra b)


Reemplazar el guarismo “16” por “26”.

o o o o o

ARTÍCULO 9


Pasa a ser artículo 63, en sus mismos términos.

o o o o o


Agregar el siguiente artículo 64, nuevo:


“Artículo 64.- Coordinación regional. El Intendente convocará a lo menos a dos reuniones durante el año, a la que asistirán el Secretario Regional Ministerial de Educación, quien actuará como Secretario Ejecutivo, un representante del Gobierno Regional, el Director Regional de la Junta Nacional de Jardines Infantiles, el Director Regional de la Superintendencia de Educación, el representante zonal de la Agencia de la Calidad de la Educación, el Director Regional de la Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas, los Directores Ejecutivos de los Servicios Locales de la región y un representante de la Dirección de Educación Pública, con el objeto de favorecer la coordinación de los Servicios Locales dentro de la región, así como el intercambio de iniciativas de mejora en su gestión, facilitando además la colaboración de los Servicios Locales con otros servicios públicos que se desempeñen dentro de la región. Asimismo, se podrá invitar a las sesiones a representantes de las universidades y centros de formación técnica acreditados y que no persigan fines de lucro, con sede principal en la región.


Para ello, podrá realizar propuestas a la Estrategia Nacional de Educación Pública, así como a la Estrategia Regional de Desarrollo, establecida en el decreto con fuerza de ley Nº 1 de 2005, del Ministerio del Interior, velando por la armonización entre ésta y los Planes Estratégicos de cada Servicio Local. Asimismo, podrá promover acuerdos de colaboración con otras entidades públicas o privadas de la región, con el fin de favorecer a las comunidades educativas de los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales de la región.


Un reglamento dictado por el Ministerio de Educación desarrollará las materias establecidas en el presente artículo.”. 

o o o o o

ARTÍCULO 10


Pasa a ser artículo 16, con las modificaciones que se indican:

Inciso primero


Sustituirlo por el que sigue:


“Artículo 16.- Definición. Créanse los Servicios Locales de Educación Pública que se señalan a continuación como órganos públicos funcional y territorialmente descentralizados, con personalidad jurídica y patrimonio propio, los que se relacionarán con el Presidente de la República a través del Ministerio de Educación. Estos Servicios cubrirán, conjuntamente, la totalidad de las comunas del país:

Letra f)


Agregar la siguiente frase:


“y un Servicio Local para Isla de Pascua”.

Letra k)


Reemplazar el guarismo “cuatro” por “cinco”.

Inciso tercero


Reemplazarlo por el que se señala:


“Cada Servicio Local podrá crear oficinas locales, mediante decreto fundado del Ministerio de Educación, cuando ello sea necesario por razones de buen servicio y para el adecuado cumplimiento de sus funciones, en atención a razones de distancia, conectividad y concentración de matrícula, entre otras. También podrá hacerlo a propuesta del Comité Directivo Local respectivo.”.

Inciso cuarto


Suprimirlo.

Inciso quinto


Pasa a ser inciso cuarto, sin enmiendas.

ARTÍCULO 11


Pasa a ser artículo 17, reemplazando los incisos primero y segundo por los siguientes, pasando el actual tercero a ser inciso cuarto:


“Artículo 17.- Objeto. El objeto de los Servicios Locales será proveer, a través de los establecimientos educacionales de su dependencia, el servicio educacional en los niveles y modalidades que corresponda, debiendo orientar su acción de conformidad a los principios de educación pública establecidos en el artículo 4.


En este marco, velarán por la calidad, la mejora continua y la equidad del servicio educacional, para lo cual deberán proveer apoyo técnico pedagógico y apoyo a la gestión de los establecimientos educativos a su cargo, considerando sus proyectos educativos institucionales y las necesidades de cada comunidad educativa, atendiendo especialmente a las características de los estudiantes y las particularidades del territorio en que se emplazan. Asimismo, respetarán la autonomía que ejerzan los establecimientos educacionales, contribuyendo al desarrollo de sus proyectos educativos y de sus planes de mejoramiento.


Para el cumplimiento de su objeto, los Directores Ejecutivos de los Servicios Locales suscribirán convenios de gestión educacional, conforme a lo señalado en los artículos 39 y 40. Sin perjuicio de lo anterior, estos servicios deberán cumplir con las políticas, planes y programas que se establezcan para el fortalecimiento y desarrollo del Sistema de Educación Pública y demás obligaciones que establezca la normativa vigente.”.

ARTÍCULO 12


Pasa a ser artículo 18, con las modificaciones que se indican a continuación:

Letra c)


Sustituirla por la siguiente:


“c) Desarrollar la oferta de educación pública en el territorio que le corresponda y velar por una adecuada cobertura del servicio educacional, de acuerdo a las particularidades del territorio. Para ello deberá identificar las áreas de expansión poblacional y aquellas en que la cobertura pública sea insuficiente. En el marco de esta función, velará por la continuidad en la trayectoria educativa de los estudiantes, desde la educación inicial hasta el término de la educación media, y se vinculará con las instituciones de educación superior de la región. En el caso de la formación técnico profesional, velará por la pertinencia de la oferta de especialidades respecto de las necesidades de desarrollo del territorio y propenderá a una debida articulación con la educación superior para el desarrollo de trayectorias formativas; ello, con especial énfasis en la coordinación con los centros de formación técnica estatales y en coherencia con la Estrategia Regional de Desarrollo respectiva.”.

- - -


Incorporar un párrafo nuevo, del siguiente tenor:


“En el ejercicio de esta facultad deberá tener especial consideración por el desarrollo de la oferta educacional para las personas que se encuentren bajo cualquier régimen de privación de libertad o programa de reinserción social, y deberá coordinarse con los servicios públicos que administren los establecimientos en que dichas personas se encontraren detenidas o privadas de libertad.”.

- - -

Letra f)


Reemplazar la palabra “Desarrollar” por “Contar con”; intercalar luego de la palabra “monitoreo” la frase “, de conformidad a las orientaciones establecidas por la Dirección de Educación Pública”, e incorporar después de la palabra “consideren” la palabra “tanto”, y luego de la palabra “dependencia” la frase “, como los informes emitidos por la Agencia de Calidad de la Educación, de conformidad a la ley Nº 20.529”.

Letra j)


Reemplazar los guarismos “27 y 28” por “45 y 46”, y agregar, después de la expresión “de esta ley” la siguiente: “, con la participación de las respectivas comunidades locales y educativas, y respondiendo a sus necesidades”.

Letra k)


Sustituir el párrafo primero por los siguientes:


“k) Determinar la apertura, fusión o cierre de establecimientos educacionales de su dependencia dentro del territorio de su competencia, debiendo cumplir al efecto con la normativa educacional vigente. La decisión de iniciar un procedimiento que tenga como consecuencia la fusión o cierre de un establecimiento educacional sólo procederá en situaciones excepcionales y deberá ser debidamente fundada e informada a la Dirección de Educación Pública, la que podrá rechazar dicha decisión por razones fundadas, dentro del plazo de treinta días. Si dicho servicio público no se pronuncia dentro del plazo señalado, la decisión se entenderá aceptada. 


La decisión sobre la apertura, fusión o cierre de establecimientos educacionales deberá ser informa al Comité Directivo Local y al Consejo Local y será publicada y destacada en el sitio electrónico del Servicio Local respectivo.”.

Letra o)


Incorporar la siguiente oración final: “En el caso de la educación técnico-profesional, dichos convenios podrán abordar la coordinación de trayectorias educativas, el acceso a prácticas profesionales, la inserción laboral de los estudiantes, entre otros.”.

o o o o o


Incorporar como artículo 19, el artículo 41, con las siguientes enmiendas:

Número 1.


Reemplazar el guarismo “27” por “46”.

Número 2.


Reemplazar el guarismo “4” por “5”.

Número 3.


- Agregar la siguiente oración final: “Este sistema deberá basarse en los informes emitidos por la Agencia de Calidad de la Educación.” e incorporando el siguiente párrafo segundo, nuevo: “Asimismo, deberá velar por la continuidad de la trayectoria educativa de los estudiantes, desarrollar acciones de retención escolar, así como ofrecer alternativas de reingreso para estudiantes que hayan visto interrumpida su trayectoria educativa.”.

- - -


Incorporar el siguiente artículo 20, nuevo:


“Artículo 20.- Apoyo a las labores administrativas de los establecimientos educacionales. El Servicio Local apoyará las labores administrativas que se realicen en los establecimientos educacionales de su dependencia, de conformidad a lo dispuesto en el numeral 1 del artículo 19. Para ello podrá, entre otras medidas, destinar personal o asegurar que los equipos directivos de los establecimientos educacionales cuenten con apoyo especializado en tales labores, teniendo en cuenta los niveles educativos que imparten, la matrícula y características de sus estudiantes, entre otros criterios.”.

- - -

ARTÍCULO 13


Pasa a ser artículo 21, con las modificaciones que se señalan:

Inciso primero


Reemplazar el texto que señala “. Durará seis años en su cargo, pudiendo renovarse su nombramiento por una sola vez.” por lo siguiente: “, con las siguientes reglas especiales:


a) El perfil profesional de competencias y aptitudes del cargo concursado será definido por el Ministerio de Educación sobre la base de una propuesta elaborada por la Dirección de Educación Pública. Este perfil considerará experiencia relevante en el ámbito educacional, debiendo ser aprobado por el Consejo de Alta Dirección Pública y enviado a la Dirección Nacional del Servicio Civil para su registro.


b) El Consejo de Alta Dirección Pública elaborará una nómina que contendrá un mínimo de cuatro y un máximo de ocho candidatos idóneos a partir del respectivo proceso de selección. De no haber a lo menos cuatro candidatos al cargo que cumplan los requisitos para ingresar en la nómina, el Consejo ordenará que se efectúe un nuevo concurso para conformar o complementar la lista, siendo aplicable lo dispuesto en el artículo quincuagésimo cuarto de la ley Nº 19.882.


c) El Consejo remitirá la nómina al Comité Directivo Local. Luego de evaluar a los candidatos seleccionados, el Comité Directivo Local remitirá al Presidente de la República una terna para que éste proceda al nombramiento del cargo.”.

o o o o o


Agregar después del inciso primero otro inciso, nuevo, del siguiente tenor:


“El Director Ejecutivo durará seis años en su cargo, pudiendo renovarse su nombramiento por una sola vez.”.

o o o o o

Inciso segundo


Pasa a ser inciso tercero, reemplazando la expresión “sostenedor establecidos” por “representante legal o administrador de entidades sostenedoras de establecimientos educacionales, de acuerdo a lo establecido”.

ARTÍCULO 14


Suprimirlo.

ARTÍCULO 15


Pasa a ser artículo 22, con las siguientes enmiendas:

Letra b)


Reemplazar los guarismos “27 y 28” por “45 y 46”.

Letras g) y h)


Sustituirlas por las siguientes:


“g) Participar, con derecho a voz, en las sesiones del Comité Directivo Local y del Consejo Local.”.


“h) Rendir cuenta pública sobre la marcha del Servicio Local, en el mes de abril de cada año, en audiencia pública. Dicha cuenta pública deberá ser publicada en el sitio electrónico del Servicio Local respectivo.”.”.

ARTÍCULO 16


Pasa a ser artículo 23, con las siguientes enmiendas:

Inciso primero

Letra d)


Sustituir el guarismo “21” por “39”.

Inciso tercero


Reemplazar el ordinal i) por el que sigue:


“i) Cuando un Servicio Local de Educación Pública incurra en reiteración de infracciones graves a la normativa educacional, informadas por la Superintendencia de Educación, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 de la ley Nº 20.529.”.

ARTÍCULO 17


Pasa a ser artículo 24, con las enmiendas que se indican a continuación:

Inciso primero


Suprimir desde la frase “de conformidad” hasta el punto final.

- - -


Incorporar después del inciso primero, el siguiente inciso segundo, nuevo, del siguiente tenor:


“Con todo, el procedimiento no podrá exceder de cuatro meses, salvo caso fortuito o fuerza mayor, desde su iniciación hasta la fecha en que se emita la decisión.”.

- - -

Inciso segundo


Pasa a ser inciso tercero, sin enmiendas.

Inciso tercero


Pasa a ser inciso cuarto, sustituyendo la expresión “Consejo Local” por “Comité Directivo Local”.

- - -

Inciso cuarto


Pasa a ser inciso quinto, reemplazando el guarismo “16” por “23”.

Inciso quinto


Pasa a ser inciso sexto, reemplazándolo por el siguiente:


“Un reglamento del Ministerio de Educación, que será firmado por el Ministro de Hacienda, regulará las materias previstas en el presente artículo, especialmente el procedimiento de remoción, de conformidad a las normas del Título V del decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, de 2004, y, en lo que corresponda, las de la ley N° 19.880.”.

ARTÍCULO 18


Pasa a ser artículo 25, con las siguientes enmiendas:


- En el inciso quinto, reemplazar el guarismo “12” por “18”.


- Añadir el un inciso final del siguiente tenor:


“Los cargos de jefe de estas tres unidades estarán afectos al Sistema de Alta Dirección Pública, establecido en la ley N° 19.882, como cargos de segundo nivel jerárquico y su nombramiento será por tres años. Una vez nombrados deberán suscribir, en el plazo de treinta días, un convenio de desempeño cuyas metas deberán estar alineadas con el Convenio de Gestión Educacional del Director Ejecutivo de su respectivo Servicio Local.”.

- - -

ARTÍCULO 19


Pasa a ser artículo 26, sustituyendo su encabezamiento por el siguiente: 


“Artículo 26.- El patrimonio de cada Servicio Local estará compuesto por:”.

- - -


Incorporar el siguiente artículo 27 nuevo:


“Artículo 27.- Asignación de recursos a los Servicios Locales y rendición de cuentas. La Dirección de Educación Pública asignará recursos a los Servicios Locales para diversos fines, tales como infraestructura, equipamiento, innovación, trabajo en red y desarrollo de capacidades; con el objeto de favorecer la calidad del servicio educativo y de acuerdo a lo que establezca anualmente la Ley de Presupuestos del Sector Público. 


La unidad de administración y finanzas del Servicio Local respectivo deberá llevar la contabilidad de los ingresos y gastos del Servicio Local y de los establecimientos educacionales de su dependencia.


Asimismo, el Director Ejecutivo del Servicio Local deberá rendir cuenta pública de todos los recursos percibidos, debiendo incorporar el detalle de su uso respecto del servicio mismo, así como de cada uno de los establecimientos educacionales de su dependencia. Esta cuenta se llevará a cabo en la oportunidad establecida en la letra h) del artículo 22, de acuerdo a lo establecido en el artículo 72 del decreto con fuerza de ley N° 1 de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.


Para efectos de lo dispuesto en el inciso primero, se creará el Programa de Fortalecimiento de la Educación Pública que considerará anualmente al menos $75.000.000 miles, sin perjuicio de los recursos que se distribuyan de acuerdo a lo establecido en el artículo trigésimo séptimo transitorio de la ley N° 20.845.


Los recursos de este programa serán distribuidos entre los Servicios Locales, de conformidad a procedimientos transparentes, de acuerdo a la Estrategia Nacional de Educación Pública y a principios de equidad y pertinencia. La asignación de estos recursos se ajustará a criterios objetivos que podrán considerar factores tales como: número de establecimientos educacionales, niveles, modalidades educativas y formaciones diferenciadas que imparten, nivel de desempeño de los establecimientos de conformidad a la ley N° 20.529, así como ruralidad, cobertura, matrícula total y vulnerabilidad de los estudiantes, entre otros. Los recursos que se destinen a infraestructura se ajustarán a criterios pertinentes a las necesidades de dicha área. Un reglamento del Ministerio de Educación, suscrito también por el Ministro de Hacienda, regulará lo señalado en el presente inciso.”.

ARTÍCULO 20


Pasa a ser artículo 28, sin enmiendas.

- - -


Intercalar un nuevo Párrafo 3º, en el Título III, denominado “Del Comité Directivo Local”, que comprende las siguientes disposiciones, pasando el actual Párrafo 3º a ser 4º y así sucesivamente:

“Párrafo 3º

Del Comité Directivo Local


Artículo 29.- Objeto. En cada Servicio Local existirá un Comité Directivo Local, en adelante “Comité”, que tendrá por objeto velar por el adecuado desarrollo estratégico del Servicio, por la rendición de cuentas del Director Ejecutivo ante la comunidad local, y contribuir a la vinculación del Servicio Local con las instituciones de gobierno de las comunas y la región.


Artículo 30.- Funciones y atribuciones. El Comité tendrá las siguientes funciones y atribuciones para el cumplimiento de su objeto: 


a) Proponer al Director Ejecutivo iniciativas de mejora en la gestión del Servicio Local y sus establecimientos, en especial, aquellas que impliquen una apropiada relación con las municipalidades y las instituciones del territorio, en coherencia con la disponibilidad presupuestaria.


b) Proponer al Director de Educación Pública elementos relativos al perfil profesional del cargo de Director Ejecutivo del respectivo Servicio Local. En la elaboración de esta propuesta deberá considerar las recomendaciones que realice el Consejo Local de Educación Pública respectivo. 


c) Elaborar un informe que contenga una propuesta de prioridades para el convenio de gestión educacional del Director Ejecutivo, en función de la Estrategia Nacional de Educación Pública, el Plan Estratégico Local y las políticas y programas que se establezcan para el fortalecimiento y desarrollo del Sistema de Educación Pública, de conformidad a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 40.


d) Proponer al Presidente de la República una nómina de tres candidatos, de entre aquellos seleccionados en el proceso efectuado para la provisión del cargo de Director Ejecutivo, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 21. 


e) Solicitar fundadamente al Director de Educación Pública la realización del procedimiento de remoción del Director del Servicio Local. Para ello requerirá el voto conforme de dos tercios de sus integrantes en ejercicio. Esta atribución sólo podrá ejercerse una vez en el año calendario.


f) Aprobar el Plan Estratégico Local, en conformidad con lo establecido en el artículo 45. 


g) Convocar al Director Ejecutivo para que informe sobre el estado de avance de los objetivos del Plan Estratégico Local. Para ejercer esta atribución, el Comité deberá contar con el acuerdo de la mayoría de sus miembros en ejercicio. 


h) Realizar recomendaciones al Plan Anual presentado por el Director Ejecutivo, quien deberá considerarlas e incorporarlas en el Plan o rechazarlas de manera fundada, de acuerdo a lo establecido en el artículo 46. Asimismo, podrá solicitar informes del estado de ejecución del Plan Anual del Servicio, en particular de los aspectos presupuestarios. Las insuficiencias detectadas serán comunicadas por el Comité Directivo a la Dirección de Educación Pública. 


i) Requerir la fiscalización de la Superintendencia de Educación ante situaciones que pudieran importar incumplimiento de la normativa educacional, tanto en el caso del Servicio Local como de los establecimientos que dependen de este último.


j) Remitir a la Dirección de Educación Pública propuestas referidas a la Estrategia Nacional de Educación Pública. En la elaboración de estas propuestas deberá considerar las recomendaciones que realice el Consejo Local de Educación Pública respectivo.


k) Emitir su opinión respecto de las propuestas de apertura o cierre de especialidades de educación técnico profesional que realice el Director Ejecutivo.


l) Emitir su opinión sobre todas las cuestiones que el Director Ejecutivo someta a su consideración.


m) Las demás funciones y atribuciones que le encomienden las leyes.


Artículo 31.- Integración. El Comité estará constituido por:


a) Uno o dos representantes designados por los alcaldes de las comunas que formen parte del territorio del Servicio Local. En los Servicios Locales que abarquen una sola comuna, el alcalde sólo podrá designar a un representante. En los Servicios Locales que abarquen dos comunas, cada alcalde elegirá a un representante. En los Servicios Locales que abarquen tres o más comunas, los representantes serán designados por mayoría de los alcaldes del territorio. 


b) Dos representantes de los Centros de Padres, Madres y Apoderados de los establecimientos educacionales dependientes del Servicio Local. Para su nombramiento, los presidentes de todos los directorios de Centros de Padres, Madres y Apoderados de dichos establecimientos deberán votar según las formalidades que fije el reglamento. Quienes obtengan las primeras dos mayorías serán designados como representantes.  


c) Dos representantes del Gobierno Regional designados por su órgano ejecutivo, previa aprobación del Consejo Regional. 


En los casos de las letras a) y c), los representantes deberán ser personas con reconocida trayectoria, ya sea profesionales de la educación, u otros profesionales expertos en educación o con experiencia en gestión.


Los miembros del Comité durarán seis años en sus cargos y podrán ser designados nuevamente solo para un nuevo período. El Comité se renovará por mitades cada tres años, de acuerdo al mecanismo de alternancia que se defina en el reglamento. 


Artículo 32.- Funcionamiento. El Comité requerirá de la mayoría absoluta de sus miembros para sesionar y sus acuerdos se adoptarán por la mayoría de sus miembros presentes. 


Los integrantes del Comité tendrán derecho a percibir una dieta de cuatro unidades de fomento por cada sesión a la que asistan, con un máximo de 8 sesiones en un año escolar. Con todo, no tendrán derecho a percibir dieta aquellos integrantes del Comité que tengan la calidad de funcionario público. 


El Comité designará de entre sus miembros a un Presidente, quien durará en el cargo dos años, pudiendo ser reelegido por una vez. Dicho Presidente tendrá por función dirigir el Comité; citar a sesiones; fijar sus tablas; dirigir sus deliberaciones, y dirimir sus empates. 


Un funcionario del Servicio Local de Educación designado por el Director Ejecutivo cumplirá las funciones de secretario del Comité, actuará como ministro de fe y registrará sus sesiones.


Artículo 33.- Responsabilidad de los integrantes del Comité. Para todos los efectos legales, las funciones que ejercerán los integrantes del Comité tendrán el carácter de públicas y estarán sujetas a las normas de probidad administrativa establecidas en el Título III del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, y deberán presentar una declaración de intereses y patrimonio de acuerdo a lo establecido en la ley Nº 20.880.


Artículo 34.- Incompatibilidades. Es incompatible con el cargo de miembro del Comité: 


a) Tener participación en la propiedad o ser representante legal, gerente o administrador de una entidad sostenedora de algún establecimiento educacional que imparta enseñanza en los niveles parvulario, básico y medio o de alguna asociación de sostenedores de la región a la que pertenece el Servicio Local.


b) Ser Ministro de Estado, Subsecretario, Intendente o Gobernador; Secretario Regional Ministerial de Educación, Funcionarios de la Secretaría Regional Ministerial de Educación o Jefe de Departamento Provincial de Educación; Senador o Diputado; Consejero Regional; Alcalde o Concejal; miembro del Escalafón Primario del Poder Judicial; Secretario o Relator del Tribunal Constitucional; Fiscal del Ministerio Público; miembro del Tribunal Calificador de Elecciones o su Secretario-Relator; miembro de los Tribunales Electorales Regionales, Suplente o Secretario-Relator, y miembro de los demás Tribunales creados por ley.


c) Ser representante legal, gerente, administrador o miembro de un directorio de entidades que figuren en el Registro Público de Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo, administrado por el Ministerio de Educación de acuerdo a lo establecido en el artículo 18, letra d), de la ley N° 18.956.  


d) Tener un vínculo de dependencia con el respectivo Servicio Local o un establecimiento dependiente del Servicio Local, o estar contratado a honorarios y desempeñarse regularmente en estos. 


e) Las personas que tengan la calidad de cónyuge, hijos o parientes hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive respecto de las autoridades y de los funcionarios directivos del Servicio Local. 


f) Las personas que tengan vigente o suscriban, por sí o por terceros, contratos o cauciones ascendentes a veinte unidades tributarias mensuales o más, con el Servicio Local y quienes tengan litigios pendientes con él, a menos que se refieran al ejercicio de derechos propios, de su cónyuge, hijos o parientes hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive.


g) Los directores, administradores, representantes y socios titulares del diez por ciento o más de los derechos de cualquier clase de sociedad, cuando ésta tenga contratos o cauciones vigentes ascendentes a veinte unidades tributarias mensuales o más o litigios pendientes con el Servicio Local.


Artículo 35.- Inhabilidades. Los miembros del Comité deberán informar inmediatamente al Presidente del mismo de todo hecho, cualquiera sea su naturaleza, que les reste imparcialidad en sus decisiones o acuerdos, absteniéndose, en el acto, de conocer del asunto respecto del cual se configure la causal.


Los miembros del Comité que, estando inhabilitados, actúen en tales asuntos, serán removidos de su cargo y quedarán impedidos de ejercerlo nuevamente.


Artículo 36.- Causales de cesación. Serán causales de cesación en el cargo las siguientes:


a) Expiración del plazo por el que fueron designados. 


b) Renuncia. 


c) Incapacidad legal sobreviniente. 


d) Infracción de las normas de probidad administrativa, de conformidad a lo señalado en el artículo 33 de la presente ley.


e) Actuación en un asunto en que estuviere legalmente inhabilitado, o cuando se incurra en alguna de las causales de incompatibilidad establecidas en el artículo 34.


f) Incumplimiento de los deberes y obligaciones que establece esta ley.


La determinación de las circunstancias establecidas en los literales c), d), e) y f) le corresponderá a la Dirección de Educación Pública, pudiendo el afectado interponer recursos administrativos de acuerdo a la ley Nº 19.880. 


En caso de que uno o más consejeros cesaren por cualquier causa en su cargo, se procederá la designación de un nuevo consejero, sujeto al mismo procedimiento dispuesto en el artículo 31, por el período que restare.


Artículo 37.- Publicidad de las sesiones. Las sesiones del Comité serán públicas y sus acuerdos se adoptarán en sala legalmente constituida.


El Secretario del Comité será el encargado de publicar las actas, una vez aprobadas, en el sitio electrónico del Servicio Local. Dichas actas contendrán, como mínimo, la asistencia a la sesión, los acuerdos adoptados y la forma como fueron votados.


Artículo 38.- Reglamento. Un reglamento dictado por el Ministerio de Educación desarrollará las materias establecidas en el presente párrafo.”.

o o o o o

Párrafo 3°

De los instrumentos de gestión educacional


Pasa a ser Párrafo 4°, incorporando en el epígrafe, a continuación de la palabra “educacional”, la expresión “a nivel territorial”.

ARTÍCULO 21


Pasa a ser artículo 39, con las siguientes enmiendas al inciso segundo:


- Reemplazar la palabra “cargo” por “convenio”;


- Sustituir el texto que dice “En particular, respecto de los establecimientos educacionales ordenados en categoría insuficiente, el convenio deberá fijar objetivos y metas específicas orientadas al mejoramiento de su desempeño, de acuerdo a lo dispuesto en la ley N° 20.529. Lo anterior, sin perjuicio de los objetivos de mejoramiento para todos y cada uno de los establecimientos educacionales del Servicio.”, por: “Asimismo, se deberán considerar los informes que emitan las instituciones del Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Parvularia, Básica y Media, y en particular, el informe que evacúe la Agencia de Calidad como resultado de la evaluación integral realizada al Servicio Local respectivo, establecida en el artículo 12 de la ley Nº 20.529. Respecto de los establecimientos educacionales, el convenio deberá fijar objetivos y metas específicas orientadas al mejoramiento de su desempeño, teniendo en especial consideración a los ordenados en categoría insuficiente, de acuerdo a la ley Nº 20.529.”.


- Reemplazar el guarismo “24” por “43”.

ARTÍCULO 22


Pasa a ser artículo 40 con las modificaciones que se indican:

Inciso segundo


Intercalar luego de la frase “deberá remitir una propuesta de convenio al”, la siguiente: “Comité Directivo Local y al”.

Inciso tercero


Sustituir la expresión “Consejo Local” por “Comité Directivo Local” las dos veces que aparece; el vocablo “dos” por “tres” y la frase “. En el caso de la renovación de su nombramiento, el Director Ejecutivo”, por lo siguiente: “, velando especialmente por su coherencia con la Estrategia Nacional de Educación Pública y con el Plan Estratégico Local respectivo. Para la elaboración de dicho informe deberá considerar las propuestas que haga el Consejo Local, el que contará con el plazo de un mes, desde que reciba la propuesta de convenio, para emitirlas. En el caso que el Director Ejecutivo en ejercicio se presente en el concurso siguiente, éste”.

Inciso cuarto


Reemplazar la expresión “Consejo Local” por “Comité Directivo Local”.

Inciso quinto


Intercalar luego de la frase “enviar una copia de éste al”, la siguiente: “Comité Directivo Local, y al”.

ARTÍCULO 23


Pasa a ser artículo 41, reemplazando, en el inciso primero, su título por el siguiente: “Seguimiento, evaluación y revisión del convenio de gestión educacional”.

ARTÍCULO 24


Pasa a ser artículo 42, sustituyéndolo por el que se señala:


“Artículo 42.- Modificación del convenio de gestión educacional. Los objetivos establecidos en los convenios durarán seis años.


Las metas y sus respectivos indicadores y medios de verificación se ajustarán a las definiciones establecidas en el Plan Estratégico Local vigente.


Sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos precedentes, las metas y sus respectivos indicadores y medios de verificación podrán modificarse anualmente, a partir del informe final señalado en el artículo 41, cuando se produzcan cambios en las circunstancias o en los supuestos básicos del convenio de gestión educacional, no imputables a la gestión del Director Ejecutivo, o cuando se hayan cumplido anticipadamente las metas establecidas en el mismo.”.

ARTÍCULO 25


Pasa a ser artículo 43, reemplazándolo por el que sigue:


“Artículo 43.- Publicidad del convenio de gestión educacional. El Director Ejecutivo deberá publicar, de modo destacado y sin resumir, en el sitio electrónico del Servicio Local, su convenio, los informes anuales y un resumen ejecutivo de dichos instrumentos para dar a conocer el grado de avance en el cumplimiento de los objetivos y metas del mismo.”.

ARTÍCULO 26


Pasa a ser artículo 44, en sus mismos términos.

ARTÍCULO 27


Pasa a ser artículo 45, sustituyéndolo por el siguiente:


“Artículo 45.- Plan Estratégico Local de Educación Pública. Cada Servicio Local deberá contar con un Plan Estratégico Local de Educación Pública (en adelante “Plan Estratégico”), cuyo objeto será el desarrollo de la educación pública y la mejora permanente de la calidad de ésta en el territorio respectivo, mediante el establecimiento de objetivos, prioridades y acciones para lograr dicho propósito. Será elaborado por el Director Ejecutivo y aprobado por el Comité Directivo Local, y tendrá una duración de seis años desde su aprobación.


El Director Ejecutivo deberá presentar una propuesta de Plan Estratégico seis meses antes del término de la vigencia del Plan Estratégico anterior, la cual considerará los niveles educativos, formaciones diferenciadas, modalidades educativas y contextos que componen la oferta educativa del territorio.


El Plan Estratégico deberá contener, al menos, lo siguiente:


a.- Diagnóstico de la prestación del servicio educacional por parte del Servicio Local en el territorio de su competencia, con especial énfasis en las características de los estudiantes y en la situación de los establecimientos.


b.- Objetivos y prioridades de desarrollo de la educación pública en el territorio a mediano plazo. Estos objetivos deberán ser concordantes con los establecidos en el convenio de gestión educacional y en la Estrategia Nacional de Educación Pública.


c.- Estrategias y acciones para el cumplimiento de los objetivos del plan.


Para la elaboración y modificación del Plan Estratégico se considerarán los siguientes elementos:


1.- La Estrategia Nacional de Educación Pública, según lo dispuesto en el artículo 6.


2.- La Estrategia Regional de Desarrollo, de acuerdo a lo contemplado en el decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio del Interior, de 2005.


3.- Los proyectos educativos institucionales de cada uno de los establecimientos educacionales de su dependencia.


4.- Los planes de mejoramiento educativo de los establecimientos educacionales de su dependencia.


5.- Los informes que emitan las instituciones del Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Parvularia, Básica y Media y, en particular, el informe que evacúe la Agencia de Calidad como resultado de la evaluación integral realizada al Servicio Local respectivo, establecida en el artículo 12 de la ley N° 20.529.


Para elaborar la propuesta de Plan Estratégico, el Director Ejecutivo deberá consultar al Consejo Local respectivo, el que podrá formular recomendaciones. Asimismo, deberá solicitar la opinión de los directores de los establecimientos del territorio.


La propuesta del Plan Estratégico deberá ser aprobada por el Comité Directivo Local, el que podrá hacerle observaciones y proponer modificaciones por razones fundadas en lo dispuesto en los incisos tercero y cuarto. El Director Ejecutivo podrá incorporar las observaciones planteadas por el Comité Directivo o mantener su propuesta, indicando las razones que la sustentan, remitiéndola al Comité para su decisión.


Una vez sancionado el Plan Estratégico, el Director Ejecutivo deberá publicarlo en el sitio electrónico del Servicio Local y enviarlo a la Dirección de Educación Pública para conocimiento y registro.


El Plan Estratégico podrá modificarse por cambios sustantivos en los contenidos dispuestos en el inciso tercero, por fuerza mayor o por caso fortuito. La aprobación de dichas modificaciones deberá seguir las mismas formalidades establecidas en el presente artículo.”.

ARTÍCULO 28


Pasa a ser artículo 46, con las enmiendas que siguen:

Inciso primero

Encabezamiento


Agregar después de la frase “El Director Ejecutivo presentará al”, lo siguiente: “Comité Directivo Local y al”.

Letra b)

Numeral iv)


Reemplazar el guarismo “55” por “79”.

Inciso segundo


Reemplazar la frase “el Consejo Local contará”, por “el Comité Directivo Local y el Consejo Local de Educación contarán” y sustituir la frase “El Director Ejecutivo o la” por “El Director Ejecutivo”.

o o o o o


Introducir el siguiente inciso final, nuevo:


“El Director Ejecutivo deberá dar cuenta de la ejecución del Plan Anual durante la rendición anual que contempla el literal h) del artículo 22. En base a ésta, el Comité Directivo Local informará a la Dirección de Educación Pública del nivel de cumplimiento de las acciones contenidas en el Plan Anual, para que esto sea considerado en su evaluación.”.

Párrafo 4°

Régimen del personal de los Servicios Locales


Pasa a ser párrafo 5°, con la misma denominación de su epígrafe.

ARTÍCULO 29


Pasa a ser artículo 47, reemplazando, en su inciso primero, el guarismo “18” por “25”.

ARTÍCULO 30


Pasa a ser artículo 48, eliminando su inciso primero, y reemplazando su encabezamiento por el siguiente:


“Honorarios”.

Párrafo 5°

De los Consejos Escolares de Educación Pública


Pasa a ser párrafo 6°, con la misma denominación de su epígrafe.

- - -


Agregar como artículo 49, el siguiente:


“Artículo 49.- Definición. En cada Servicio Local existirá un Consejo Local de Educación Pública (en adelante también “Consejo Local”). Los Consejos Locales colaborarán con el Director Ejecutivo de cada Servicio Local en el cumplimiento de su objeto. Para ello, representarán ante el Director Ejecutivo los intereses de las comunidades educativas a fin de que el servicio educacional considere adecuadamente sus necesidades y particularidades.”.

- - -

ARTÍCULO 31


Pasa a ser artículo 50, sustituyéndolo por el que sigue:


“Artículo 50.- Integración. Los Consejos Locales se integrarán de la siguiente forma:


a) Dos representantes de los centros de estudiantes de los establecimientos educacionales que sean dependientes del Servicio Local. Estos representantes serán elegidos entre aquellos miembros de los consejos escolares constituidos en dichos establecimientos.


b) Dos representantes de los centros de padres y apoderados de los establecimientos educacionales que sean dependientes del Servicio Local. Estos representantes serán elegidos entre aquellos miembros de los consejos escolares constituidos en dichos establecimientos.


c) Dos representantes de los profesionales de la educación de los establecimientos educacionales que sean dependientes del Servicio Local. Estos representantes serán elegidos entre aquellos miembros de los consejos escolares constituidos en dichos establecimientos.


d) Dos representantes de los asistentes de la educación de los establecimientos educacionales que sean dependientes del Servicio Local. Estos representantes serán elegidos entre aquellos miembros de los consejos escolares constituidos en dichos establecimientos.


e) Un representante de las universidades con sede principal en la región acreditadas por cuatro años o más. Este representante será designado por los rectores de dichas instituciones, de común acuerdo. Para dicho efecto, gozarán de preferencia para la designación aquellos candidatos provenientes de las facultades de educación.


f) Un representante de los centros de formación técnica o institutos profesionales acreditados y que no persigan fines de lucro, con sede principal en la región. Este representante será designado por los rectores de dichas instituciones, de común acuerdo. Para dicho efecto, gozarán de preferencia para la designación aquellos candidatos provenientes de los centros de formación técnica estatales, de la región respectiva.


g) Dos representantes de los equipos directivos o técnico pedagógicos de los establecimientos, elegidos por sus pares.


Los cargos señalados en las letras a), b), c) y d) serán provistos de acuerdo a lo señalado en el reglamento.”.

ARTÍCULO 32


Pasa a ser artículo 51, con las siguientes enmiendas:

Incisos primero y segundo


Reemplazarlos por el siguiente:


“Artículo 51.- Duración en los cargos. Los consejeros señalados en el artículo precedente, durarán en sus cargos el período de dos años.”.

Inciso tercero


Suprimirlo.

Inciso cuarto


Eliminarlo.

Inciso quinto


Pasa a ser inciso segundo, sustituyendo la locución “b), c), d) y e) de los número 1 y 2”, por: “a), b), c) y d)” y reemplazando el texto que señala “debiendo la institución implicada reemplazarlo en un plazo no mayor a treinta días. Durante dicho período, la representación de la institución será asumida por el representante suplente al que se refiere el artículo anterior”, por: “debiendo ser reemplazado en un plazo no superior a treinta días”.

ARTÍCULO 33


Pasa a ser artículo 52, con las modificaciones que siguen:

Letra a)


Suprimir la frase “y la comunidad local”.

Letra b)


Agregar luego de la frase “Comunicar al Director Ejecutivo”, las palabras “y al Comité Directivo Local”.

Letra c)


Incorporar luego de las palabras “el Director Ejecutivo”, la expresión “o el Comité Directivo Local”.

Letra d)


Reemplazarla por la siguiente:


“d) Asesorar al Director Ejecutivo en la definición y ejecución de acciones referidas a la constitución y desarrollo de comunidades de aprendizaje que fortalezcan la enseñanza y aprendizaje, la convivencia escolar, formación ciudadana e inclusión, entre otras.”.

Letra e)


Sustituir la expresión “al Director de Educación Pública” por “al Comité Directivo Local” y el guarismo “14” por “22”.

Letra f)


Reemplazar la frase “Elaborar el informe con una propuesta de prioridades” por “Proponer prioridades al Comité Directivo Local”, y el guarismo “22” por “40”.

- - -


Incorporar después de la letra f) la siguiente, nueva:


“g) Emitir opinión respecto de la propuesta de Estrategia Nacional de Educación Pública.”.

- - -

Letra g)


Pasa a ser letra h, suprimiendo la locución “y Plan Anual del Servicio Local”.

- - -


Incorporar como letra i), la siguiente, nueva:


“i) Proponer al Comité Directivo Local las modificaciones al Plan Anual que estime convenientes, de forma justificada, con el objeto de resguardar su concordancia con el Plan Estratégico Local.”.

- - -

Letra h)


Pasa a ser letra j), en sus mismos términos.

Letra i)


Pasa a ser letra k), sin enmiendas.

Letra j)


Eliminarla.

Letra k)


Suprimirla.

Letra l)


Reemplazar la frase “fomentar el rol de los Consejos Escolares como eje articulador entre ésta y el establecimiento educacional”, por “proponer al Director Ejecutivo estrategias de articulación y trabajo educativo que la incluya”.

- - -


Incorporar como letra m), la siguiente, nueva:


“m) Colaborar con el Director Ejecutivo en la conformación de redes y comunidades de aprendizaje entre establecimientos educacionales y otros actores de las comunidades educativas y locales.”.

- - -


Agregar la siguiente nueva letra n):


“n) Fomentar la participación de las comunidades educativas y el rol de los consejos escolares, los centros de padres y apoderados y de los centros de estudiantes.”.

- - -

Letra m)


Pasa a ser letra o), en sus mismos términos.

ARTÍCULO 34


Pasa a ser artículo 53, sin modificaciones.

ARTÍCULO 35


Pasa a ser artículo 54, sin enmiendas.

ARTÍCULO 36


Pasa a ser artículo 55, con las siguientes enmiendas:

Letra c)


- Reemplazarla por la siguiente:


“c) Condena por crimen o simple delito.”.

Letra d)


- Sustituir el guarismo “35” por “33”.


- Eliminar su inciso final.

ARTÍCULO 37


Pasa a ser artículo 56, en sus mismos términos.

ARTÍCULO 38


Pasa a ser artículo 57, sin modificaciones.

ARTÍCULO 39


Pasa a ser artículo 58, sin enmiendas.

ARTÍCULO 40


Pasa a ser artículo 7, sustituyéndolo por el siguiente:


“Artículo 7.- De los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales. Los establecimientos educacionales son la unidad básica y fundamental del Sistema, y en virtud de esto se orienta la acción de sus integrantes. Estarán conformados por su respectiva comunidad educativa, cuyo propósito compartido se expresa en el proyecto educativo institucional. Los establecimientos educacionales formarán parte de la red de cada Servicio Local.


El objeto de los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales es proveer educación de calidad, que contribuya a la formación integral y a los aprendizajes de sus estudiantes en las distintas etapas de su vida, considerando sus necesidades y características, a fin de potenciar su pleno desarrollo espiritual, ético, social, moral, afectivo, intelectual, artístico y físico, de acuerdo a los principios del sistema educativo chileno, definidos en el decreto con fuerza de ley N° 2, del Ministerio de Educación, de 2010, y a los objetivos y principios del Sistema de Educación Pública, definidos en la presente ley. Para el cumplimiento de su objeto, contarán con autonomía, de conformidad a lo establecido en la legislación.


Al Sistema de Educación Pública le corresponderá de modo preferencial el fortalecimiento y desarrollo de las capacidades de los establecimientos educacionales, de sus comunidades educativas y sus proyectos educativos. En especial, le corresponderá fomentar, a través de los directores y equipos directivos de estos establecimientos, el trabajo profesional colaborativo entre los docentes, orientado a la mejora permanente de los procesos educativos y a la generación de competencias profesionales para proveer aprendizajes de calidad, de conformidad a lo establecido en la presente ley. Los Servicios Locales deberán contribuir a esta tarea, apoyando los procesos pedagógicos y la gestión administrativa de los establecimientos educacionales de su dependencia.”.

- - -


Intercalar, a continuación, el siguiente artículo 8.-, nuevo:


“Artículo 8.- De los integrantes de la comunidad educativa de los establecimientos educacionales y su participación. Las comunidades educativas que conforman los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales estarán integradas por estudiantes, padres, madres y apoderados, profesionales de la educación, asistentes de la educación y equipos docentes directivos, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 9° del decreto con fuerza de ley N° 2, del Ministerio de Educación, de 2010. El órgano que reúne a los integrantes de la comunidad educativa es el Consejo Escolar, de conformidad con lo establecido en la ley N° 19.979.


Los estudiantes podrán organizarse en Centros de Alumnos o de Estudiantes. Los establecimientos educacionales deberán promover su constitución, funcionamiento e independencia, además de establecer instancias de participación en cuestiones de su interés, en el marco del proyecto educativo institucional.


Los padres, madres y apoderados podrán constituir Centros de Padres, Madres y Apoderados, los que colaborarán con los propósitos educativos del establecimiento y apoyarán el desarrollo y mejora de sus procesos educativos. Los establecimientos educacionales deberán promover su constitución, funcionamiento e independencia.


Los profesionales de la educación ejercen la función docente, técnico pedagógica y docente directiva, cumpliendo un rol fundamental en la formación integral de los estudiantes y en el proceso educativo que se desarrolla en los establecimientos educacionales. En los establecimientos educacionales habrá Consejos de Profesores, los que estarán integrados por personal docente directivo, técnico-pedagógico y docente. Tendrán el carácter de organismos técnicos en los que se expresará la opinión profesional de sus integrantes.


Los asistentes de la educación desarrollan labores de apoyo a la función docente, favoreciendo el proceso de enseñanza y aprendizaje de los estudiantes y permitiendo la correcta prestación del servicio educacional, las que pueden ser de carácter profesional distinto a la docencia y técnicas, de administración de la educación, auxiliar y de servicios.


Los directores de los establecimientos educacionales serán los encargados de liderar el proyecto educativo institucional y de la dirección, administración, supervisión y coordinación de la educación, para su mejora continua.


La función de los equipos directivos es aquella de carácter profesional que apoya las funciones de los directores de los establecimientos, en especial, en lo referido a la organización escolar, el clima de convivencia y el fomento de la colaboración profesional para el logro del aprendizaje de los estudiantes. Se incluyen en esta función la Subdirección, Jefatura Técnica, Inspectoría General y otras de similar naturaleza.


Tanto los Servicios Locales como los directores de establecimientos deberán promover la participación de la comunidad educativa, especialmente a través de los Centros de Alumnos; Centros de Padres, Madres y Apoderados y de los Consejos Escolares.


Cada establecimiento educacional perteneciente al Sistema de Educación Pública realizará, una vez al año, una jornada de evaluación del Plan de Mejoramiento Educativo y del Reglamento Interno, convocada por su director, en la que participará la comunidad educativa respectiva y un representante del Servicio Local respectivo.


Los integrantes de la comunidad educativa organizarán instancias de participación y reflexión, cuando sea pertinente.”.

ARTÍCULO 41


Pasa a ser artículo 19, con las enmiendas que señaló en su oportunidad.  

- - -

ARTÍCULO 42


Pasa a ser artículo 6, con la redacción que se indicó precedentemente. 

ARTÍCULO 43


Pasa a ser artículos 9 y 10, en los siguientes términos:


“Artículo 9.- Funciones y atribuciones generales de los directores de establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales. La función principal del director de un establecimiento educacional del Sistema es liderar y dirigir el proyecto educativo institucional y los procesos de mejora educativa, en particular, ejercer el liderazgo técnico pedagógico en el establecimiento a su cargo. Con dicho objeto, velará por el buen funcionamiento del establecimiento, propendiendo al desarrollo integral de los estudiantes y sus aprendizajes, de acuerdo a sus características y necesidades educativas. Asimismo, velará por el cumplimiento de los objetivos y metas correspondientes, establecidas en sus planes de mejoramiento educativo y demás instrumentos que establece la ley.”


“Artículo 10.- Funciones y atribuciones especiales de los directores de establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales. A fin de llevar a cabo la función indicada en el artículo anterior, así como las funciones y atribuciones generales que se establecen para los directores de establecimientos en el decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Educación, de 1996, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 19.070, que aprobó el estatuto de los profesionales de la educación, corresponderá especialmente a los directores de establecimientos educacionales del Sistema:


a) Dirigir y coordinar, en conjunto con su equipo directivo, el trabajo técnico pedagógico del establecimiento, en lo referido a la organización, planificación, supervisión, coordinación y evaluación de la enseñanza y aprendizaje de los estudiantes.


b) Orientar el desarrollo profesional continuo de los docentes y asistentes de la educación. Para ello, deberán proponer al Director Ejecutivo respectivo la implementación de programas o instrumentos de desarrollo profesional de los docentes y otros integrantes del establecimiento educacional, sobre la base de las necesidades del establecimiento, su proyecto educativo institucional, su plan de mejoramiento educativo y los resultados entregados por el Sistema de Desarrollo Profesional Docente. 


c) Elaborar y proponer al Director Ejecutivo el proyecto educativo institucional del establecimiento y sus modificaciones, el que deberá ser expresión de la diversidad de la comunidad escolar y atender a las orientaciones del Plan Estratégico Local, consultando previamente al consejo escolar y al consejo de profesores respectivo, de acuerdo a la normativa vigente.  El Director Ejecutivo podrá realizar observaciones al proyecto educativo del establecimiento, fundadas en la normativa vigente o en las definiciones estratégicas contenidas en el Plan Estratégico Local o en la Estrategia Nacional de Educación Pública. El director del establecimiento podrá incorporar las observaciones del Director Ejecutivo. No obstante, deberá incorporarlas cuando el Director Ejecutivo cuente con el acuerdo del Comité Directivo Local. 


d) Elaborar y proponer al Director Ejecutivo el plan de mejoramiento educativo del establecimiento, consultando previamente al consejo escolar, de acuerdo a la normativa vigente y atendiendo a los objetivos y metas del Plan Estratégico Local respectivo. El Director Ejecutivo podrá realizar observaciones al plan presentado por el director, a través de una resolución fundada, la que deberá basarse en las definiciones contenidas en el Plan Estratégico Local o en la Estrategia Nacional de Educación Pública o cuando el plan presentado supere el marco presupuestario correspondiente, tomando en cuenta las especiales características de cada establecimiento educacional. Con todo, el director del establecimiento podrá insistir en su plan o en algunas de sus áreas o dimensiones, para lo cual tendrá que justificar cómo éste se ajusta al Plan Estratégico Local o la Estrategia Nacional. El Director Ejecutivo tendrá un plazo de 10 días hábiles para pronunciarse. Dicha decisión deberá ser informada al Comité Directivo Local, al Consejo Local de Educación y a la comunidad educativa respectiva. 


En caso que el plan presentado supere el marco presupuestario, el director del establecimiento deberá incorporar las observaciones del Director Ejecutivo.


e) Velar, en conjunto con su equipo directivo, por la ejecución del Reglamento Interno y el Plan de Convivencia Escolar, que deberá ser evaluado por el Consejo Escolar, de conformidad con la legislación vigente.


f) Promover la participación de todos los miembros de la comunidad educativa, en especial a través de su organización en centros de alumnos, centros de padres y apoderados, consejos de profesores y consejos escolares, con el objeto de contribuir al proceso de enseñanza y mejora continua del establecimiento educacional.


g) Fomentar la integración del establecimiento bajo su dirección en la red de establecimientos que corresponda al territorio del Servicio local, con el objeto de mejorar la calidad del proceso educativo, de acuerdo a lo establecido en la letra e) del artículo 4°. En particular, participar en las Conferencias de Directores del Servicio, según lo establece la presente ley. 


h) Promover la integración del establecimiento y su comunidad educativa en la comunidad local.


i)  Proponer al Director Ejecutivo los perfiles profesionales y de cargos titulares para docentes y participar en la selección de los docentes y asistentes de la educación, de acuerdo a la normativa vigente.


j) Decidir la contratación del personal docente que se incorpore al establecimiento, a partir de una terna propuesta por la comisión calificadora correspondiente, establecida en el artículo 30 del decreto con fuerza de ley Nº1, del Ministerio de Educación, de 1996. 


k) Administrar los recursos que le sean delegados en virtud del artículo 21 de la ley N° 19.410, pudiendo adoptar medidas para la conservación y ejecución de las reparaciones necesarias del edificio o construcciones en que funciona el establecimiento educacional, con cargo a estos recursos, excluidas cualquier transformación o ampliación del edificio, construcciones e instalaciones, de conformidad a la normativa vigente.


l) Rendir cuenta anual de su gestión en audiencia pública al Director Ejecutivo respectivo o su representante, al Consejo Escolar y a la comunidad educativa del establecimiento. Esta rendición anual estará contenida en un informe y comprenderá todas las obligaciones de rendición de cuenta que deba realizar el director del establecimiento educacional, en la forma prevista por la normativa vigente. El Servicio Local prestará asistencia técnica a los equipos directivos para la elaboración de dicha rendición de cuenta, de conformidad a lo establecido en el artículo 25.


m) Colaborar con Servicio Local en la implementación de acciones tendientes a asegurar la trayectoria educativa de los estudiantes y a favorecer la retención y el reingreso escolar para los estudiantes que hayan visto interrumpida su trayectoria educativa.”.”

- - -


Incorporar como artículo 11, nuevo, el siguiente:


“Artículo 11.- Conferencia de Directores y Directoras de Escuelas, Jardines y Liceos. Cada Director Ejecutivo convocará, al menos una vez al año, a una Conferencia a todos los directores de los establecimientos educacionales y los profesores encargados de escuelas rurales, que dependan del Servicio Local. 


Esta Conferencia tendrá un carácter consultivo y su objeto será analizar, en conjunto con el Director Ejecutivo, el estado de avance del Plan Estratégico Local definido en el artículo 45, proponer mejoras para el diseño y la prestación del apoyo técnico-pedagógico que el Servicio entrega a los establecimientos de conformidad con lo señalado en el literal d) del artículo 22, y, analizar toda otra materia de interés para el cumplimiento del objeto del Servicio, que sea propuesta por el Director Ejecutivo. Un informe de síntesis con las principales conclusiones y propuestas de la Conferencia deberá ser remitido a la Dirección de Educación Pública, al Comité Directivo y al Consejo Local respectivo, para su conocimiento.”.

ARTÍCULO 44


Pasa a ser artículo 12, reemplazándolo por el que se señala:


“Artículo 12.- Funciones y atribuciones especiales del consejo de profesores en los establecimientos educacionales de dependencia de los Servicios Locales. El consejo de profesores es una instancia colegiada de carácter técnico pedagógico y sus funciones se enmarcarán en dicho ámbito. El consejo deberá sesionar, a lo menos, una vez al mes.


Sin perjuicio de lo establecido en el decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Educación, de 1996, serán funciones y atribuciones del consejo de profesores de establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales, las siguientes:


a) Dar su opinión sobre la propuesta de reglamento de evaluación y promoción de los alumnos del establecimiento, sugerida por el equipo directivo.


b) Participar en la elaboración del reglamento de convivencia escolar.


c) Emitir su opinión respecto de la aplicación de medidas disciplinarias, de conformidad al reglamento de convivencia escolar y a la normativa vigente, especialmente lo dispuesto en el literal d) del artículo 6 del Decreto con Fuerza de Ley Nº 2, del Ministerio de Educación, de 1998.


d) Participar en la elaboración del plan de formación de desarrollo profesional docente del establecimiento, de acuerdo a la normativa vigente.


e) Proponer y conocer las acciones de innovación pedagógica que se desarrollen en el establecimiento.


f) Elaborar propuestas al director del establecimiento para el plan de mejoramiento educativo, previo a su envío al consejo escolar.


g) Dar su opinión sobre las prioridades respecto del uso de las horas no lectivas, de conformidad a la legislación vigente.


h) Ser informado de toda otra medida o disposición que diga relación con los aspectos técnico pedagógicos o que afecten las condiciones laborales docentes.


i) Toda otra materia que la dirección del establecimiento quiera someter a su conocimiento.”.

- - -


Incorporar los siguientes artículos 13, 14 y 15, nuevos:


“Artículo 13.- Consejo Escolar de los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales. En cada establecimiento educacional perteneciente al Sistema de Educación Pública deberá existir un Consejo Escolar o un Consejo de Educación Parvularia, según corresponda, en los términos establecidos en la ley Nº 19.979. 


En el caso de los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales de Educación, los Consejos Escolares tendrán facultades resolutivas en lo relativo a: 


a) El calendario detallado de la programación anual y las actividades extracurriculares o extraprogramáticas, incluyendo las características específicas de éstas.


b) Aprobar el reglamento interno y sus modificaciones.


Artículo 14.- Del trabajo en red. Los Servicios Locales fomentarán el trabajo en red de los establecimientos educacionales de su dependencia. El principal objetivo del trabajo en red es el fortalecimiento de los procesos pedagógicos de los establecimientos educacionales que las integran, así como la mejora continua de la calidad integral de la educación que ellos imparten, en consideración con los objetivos y metas presentes en los respectivos Planes de Mejoramiento Educativo de cada establecimiento educacional, así como en el Plan Estratégico Local establecido en el artículo 45. 


Asimismo, los Servicios Locales promoverán y facilitarán la coordinación y realización conjunta de actividades educativas curriculares y extracurriculares entre dos o más establecimientos de su dependencia, las cuales podrán considerar integrantes de comunidades educativas no dependientes del Servicio Local.


En particular, cada Servicio Local, por sí o en coordinación con otros Servicios Locales de la región, cuando corresponda, deberá asegurar la integración de sus establecimientos de educación media que impartan formación diferenciada técnico profesional a una o más redes de establecimientos del mismo tipo, y coordinarse con instituciones de educación superior.


Artículo 15.- Proyecto educativo institucional y plan de mejoramiento educativo de los establecimientos educacionales. Los establecimientos educacionales pertenecientes al Sistema de Educación Pública deberán contar con un proyecto educativo institucional, el que deberá ser concordante con el objeto y principios del Sistema de Educación Pública, consagrados en los artículos 3 y 5, respectivamente. Este instrumento deberá reconocer la identidad y características de los estudiantes y de la comunidad educativa respectiva y orientar el desarrollo de los diferentes planes y acciones que se lleven a cabo en el establecimiento.


Asimismo, estos establecimientos contarán con un Plan de Mejoramiento Educativo, el que será un instrumento de planificación estratégica que orientará el mejoramiento de sus procesos pedagógicos e institucionales. Este plan contendrá, en un solo instrumento, una planificación a 4 años, que se implementará a través de orientaciones y acciones de carácter anual, incluyendo metas de gestión institucional, de acuerdo a lo establecido en las leyes números 20.248 y N° 20.529, y a las políticas que al efecto elabore el Ministerio de Educación. A través de este plan deberá fomentarse, entre otros, el trabajo profesional colaborativo de los docentes y una sana convivencia de la comunidad educativa, favoreciendo la formación integral de los estudiantes y la generación de aprendizajes de calidad. 


Los planes de mejoramiento educativo a que se refieren las leyes números 20.248 y 20.529 se considerarán comprendidos en el Plan de Mejoramiento establecido en la presente ley, sin perjuicio del cumplimiento de las obligaciones y requisitos que dichas leyes establecen para dichos instrumentos.


Los directores de establecimientos educacionales y sus equipos directivos, con el objeto de vincular e integrar diferentes iniciativas y de simplificar sus tareas administrativas, en concordancia con las políticas establecidas por el Ministerio de Educación, incorporarán como parte de su propuesta de Plan de Mejoramiento Educativo los planes específicos establecidos por la normativa educacional vigente, tales como, el Plan de Formación Ciudadana, el Plan de Gestión de la Convivencia Escolar y el Plan de Apoyo a la Inclusión, para lo cual contarán con el apoyo del Servicio Local, de acuerdo a lo establecido en el inciso sexto del artículo 25. 

Título VI

Modificaciones a otras normas

ARTÍCULO 45


Pasa a ser artículo 67, sin modificaciones.

ARTÍCULO 46


Pasa a ser artículo 68, en sus mismos términos.

ARTÍCULO 47


Pasa a ser artículo 69, intercalando, en el literal b) de su numeral 1), a continuación de la expresión “administradoras”, lo siguiente: “, traspasarlos a otra entidad administradora”.

- - -


Intercalar el siguiente artículo 70, nuevo:


“Artículo 70.- Modifícase la ley Nº 18.956, de 1990, que reestructura el Ministerio de Educación Pública, en el siguiente sentido:


1) Intercálase en el literal c) del artículo 2, luego de “establecimientos educacionales”, la frase “, de conformidad al artículo 2 ter de la presente ley”.


2) Reemplázase en la letra c) del artículo 2 bis la frase “del sector municipal, de corporaciones municipales” por “de los Servicios Locales de Educación”.


3) En el artículo 2 ter:


a) Intercálase en su inciso segundo, luego de las palabras “Dichas funciones”, lo siguiente “deberán ser ejercidas en coordinación con el sostenedor y con las instituciones parte del Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad y”.


b) Reemplázase el inciso tercero, por el que sigue:


“Los Servicios Locales de Educación Pública brindarán directamente el apoyo técnico pedagógico a los establecimientos educacionales de su dependencia.”.


4) En el artículo 15:


a) Intercálase en el inciso primero, luego de la frase “Secretarías Regionales Ministeriales”, la oración “la proposición y evaluación de las políticas y planes en el territorio respectivo. De la misma forma deben”.


b) Intercálase en el inciso primero, antes del punto final, la frase “cuando corresponda, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 2 ter de la presente ley”. 


c) Intercálase al inicio del inciso segundo: “Asimismo, serán las responsables de la coordinación de las instituciones pertenecientes al Sistema de Aseguramiento de la Calidad en el territorio.”.

ARTÍCULO 48


Pasa a ser artículo 71, con las siguientes modificaciones:

Número 5)



Reemplazar la palabra “tercero” por “segundo”.

Número 14)


Sustituirlo por el siguiente:


“14) Modifícase el artículo 27 de la siguiente forma:


a) Sustitúyese la frase “Departamento de Administración de la Educación o por la Corporación Educacional respectiva” por “Servicio Local respectivo”.


b) Reemplazáse la frase “Dichos concursos deberán ajustarse a las normas de esta ley y su reglamento” por “Dichos concursos deberán contener el perfil profesional docente requerido, el que será elaborado por el director del establecimiento, con participación de su equipo directivo, y de un docente designado por el Consejo de Profesores. Una vez elaborado el perfil éste será remitido al Director Ejecutivo del Servicio Local respectivo.”.”.

- - -


Intercalar como numeral 15), nuevo, el siguiente, corrigiendo, secuencialmente, la numeración de los demás numerales:


“15) Modifícase el artículo 28, de la siguiente manera:


a) Intercálase en su inciso primero, luego de la frase “en un diario de circulación nacional”, lo siguiente: 


“o en el portal de empleos dependiente de la Dirección Nacional del Servicio Civil”. 


b) Intercálase el siguiente inciso segundo:


“La convocatoria deberá contener, al menos, la identificación del establecimiento educacional, el Servicio Local al que pertenece, la formación requerida y el perfil del cargo.”.”.

- - -

Número 17)


Pasa a ser número 18), sustituyéndolo por el siguiente:


“18) Reemplázase el artículo 31 por uno del siguiente tenor: 


“Artículo 31.- Las Comisiones Calificadoras de Concurso estarán integradas por:


a) Dos funcionarios del Servicio Local designados por su Director. 


b) Un docente elegido por sorteo entre los pares del nivel y de la especialidad de la vacante a llenar. Este docente deberá ser preferentemente de nivel Experto y no podrá pertenecer al establecimiento para el cual se provee la vacante.


Un funcionario designado por el Director Ejecutivo del Servicio Local será secretario de actas de la Comisión y tendrá derecho a voz. Esta Comisión deberá conformar una terna, de entre la cual el director del establecimiento respectivo seleccionará a un candidato.”.”.

Número 18)


Pasa a ser número 19), con las siguientes enmiendas:

Letra a)


Sustituirlo por el que sigue:


“a) Reemplázase, en el inciso segundo, la frase “el Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal o de la Corporación Municipal, según corresponda” por “un representante del Director Ejecutivo del Servicio Local.”.

- - -


Consultar a continuación de la letra a), la siguiente letra b), nueva:


“b) Intercálase, en el inciso segundo, entre la palabra “Consejo” y el punto y coma que le sigue, la siguiente frase precedida de una coma: “quien la presidirá”.”.

Número 20)


Pasa a ser número 21), reemplazándolo por el siguiente:


21) Modifícase el artículo 32 bis de la siguiente forma: 


a) Sustitúyese, en su inciso segundo, la frase “y podrán ser financiadas de acuerdo a lo establecido en el artículo 3° de la Ley de Calidad y Equidad de la Educación.” por la siguiente: “y serán financiadas con cargo al presupuesto anual de la Dirección Nacional del Servicio Civil.”.


b) Elimínase su inciso cuarto.


c) Incorpórase el siguiente inciso final, nuevo: “El proceso de selección tendrá el carácter de público, con las reservas señaladas en el artículo quincuagésimo quinto de la ley N°19.882.”.

Número 22)


Pasa a ser número 23)

Letra a)

|


Agregar, ante del punto aparte, la frase “y Comité Directivo Local”.

ARTÍCULOS 49 y 50


Pasan a ser artículo 72 y 73, sin modificaciones.

ARTICULO 51


Pasa a ser artículo 74, con la siguiente enmienda:

Número 2)

Letra b)


Reemplazar en el inciso propuesto la expresión “Consejo Local de Educación Pública”, por “Comité Directivo Local”.

ARTÍCULOS 52 y 53


Pasan a ser artículo 75 y 76, sin modificaciones.

- - -


Consultar el siguiente artículo 77, nuevo:


“Artículo 78.- Agrégase, en el decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1996, sobre subvención del Estado a establecimientos educacionales, un artículo 4º bis, nuevo, del siguiente tenor: 


“Artículo 4 bis.- Los Servicios Locales de Educación Pública podrán acogerse al beneficio de la subvención que establece esta ley, respecto de los establecimientos educacionales de su dependencia, siempre que éstos cumplan con los requisitos fijados en el artículo 6º.”.”

ARTÍCULO 54


Pasa a ser artículo 78, con la siguiente enmienda:

Número 2)

Letra b)


Eliminar la referencia a la letra a), luego de la palabra “literales” y la frase “así como en relación al plan de convivencia escolar”.

ARTÍCULO 55


Pasa a ser artículo 79, con las siguientes enmiendas:

Números 1) y 2)


Sustituirlos por los siguientes:


1) Modifícase el artículo 7 de la siguiente forma: 


a) Intercálase el siguiente párrafo segundo y tercero en el literal  d):


“En el caso de los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública, le corresponderá a sus directores elaborar, en conjunto con la comunidad educativa, y proponer al Director Ejecutivo del respectivo Servicio Local el Plan de Mejoramiento Educativo señalado en este artículo, así como los Planes de Mejoramiento Educativo establecidos en los artículos 19 y 26 de la presente ley, cuando corresponda, previa consulta al consejo escolar del establecimiento. 


El Director Ejecutivo, podrá realizar observaciones al plan presentado por el director a través de una resolución fundada, la que deberá basarse en las definiciones contenidas en el Plan Estratégico Local, la Estrategia Nacional de Educación Pública o cuando el plan presentado supere el marco presupuestario correspondiente. Con todo, el director del establecimiento podrá insistir en su plan o en algunas de sus áreas o dimensiones, para lo cual tendrá que justificar cómo éste se ajusta al Plan Estratégico Local o la Estrategia Nacional. El Director Ejecutivo tendrá un plazo de 10 días hábiles para pronunciarse. Dicha decisión deberá ser informada al Comité Directivo Local, al Consejo Local de Educación y a la comunidad educativa respectiva.


En caso que el plan presentado supere el marco presupuestario, el director del establecimiento deberá incorporar las observaciones del Director Ejecutivo.”.


b) Elimínase el segundo párrafo del literal f) del artículo 7. 


2) Reemplázase en el numeral 4 del inciso segundo del artículo 8, la frase “municipales o administrados por corporaciones municipales” por “educacionales dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública”.”.

Número 4)


Elimina la palabra “únicamente” después de la palabra “corresponderá.”.

Número 5)


Reemplazar la expresión “30, 31 y 31 bis” por “30 y 31”.

ARTÍCULO 56


Pasa a ser artículo 80, en sus mismos términos.

ARTÍCULO 57


Pasa a ser artículo 81, con las siguientes enmiendas:

Número 1)


Reemplazarlo por el siguiente:


“1) Reemplázase, en la letra d) del artículo 3, la expresión “así como los sostenedores del sector municipal” por “así como los Servicios Locales de Educación Pública”.”.

- - -


Consultar a continuación del número 1) el siguiente numeral, nuevo:


“2) Agrégase el siguiente párrafo segundo al literal e) del artículo 11: 


“En el caso de los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública, dichos informes deberán ser estudiados por su equipos directivo y consejo de profesores, y por los equipos técnicos del Servicio, e incorporar las recomendaciones que estimen pertinentes a su Plan de Mejoramiento Educativo siguiente. La no incorporación de medidas deberá ser fundada.”.”.

Número 2)


Pasa a ser número 3), sustituido por el que sigue:


“3) Reemplázase, en la letra g) del artículo 11, la frase “del sector municipal, de corporaciones municipales” por “de los Servicios Locales de Educación Pública.”.

Número 3)


Pasa a ser número 4), con la siguiente enmienda:


Agregar en el inciso propuesto la siguiente oración final: 


“Estas recomendaciones deberán considerar especialmente los objetivos y prioridades establecidas en el Plan Estratégico Local del Servicio respectivo, así como las estrategias y acciones que éste contemple para el cumplimiento de dichos objetivos.”.

Número 4)


Pasa a ser número 5), en sus mismos términos.

Número 5)


Pasa a ser número 6), con la siguiente enmienda:


Agregar después de la expresión “la Dirección de Educación Pública” la siguiente: “, al Comité Directivo Local”.

Número 6)


Pasa a ser número 7), en sus mismos términos.

Número 7)


Pasa a ser número 8), con la siguiente modificación:


Efectuar las siguientes enmiendas en el inciso cuarto propuesto:


- Reemplazar la coma (,) ubicada luego de las palabras “del artículo 17”, por una “y”.


- Suprimir la frase “, y en los establecimientos públicos y gratuitos”.

Número 8)


Pasa a ser número 9), con las siguientes modificaciones:

Inciso primero


Intercalar, luego de la expresión “Para ello,” la frase “los establecimientos particulares subvencionados”.

Inciso tercero


Reemplazar las palabras “los artículos 31 y 31 bis”, por “el artículo 31”.

Número 9)


Pasa a ser número 10), reemplazado por el siguiente:


“10) Agrégase al literal d) del artículo 35, a continuación del punto final que pasa a ser seguido, la siguiente oración: “Asimismo, deberá aprobar el informe y las medidas de reestructuración, de conformidad al inciso tercero del artículo 31.”.”.

Número 10)


Pasa a ser número 11), sustituido por el que sigue:


“11) Sustitúyese el literal h) del artículo 41 por el siguiente:


“h) Certificar, según lo que establece el artículo 31, cuando un establecimiento se ha mantenido en la categoría de Desempeño Insuficiente. Dicha certificación deberá contar con la aprobación del Consejo de la Agencia.


Asimismo, deberá elaborar el informe a que hace referencia el artículo 31.”.

Número 11)


Pasa a ser número 12), eliminando la frase “o al que corresponda, tratándose de otra entidad creada por ley”, y reemplazando la expresión “que corresponda” ubicada al término del numeral, por “respectivo”.

Número 12)


Pasa a ser número 13), sin enmiendas.

- - -

Contemplar el siguiente número 14), nuevo:


“14) Incorpórase un párrafo segundo, nuevo, en el literal e), del artículo 73, del siguiente tenor:


“En el caso de los Servicios Locales de Educación Pública, solo será aplicable la inhabilidad temporal para ejercer el cargo de Director Ejecutivo, hasta por un plazo de cinco años.”.”.

- - -

Número 13)


Eliminarlo.

Números 14 y 15)


Pasan a ser números 15) y 16), sin enmiendas.

ARTÍCULO 58


Pasa a ser artículo 82, sustituido por el siguiente:


“Artículo 82.- Reemplázase el artículo trigésimo séptimo transitorio de la ley N° 20.845, por el siguiente:


“Artículo trigésimo séptimo.- Créase un Fondo destinado a la recuperación y fortalecimiento de la educación pública escolar y parvularia, en todos sus niveles y modalidades, sea que ésta se encuentre administrada directamente por municipios o a través de corporaciones municipales o por los Servicios Locales de Educación Pública.


Los recursos de este Fondo deberán ser utilizados para el cumplimiento de los siguientes objetivos:


i) Mejorar la calidad del servicio educativo a cargo de las municipalidades y corporaciones municipales mientras éste no haya sido traspasado a los Servicios Locales.


ii) Facilitar la instalación y funcionamiento del Sistema de Educación Pública, especialmente el traspaso del servicio educativo a los Servicios Locales, de conformidad a las disposiciones transitorias establecidas en la ley que crea el Sistema de Educación Pública, en particular, las contenidas en su párrafo quinto de sus disposiciones transitorias.


Los Planes de Transición señalados en el párrafo 6° de las disposiciones transitorias de la ley que crea el Sistema de Educación Pública podrán ser financiados con los recursos de este Fondo.


El monto anual de este Fondo se establecerá en la Ley de Presupuestos del Sector Público respectiva, y ascenderá a $250.000.000 miles para los años 2018 a 2019, $200.000.000 miles para el año 2020, $150.000.000 miles para el año 2021 y $100.000.000 miles para los años 2022 al 2025.


Mediante resolución del Ministerio de Educación, suscrita por el Ministerio de Hacienda, se establecerán los mecanismos de distribución de estos recursos, los usos específicos en que se emplearán, y las formas y procedimientos de entrega y rendición de los mismos, cuando ello corresponda.


La asignación de recursos de este Fondo entre las entidades señaladas en el inciso primero deberá ajustarse a criterios de transparencia, pertinencia, equidad y no discriminación arbitraria, y se formalizará mediante una o más resoluciones del Ministerio de Educación, copia de las cuales se remitirá a la Dirección de Presupuestos.

ARTÍCULO 59


Pasa a ser artículo 65, en sus mismos términos.

ARTÍCULO 60


Pasa a ser artículo 83, sin enmiendas.

ARTÍCULO 61



Pasa a ser artículo 66, sin modificaciones.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo segundo


Reemplazar el guarismo “57” por ”81”.

Artículo tercero


Sustituir el guarismo “11” por ”17”.

Artículo cuarto


Reemplazar el guarismo “10” por ”16”.

Artículo quinto


Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo quinto.- Determinación del ámbito de competencia territorial de los Servicios Locales. El Presidente de la República, mediante uno o más decretos expedidos a través del Ministerio de Educación, los que deberán llevar la firma del Ministro de Hacienda, determinará el ámbito de competencia territorial, el domicilio y la denominación de los Servicios Locales, con arreglo a la distribución territorial establecida en el artículo 16 de la presente ley. El ámbito de competencia territorial de cada servicio se determinará sobre la base de una comuna o agrupación de comunas dentro de una misma región, no pudiendo dividirse el territorio de éstas.


Para efectos de lo establecido en el inciso precedente, el Presidente de la República deberá considerar, a lo menos, los siguientes criterios: matrícula total de estudiantes en el territorio; número de establecimientos dependientes de cada municipalidad, y distancia y conectividad entre los establecimientos educacionales dependientes de cada municipalidad.”.

Artículo sexto


Sustituirlo por el que se señala a continuación:


Artículo sexto.- Entrada en funcionamiento de los Servicios Locales. El Presidente de la República, mediante uno o más decretos del Ministerio de Educación, suscritos además por el Ministro de Hacienda, determinará un calendario de instalación que establezca las fechas en que iniciarán sus funciones los Servicios Locales de Educación Pública, de conformidad a las siguientes reglas.


Primera etapa de instalación: 


1) Entrará en funcionamiento entre la fecha de publicación de esta ley y el 30 de junio de 2018 un Servicio Local de la región Metropolitana, que comprende las comunas de Lo Prado, Pudahuel y Cerro Navia; 


2) Entrarán en funcionamiento entre el 1 de enero y el 30 de junio de 2019 un Servicio Local de la región de Coquimbo; un Servicio Local de la región de La Araucanía; un Servicio Local de la región de Biobío; y un Servicio Local de la región de Atacama;


3) Entrarán en funcionamiento entre el 1 de enero y el 30 de junio de 2020 el Servicio Local de la región de Arica y Parinacota; un Servicio Local de la región de Atacama; un Servicio Local de la región de Valparaíso; un Servicio Local de la región de Antofagasta; un Servicio Local de la región Metropolitana; y un Servicio Local de la región de Los Lagos.


Segunda etapa de instalación:


4) Entrarán en funcionamiento entre el 1 de enero y el 30 de junio de 2022 quince Servicios Locales.


5) Entrarán en funcionamiento entre el 1 de enero y el 30 de junio de 2023 quince Servicios Locales.


6) Entrarán en funcionamiento entre el 1 de enero y el 30 de junio de 2024 quince Servicios Locales.


7) Entrarán en funcionamiento entre el 1 de enero y el 30 de junio de 2025 catorce Servicios Locales.


Los Servicios Locales entrarán en funcionamiento con al menos seis meses de anticipación a la fecha de traspaso del servicio educacional, excepto el establecido en el numeral 1) de este artículo.


El Presidente de la República, a través de un decreto fundado del Ministerio de Educación, que deberá además ser suscrito por el Ministro de Hacienda, podrá modificar el calendario de la segunda etapa de instalación. Para estos efectos deberá considerar los informes del Consejo de Evaluación del Sistema de Educación Pública regulado en el artículo siguiente.”.

- - -


Agregar el siguiente artículo séptimo transitorio, nuevo:


“Artículo séptimo.- Consejo de Evaluación del Sistema de Educación Pública. Existirá un Consejo de Evaluación del Sistema de Educación Pública (en adelante también “el Consejo de Evaluación”), el que será presidido por el Subsecretario de Educación e integrado además por seis profesionales de reconocida experiencia en las áreas de políticas públicas, educación y administración municipal o del Estado.


Dichos profesionales deberán ser ajenos a la administración del Estado, salvo aquellos que ejerzan funciones docentes, debiendo reflejarse en la conformación del Consejo una adecuada diversidad de visiones y competencias. Serán designados por el Presidente de la República y su participación será ad honorem. 


La Subsecretaría de Educación prestará apoyo administrativo al Consejo y el Director de Educación Pública será su secretario ejecutivo, teniendo sólo derecho a voz. El Consejo determinará su forma de funcionamiento mediante acuerdo.


El Consejo de Evaluación tendrá como misión principal asesorar al Presidente de la República en la evaluación y análisis del proceso de instalación de los Servicios Locales. A fin de dar cumplimiento adecuado a esta tarea, entregará un informe anual de seguimiento de la puesta en marcha del Sistema de Educación Pública, debiendo presentar, en el año 2021, una evaluación intermedia de este proceso.


En el cumplimiento de sus funciones, el Consejo podrá proponer al Presidente de la República, de manera fundada y con el voto favorable de la mayoría de sus miembros indicados en el inciso segundo de este artículo, modificaciones legales, reglamentarias o de otra índole, tales como la modificación del calendario de la segunda etapa de instalación de los Servicios Locales; la extensión del proceso por un nuevo período o la creación de nuevas etapas de instalación; la implementación de formas de administración o gestión del servicio educacional; la modificación del ámbito de competencia territorial de los Servicios Locales; diferir, incluir o no considerar temporalmente a una o más comunas en el proceso de instalación; variar el número total de Servicios Locales; modificaciones de cualquier naturaleza en aquellos casos en que advierta problemas en la implementación del Sistema; y cualquier otra política pública, medida, procedimiento o mecanismo orientado a mejorar el Sistema Nacional de Educación Pública.


Para la elaboración de sus propuestas el Consejo solicitará información a los directores de Servicios Locales instalados y autoridades municipales y regionales, y consultará a representantes de profesores y asistentes de la educación, representantes estudiantiles del nivel escolar y académicos con experiencia en la materia, entre otros. De igual forma, podrá solicitar estudios e informes a las Subsecretarías de Educación y de Educación Parvularia, a la Agencia de Calidad de la Educación, Superintendencia de Educación y a otros órganos de la administración que estime pertinente. Con todo, los informes del Consejo deberán contener la opinión del Ministro de Hacienda respecto del impacto presupuestario de las propuestas.


El Consejo terminará su labor a más tardar el 1 de enero de 2025 o en el último año que se establezca en el calendario de instalación de los Servicios Locales.”.

- - -

Artículo séptimo


Pasa a ser artículo octavo, agregando el siguiente inciso segundo, nuevo:


“Con todo, en caso que el Servicio Local establecido en el numeral 1) del artículo sexto transitorio entre en funcionamiento antes del 31 de diciembre de 2017, se le traspasará el servicio educacional, por el solo ministerio de la ley y en las mismas condiciones del inciso anterior, el 1 de marzo de 2018. Si la entrada en funcionamiento de dicho Servicio Local se produce en una fecha posterior, se aplicará lo dispuesto en el inciso precedente.”.

Artículo octavo


Pasa a ser artículo noveno, agregando los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos:


“El Servicio Local será el sucesor legal de la municipalidad, o la corporación municipal en su caso, en la calidad de sostenedor del establecimiento educacional traspasado.


Los inmuebles donde funcionaron establecimientos educacionales de administración municipal o administrados por corporaciones municipales, que al 31 de diciembre de 2014 hubieren perdido su reconocimiento oficial, dejarán de estar afectos al servicio educacional y pasarán a ser de libre disponibilidad por parte de la municipalidad o corporación municipal respectiva; siempre que estas hayan dado cumplimiento íntegro a todas las obligaciones de los convenios de ejecución del Plan de Transición, y sólo una vez que se haya efectuado el traspaso del servicio educacional al respectivo Servicio Local según lo establecido en estas disposiciones transitorias.”.

- - -

Intercalar el siguiente artículo décimo, nuevo:


“Artículo décimo.- Postergación del traspaso del servicio educacional. Una municipalidad o corporación municipal podrá solicitar al Ministerio de Educación que el servicio educacional de su comuna no sea traspasado al Servicio Local respectivo en los plazos que le correspondieren en virtud de los artículos anteriores, siempre que cumpla con los siguientes requisitos copulativos:


a) Que al momento de la solicitud, a lo menos el 60% del total de establecimientos a su cargo presente niveles educativos ordenados como de desempeño alto o medio alto, según la ordenación realizada por la Agencia de Calidad de la Educación, de conformidad a la ley N° 20.529. Para estos efectos se considerarán las ordenaciones correspondientes al último año disponible.


b) Que la evolución del total de la matrícula en los establecimientos que administra, durante los seis años previos al momento de la solicitud, ubique a la respectiva municipalidad o corporación municipal dentro del 30% de mejor desempeño a nivel nacional para dicho índice. 


Para estos efectos se entenderá por “total de la matrícula” aquella comprendida entre el primer año de educación básica y el cuarto año de educación media regular, incluyendo las diversas formaciones diferenciadas y modalidades de enseñanza. Asimismo, para establecer esta evolución se deberá considerar el efecto demográfico referido a la evolución de la población entre 6 y 18 años de las comunas del país para el mismo periodo.


c) Que durante los 24 meses previos a la solicitud, no haya registrado obligaciones previsionales impagas respecto de los profesionales de la educación, asistentes de la educación o personal de apoyo y administración educacional de su dependencia, por un monto superior a las 400 unidades de fomento calculadas a la fecha en que se presente la solicitud.


d) Que al momento de la solicitud, la deuda de la municipalidad o corporación municipal ocasionada por la prestación del servicio educacional, según lo establecido en el artículo trigésimo transitorio, no supere el 5% de sus ingresos anuales por concepto de subvenciones escolares y aportes del Estado para el mismo año, descontados los aportes de capital. Para estos efectos no se considerará la deuda ocasionada por los anticipos de subvención realizados para financiar planes de retiro de funcionarios.


El municipio o corporación municipal deberá presentar su solicitud durante el mes de enero del año en que entrará en funcionamiento el Servicio Local con competencia sobre la comuna respectiva. El Ministerio de Educación tendrá un plazo de 60 días para verificar el cumplimiento de los requisitos y acoger la solicitud si fuera procedente.


El Ministerio de Educación deberá evaluar anualmente, a más tardar en marzo de cada año, si las municipalidades o corporaciones municipales autorizadas mantienen el cumplimiento de los requisitos establecidos en los literales de este artículo. De no ser así, el traspaso del servicio educacional que prestan se ajustará a lo establecido en el calendario de instalación definido por el Presidente de la República; y en caso de encontrarse ya en funcionamiento el respectivo Servicio Local con competencia sobre la comuna, se deberá proceder al traspaso del servicio educacional, según las normas establecidas en estas disposiciones transitorias. 


Un reglamento del Ministerio de Educación suscrito por el Ministro de Hacienda especificará los requisitos indicados en los literales de este artículo y la forma e instrumentos para su evaluación, y el procedimiento de solicitud y aprobación del requerimiento de la municipalidad o corporación municipal.”.

- - -

Artículo noveno


Pasa a ser artículo décimo primero, con las siguientes enmiendas:

Inciso primero


- Agregar después de la palabra “Bienes” la palabra “inmuebles”.


- Eliminar la frase “, así como aquellos que se encuentren en receso o autorizados sin matrícula,” e incorporar lo siguiente:


“Estos inmuebles serán traspasados al respectivo Servicio Local de la siguiente manera:


1) Los inmuebles de propiedad de una municipalidad o de otro órgano de la Administración del Estado serán traspasados al Servicio Local que corresponda. Se comprenderán en esta letra, los inmuebles que pertenecen a una municipalidad y fueron entregados en comodato a la respectiva corporación municipal o a personas jurídicas de derecho privado que no persigan fines de lucro. 


2) Los inmuebles que pertenezcan a entidades en que participe una municipalidad, tal como una corporación municipal, que hayan sido adquiridos o traspasados a este último para el solo efecto de prestar el servicio educacional, serán traspasados al Servicio Local que corresponda.


3) Los inmuebles que no correspondan a alguna de las categorías anteriores y que pertenezcan a entidades en que participe una municipalidad, tales como corporaciones municipales, serán traspasados al Servicio Local que corresponda. Con todo, si dichas corporaciones demuestran que un determinado inmueble se encuentra en esta categoría, podrán optar por entregarlo en comodato al Servicio Local. Éste deberá ser celebrado antes de que se verifique el traspaso del servicio educacional, según lo establecido en el artículo octavo transitorio, y tendrá una duración de, al menos, 30 años. Asimismo, deberá dar cumplimiento, respecto del derecho de uso entregado en virtud del comodato, a todos los trámites establecidos para los inmuebles en estas disposiciones transitorias.”.


- Suprimir los incisos segundo, tercero y cuarto. 

- - -

Intercalar el siguiente artículo décimo segundo, nuevo:


“Artículo décimo segundo - Bienes muebles afectos al servicio educacional. Se entenderán afectos a la prestación del servicio educacional los bienes muebles que, perteneciendo a los órganos señalados en el artículo precedente, se encuentren en alguno de los siguientes casos:


a) Bienes muebles que guarnecen los inmuebles señalados en el inciso primero del artículo anterior.


b) Bienes muebles no comprendidos en la letra anterior que resultan necesarios para la prestación del servicio educacional de conformidad a la ley.


c) Bienes muebles que hayan sido adquiridos con transferencias de recursos fiscales, para la prestación del servicio educacional.


Desde la entrada en vigencia de esta ley y hasta el traspaso del servicio educacional, dichos órganos de la Administración del Estado, así como los órganos que dependan de éstos, destinarán los bienes señalados en este artículo y en el artículo precedente exclusivamente a la prestación del servicio educacional, no pudiendo, en todo o en parte, destinarlos a una finalidad distinta.


Los bienes señalados en el presente artículo y en el artículo precedente se traspasarán, por el solo ministerio de la ley, al Servicio Local con competencia en la comuna en el cual se encuentren emplazados, en la forma y oportunidad señalada en el artículo noveno transitorio.”.

Artículo décimo


Pasa a ser artículo décimo tercero, con las siguientes enmiendas:


- Sustituir las expresiones numéricas “noveno” y “decimoséptimo” por “undécimo” y “vigésimo primero”.


- Reemplazar la frase “inciso tercero del artículo 8° del decreto ley Nº 2.695” por “decreto ley Nº 2.695, en todo aquello que sea pertinente”.

Artículo undécimo


Pasan a ser artículos décimo cuarto, sustituyendo las expresiones numéricas “noveno” y “decimoséptimo” por “undécimo” y “vigésimo primero”.

Artículo duodécimo


Pasa a ser artículos décimo quinto, en sus mismos términos.

Artículo decimotercero


Pasa a ser artículo décimo sexto, en sus mismos términos.

Artículo decimocuarto


Pasa a ser artículo décimo séptimo, en sus mismos términos.

- - -

Incorporar el siguiente párrafo 4°, nuevo:

“Párrafo 4º.- Del traspaso de establecimientos de educación parvularia.


Artículo décimo octavo.- Traspaso de establecimientos de educación parvularia. Se entenderán incluidos en el traspaso señalado en el párrafo 2º de estas disposiciones transitorias, los establecimientos de educación parvularia administrados por municipalidades o corporaciones municipales que reciban aportes regulares del Estado para su operación y funcionamiento, en la misma forma y oportunidad señalada en dicho párrafo. A dichos establecimientos no les será exigible contar con el reconocimiento oficial del Estado, mientras esté pendiente aún el plazo para obtenerlo de conformidad con lo dispuesto por el artículo décimo quinto transitorio de la ley Nº 20.529.


Sin perjuicio de lo anterior, se excluirán del traspaso de bienes regulado en el párrafo 3º de estas disposiciones transitorias aquellos inmuebles en los cuales se emplacen los establecimientos de educación parvularia y que no estén destinados exclusivamente a la prestación del servicio educacional, así como los bienes muebles destinados a su funcionamiento. Respecto de estos últimos, sólo se traspasarán al Servicio Local aquellos bienes muebles adquiridos mediante transferencias de recursos de la Junta Nacional de Jardines Infantiles o a través de recursos fiscales.


La Junta Nacional de Jardines Infantiles, dentro de los ciento veinte días siguientes a la entrada en vigencia de esta ley, dictará una resolución en la cual se individualizarán los establecimientos de educación parvularia respecto de los cuales tenga convenio vigente de transferencia de fondos con municipalidades o corporaciones municipales, que reciban aportes regulares del Estado para su operación y funcionamiento a la fecha de la publicación de la ley. Además, dentro del mismo plazo, deberá remitir al Ministerio de Educación toda información relevante para el traspaso del servicio educacional, por cada establecimiento educacional, tal como matrícula, transferencias corrientes y de capital, documentos en que consten supervisiones que hayan sido realizadas, estado de avance del cumplimiento de los requisitos para la obtención del reconocimiento oficial del Estado, entre otras. Asimismo, los Servicios Locales podrán celebrar convenios de colaboración con la Junta Nacional de Jardines Infantiles destinados a brindar asistencia técnica en la implementación del nivel parvulario.”.

Párrafo 4°


Pasa a ser Párrafo 5°, con su misma denominación.

Artículo decimoquinto


Pasa a ser artículo decimonoveno, en sus mismos términos.

Artículo decimosexto


Pasa a ser artículo vigésimo, con las siguientes modificaciones:

Inciso primero


Agregar, en su inciso primero, luego de la frase “inmuebles que serán traspasados”, lo siguiente “, o entregados en comodato según lo establecido en el numeral 3 del artículo undécimo transitorio,”. 

Inciso segundo


Reemplazarlo por el siguiente:


“Para estos efectos, cada municipalidad deberá elaborar un registro actualizado de sus bienes inmuebles, cuya copia deberá remitir al Ministerio de Educación, dentro de los tres meses siguientes a la entrada en vigencia de la presente ley, y un registro actualizado de sus bienes muebles, cuya copia deberá remitir al Ministerio de Educación dentro de los doce meses siguientes a dicha fecha. Asimismo, deberá oficiar a dicho Ministerio cualquier hecho relevante relacionado con los bienes destinados a la prestación del servicio educacional que se encuentren en su comuna, de conformidad a lo que establezca el reglamento.”.

Artículo decimoséptimo


Pasa a ser artículo vigésimo primero, con las siguientes modificaciones:

Inciso primero


Intercalar, luego de la frase “entrada en funcionamiento del Servicio Local al cual deban traspasar el servicio educacional.”, lo siguiente “En el caso del Servicio Local individualizado en el numeral 1) del artículo sexto transitorio, las municipalidades cuyo servicio se traspase el año 2018 deberán remitir esta información en el plazo de un mes desde la fecha de publicación de la presente ley.”.

Literal b)


Reemplazar la frase “de conformidad al párrafo 3º” por la frase “, o entregados en comodato según lo establecido en el numeral 3 del artículo undécimo transitorio, de conformidad a los párrafos 3° y 4º”, y agregar la siguiente oración final: “Este inventario deberá llevar la firma del director del respectivo establecimiento educacional.”.

- - -

Incorporar la siguiente letra d), nueva:


“d) Un catastro de los servicios prestados dentro de la comuna, por los establecimientos educacionales o a través de estos, o dirigidos a los propios establecimientos, y dentro de las cuales se encuentre toda iniciativa y programa, de cualquier índole, que esté siendo implementada por la municipalidad o corporación municipal, según corresponda.”.

- - -

Inciso tercero


Agregar, luego de su punto final que pasa a ser seguido, lo siguiente: 


“Las municipalidades correspondientes al Servicio Local señalado en el numeral 1) del artículo sexto transitorio se exceptuarán de la constitución de esta comisión.”.

Artículo decimoctavo


Pasa a ser artículo vigésimo segundo, con las siguientes modificaciones:

Inciso primero


Agregar, luego de la palara “traspaso.” la expresión “Al menos”; sustituir la expresión “y d)”, por “, d) y e)”; incorporar, luego de la frase “que le serán traspasados”, lo siguiente “o entregados en comodato según lo establecido en el numeral 3 del artículo undécimo transitorio”, y agregar, luego del punto final, que pasa a ser seguido, lo siguiente: 


“En el caso del Servicio Local a que se refiere el numeral 1) del artículo sexto transitorio, el plazo para dictar dicha resolución será dos meses antes del traspaso del servicio educacional.”.

Inciso segundo


Reemplazar la expresión numérica “noveno” por “décimo primero" y décimo segundo".

Artículo decimonoveno


Eliminarlo.

Artículo vigésimo


Pasa a ser artículo vigesimotercero, reemplazando en su inciso segundo  la expresión numérica “décimo octavo " por “vigésimo segundo". 

Párrafo 5°


Pasa a ser Párrafo 6°, con la  misma denominación de su epígrafe.

Artículo vigésimo primero


Pasa a ser artículo vigésimo cuarto, con las siguientes enmiendas:

Inciso segundo

Letra c)


Reemplazar la expresión numérica “vigésimo cuarto" por “vigésimo séptimo".

Letra d)


Sustituir las expresiones numéricas “vigésimo tercero" y “vigésimo cuarto" por “vigésimo sexto" y “vigésimo séptimo".

Artículo vigésimo segundo


Pasa a ser artículo vigésimo quinto, con las siguientes modificaciones:

- - -


Incorporar las siguientes letras c), d), e), f) y g) nuevas, ordenando el literal de las letras siguientes correlativamente:


"c) Obligación de la municipalidad o corporación municipal, según corresponda, de señalar las prestaciones y programas que implementa a través de los establecimientos educacionales, o dirigidos a estos establecimientos, indicando los servicios que continuará prestando una vez traspasado el servicio educacional.


d) Obligación de la municipalidad o corporación municipal, según corresponda, de ejecutar las acciones que faciliten el traspaso a los Servicios Locales de la administración del servicio educacional, tales como, el pago de remuneraciones, pago de proveedores, entre otras.


e) Obligación de la municipalidad o corporación municipal, según corresponda, de trabajar colaborativamente con las municipalidades o corporaciones municipales pertenecientes al mismo Servicio Local, con el objeto de facilitar el traspaso del servicio educacional.


f) Obligación de la municipalidad o corporación municipal, según corresponda, de ejecutar las acciones que faciliten el traspaso a los Servicios Locales de los inmuebles en que funcionan los establecimientos educacionales o de su uso, tales como, regularización según lo establecido en los artículos décimo tercero y décimo cuarto transitorios, realización de trámites ante el Conservador de Bienes Raíces respectivo, entrega de información acerca de su estado de conservación, permitir al Servicio Local visitarlos para su revisión, celebración e inscripción del contrato de comodato en el caso del numeral 3 del artículo undécimo transitorio, entre otras. 


g) Obligación de la municipalidad o corporación municipal, según corresponda, de planificar e implementar, en conjunto con el Ministerio de Educación, acciones y programas de formación y capacitación tendientes a fortalecer las capacidades del personal que se desempeña en el nivel de administración educacional municipal.

- - -

Letra c)


Pasa a ser letra h), reemplazando la expresión numérica “vigésimo cuarto " por “vigésimo séptimo". 

Letra e)


Pasa a ser letra j), sustituyendo la expresión numérica “vigésimo quinto " por “vigésimo séptimo". 

Letra f)


Pasa a ser letra k), con las siguientes modificaciones:


- Reemplazar la expresión numérica “vigésimo tercero" y “vigésimo séptimo" por “vigésimo sexto” y “trigésimo”.


- Agregar, antes del punto final, lo siguiente: “así como para la planificación e implementación de las acciones de formación y/o capacitación a que se refiere el literal g) de este artículo”. 

- - -


Agregar un inciso final, nuevo, del siguiente tenor: 


“Para efectos de dar cumplimiento a lo señalado en el literal g) de este artículo, el Ministerio de Educación podrá requerir del apoyo del Servicio Nacional de Capacitación y Empleo, del Sistema Nacional de Certificación de Competencias Laborales y de la Subsecretaria de Desarrollo Regional, entre otros.”.

- - -

Artículo vigésimo tercero


Pasa a ser artículo vigésimo sexto, sin enmiendas.

Artículo vigésimo cuarto


Pasa a ser artículo vigésimo séptimo, reemplazando las expresiones numéricas “vigésimo primero" por “vigésimo cuarto", y “vigésimo segundo" por “vigésimo quinto".

Artículo vigésimo quinto


Pasa a ser artículo vigésimo octavo, reemplazando la expresión numérica “vigésimo segundo " por “vigésimo quinto".

Artículo vigésimo sexto


Pasa a ser artículo vigésimo noveno, sustituyendo en su inciso primero y en las letras a) y b) de su inciso segundo, la expresión numérica “vigésimo segundo " por “vigésimo quinto".

Artículo vigésimo séptimo


Pasa a ser artículo trigésimo, con las siguientes enmiendas:

Inciso primero


Reemplazar la expresión numérica “vigésimo segundo " por “vigésimo quinto".

Inciso segundo


Reemplazar la frase “noventa días siguientes a la entrada en vigencia de esta ley.”, por la siguiente “ciento ochenta días siguientes a la entrada en vigencia de esta ley. Dicho informe deberá realizarse sobre la base de una auditoría externa al servicio educativo a cargo del respectivo municipio o corporación municipal.”.

Inciso tercero


Sustituirlo por el siguiente:


“Uno o más decretos del Ministerio de Educación, que deberán ser firmados por el Ministro de Hacienda, fijarán el monto al que asciende la deuda municipal ocasionada por la prestación del servicio educacional, que será considerada para los efectos de lo establecido en el literal f) del artículo vigésimo quinto transitorio y la de cada municipio en particular. Estos decretos deberán ser expedidos dentro del plazo de doce meses desde la entrada en vigencia de la presente ley.”.

Artículo vigésimo octavo


Pasa a ser artículo trigésimo primero, sustituyendo en su inciso primero la expresión “20.652 y 20.822” por “20.652, 20.822 y 20.964”.

Artículo vigésimo noveno


Pasa a ser artículo trigésimo segundo, sustituyendo en su inciso primero las expresiones numéricas “vigésimo segundo" y “vigésimo sexto” por “vigésimo quinto" y “vigésimo noveno”; en su inciso segundo, la expresión numérica “vigésimo sexto " por “vigésimo noveno ", y en el literal a) del inciso cuarto, “vigésimo tercero" y “vigésimo sexto”. 

- - -


A continuación, incorporar los siguientes artículos trigésimo tercero y trigésimo cuarto, nuevos:


“Artículo trigésimo tercero.- Convenios de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa. El Ministerio de Educación, dentro de los 10 días hábiles siguientes al traspaso del servicio educacional, solicitará a las municipalidades o corporaciones municipales respectivas que acrediten haber ejecutado todas las obligaciones generadas de acuerdo a la etapa de cumplimiento de los convenios de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa celebrados en virtud de la ley N° 20.248, que Establece Subvención Escolar Preferencial, así como el hecho de haber destinado la totalidad de las subvenciones y aportes recibidos a las medidas comprendidas en el Plan de Mejoramiento Educativo según establece el artículo 6, letra e), de dicha ley, con el fin de poner término a dichos convenios. 


En caso de que tales recursos no hubiesen sido destinados a la finalidad señalada, deberán ser restituidos, sin perjuicio de la responsabilidad civil, penal o administrativa que corresponda. 


Desde que se produzca el traspaso del servicio educacional, de acuerdo a lo establecido en el artículo octavo transitorio, el Ministerio de Educación procederá a celebrar nuevos convenios de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa con los Servicios Locales de Educación. Para estos efectos no regirá el plazo dispuesto en el artículo 12 de la ley Nº 20.248.


Las municipalidades o corporaciones municipales, que hayan dado cumplimiento íntegro a todas las obligaciones de los convenios de ejecución del Plan de Transición según lo establecido en estas disposiciones transitorias, no requerirán acreditar el cumplimiento de las obligaciones indicadas en el inciso primero de este artículo respecto de aquellos recursos que les fueron transferidos antes del 31 de diciembre de 2016 en el marco de los convenios de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa celebrados en virtud de la ley N° 20.248.”.


Artículo trigésimo cuarto.- Informe financiero del servicio educativo municipal previo al traspaso. Cada municipio o corporación municipal deberá entregar al Ministerio de Educación un informe completo y actualizado a la fecha de su entrega sobre el estado financiero del servicio educativo a su cargo, en un plazo no superior a ciento ochenta días previo al traspaso del servicio educacional, sin perjuicio de lo establecido en el inciso segundo del artículo trigésimo transitorio de la presente ley. Las municipalidades que traspasen el servicio educacional el año 2018 deberán dar cumplimiento a lo dispuesto en este artículo dentro del plazo de 60 días previo al traspaso de dicho servicio. 


Este informe deberá contener: 


i) El resultado de una auditoría externa realizada por una institución registrada para tales efectos en la Superintendencia de Valores y Seguros, de conformidad al Título XXVIII de la ley N° 18.045.  Los recursos para estos efectos deberán estar contemplados en el respectivo convenio de ejecución, de acuerdo a lo señalado en el artículo vigésimo quinto transitorio. 


ii) El estado de pago de las obligaciones descritas en los literales a) y b) del artículo trigésimo transitorio, más los intereses y reajustes, en caso de incumplimiento de dichas obligaciones. 


iii) El estado de pago de las remuneraciones que correspondan a los profesionales de la educación regidos por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, a los asistentes de la educación regidos por la ley N° 19.464, que se desempeñen o se hayan desempeñado en establecimientos educacionales administrados directamente por municipalidades o a través de corporaciones municipales, y al personal que se desempeña o se haya desempeñado en los respectivos Departamentos de Administración de Educación Municipal o en la gestión educacional de las corporaciones municipales según corresponda.


iv) El estado de pago de las obligaciones descritas en el literal c) del artículo trigésimo transitorio de la presente ley, más los intereses y reajustes, en caso de incumplimiento de dichas obligaciones.


La información a que se refiere el inciso anterior deberá encontrarse actualizada a la fecha en que se remita al Ministerio de Educación.


En caso que el informe dé cuenta de la existencia de saldos impagos respecto de las obligaciones señaladas en los puntos ii) y iii) precedentes, el Ministerio de Educación, con autorización de la Dirección de Presupuestos, podrá pagar directamente a las instituciones o a las personas que corresponda.


Los recursos fiscales que se utilicen para el pago de las deudas  referidas en el inciso precedente podrán ser descontados de los montos que a la municipalidad respectiva le corresponda percibir por su participación en el Fondo Común Municipal, establecido en el decreto supremo Nº 2.385, de 1996, del Ministerio del Interior, en el año inmediatamente siguiente a aquel en que se realicen los mencionados pagos. La Dirección de Presupuestos deberá determinar los recursos que se descontarán por este concepto y lo informará a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo y al Servicio de Tesorerías para que éste proceda al descuento, durante el plazo de un año y en el número de cuotas que dicho Servicio determine.


Para todos los efectos, este informe se entenderá comprendido dentro de la rendición del convenio de ejecución correspondiente, suscrito entre el municipio o corporación municipal respectiva y el Ministerio de Educación, de acuerdo a lo señalado en el artículo vigésimo quinto transitorio de la presente ley.”.

Párrafo 6°


Pasa a ser párrafo 7°, sin enmiendas en la denominación de su epígrafe.

Artículo trigésimo


Eliminarlo.

Artículo trigésimo primero


Pasa a ser artículo trigésimo quinto, con las siguientes enmiendas:

Inciso primero


Agregar, luego de la frase “y apoyará la instalación de dichos servicios, especialmente en lo que se refiere”, lo siguiente: “a la conformación del Comité Directivo Local respectivo,”.

Inciso segundo


Añadir, luego del punto final que pasa a ser punto seguido, lo siguiente: “asimismo, dar apoyo administrativo y operativo, tanto a esa Dirección, como a los Servicios Locales.”.

Párrafo 7°


Pasa a ser párrafo 8°, sin enmiendas en la denominación de su epígrafe.

Artículo trigésimo segundo


Pasa a ser artículo trigésimo sexto, con las siguientes enmiendas:

Inciso primero

Número 1.


Sustituir en el párrafo tercero, el punto aparte (.) que sigue a la palabra "intermedio", por una coma (,) y agregar la siguiente frase final: "con exclusión del personal dependiente de la junta Nacional de Jardines Infantiles".

Número 2.


Intercalar, a continuación de la frase “la fecha de entrada en”, lo siguiente: “funcionamiento de la Dirección de Educación Pública, de la entrada en”.

Artículo trigésimo tercero


Pasa a ser artículo trigésimo séptimo, con la siguiente enmienda:

Inciso primero

Número 3.


Agregar, después del punto aparte (.), que pasa a ser coma (,), la frase: "con excepción de los bienes pertenecientes a la junta Nacional de Jardines Infantiles."

Artículos trigésimo cuarto


Pasa a ser artículo trigésimo octavo, sustituyendo en su inciso final el guarismo “29” por “47”.

Artículo trigésimo quinto


Pasa a ser artículo trigésimo noveno, en sus mismos términos.

Artículo trigésimo sexto


Pasa a ser artículo cuadragésimo, reemplazado por el siguiente:


“Artículo cuadragésimo.- Nombramientos anticipados. A contar de la publicación de la presente ley, el Presidente de la República, sin sujetarse a lo dispuesto en el Título VI de la ley N°19.882, podrá nombrar al primer Director de Educación Pública y a los Directores Ejecutivos correspondientes a los Servicios Locales de Educación señalados en los numerales 1) y 2) del artículo sexto transitorio de esta ley, quienes asumirán de inmediato, por el plazo máximo de un año y en tanto se efectúa los procesos de selección pertinentes que establece la ley N° 19.882, para los cargos del Sistema de Alta Dirección Pública.


El primer nombramiento de los cargos correspondientes al segundo nivel jerárquico de los servicios públicos antedichos, también podrá realizarse sin sujetarse a lo dispuesto en el Título VI de la ley N° 19.882. Los funcionarios así designados asumirán de inmediato, por el plazo máximo de un año, en tanto se efectúan los procesos de selección pertinentes que establece la ley N° 19.882.


Los funcionarios indicados en los incisos anteriores, deberán cumplir con los requisitos legales exigidos para desempeñar los cargos en que serán nombrados y, en particular, deberán estar en posesión de un título de una carrera de, a lo menos, ocho semestres de duración, otorgado por una universidad o instituto profesional del Estado o reconocidos por éste y acreditar una experiencia profesional no inferior a cinco años, y su perfil considerará experiencia relevante en el ámbito educacional.


La persona nombrada en conformidad a lo señalado en los incisos primero y segundo podrá postular al correspondiente proceso de selección que se convoque. En este caso, no podrá considerarse como circunstancia de mérito el desempeño del cargo que sirve, en virtud de los incisos antes referidos.


En el acto de nombramiento, el Presidente de la República fijará la remuneración y el grado de la Escala Única de Sueldos, incluida la asignación de alta dirección pública, que le corresponderá a los funcionarios que se nombren de conformidad a este artículo, siempre que no se encuentren vigentes las respectivas plantas de personal.


Mientras no entren en funcionamiento la Dirección de Educación Pública y los Servicios Locales de Educación señalados en los numerales 1) y 2) del artículo sexto transitorio de esta ley, las remuneraciones se financiarán con cargo a la partida presupuestaria del Ministerio de Educación. 


A los jefes de servicio antes señalados les corresponderá especialmente realizar todas las gestiones necesarias para la entrada en funcionamiento de las instituciones antedichas.”.

Artículos trigésimo séptimo a cuadragésimo primero


Pasan a ser artículo cuadragésimo primero a cuadragésimo quinto, respectivamente, sin enmiendas.

Párrafo 8°


Pasa a ser párrafo 9°, con la misma denominación de su epígrafe.

Artículo cuadragésimo segundo


Pasa a ser artículo cuadragésimo sexto, reemplazado por el siguiente:


“Artículo cuadragésimo sexto.- Instrumentos de gestión. Los convenios de gestión educacional celebrados entre directores ejecutivos de los Servicios Locales y el Ministro de Educación, antes del traspaso de la totalidad de los establecimientos educacionales señalados en el artículo noveno transitorio ubicados en el territorio de su competencia, contendrán, además de los elementos señalados en el artículo 39 de la presente ley, los objetivos, metas e indicadores específicos relativos al inicio de funciones del respectivo servicio, la oportuna realización de los concursos referidos en esta ley, y otras acciones para el adecuado traspaso de los establecimientos educacionales que en cada caso corresponda. Asimismo, estos Directores Ejecutivos tendrán el plazo de ocho meses desde el traspaso del servicio educacional para sancionar el Plan Estratégico Local respetivo. 


En el caso de los Directores Ejecutivos nombrados de acuerdo al artículo cuadragésimo transitorio, firmarán un convenio de gestión educacional que durará el tiempo que se encuentren en el cargo; no tendrán que desarrollar un Plan Estratégico Local para dicho período y su propuesta de Plan Anual deberá ser enviada al Ministerio de Educación, para que realice recomendaciones. 


En todos los casos, el primer Plan Anual de cada servicio deberá considerar las metas y objetivos establecidos en el convenio de gestión educacional respectivo, así como acciones para una adecuada instalación y prestación del servicio educativo.”.

Artículo cuadragésimo tercero


Pasa a ser artículo cuadragésimo séptimo, reemplazando en su inciso primero la expresión numérica “31” por “50”.

oooo


Seguidamente, incorporar el siguiente artículo cuadragésimo octavo, nuevo:


“Artículo cuadragésimo octavo.- Inicio de funciones del Comité Directivo Local. Será obligación de la Dirección de Educación Pública asegurar la constitución de cada Comité Directivo Local, para efectos de que participen del nombramiento del primer Director Ejecutivo de cada Servicio Local de Educación Pública, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 21 y 30 de la presente ley.”.

oooo

Artículo cuadragésimo cuarto


Pasa a ser artículo cuadragésimo noveno, reemplazando en su inciso primero la frase “antes del 31 de enero del año 2017” por “durante el segundo semestre de 2017”.

Artículo cuadragésimo quinto


Pasa a ser artículo quincuagésimo, en sus mismos términos.

oooo


Añadir, en seguida, el siguiente artículo quincuagésimo primero:


“Artículo quincuagésimo primero.- El artículo 31 de la ley Nº 20.529 no le será aplicable a los establecimientos educacionales dependientes de municipalidades y corporaciones municipales durante el período que media entre la entrada en vigencia de la presente ley y la fecha del traspaso del respectivo servicio educacional.”.

oooo

Artículo cuadragésimo sexto


Pasa a ser artículo quincuagésimo segundo, sin modificaciones.

Artículo cuadragésimo séptimo


Eliminarlo.

Artículo cuadragésimo octavo


Suprimirlo.

- - -


Agregar el siguiente artículo quincuagésimo tercero:


“Artículo quincuagésimo tercero.- Distribución de recursos a las municipalidades, corporaciones municipales y Servicios Locales. Durante el período que media entre la entrada en vigencia de esta ley y el traspaso del servicio educacional a los respectivos Servicios Locales, la asignación de los recursos establecidos en el artículo 22 de la presente ley, considerará, además de los Servicios Locales, a las municipalidades y corporaciones municipales que no hayan traspasado aún dicho servicio. Esta asignación se realizará en base a principios de transparencia, pertinencia, no discriminación arbitraria y equidad, y de conformidad a los criterios y procedimientos establecidos en dicho artículo y su reglamentación.”.

- - -


Enmiendas de la Comisión de Hacienda propuestas al proyecto aprobado por la Comisión de Educación y Cultura en su segundo informe:

Título preliminar


Sustituir la palabra “preliminar” por el número “I”.

°°°

Artículo 5

Inciso primero

Letra a)


Sustituir la expresión “ético” por “ética”.

Artículo 6

Inciso tercero


Intercalar, entre las expresiones “avance” y “la Estrategia”, la preposición “de”.

Artículo 10

Inciso primero

Letra g)


Reemplazar el ordinal “5°” por el número “5”.

Letra l)


Suprimir la frase “, de conformidad a lo establecido en el artículo 25”.

Letra m)


Intercalar, entre las expresiones “Colaborar con” y “Servicio Local”, el artículo “el”.

Artículo 11

Inciso primero


Intercalar, entre las expresiones “educacionales y” y “los profesores”, la preposición “a”.

Inciso segundo


Reemplazar la palabra “definido” por “establecido”, y el número “22” por “18”.

Artículo 12

Inciso primero


Incorporar, previo al punto aparte (.), lo siguiente: 


“, y sus reflexiones y propuestas quedarán registradas en un acta numerada de sus sesiones”.

Artículo 13

Inciso segundo


Suprimir la expresión “de Educación”.

Artículo 17

Inciso primero


Intercalar, entre las expresiones “principios de” y “educación pública”, el artículo “la”, y reemplazar el ordinal “5°” por el número “5”.

Inciso cuarto

Reemplazarlo por el siguiente:


“Los Servicios Locales son organismos administrativos encargados de la provisión del servicio público educacional definido en la presente ley, para lo cual velarán por su calidad y mejora constante.”.

Artículo 18

Inciso primero

Letra b)


Incorporar en su párrafo primero, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser coma (,), lo siguiente “pudiendo adquirir toda clase de bienes muebles e inmuebles para el cumplimiento de sus fines.”.

Letra g)


Agregar, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), lo siguiente: “En el ejercicio de esta función considerará el diagnóstico y atención de necesidades educativas especiales de los estudiantes, entre otros factores.”.

Letra k)


Sustituir, en su párrafo segundo, la palabra “informa” por “informada”, e intercalar, en su párrafo tercero, entre las expresiones “suscrito” y “por el Ministro de Hacienda”, la expresión “, además,”.

Artículo 19

Inciso primero

Número 6


Sustituir la cifra “2009” por “2010”.

°°°


Agregar los siguientes numerales 12, 13 y 14, nuevos: 


“12. Establecer un número de estudiantes por aula no superior a 35, como norma general, con la que deberán funcionar los establecimientos educacionales de su dependencia.”.


“13. Velar por que los establecimientos de su dependencia destinen la extensión horaria regulada en la ley N° 19.532 sobre jornada escolar completa diurna, a actividades que contribuyan a la formación integral de los estudiantes, tales como actividades artísticas, culturales, deportivas, científicas o tecnológicas, entre otras, de acuerdo con sus planes y programas de estudio.”.


“14. Promover el trabajo en red de los establecimientos educacionales de su dependencia. En este marco, los Planes de Mejoramiento Educativo de la ley N° 20.248 de dichos establecimientos podrán incluir acciones en el área de trabajo en red a nivel de Servicio Local, con el fin de financiar el desarrollo de iniciativas conjuntas de mejora de la calidad de la educación que imparten, así como acciones que requieran de la coordinación o administración del Servicio para facilitar el cumplimiento de objetivos comunes que formen parte de los diferentes Planes de Mejoramiento Educativo.”.

Artículo 21

Inciso final


Sustituir la cifra “2009” por “2010”.

Artículo 23

Inciso tercero


Intercalar, en su encabezamiento, entre la preposición “En” y la palabra “caso”, el artículo “el”.

Artículo 24

Inciso cuarto


Sustituir la frase “la causal dispuesta en los literales d) y e)” por “alguna de las causales señaladas en las letras d) y e)”.

Inciso final


Intercalar, entre las expresiones “firmado” y “por el Ministro de Hacienda”, la expresión “, además,”.

Artículo 26

Letra a)


Intercalar, a continuación de la frase “Sector Público”, lo siguiente: “, los que deberán costear al menos gastos del Servicio Local relativos a: personal, bienes y servicios de consumo, adquisición de activos no financieros, y mantención y reparación de su infraestructura educacional”.

Artículo 27

Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 27.- Asignación de recursos a los Servicios Locales y rendición de cuentas. La Dirección de Educación Pública, según lo dispuesto en el literal d) del artículo 26, asignará recursos directamente a los Servicios Locales o a través de otras entidades públicas, para diversos fines, tales como infraestructura, equipamiento, innovación, trabajo en red y desarrollo de capacidades; con el objeto de favorecer la calidad del servicio educativo y de acuerdo a lo que establezca anualmente la Ley de Presupuestos del Sector Público. 


La unidad de administración y finanzas del Servicio Local respectivo deberá llevar la contabilidad de los ingresos y gastos del Servicio Local y de los establecimientos educacionales de su dependencia.


El Director Ejecutivo del Servicio Local deberá rendir cuenta pública de todos los recursos percibidos, debiendo incorporar el detalle de su uso respecto del servicio mismo, así como de cada uno de los establecimientos educacionales de su dependencia. Esta cuenta se llevará a cabo en la oportunidad establecida en la letra h) del artículo 22, de acuerdo a lo establecido en el artículo 72 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que Fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.


Para efectos de lo dispuesto en el inciso primero, se creará el Programa de Fortalecimiento de la Educación Pública que considerará anualmente al menos $130.000.000 miles, sin perjuicio de los recursos del Fondo de Fortalecimiento de la Educación Pública establecido en el artículo trigésimo séptimo transitorio de la ley N° 20.845. A medida que vayan disminuyendo los recursos de este Fondo, se tenderá a incrementar el monto considerado en el Programa.


Los recursos de este Programa serán asignados por la Dirección de Educación Pública, de acuerdo con la Estrategia Nacional de Educación Pública y a principios de equidad y pertinencia. Su asignación se realizará de manera directa a los Servicios Locales o indirecta, a través de otros organismos públicos, de conformidad a criterios objetivos que podrán considerar factores tales como: número de establecimientos educacionales, niveles, modalidades educativas y formaciones diferenciadas que imparten, nivel de desempeño de los establecimientos de conformidad a la ley N° 20.529, así como ruralidad, cobertura, matrícula y vulnerabilidad de los estudiantes, entre otros. Los recursos que cada año se destinen a infraestructura y equipamiento considerarán al menos $80.000.000 miles, los que se asignarán de acuerdo a criterios adecuados a las necesidades de dicha área.


Un reglamento del Ministerio de Educación, suscrito también por el Ministro de Hacienda, regulará la distribución de los recursos y los procedimientos para cumplir lo señalado en el inciso anterior.”. 

Artículo 30

Inciso primero

Letra c)


Sustituir la expresión “inciso segundo” por “inciso tercero”.

Artículo 32

Inciso cuarto


Suprimir la expresión “de Educación”.

Artículo 34

Inciso primero

Letra e)


Sustituir la expresión “Las personas que tengan” por “Tener”.

Letra f)


Sustituir la expresión “Las personas que tengan vigente o suscriban” por “Tener vigente o suscribir”.

Letra g)


Sustituir la expresión “Los directores, administradores, representantes y socios titulares” por “Ser director, administrador, representante o socio titular”.

Artículo 35

Inciso segundo


Reemplazarlo por el siguiente:


“Los miembros del Comité que no den cumplimiento a lo dispuesto en el inciso anterior, serán removidos de su cargo, en aplicación del artículo siguiente, y quedarán impedidos de ejercerlo nuevamente.”.

Artículo 39

Inciso segundo


Sustituir el número “43” por “42”.

Artículo 44

Inciso final


Intercalar, entre las expresiones “suscrito” y “por el Ministro de Hacienda”, la expresión “, además,”.

Artículo 45

Inciso cuarto

Número 1


Sustituir la expresión “según lo dispuesto” por “regulada”.

Inciso séptimo


Intercalar entre la expresión “Pública para” y la palabra “conocimiento”, el término “su”.

Artículo 46

Inciso primero

Letra b)


En su numeral iv), reemplazar la expresión “el artículo 79” por “la ley N° 20.248 sobre Subvención Escolar Preferencial”.

Artículo 50

Inciso final


Reemplazar la expresión “a), b), c) y d)” por “a), b), c), d) y g)”.

Artículo 51

Inciso segundo


Suprimir la expresión “de los números 1 y 2”.

Artículo 52

Inciso primero

Letra e)


Suprimir la expresión “, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 22”.

Letra f)


Sustituir la expresión “inciso segundo” por “inciso tercero”.

Letra l)


Reemplazar la expresión “la incluya” por “incluya a dicha comunidad”.

Artículo 55

Inciso primero

Letra d)


Sustituir el número “33” por “53”.

Artículo 61

Inciso primero

Letra b)


Suprimir la expresión “de conformidad a lo dispuesto en el artículo 40, y”, e intercalar, entre la palabra “público” y el punto aparte (.), la frase “, de conformidad a lo dispuesto en los artículos 40 y 41”.

Letra k)


Eliminar la expresión “, de conformidad a lo establecido en el artículo 45”.

°°°


Intercalar un artículo 66, nuevo, pasando el actual a ser 67 y así sucesivamente, del siguiente tenor: 


“Artículo 66.- Rendición de los recursos provenientes de la subvención escolar preferencial. La rendición de cuentas de ejecución de las subvenciones y aportes de la ley Nº 20.248, destinados a la implementación del Plan de Mejoramiento Educativo establecido en los incisos segundo y tercero del artículo 15 de la presente ley, se realizará a través de la rendición de cuenta pública a que se refiere el artículo 54 de la ley N° 20.529.”.

°°°

Artículo 66


Pasa a ser artículo 67, sin enmiendas.

Artículo 67


Pasa a ser artículo 68, sin enmiendas.

Artículo 68


Pasa a ser artículo 69, sin enmiendas.

Artículo 69


Pasa a ser artículo 70, sin enmiendas.

Artículo 70


Pasa a ser artículo 71, sin enmiendas.

Artículo 71


Pasa a ser artículo 72, sin enmiendas.

Artículo 72


Pasa a ser artículo 73, sustituyéndolo por el siguiente:


“Artículo 73.- Modifícase el artículo 3° de la ley N° 19.247, que aprueba el texto de la Ley sobre Donaciones con fines Educacionales en el siguiente sentido: 


a) Modifícase el literal A de su artículo 1° de la siguiente manera:


i) Reemplázase la frase “las Municipalidades o por sus Corporaciones” por “los Servicios Locales de Educación Pública”.


ii) Reemplázase la expresión “las Municipalidades” por “los Servicios Locales de Educación Pública”.


b) Sustitúyese en el literal C de su artículo 1° la frase “la Municipalidad respectiva, si se tratare de establecimientos administrados por ella o por su Corporación” por “el Servicio Local respectivo, si se tratare de establecimientos administrados por éste”.


2) Modifícase el inciso final de  su artículo 7° de la siguiente forma:


a) Reemplázase la frase “propiedad de la Municipalidad” por “propiedad del Servicio Local”.


b) Reemplázase la palabra “Esta” por el vocablo “Éste”.


c) Reemplázase la frase “dentro de la comuna” por “dentro del ámbito territorial de competencia del respectivo Servicio Local”.”.

Artículo 73


Pasa a ser artículo 74, sin enmiendas.

Artículo 74


Pasa a ser artículo 75, sin enmiendas.

Artículo 75


Pasa a ser artículo 76, sin enmiendas.

Artículo 76


Pasa a ser artículo 77, sin enmiendas.

Artículo 77


Pasa a ser artículo 78, sin enmiendas.

Artículo 78


Pasa a ser artículo 79, sin enmiendas.

Artículo 79


Pasa a ser artículo 80, con la siguiente enmienda:

Inciso primero

Número 1)


Reemplazar, en el encabezamiento de la letra a),  la frase “Intercálase el siguiente párrafo segundo y tercero” por “Intercálanse los siguientes párrafos segundo y tercero”.

Número 5)


Sustituir la preposición “de” por “del”.

Artículo 80


Pasa a ser artículo 81, sin enmiendas.

Artículo 81


Pasa a ser artículo 82, sin enmiendas.

Artículo 82


Pasa a ser artículo 83, reemplazando, en el numeral ii) del artículo trigésimo séptimo que se sustituye, la expresión “su párrafo quinto” por “el párrafo 5°”.

Artículo 83


Pasa a ser artículo 84, intercalando el siguiente inciso tercero, nuevo:


“A los Servicios Locales les será aplicable la normativa que rige a los sostenedores de establecimientos educacionales. Así, para todos los efectos legales, en caso que las normas se refieran al sostenedor o sostenedores, deberán entenderse comprendidos los Servicios Locales, en concordancia con lo establecido en el decreto con fuerza de ley N° 2, de 2010, del Ministerio de Educación.”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo segundo

Inciso primero


Sustituir la denominación “Título V” por “Título VI”, y la palabra “séptimo” por “octavo”.

Inciso segundo


Reemplazar la expresión “numeral 3) del artículo 81” por “numeral 4) del artículo 82”.

Artículo tercero


Sustituir la oración “Lo establecido en el inciso tercero del artículo 17 de la presente ley entrará en vigencia respecto de cada Servicio Local, en lo relativo a su calidad de sostenedor de establecimientos educacionales, de conformidad a lo establecido en el artículo séptimo transitorio.”, por “La calidad de sostenedor de los Servicios Locales, respecto de los establecimientos de su dependencia, entrará en vigencia respecto de cada Servicio Local en la fecha del traspaso del servicio educacional.”.

Artículo cuarto

Inciso segundo


Eliminar la expresión “, según corresponda,”.

Artículo sexto

Inciso segundo


Reemplazarlo por el siguiente:


“Primera etapa de instalación:


1) Entrarán en funcionamiento entre la fecha de publicación de esta ley y el 30 de junio de 2018 un Servicio Local en la región Metropolitana, el cual comprende las comunas de Lo Prado, Pudahuel y Cerro Navia; y un Servicio Local en la región de Coquimbo, el cual comprende las comunas de Coquimbo y Andacollo.


Asimismo, entrarán en funcionamiento entre el 1 de enero y el 30 de junio de 2018 un Servicio Local en la región de Atacama, el cual comprende las comunas de Vallenar, Alto del Carmen, Freirina y Huasco; y un Servicio Local de la región de La Araucanía, el cual comprende las comunas de Nueva Imperial, Carahue, Toltén, Teodoro Schmidt y Saavedra.


2) Entrarán en funcionamiento entre el 1 de enero y el 30 de junio de 2019 el Servicio Local de la región de Arica y Parinacota; un Servicio Local de la región Metropolitana y un Servicio Local de la región del Biobío.


3) Entrarán en funcionamiento entre el 1 de enero y el 30 de junio de 2020 un Servicio Local de la región de Valparaíso; un Servicio Local de la región de Los Lagos; un Servicio Local de la región del Libertador Bernardo O’Higgins; y un Servicio Local de la región de Atacama.”.

Inciso cuarto


Reemplazar la expresión “el establecido” por “los establecidos”.

Inciso final


Sustituirlo por los siguientes:


“El Presidente de la República, a través de un decreto fundado del Ministerio de Educación, suscrito además por el Ministro de Hacienda, podrá, en el marco de las reglas anteriores, modificar el calendario de la segunda etapa de instalación.


Si, por razones fundadas, se hiciera necesario extender las fechas de entrada en funcionamiento de la segunda etapa de instalación más allá del año 2025, el Presidente de la República podrá, a través de un decreto fundado del Ministerio de Educación, suscrito además por el Ministro de Hacienda, y previo informe favorable del Consejo de Evaluación del Sistema de Educación Pública, prorrogar dicho proceso por un nuevo período delimitado. Para estos efectos, deberá considerar además el informe de la Agencia de Calidad de la Educación respecto de la implementación de la primera etapa de instalación al que hace referencia el artículo séptimo transitorio.”.

Artículo séptimo

Inciso sexto


Intercalar, a continuación de “sus propuestas el Consejo”, lo siguiente: “considerará un informe sobre la primera etapa del proceso de instalación que para estos efectos le proporcionará la Agencia de Calidad de la Educación, considerando la calidad, funcionamiento y desarrollo del servicio educacional provisto por los Servicios Locales. Asimismo,”.

°°°


Agregar un inciso final, nuevo, del siguiente tenor:


“En el mes de marzo de cada año el Ministro de Educación dará cuenta del estado de avance de la implementación del Sistema de Educación Pública a la Comisión de Educación de la Cámara de Diputados y a la Comisión de Educación y Cultura del Senado, en sesión conjunta.”.

°°°

Artículo octavo

Inciso primero


Reemplazar la palabra “humanos” por “personal”.

Inciso segundo


Reemplazar su inciso segundo por los siguientes: 


“Con todo, el servicio educacional se traspasará, por el solo ministerio de la ley y en las mismas condiciones del inciso anterior, el 1 de marzo de 2018 a los Servicios Locales establecidos en el párrafo primero del numeral 1 del artículo sexto transitorio en caso de que entren en funcionamiento antes del 1 de enero de 2018. Si la entrada en funcionamiento se produce con posterioridad a dicha fecha, el servicio educacional se traspasará según lo establecido en el inciso anterior.


Asimismo, en el caso de los Servicios Locales establecidos en el párrafo segundo del numeral 1) del artículo sexto transitorio, el traspaso tendrá lugar por el solo ministerio de la ley, y en las mismas condiciones del inciso primero de este artículo, el 1 de julio de 2018, una vez dictada la resolución a que se refiere el artículo vigésimo segundo transitorio, la cual sólo podrá expedirse dentro de los tres meses anteriores de la fecha señalada. Para estos efectos deberá dictarse una resolución por cada Servicio Local. De no dictarse la resolución referida en el plazo señalado anteriormente, dicha decisión deberá formalizarse en un acto administrativo fundado, en cuyo caso el traspaso se producirá por el solo ministerio de la ley el 1 de enero de 2019, en las mismas condiciones establecidas en el inciso primero del presente artículo. En tal evento, el Ministro de Educación deberá dar cuenta a las comisiones de Educación de la Cámara de Diputados y de Educación y Cultura del Senado sobre las razones fundadas para no haber dictado la señalada resolución en el plazo definido.”.

Artículo décimo

Inciso final


Intercalar entre las expresiones “suscrito” y “por el Ministro de Hacienda”, la expresión “, además,”.

Artículo décimo noveno


Sustituir la palabra “decimonoveno” por “décimo noveno”.

Artículo vigésimo


Reemplazar la expresión “numeral 3 del artículo decimoprimero” por “numeral 3) del artículo décimo primero”.

Artículo vigésimo primero

Inciso primero

Encabezamiento 


Sustituir la frase “del Servicio Local individualizado en el” por “de los Servicios Locales individualizados en el párrafo primero del”.

Letra b) 


Reemplazar la palabra “undécimo” por “décimo primero”. 

Inciso tercero


Sustituir la frase “al Servicio Local señalado” por “a los Servicios Locales señalados”.

°°°


Intercalar un inciso quinto, nuevo, pasando el actual a ser sexto, del siguiente tenor:


“En caso de que un municipio no cumpla con las obligaciones establecidas en este artículo, se entenderá que se configurará causal de notable abandono de deberes respecto del alcalde. Para dichos efectos se procederá según lo dispuesto en la letra c) del artículo 60 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, del Ministerio del Interior, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley orgánica constitucional de municipalidades.”.

°°°

Artículo vigésimo segundo

Inciso primero


Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo vigésimo segundo.- Resolución de traspaso. Al menos dos meses antes de la entrada en funcionamiento de un Servicio Local, el Ministro de Educación deberá dictar una o más resoluciones que individualicen los bienes muebles e inmuebles y personal que le serán traspasados, o entregados en comodato según lo establecido en el numeral 3) del artículo décimo primero transitorio, las cuales deberán contener, a lo menos, lo señalado en los literales a), b), c), d) y e) del inciso primero del artículo anterior. En el caso de los Servicios Locales indicados en el párrafo primero del numeral 1) del artículo sexto transitorio dicha resolución deberá dictarse antes del traspaso del servicio educacional, de conformidad a lo establecido en el artículo octavo transitorio.”.

Inciso final


Sustituir la palabra “duodécimo” por “décimo segundo”.

Artículo vigésimo tercero


Reemplazar la palabra “vigesimotercero” por “vigésimo tercero”.

Artículo vigésimo cuarto

Inciso primero


Modificarlo en el siguiente sentido:


- Suprimir la expresión “y su equilibrio financiero,”.


- Sustituir la palabra “séptimo” por “octavo”.

Inciso segundo

Letra b)


Reemplazar la palabra “humanos” por “personal”.

Artículo vigésimo quinto

Inciso primero

Letra f)


Reemplazar la expresión “numeral 3 del artículo úndecimo” por “numeral 3) del artículo décimo primero”.

Letra h)


Reemplazarla por la siguiente:


“h) Obligación de la municipalidad o corporación municipal, según corresponda, de cumplir con los objetivos financieros del Plan de Transición, dentro de los que se deberá considerar un adecuado balance entre ingresos y gastos y el pago de las deudas originadas por la prestación del servicio educacional, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo trigésimo transitorio.  Para estos efectos deberá coordinar la planificación y los instrumentos de gestión del sistema educativo con el financiamiento que establezca la ley, de conformidad a lo señalado en el artículo vigésimo séptimo transitorio de esta ley.”.

Letra j)


Reemplazar la expresión “c)” por “h)”.

Letra k)


Sustituirla por la siguiente:


“k) La transferencia o pago directo de recursos por parte del Ministerio de Educación para contribuir al cumplimiento de los objetivos financieros del Plan de Transición. El monto y forma de la transferencia de dichos recursos se determinará de conformidad a lo que establezca la Ley de Presupuestos del Sector Público, así como para la planificación e implementación de las acciones de formación y/o capacitación a que se refiere el literal g) de este artículo.”.

Inciso final


Reemplazar la denominación “Subsecretaria de Desarrollo Regional” por “Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo”.

Artículo vigésimo sexto

Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo vigésimo sexto.- Transferencia de recursos para contribuir al cumplimiento de los objetivos financieros. Para los efectos de lo establecido en el literal k) del artículo anterior, el Ministerio de Educación, con la visación del Ministerio de Hacienda, podrá transferir a las municipalidades o corporaciones municipales, según corresponda, recursos destinados a contribuir al financiamiento de gastos incurridos, que considere debidamente justificados. El Ministerio de Educación estará facultado para pagar directamente a terceros por estos conceptos. 


El Ministerio de Educación determinará dichos gastos, pudiendo para ello solicitar información a la Superintendencia de Educación, la cual deberá remitirla; así como también podrá requerir la realización de auditorías en la respectiva municipalidad o corporación para la justificación de dichos gastos. El Ministerio de Educación deberá requerir la realización de dichas auditorías a la Superintendencia de Educación o a instituciones externas, de conformidad a lo dispuesto en la ley N° 20.529, en aquellos municipios o corporaciones respecto de los cuales se hubiera verificado, durante los cinco años anteriores a la firma del convenio, alguna de las siguientes hipótesis:


a) Nombramiento de un administrador provisional respecto de uno o más establecimientos educacionales de su dependencia.


b) Aplicación de sanciones por infracciones graves a la normativa educacional con excepción de las establecidas en los literales c, d) y e) del artículo 76 de la ley N° 20.529.”.

Artículo vigésimo séptimo


Reemplazar la expresión “f)” por “k)”.

Artículo vigésimo octavo

Inciso primero


Reemplazar la expresión “e)” por “j)”.

Artículo vigésimo noveno

Inciso segundo

Letra b)


Reemplazar la expresión “f)” por “k)”.

Inciso final


Reemplazarlo por el siguiente:


“En caso de término de un convenio, de conformidad a lo señalado en el presente artículo, no se podrán celebrar los restantes convenios referentes a la transferencia de recursos por parte del Ministerio de Educación para contribuir al cumplimiento de los objetivos financieros del Plan de Transición que se hubiere suscrito.”.

Artículo trigésimo

Inciso primero


Reemplazar, en su encabezamiento, la expresión “f)” por “h)”.

Inciso segundo


Agregar, a continuación de “respectivo municipio o corporación municipal”, la expresión “, y será considerado para los efectos de lo establecido en el literal k) del artículo vigésimo quinto transitorio”. 

Inciso final


Suprimirlo.

Artículo trigésimo segundo

Inciso tercero


Sustituir la palabra “séptimo” por “octavo”.

Inciso quinto


Reemplazar la expresión “vigésimo segundo” por “vigésimo quinto”.

Artículo trigésimo cuarto

Inciso primero


Modificarlo del siguiente modo:


- Intercalar, entre la expresión “corporación municipal” y “deberá entregar”, lo siguiente: “, haya o no suscrito el Plan de Transición,”.


- Reemplazar la expresión “ciento ochenta días previo al traspaso del servicio educacional, sin perjuicio de lo establecido en el inciso segundo del artículo trigésimo transitorio de la presente ley” por “ciento ochenta días ni inferior a sesenta días previo al traspaso del servicio educacional”.

Inciso tercero


Intercalar, entre la expresión “de Educación” y el punto aparte (.), lo siguiente: “, el que podrá complementarla con la que le proporcione la Superintendencia de Educación u otros organismos públicos”.

Artículo trigésimo quinto

Inciso primero


Sustituir la palabra “séptimo” por “octavo”.

°°°

Incorporar un inciso tercero, nuevo, del siguiente tenor: 


“La función establecida en el artículo 27 de la presente ley, será ejercida y aplicada, según lo dispuesto en dicho artículo, por la Subsecretaría de Educación hasta que entre en funcionamiento la Dirección de Educación Pública.”.

°°°

Artículo trigésimo sexto

Inciso primero


Sustituir, en su encabezamiento, la frase “un año contado” por “noventa días contados”.

Artículo trigésimo séptimo

Inciso primero

Encabezamiento


Reemplazar la frase “un año contado desde la publicación de esta ley”, por “noventa días contado desde la publicación de esta ley en el caso de los Servicios Locales individualizados en el párrafo primero del numeral 1) del artículo sexto transitorio, y de un año, respecto del resto de los Servicios Locales”.

Número 1


Sustituir el número “29” por “47”.

Artículo trigésimo octavo

Inciso primero

Número 1


Modificar su encabezamiento, de la siguiente manera:


- Reemplazar la frase “, al 30 de noviembre de 2014,” por “, al menos tres años antes de la fecha de traspaso del servicio educativo,”.


- Sustituir la palabra “séptimo” por “octavo”.


- Agregar, luego de la expresión “transitorio.” la siguiente oración: “En el caso de las comunas que formen parte de los Servicios Locales comprendidos en la primera etapa del calendario de instalación, también podrá postular el personal de dichas municipalidades o corporaciones municipales y que haya estado cumpliendo funciones al 30 de junio de 2017.”.

Inciso tercero


Sustituir la palabra “séptimo” por “octavo”.

Artículo cuadragésimo

Inciso primero


Suprimir la expresión “de Educación” que sucede a “Servicios Locales”.

Inciso sexto


Eliminar la expresión “de Educación” que sucede a “Servicios Locales”.

Artículo cuadragésimo primero

Inciso primero


Sustituir la palabra “séptimo” por “octavo”.

Inciso final


Reemplazar la palabra “séptimo” por “octavo”.

Artículo cuadragésimo octavo


Sustituir los términos “el artículo” por “los artículos”.

Artículo quincuagésimo


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo quincuagésimo.- Reglamentos. Uno o más reglamentos dictados por el Ministerio de Educación, que deberán ser firmados, además, por el Ministro de Hacienda, desarrollarán las materias establecidas en las presentes disposiciones transitorias.”.

Artículo quincuagésimo tercero

°°°


Agregar un inciso segundo, nuevo, del siguiente tenor: 


“El porcentaje que se asigne a los Servicios Locales respecto del total de los recursos del Programa establecido en el inciso cuarto del artículo 27, serán al menos equivalentes al porcentaje que la matrícula de los establecimientos de su dependencia represente respecto del total de la matrícula de la educación pública administrada por municipalidades, corporaciones municipales y Servicios Locales, según lo establezca dicho reglamento.”.

°°°


Incorporar un artículo quincuagésimo cuarto transitorio, nuevo, del siguiente tenor:


“Artículo quincuagésimo cuarto.- Los Servicios Locales deberán dar cumplimiento a lo establecido en el artículo 19, numeral 12, para la cohorte de estudiantes que ingrese al menor nivel o curso que impartan los establecimientos educacionales de su dependencia el año escolar siguiente al traspaso del servicio educacional. 


Asimismo, podrán definir, de acuerdo a las características de sus establecimientos y a los niveles y modalidades educativas que imparten, un calendario de transición hasta que todos los niveles o cursos cumplan con esta normativa. Sin perjuicio de ello, si un establecimiento ya tiene la capacidad para aplicar esta medida en otros cursos y niveles, de manera permanente, deberá aplicar esta norma para todos ellos. 


El Director Ejecutivo del Servicio Local podrá postergar la puesta en marcha del cumplimiento de esta obligación, mediante resolución fundada, respecto de aquellos establecimientos educacionales que no cuenten con la infraestructura suficiente o que tengan una alta demanda de matrícula. En este caso, deberá proponer al Comité Directivo, en el marco del Plan Estratégico del Servicio Local, las acciones necesarias para que todos los establecimientos educacionales de su dependencia cumplan con lo establecido en el artículo 19, numeral 12.”.

°°°


Agregar un artículo quincuagésimo quinto transitorio, nuevo, del siguiente tenor:


“Artículo quincuagésimo quinto.- Reglas especiales para la instalación de los primeros Servicios Locales de Educación. Únicamente respecto de los Servicios Locales establecidos en el numeral 1) del artículo sexto transitorio, el Ministerio de Educación, mediante decreto supremo, estará facultado para reducir, ampliar o prorrogar los plazos para la dictación de los actos administrativos; así como para los trámites que deban cumplir las corporaciones municipales, municipalidades y demás organismos de la Administración del Estado; que deban expedirse para el traspaso del servicio educacional según estas disposiciones transitorias.


Adicionalmente, dichos actos administrativos y los convenios de ejecución del Plan de Transición establecidos en el artículo vigésimo quinto transitorio, podrán mantener su vigencia y efectos después de la fecha del traspaso del servicio educacional y hasta que se haya cumplido satisfactoriamente con los trámites y condiciones establecidas en estas disposiciones transitorias para el traspaso del servicio educacional.”.

- - -


El Presidente ofrece la palabra y hacen uso de ella la Ministra de Educación, señora Delpiano y los Honorables Senadores señores Walker, Ignacio; Allamand, Bianchi, Montes, Quintana, Guillier y señora Von Baer.

- - -


El Honorable Senador señor Bianchi en su intervención solicita la votación separada de los artículos cuadragésimo segundo y cuadragésimo tercero transitorios.

- - -


El Secretario General hace presente que los artículos 28, 53 y 81 permanentes, y los artículos cuarto y quincuagésimo transitorios, no fueron objeto ni de indicaciones ni de modificaciones, por lo que corresponde darlos por aprobados, previniendo que la disposición 53 es de rango orgánico constitucional.


El Presidente las declara aprobadas por la unanimidad de los 22 senadores presentes, dejándose constancia que se ha alcanzado el quórum exigido por el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, respecto de la norma de rango orgánico constitucional, sobre un universo de 37 senadores en ejercicio.
- - -


Enseguida interviene la Ministra de Educación y da respuesta a la inquietud formulada por el Honorable Senador señor Bianchi. A continuación, este último, retira su petición de votación separada.

- - -


El Presidente, de conformidad al acuerdo de Comités,  pone en votación las disposiciones aprobadas por unanimidad en la Comisión de Hacienda que son los artículos 2, 3, 6, 8, 11, 12, 26, 28, 32, 36 a 38, 41 a 43, 48, 54, 55, 57, 58, 65, 66, 70, 71, 73, 83 y los transitorios tercero, quinto, décimo tercero, décimo noveno, vigésimo cuarto, vigésimo quinto, vigésimo sexto, vigésimo noveno, trigésimo séptimo, cuadragésimo noveno, quincuagésimo, quincuagésimo segundo y quincuagésimo cuarto.


Enseguida las declara aprobadas por la unanimidad de los senadores presentes.

- - -


El Secretario General informa que correspondería votar normas de rango orgánicas constitucionales y que son los siguientes artículos permanentes: 29, 30, 31, 33, 34, 35, 49, 50, 51, 52, 53, y los siguientes transitorios: séptimo; incisos segundo y tercero del octavo, y vigésimo primero. Estas normas son de rango orgánico constitucional.


El Presidente las declara aprobadas por la unanimidad de los 25 senadores presentes, dejándose constancia que se ha alcanzado el quórum exigido por el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, respecto de las normas de rango orgánico constitucional, sobre un universo de 37 senadores en ejercicio.
- - -


Enseguida el Presidente pone en votación los siguientes artículos permanentes: 1, 4, 5, 7, 13, 14, 16, 17, 18, 19, 20, 21, 22, 23, 24, 27, 39, 40,44, 46, 47, 59, 60, 61, 62, 63, 64, 67, 68, 72 74, 75, 76, 77, 78, 79, 82 y 84.


El resultado es de 20 votos a favor, 11 en contra y 1 pareo.


Votan por la aprobación los Honorables Senadores señoras Allende, Muñoz y Pérez San Martín y señores Araya, Bianchi, De Urresti, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Letelier, Matta, Montes, Pizarro, Quintana, Quinteros, Tuma; Walker, Ignacio y Zaldívar.


Votan en contra los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Chahuán, Coloma, Espina, García, García Huidobro, Larraín, Ossandón, Pérez Varela y Prokurica.


No vota, por estar pareada, la Honorable Senadora señora Goic.


Fundan su voto favorable los Honorables Senadores señores Montes, Quinteros, Letelier, De Urresti, Quintana y Horvath, señora Pérez San Martín y señores Bianchi, Tuma y Lagos.


Fundan su voto negativo los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Ossandón, Coloma y García.


El Presidente declara aprobadas las disposiciones.

- - -


Luego el Presidente pone en votación los siguientes artículos permanentes de quórum simple: 9, 10, 15, 32, 45 y 56.


El Presidente los declara aprobados por la unanimidad de los senadores presentes.

- - -


Enseguida la Mesa pone en votación los siguientes artículos transitorios: primero, sexto, décimo, décimo sexto, vigésimo séptimo, vigésimo octavo, trigésimo primero, trigésimo tercero, trigésimo cuarto, cuadragésimo primero, cuadragésimo segundo, cuadragésimo tercero y quincuagésimo tercero.


El Presidente los declara aprobados por la unanimidad de los senadores presentes.

- - -


El Presidente informa que ha terminado el Orden del Día.

- - -

Queda pendiente la tramitación de este proyecto.

- - -
Peticiones de Oficios


El Secretario General informa que se han recibido peticiones de oficios de los Honorables Senadores señora Goic y señores Araya, Bianchi, Espina y Prokurica, dirigidas, en sus nombres, a diversas autoridades, a las que se dará el curso reglamentario.

- - -


Se levanta la sesión.

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado
DOCUMENTOS

1
INFORME DE LA COMISIÓN DE DEFENSA NACIONAL RECAÍDO EN EL PROYECTO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LA LEY N° 18.948, ORGÁNICA CONSTITUCIONAL DE LAS FUERZAS ARMADAS, PARA OTORGAR UN ASCENSO PÓSTUMO DE CARÁCTER HONORÍFICO AL PERSONAL DE LAS RAMAS QUE LA COMPONEN 

(9.992-02)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Defensa Nacional tiene el honor de informar el proyecto de ley individualizado en el rubro, iniciado en moción de los Honorables Diputados señores Urrutia (don Osvaldo), León, Pilowsky, Trisotti y Ulloa, y señora Turres.


De acuerdo a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, por tratarse de un proyecto de artículo único, la Comisión discutió en general y en particular esta iniciativa de ley y resolvió, unánimemente, proponer a la Sala que sea considerado del mismo modo. 


A una o más de las sesiones en que la Comisión  analizó este proyecto de ley asistieron, además de sus miembros, los Honorables Diputados señores Pérez (don José) y Urrutia (don Osvaldo).

También estuvieron presentes, en una o más sesiones, las siguientes personas:

Del Ministerio de Defensa Nacional: la Subsecretaria para las Fuerzas Armadas, señora Paulina Vodanovic; el ex Jefe de Asesores Jurídicos, señor Sebastián Salazar; la Jefa de Asesores Jurídicos (S), señora Javiera Ascencio, y los asesores de la mencionada Subsecretaria, señores Eduardo Chia y Elir Rojas.


Del Ejército de Chile, el Comandante en Jefe, General de Ejército, señor Humberto Oviedo y la asesora de prensa, señora Lorena Soto.


De la Armada de Chile, el entonces Comandante en Jefe, Almirante, señor Enrique Larrañaga y el Auditor General, Contraalmirante (JT), señor Cristián Araya.


De la Fuerza Aérea de Chile, el Comandante en Jefe, General del Aire, señor Jorge Robles y el Secretario General, General de Brigada Aérea (DA), señor Dennis Harvey.

De la Secretaría General de la Presidencia: el asesor legislativo, señor Renato Valenzuela. 

De la Contraloría General de la República: la Jefa de la Unidad de Estudios Legislativos, señora Pamela Bugueño y el abogado, señor Saúl Linares.

De la Biblioteca del Congreso Nacional: la Coordinadora Área Gobierno, Defensa y Relaciones Internacionales, señora Verónica Barrios.
Asesores parlamentarios: del Honorable Senador señor Baldo Prokurica, señora Carmen Castañaza y señor Rodrigo Suarez; del Honorable Senador señor Alejandro Guillier, señora Natalia Alviña y señor Cristóbal Soto; del Comité Partido Demócrata Cristiano e Independiente, señor Robert Angelbeck, y del Honorable Diputado señor Urrutia (don Osvaldo), señor José Pablo Núñez.
- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO

Otorgar un ascenso extraordinario, de carácter honorífico, como reconocimiento al personal de las Fuerzas Armadas que resultare lesionado o enfermo a consecuencia de actos determinados del servicio que provoquen el retiro absoluto de la institución debido a una inutilidad de segunda o tercera clase. Asimismo, conceder un ascenso póstumo como reconocimiento al personal que muera en actos determinados del servicio. 
- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL

El artículo único de esta iniciativa legal tiene carácter orgánico constitucional, de acuerdo a lo establecido en el artículo 105 de la Constitución Política de la República, en relación con el artículo 66, inciso segundo, de la misma Carta Fundamental.
- - - 

Los documentos recibidos y los acompañados por los invitados fueron debidamente considerados por los miembros de la Comisión y están contenidos en un anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los Honorables señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.

- - -

ANTECEDENTES

Para el debido estudio de esta iniciativa de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS


1) Ley N° 18.948, orgánica constitucional de las Fuerzas Armadas.

2) Ley N° 18.961, orgánica constitucional de Carabineros.





3) Decreto con fuerza de ley N° 1, de 1997, del Ministerio de Defensa Nacional, que establece Estatuto del Personal de las Fuerzas Armadas.
II.- ANTECEDENTES DE HECHO

Los autores de la moción destacan que la Constitución Política de la República establece en su artículo 101 que “Las Fuerzas Armadas dependientes del Ministerio encargado de la Defensa Nacional están constituidas única y exclusivamente por el Ejército, la Armada y la Fuerza Aérea. Existen para la defensa de la patria y son esenciales para la seguridad nacional.”.

Añaden que casi en los mismos términos, el inciso primero del artículo 1° de la ley orgánica constitucional de las Fuerzas Armadas dispone que “Las Fuerzas Armadas, dependientes del Ministerio encargado de la Defensa Nacional, están integradas sólo por el Ejército, la Armada y la Fuerza Aérea, constituyen los cuerpos armados que existen para la defensa de la patria, son esenciales para la seguridad nacional y garantizan el orden institucional de la República.”. El inciso segundo del mismo artículo prescribe que “La consecución de los fines anteriores es permanente y descansa en un adecuado nivel de alistamiento del personal y del material y en el cumplimiento del juramento de servicio a la patria y defensa de sus valores fundamentales.”.

Indican que los conceptos citados previamente reflejan la importancia de las Fuerzas Armadas para el país, tanto desde su perspectiva institucional, como por la noble actividad que su personal desarrolla en el cumplimiento del deber, llegando en ocasiones a sacrificar su vida por la patria, si es que fuere necesario. 
Sostienen que, en razón de lo anterior, es importante que el Estado otorgue un reconocimiento extraordinario al personal que realiza acciones de demostrado heroísmo o que, lamentablemente, fallezca en el cumplimiento del deber. Otorgar un ascenso extraordinario como reconocimiento, sujeto a las circunstancias descritas anteriormente, es una forma de hacer justicia con quienes se desempeñan en las Fuerzas Armadas, ya que la ley orgánica constitucional de Carabineros faculta al General Director para conferir el mencionado reconocimiento a oficiales y suboficiales de esa institución. 

En efecto, su artículo 29 establece que “El General Director podrá disponer ascensos extraordinarios del personal de Nombramiento Institucional para premiar acciones de excepcional abnegación o como reconocimiento póstumo. En los casos de fallecimiento de personal del grado de Suboficial de Carabineros, y de aquellos cuyo deceso ocurra con ocasión de un procedimiento estrictamente policial en que participe en cumplimiento de su deber, podrá ordenarse su promoción póstuma hasta el grado de Suboficial Mayor de Carabineros.

Tratándose de Oficiales de Carabineros, esta promoción extraordinaria podrá disponerse como reconocimiento póstumo, mediante decreto supremo expedido por intermedio del Ministerio respectivo, a proposición del General Director, al grado inmediatamente superior al del empleo que se encontraba sirviendo el causante.

En caso de que un Oficial resulte muerto o invalidado con ocasión de un procedimiento estrictamente policial en el que haya participado en el cumplimiento de su deber, el ascenso extraordinario podrá disponerse hasta en dos grados inmediatamente superiores al grado del empleo que se encontraba sirviendo el causante.

El ascenso extraordinario de los Oficiales conforme a lo dispuesto en los incisos tercero y cuarto sólo se podrá cursar hasta el grado de General de Carabineros.”.
Finalmente, los autores ponen de relieve que carecen de iniciativa para promover proyectos de ley que requieran financiamiento con recursos públicos. En consecuencia, la moción únicamente considera un reconocimiento honorífico para aquellos miembros de las Fuerzas Armadas que califiquen para ser ascendidos de manera extraordinaria, quedando a la voluntad del Ejecutivo el establecimiento de las prestaciones pecuniarias que implica el respectivo ascenso de grado. 

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR

A la sesión en que se inició el estudio del proyecto asistió uno de los autores de la moción, el Honorable Diputado señor Urrutia (don Osvaldo), quien realizó una presentación en formato power point, disponible en la Secretaría de la Comisión.

Comenzó su intervención refiriéndose al juramento de servir a la patria que prestan los integrantes de las Fuerzas Armadas (FF.AA.), quienes se comprometen a dar la vida por ella, si fuera necesario. A dicho juramento hace alusión el inciso segundo del artículo 1° de la ley N° 18.948, orgánica constitucional de las Fuerzas Armadas (LOCFFAA).

Señaló que la iniciativa pretende conferir un reconocimiento extraordinario a los miembros de las FF.AA. en ciertos casos, puesto que la LOCFFAA no considera los ascensos extraordinarios, a diferencia de lo que ocurre con la regulación de Carabineros de Chile. Es decir, existe una asimetría entre la legislación de las FF.AA. y la de la policía uniformada.

Resaltó que el proyecto de ley incorpora dos excepciones a las normas generales sobre ascensos:

a) Personal que realice acciones de excepcional abnegación o demostrado heroísmo (no implica que necesariamente deba fallecer en acto de servicio).
b) Personal que fallezca en el cumplimiento del deber.

Luego, revisó la situación de los ascensos extraordinarios en Carabineros de Chile. Observó que el artículo 29, inciso segundo, de la ley orgánica constitucional de Carabineros de Chile, contempla la institución del ascenso extraordinario de su personal en los siguientes términos: “El General Director podrá disponer ascensos extraordinarios del personal de Nombramiento Institucional para premiar acciones de excepcional abnegación o como reconocimiento póstumo.”.
Añadió que mediante la ley N° 20.487, de 2011, se complementó la normativa anterior, agregando una segunda parte al inciso segundo, e introduciendo los incisos tercero, cuarto y quinto, nuevos, del siguiente tenor:
“En los casos de fallecimiento de personal del grado de Suboficial de Carabineros, y de aquellos cuyo deceso ocurra con ocasión de un procedimiento estrictamente policial en que participe en cumplimiento de su deber, podrá ordenarse su promoción póstuma hasta el grado de Suboficial Mayor de Carabineros.
Tratándose de Oficiales de Carabineros, esta promoción extraordinaria podrá disponerse como reconocimiento póstumo, mediante decreto supremo expedido por intermedio del Ministerio respectivo, a proposición del General Director, al grado inmediatamente superior al del empleo que se encontraba sirviendo el causante.
En caso de que un Oficial resulte muerto o invalidado con ocasión de un procedimiento estrictamente policial en el que haya participado en el cumplimiento de su deber, el ascenso extraordinario podrá disponerse hasta en dos grados inmediatamente superiores al grado del empleo que se encontraba sirviendo el causante.

El ascenso extraordinario de los Oficiales conforme a lo dispuesto en los incisos tercero y cuarto sólo se podrá cursar hasta el grado de General de Carabineros.".
A continuación, destacó algunos elementos del proyecto en análisis:

- Hace justicia al personal de las Fuerzas Armadas, introduciendo la institución del ascenso extraordinario en la LOCFFAA.
- Homologa la regulación de la ley N° 18.961, orgánica constitucional de Carabineros de Chile a la LOCFFAA, casi en los mismos términos.
- El reconocimiento extraordinario solo es de carácter honorífico, porque el otorgamiento de prestaciones pecuniarias propias de un grado superior corresponde a una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República.

- Los ascensos se concederán previa recomendación de la Junta de Selección.

Por último, el Honorable señor Diputado hizo un llamado a la Comisión a generar instancias de diálogo con el Ministerio de Hacienda, a fin de lograr que el Gobierno se haga parte de esta iniciativa y proponga modificaciones conducentes a entregar beneficios económicos asociados al ascenso. Comentó que en la Comisión de Defensa Nacional de la Cámara de Diputados hubo conversaciones con dicha Cartera, que no fructiferaron.

Estimó que los montos necesarios serían insignificantes para el presupuesto de la Nación, pues se trata de casos excepcionales. Arguyó que aumentar grados de manera honorífica es un primer paso, pero el aspecto patrimonial resulta fundamental para hacer justicia -especialmente en casos de fallecimiento como consecuencia de una actuación heroica-, ya que muchas veces quien muere deja una familia sin medios económicos para su mantención.

El Honorable Senador señor Pérez Varela apoyó la iniciativa y subrayó que Carabineros de Chile ya cuenta con una regulación para los casos estudiados. Consideró oportuno solicitar al Ejecutivo que homologue la normativa para las FF.AA. en esta materia.

Por su parte, el Honorable Senador señor Prokurica indicó que los integrantes de las FF.AA. generalmente no fallecen en actos de servicio de carácter bélico -puesto que Chile, afortunadamente,  no ha enfrentado guerras en el último tiempo-, pero sí lo hacen ayudando a la comunidad en situaciones de catástrofe o desastres naturales. 





En este punto, y a modo ejemplar, el Honorable Diputado señor Urrutia hizo mención a suboficiales de la tragedia de Antuco de 2005, que se destacaron por su heroísmo al dirigir a los conscriptos extraviados en la cordillera y que perdieron su vida por esta causa.

El Honorable Senador señor Guillier manifestó que le parecía interesante igualar los derechos de los miembros de Carabineros y de las FF.AA.

Afirmó que la Comisión ha estado impulsando el incremento de roles de las FF.AA. a ámbitos que escapan de la defensa entendida en términos clásicos, como es el caso de las labores de apoyo que efectúan durante catástrofes naturales. Evidentemente, esto implica el aumento de los niveles de peligro a los que se ven expuestos sus integrantes. Añadió que sería positivo que las ramas armadas asumieran esas funciones formalmente, incluso a nivel de su ley orgánica.

Posteriormente, reflexionó acerca de los compromisos que Chile crecientemente ha adquirido para que las FF.AA. participen en operaciones de paz. Argumentó que hasta ahora no han estado presentes en contextos bélicos; sin embargo, ha habido misiones complejas y riesgosas, como la desarrollada en Haití. Probablemente a futuro nuestro país vuelva a ser parte de operaciones de este tipo, ya que el resguardo de la paz mundial es responsabilidad de todos los estados y es necesario jugar un rol en el orden internacional, a nivel de políticas diplomáticas.

Expresó su respaldo al proyecto, esperando que el Gobierno se haga parte para avanzar en la obtención de beneficios patrimoniales asociados al ascenso extraordinario, particularmente tratándose de personas que mueren dejando sin sustento a familias que dependían económicamente de ellas.

Asimismo, celebró el carácter retroactivo propuesto para los efectos de la ley, que permitirá premiar situaciones previas a su entrada en vigencia.

A su turno, la Subsecretaria para las Fuerzas Armadas, señora Paulina Vodanovic, explicó que desde la tramitación de la iniciativa en la Cámara de Diputados trabaja en una indicación sustitutiva para incluir efectos pecuniarios, al igual que en el caso de Carabineros de Chile. Planteó que si los integrantes de Carabineros, que tienen un contingente más grande y mayores probabilidades de enfrentar riesgos, tienen el beneficio, también debería extenderse a los miembros de las FF.AA. Sin embargo, pese a los esfuerzos realizados, no hubo acuerdo con el Ministerio de Hacienda en torno a este punto. 

Aclaró que la legislación ya contempla beneficios patrimoniales en caso de muerte: el artículo 86 de la LOCFFAA dispone que “El montepío del personal fallecido como consecuencia de un acto determinado del servicio, consistirá en el 100% de las remuneraciones del grado superior al correspondiente al sueldo que gozaba o habría correspondido al causante, cualquiera que haya sido el tiempo servido. En ningún caso el montepío será inferior al sueldo de Sargento 2°.”. 

Recordó que la ley N° 18.961, orgánica constitucional de Carabineros de Chile, contiene una norma similar en su artículo 71. Es decir, si un carabinero fallece, su familia recibe un doble beneficio pecuniario: el del artículo 71 y el que concede el artículo 29, derivado del ascenso extraordinario.

La señora Subsecretaria distinguió dos casos regulados por el proyecto: el ascenso póstumo otorgado a quien murió en cumplimiento de su deber, y el aumento de grado concedido a un militar vivo que realizó un acto de excepcional abnegación o heroísmo. Dentro de la segunda situación, hay que diferenciar, a su vez, dos hipótesis: la del sujeto que resulta lesionado de tal forma que debe dejar la institución, y la de aquel que sigue en servicio activo. 

Afirmó que es esta última posibilidad la que podría generar conflictos, toda vez que alteraría la carrera militar. Lo normal es que se ascienda por el cumplimiento de una serie de requisitos, como años de permanencia en el grado y capacitación, entre otros. Si alguien es promovido excepcionalmente, “salta” sobre aquellos que estaban en una posición mejorada en la carrera militar.

En cuanto a los sobrevivientes que deben abandonar el servicio, no se genera el mismo problema, ya que el aumento de grado se produciría, pero no ascenderían en la escala de mando.

Instó a tener en consideración que actualmente los actos de especial abnegación o heroísmo son premiados en las FF.AA. a través de otros reconocimientos, como las condecoraciones y medallas.
Al respecto, mencionó que solicitó al Consejo de Condecoraciones de las Fuerzas Armadas información sobre el número de personas que han sido postuladas para la condecoración al valor en las tres ramas y que han sobrevivido al acto meritorio, en el período 2000 – 2016: hubo un total de 43 personas premiadas, de las cuales 30 recibieron el reconocimiento por cumplimiento de sus obligaciones y 13 por iniciativa personal. A partir de esa cifra se puede concluir que el impacto económico de otorgar un beneficio patrimonial junto al ascenso extraordinario sería menor. 

A fin de avanzar en la tramitación de la moción, el Honorable Senador señor Prokurica propuso eliminar la referencia al personal que continúa en servicio activo, abordando en un futuro proyecto la situación que sugiere excluir, a través de un sistema que evite la alteración de la carrera militar.

En el mismo sentido, el Honorable Senador señor Bianchi opinó que si se deja fuera a quienes sobreviven permaneciendo en servicio activo, el despacho de la iniciativa es más viable. Apoyó la recomendación de suprimir ese caso de la moción en estudio, para resolverlo en un proyecto posterior.

En cambio, el Honorable Senador señor Guillier estimó que no solo deben aplicarse los criterios convencionales para los ascensos, sino que también es preciso atender a actuaciones de valor excepcional. La moción precisamente se refiere a actos de este carácter que justificarían una promoción.

El Honorable Diputado señor Urrutia expresó que las FF.AA. tienen una larga historia de ascensos concedidos por conductas de gran arrojo, valentía, heroísmo, dedicación y sacrificio por los demás. En tales casos, pese a que no se cumplían los requisitos tradicionales, existía un acto meritorio que fundamentaba el aumento de grado.

Se mostró llano a eliminar ciertas situaciones del proyecto y a efectuar las enmiendas pertinentes, solamente en la medida que lo contrario vuelva imposible su despacho.

La señora Subsecretaria para las Fuerzas Armadas reiteró que el Ministerio de Defensa Nacional está trabajando en una redacción que permita salvar el problema de la distorsión de la carrera militar, además de estudiar el impacto que podría tener en otras normas relacionadas.

El Honorable Senador señor Prokurica recordó que durante la tramitación de la ley N° 20.487, que otorga ascenso extraordinario al personal de Carabineros como reconocimiento póstumo (Boletín N° 6.648-02), se produjo un debate similar en relación con las personas que continuaban en servicio activo después de ejecutar un acto de excepcional abnegación. Al respecto, la entonces Subsecretaria de Carabineros, señora Javiera Blanco, señaló que “contemplar la figura del ascenso extraordinario para Oficiales en casos de excepcional abnegación, impactaría la escala de mando al agregar en ella un elemento de distorsión como ocurriría, por ejemplo, al ascender a un Subteniente al grado de Capitán, y que luego siga en servicio activo” y luego agregó que “el sistema de mando en el personal de Nombramiento Institucional es diferente al de los Oficiales, razón por la que (…) la facultad puede ser ejercida dentro de un mayor rango de grados.”.

- - -

La Comisión acordó enviar un oficio al Ministro de Hacienda para solicitarle que considere la posibilidad de presentar una indicación a la iniciativa en análisis, igualando el ascenso extraordinario del personal de las FF.AA. a la situación de Carabineros de Chile, de modo que puedan gozar de beneficios económicos similares en las circunstancias previstas.




Con ello, se generaría una posición de equidad entre los funcionarios de las Fuerzas Armadas y de la policía uniformada. Además, tratándose de casos excepcionales, no significaría una mayor carga financiera para el Fisco.

- - -

Los integrantes de la Comisión decidieron invitar a los Comandantes en Jefe de las FF.AA. a una próxima sesión, con el objetivo de escuchar sus respectivas opiniones acerca del proyecto y sugerencias de eventuales modificaciones al mismo.
- - -

Con fecha 17 de enero de 2017, la Comisión recibió a los representantes de las FF.AA.

El Honorable Senador señor Prokurica explicó que la intención de los autores de la moción y de esta Comisión es efectuar un reconocimiento honorífico a los miembros de las ramas armadas que realicen actuaciones de extraordinario valor, homologando su regulación a la de Carabineros de Chile. Dijo entender que ciertas hipótesis consideradas en el texto podrían generar conflictos desde la perspectiva de la estructura de las FF.AA. En consecuencia, hizo un llamado a desarrollar un debate abierto y libre, de modo de encontrar una fórmula que permita conciliar la finalidad del proyecto con un correcto desarrollo de la carrera militar.

Observó que aun cuando Chile no ha debido enfrentar una guerra desde hace más de 100 años, los integrantes de las FF.AA. continuamente están expuestos a importantes riesgos -algunos incluso han perdido la vida en actos de servicio- ya sea por los ejercicios que ejecutan o por sus labores de apoyo a la comunidad en situaciones de emergencia. El objetivo de esta iniciativa es premiar a quienes lleven a cabo conductas de excepcional entrega y valentía.

El Comandante en Jefe del Ejército de Chile, General de Ejército, señor Humberto Oviedo, expuso que el proyecto no genera problemas cuando un militar muere o queda imposibilitado de seguir prestando funciones como consecuencia de su actuación, pero sí en los casos en que continúa en servicio activo. A su juicio, esta es la principal dificultad que plantea la moción. Lo ideal sería que los ascensos fuesen otorgados de manera póstuma o para el personal que es dado de baja, y no incluir a quienes siguen en servicio activo, porque ello perjudicará el normal desarrollo de la carrera militar, de acuerdo a los requisitos que impone la legislación. 

Advirtió que en las instituciones ya existen mecanismos para reconocer acciones de especial abnegación, como el otorgamiento de la condecoración al valor o las felicitaciones extraordinarias. Puntualizó que estas distinciones tienen asignado un puntaje, que es ponderado al momento de evaluar los méritos para el ascenso o designar a alguien para un cargo especial.

Respecto de quienes fallecen, sostuvo que la actual normativa ya contempla un beneficio económico, que consiste en recalcular el montepío de acuerdo a la remuneración del grado superior al que poseía la persona que murió. Añadió que las personas que se ven afectadas por algún tipo de inutilidad también están protegidas, puesto que reciben la pensión correspondiente.

Además, sugirió dar un trato igualitario a Oficiales y al personal del Cuadro Permanente y de Gente de Mar; lo contrario podría acarrear diferencias difíciles de administrar al interior de cada institución.

Asimismo, juzgó adecuado y justo incorporar a los soldados conscriptos a la nueva regulación.

En cuanto a la restricción para conceder el aumento de grado, estimó que debería extenderse a todo sujeto que ha sido condenado por delito que merezca pena aflictiva, y no únicamente a quienes han sido declarados culpables en una determinada categoría de delitos.

Luego, el ex Comandante en Jefe de la Armada de Chile, Almirante, señor Enrique Larrañaga, agradeció el proyecto, ya que destaca el rol de las FF.AA.

Indicó que la actual LOCFFAA y el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1997, del Ministerio de Defensa Nacional, que establece el Estatuto del Personal de las Fuerzas Armadas, disponen los requisitos para el ascenso. Dentro de éstos hay algunos que, de acuerdo al artículo 30 de la LOCFFAA, siempre deben concurrir: el tiempo en el grado y la lista de clasificación. La razón de esta exigencia mínima radica en que la carrera militar es un proceso de aprendizaje y de adquisición de experiencia. Por lo tanto, si se permite el aumento de grado solamente en atención al mérito, no se respeta dicho proceso. A modo de ejemplo, se refirió al caso de un Cabo, que realiza una labor destacada, y que es promovido a Suboficial. Estaría “disfrazado” de Suboficial -porque no tiene el conocimiento ni la experiencia de tal grado-, pero haría el trabajo de un Cabo, con la remuneración correspondiente a este grado. Otro problema es que no está definido el trato que recibiría, es decir, si se le debería designar como Cabo o Suboficial. 

Recalcó que en ninguna de las tres ramas existe el ascenso únicamente por mérito. Aseveró que este es un punto central, porque para Carabineros de Chile sí se establece la posibilidad en el artículo 29 de su ley orgánica constitucional. La promoción por mérito no tiene lugar en las ramas armadas, ya que de esta manera se preserva la jerarquía y la experiencia en función del tiempo transcurrido.

Debido a lo anterior, opinó que sería conveniente conceder el reconocimiento únicamente a quienes, realizando un acto de especial abnegación, mueren o son afectados por una inutilidad que implique dejar la institución a la que pertenecen.

Celebró que el beneficio quede sujeto a la evaluación de la Junta de Selección; de esta forma podrán analizarse adecuadamente las situaciones merecedoras del ascenso. Estimó que no cualquier persona que fallezca o quede inválida en un acto de servicio merece la distinción, y que debería entregarse exclusivamente cuando haya excepcionales características de heroísmo, que trasciendan el cumplimiento del deber, puesto que todos los integrantes de las FF.AA. juran a la patria rendir la vida por ella si fuese necesario.

Por su parte, el Comandante en Jefe de la Fuerza Aérea de Chile, General del Aire, señor Jorge Robles, manifestó su acuerdo con las expresiones de los Comandantes en Jefe que le antecedieron en el uso de la palabra.

Reiteró la recomendación de incluir a los soldados conscriptos dentro de la regulación propuesta, y de excluir a quienes se mantienen en servicio activo, tanto a nivel de Oficiales como de Cuadro Permanente y de Gente de Mar, por los perjuicios que se ocasionan a la pirámide militar.

El Honorable Senador señor Guillier subrayó que la intención del proyecto es hacer un reconocimiento a los miembros de las FF.AA., teniendo como referencia la regulación de Carabineros de Chile. Hizo presente que el Congreso Nacional -particularmente la Comisión de Defensa Nacional del Senado- ha impulsado un rol activo de las instituciones armadas en situaciones de emergencia, como desastres naturales y otras catástrofes. En consecuencia, el propósito de la moción es facilitar que la sociedad rinda tributo a sus integrantes por la relevante misión que cumplen, y por la entrega y arrojo con la que defienden a la ciudadanía.

Consideró necesario analizar si es viable mejorar la iniciativa, tomando en cuenta las inconveniencias que genera para la carrera militar incluir a sujetos que continúan en servicio activo, y el hecho de existir ya otros métodos para premiar actuaciones de especial valor. El objetivo del proyecto podría, en la práctica, introducir complejidades difíciles de resolver. Invitó a los Comandantes en Jefe a participar en su perfeccionamiento, en caso que sea posible.

En la misma línea, el Honorable Senador señor Bianchi señaló que los miembros de la Comisión comparten la intención de los autores de la moción. No obstante, es importante evitar problemas a las FF.AA. Sostuvo que, con la experiencia y el conocimiento que pueden aportar sus integrantes, es posible presentar alguna sugerencia de texto que resuelva los conflictos que plantea esta iniciativa, por lo que solicitó su ayuda en ese sentido.

El Honorable Senador señor Prokurica declaró que, en síntesis, la idea es elaborar una proposición de texto que recoja los planteamientos expuestos durante esta discusión y corrija, además, algunos errores del proyecto original. 

- - -

En una sesión posterior, la Subsecretaria para las Fuerzas Armadas, señora Paulina Vodanovic, dio cuenta de una propuesta de texto elaborada por el Ministerio de Defensa Nacional, que persigue resolver las inquietudes manifestadas en el debate de esta iniciativa, cuyo tenor es el siguiente:

“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 18.948, orgánica constitucional de las Fuerzas Armadas:
1. Al artículo 28, intercálase entre la palabra “escalafón” y el punto final, la frase “, sin perjuicio de lo dispuesto para los casos de ascenso póstumo”.
2. Sustitúyese el artículo 30 por el siguiente: 
“Con excepción de lo dispuesto en el artículo 32 bis, los requisitos de ascenso que se contemplen deberán consultar, en todo caso, tiempo en el grado y lista de clasificación”.
3. Agrégase al artículo 31, después del punto final que pasa a ser punto seguido, la siguiente frase: “Para el caso de ascenso como reconocimiento póstumo o de ascensos extraordinarios, se estarán a lo dispuesto en el artículo 32 bis.”
4. Agrégase el siguiente artículo 32 bis:
“Artículo 32 bis.- Sin perjuicio de lo establecido en el artículo anterior, la Junta de Selección de Oficiales y las Juntas de Selección del Personal del Cuadro Permanente y de Gente de Mar, podrán recomendar al Comandante en Jefe Institucional ascensos extraordinarios del personal que resultare con lesiones o enfermedades contraídas como consecuencia de actos determinados del servicio por los cuales hayan recibido la condecoración al valor, y que den lugar al retiro absoluto de la institución a causa de una inutilidad de segunda o tercera clase.
También podrán recomendarle ascensos póstumos como reconocimientos del personal que falleciere en actos determinados del servicio por los cuales hayan recibido la condecoración al valor.
Estos ascensos póstumos o extraordinarios sólo tendrán un carácter honorífico y podrán disponerse hasta en dos grados jerárquicos inmediatamente superiores al grado jerárquico que se encontraba sirviendo el causante o servidor, conforme a lo dispuesto para cada escalafón en el Capítulo I del Título Primero del Decreto con Fuerza de Ley 1 de 1997 que establece Estatuto del Personal de las Fuerzas Armadas.
Si se trata de personal del Cuadro Permanente y de Gente de Mar, será dispuesto por el Comandante en Jefe Institucional; y tratándose de oficiales, será dispuesto mediante decreto supremo expedido por intermedio del Ministerio de Defensa Nacional, a proposición del respectivo Comandante en Jefe Institucional. Con todo, sólo se podrá cursar hasta el grado de General de Brigada o sus equivalentes, y para el caso del personal de Cuadro Permanente o Gente de Mar, hasta el grado máximo de su respectivo escalafón.
Quedarán excluidos de los ascensos póstumos o extraordinarios a que se refiere este artículo, quienes hubieren sido condenados por crímenes o simples delitos.”.

Artículo transitorio.- La facultad de las Juntas de Selección de proponer ascensos extraordinarios conforme a lo dispuesto en el artículo 32 bis de la ley N° 18.948 Orgánica Constitucional de las Fuerzas Armadas podrá ejercerse también respecto de aquellos cuyo fallecimiento en acto determinado de servicio haya acaecido entre el 1 de enero de 2000 y la fecha de publicación de esta ley.

En tales casos, dentro del plazo de un año contado desde el inicio de la vigencia de esta ley, los beneficiarios de montepío del causante podrán solicitar se inicie la investigación sumaria administrativa tendiente a determinar la procedencia del otorgamiento de la condecoración al valor, según el reglamento respectivo. La resolución que conceda la condecoración deberá notificarse a la Junta de Selección respectiva para los efectos del artículo 32 bis.”.

- - -

La señora Subsecretaria explicó que la redacción sugerida, además de recoger las observaciones realizadas durante la discusión del proyecto, se adecua a la terminología empleada por la ley que se propone modificar.

Resaltó que los destinatarios del reconocimiento en estudio solo serán quienes, como consecuencia de actos de especial abnegación, fallecen, o resultan con lesiones o enfermedades que lleven al retiro absoluto de la institución a causa de una inutilidad de segunda o tercera clase, siempre que hayan recibido la condecoración al valor. Precisó que se dejó fuera el caso del personal que sobrevive sin ser afectado por los tipos de inutilidad mencionados, a fin de evitar la alteración de la estructura jerárquica y la cadena de mando de las ramas armadas.

Destacó que el ascenso tendrá un carácter meramente honorífico, pues el Ministerio de Hacienda no se pronunció respecto a la posibilidad de incluir algún beneficio económico. Sin embargo, recordó a la Comisión que la ley orgánica constitucional de las Fuerzas Armadas, en sus artículos 81 y 86, ya contempla efectos pecuniarios en relación con el cálculo de las pensiones de inutilidad y del montepío para hipótesis de lesiones o de enfermedad, o de muerte, respectivamente.

Añadió que el texto también corrige la terminología para aclarar el límite máximo del ascenso.

Adicionalmente, establece que las Juntas de Selección correspondientes proponen el reconocimiento al Comandante en Jefe Institucional. Detalla también la manera en que se implementa este último: a través de decreto supremo, expedido por intermedio del Ministerio de Defensa Nacional, a propuesta del Comandante en Jefe o directamente por este, según se trate de Oficiales o de personal del Cuadro Permanente o de Gente de Mar.

Comentó que se modificó el inciso final del nuevo artículo 32 bis, eliminando la referencia a los delitos de lesa humanidad o atentatorios contra los derechos humanos. En su lugar, se prescribe la condena por crímenes o simples delitos como causal de exclusión del ascenso. Puso de relieve que lo anterior permite ampliar los casos exceptuados del beneficio.

El Honorable Senador señor Prokurica declaró su conformidad con la idea de extender la norma a todos los simples delitos y crímenes, pues carece de justificación considerar un ámbito restringido de ellos.

El Honorable Senador señor Rossi opinó en el mismo sentido.

En apoyo de lo anterior, el Honorable Senador señor Araya postuló que la iniciativa regula una distinción que debería entregarse únicamente a quienes hayan desarrollado una carrera militar ejemplar.

Reparó luego en la redacción del primer inciso del artículo transitorio, observando que podría entenderse que el período de aplicación de la ley será el transcurrido entre el 1 de enero del año 2000 y la fecha de su publicación. Es decir, solamente regiría durante ese lapso y carecería de efecto a futuro.

A raíz de la prevención formulada por Su Señoría, la Comisión decidió sustituir el primer inciso del artículo transitorio por el siguiente: 

“La presente ley tendrá efecto retroactivo a partir del 1 de enero del año 2000.”.

Los miembros de la Comisión advirtieron que el inciso segundo del artículo transitorio contempla el supuesto del personal fallecido en actos de servicio, toda vez que menciona únicamente a los beneficiarios del montepío como legitimados activos para solicitar el inicio de la investigación sumaria administrativa tendiente a determinar si se cumplen los requisitos para el otorgamiento de la condecoración al valor. En atención a lo anterior, resolvieron incluir la expresión “o el servidor”, después del vocablo “causante”, con el objeto de ampliar la aplicación de este inciso a las hipótesis del personal sobreviviente merecedor del reconocimiento.

- - - 

Puesto en votación el proyecto -en base a la propuesta del Ejecutivo, junto a las modificaciones acordadas por la Comisión y otras carácter formal-, fue aprobado, en general y en particular, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, Bianchi, Pérez Varela, Prokurica y Rossi.

- - -

MODIFICACIONES


En conformidad con los acuerdos adoptados, la Comisión de Defensa Nacional, por la unanimidad de sus miembros, tiene el honor de proponeros la aprobación del proyecto de ley despachado por la Honorable Cámara de Diputados, con las siguientes enmiendas:

Artículo único


Reemplazar su encabezamiento por el que se indica a continuación:


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley N° 18.948, orgánica constitucional de las Fuerzas Armadas:”.

° ° °


Luego, incorporar los numerales 1), 2) y 3), que se señalan: 


“1) En el artículo 28, agrégase a continuación de la expresión final “respectivo escalafón”, la frase “, sin perjuicio de lo dispuesto para los casos de ascensos póstumo o extraordinario”.


2) En el artículo 30, incorpórase la frase inicial “Con excepción de lo establecido en el artículo 32 bis,” sustituyendo el artículo definido “Los” por “los”.


3) En el artículo 31, agrégase la siguiente oración final: “Para los casos de ascensos póstumo o extraordinario, se estará a lo dispuesto en el artículo 32 bis.”.”.

° ° °


Considerar en un número 4) el artículo 32 bis, nuevo propuesto, sustituido por el que se indica:


“4) Agrégase el siguiente artículo 32 bis, nuevo:





“Artículo 32 bis.- Sin perjuicio de lo establecido en el artículo anterior, la Junta de Selección de Oficiales y las Juntas de Selección del Personal del Cuadro Permanente y de Gente de Mar, podrán recomendar al Comandante en Jefe Institucional ascensos extraordinarios del personal que resultare con lesiones o enfermedades contraídas como consecuencia de actos determinados del servicio, por los cuales haya recibido la condecoración al valor, y que den lugar al retiro absoluto de la institución a causa de una inutilidad de segunda o tercera clase.




También podrán recomendarle ascensos póstumos como reconocimiento del personal que falleciere en actos determinados del servicio, por los cuales haya recibido la condecoración al valor.




Estos ascensos póstumo o extraordinario sólo tendrán un carácter honorífico y podrán disponerse hasta en dos grados jerárquicos inmediatamente superiores al grado jerárquico que se encontraba sirviendo el causante o servidor, conforme a lo prescrito para cada escalafón en el Capítulo I del Título Primero del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1997, del Ministerio de Defensa Nacional, que establece el Estatuto del Personal de las Fuerzas Armadas.





Tratándose de Oficiales, este reconocimiento será dispuesto mediante decreto supremo expedido por intermedio del Ministerio de Defensa Nacional, a proposición del correspondiente Comandante en Jefe Institucional. Respecto al personal del Cuadro Permanente y de Gente de Mar, el reconocimiento será dispuesto por el Comandante en Jefe Institucional. Con todo, para el caso de Oficiales, sólo se podrá cursar hasta el grado de General de Brigada o sus equivalentes, y para el personal del Cuadro Permanente y de Gente de Mar, hasta el grado máximo de su respectivo escalafón.


Quedará excluido de los ascensos póstumo o extraordinario a que se refiere este artículo el personal que hubiere sido condenado por crímenes o simples delitos.”.”.
° ° °

Artículo transitorio





Reemplazarlo por el que se señala a continuación:





“Artículo transitorio.- La presente ley tendrá efecto retroactivo a partir del 1 de enero del año 2000.




En relación con los casos ocurridos entre el 1 de enero de 2000 y la publicación de esta ley en el Diario Oficial, dentro del plazo de un año contado desde esta última fecha, los beneficiarios de montepío del causante o el servidor podrán solicitar que se inicie la investigación sumaria administrativa tendiente a determinar la procedencia del otorgamiento de la condecoración al valor, según el reglamento respectivo. La resolución que conceda la condecoración deberá notificarse a la Junta de Selección correspondiente para los efectos del artículo 32 bis.”.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:
PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley N° 18.948, orgánica constitucional de las Fuerzas Armadas:

1) En el artículo 28, agrégase a continuación de la expresión final “respectivo escalafón”, la frase “, sin perjuicio de lo dispuesto para los casos de ascensos póstumo o extraordinario”.


2) En el artículo 30, incorpórase la frase inicial “Con excepción de lo establecido en el artículo 32 bis,” sustituyendo el artículo definido “Los” por “los”.


3) En el artículo 31, agrégase la siguiente oración final: “Para los casos de ascensos póstumo o extraordinario, se estará a lo dispuesto en el artículo 32 bis.”.


4) Agrégase el siguiente artículo 32 bis, nuevo:





“Artículo 32 bis.- Sin perjuicio de lo establecido en el artículo anterior, la Junta de Selección de Oficiales y las Juntas de Selección del Personal del Cuadro Permanente y de Gente de Mar, podrán recomendar al Comandante en Jefe Institucional ascensos extraordinarios del personal que resultare con lesiones o enfermedades contraídas como consecuencia de actos determinados del servicio, por los cuales haya recibido la condecoración al valor, y que den lugar al retiro absoluto de la institución a causa de una inutilidad de segunda o tercera clase.





También podrán recomendarle ascensos póstumos como reconocimiento del personal que falleciere en actos determinados del servicio, por los cuales haya recibido la condecoración al valor.





Estos ascensos póstumo o extraordinario sólo tendrán un carácter honorífico y podrán disponerse hasta en dos grados jerárquicos inmediatamente superiores al grado jerárquico que se encontraba sirviendo el causante o servidor, conforme a lo prescrito para cada escalafón en el Capítulo I del Título Primero del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1997, del Ministerio de Defensa Nacional, que establece el Estatuto del Personal de las Fuerzas Armadas.





Tratándose de Oficiales, este reconocimiento será dispuesto mediante decreto supremo expedido por intermedio del Ministerio de Defensa Nacional, a proposición del correspondiente Comandante en Jefe Institucional. Respecto al personal del Cuadro Permanente y de Gente de Mar, el reconocimiento será dispuesto por el Comandante en Jefe Institucional. Con todo, para el caso de Oficiales, sólo se podrá cursar hasta el grado de General de Brigada o sus equivalentes, y para el personal del Cuadro Permanente y de Gente de Mar, hasta el grado máximo de su respectivo escalafón.


Quedará excluido de los ascensos póstumo o extraordinario a que se refiere este artículo el personal que hubiere sido condenado por crímenes o simples delitos.




Artículo transitorio.- La presente ley tendrá efecto retroactivo a partir del 1 de enero del año 2000.





En relación con los casos ocurridos entre el 1 de enero de 2000 y la publicación de esta ley en el Diario Oficial, dentro del plazo de un año contado desde esta última fecha, los beneficiarios de montepío del causante o el servidor podrán solicitar que se inicie la investigación sumaria administrativa tendiente a determinar la procedencia del otorgamiento de la condecoración al valor, según el reglamento respectivo. La resolución que conceda la condecoración deberá notificarse a la Junta de Selección correspondiente para los efectos del artículo 32 bis.”.

- - -
Acordado en sesiones celebradas los días 10 y 17 de enero de 2017, con la asistencia de los Honorables Senadores Baldo Prokurica Prokurica (Presidente), Pedro Araya Guerrero, Carlos Bianchi Chelech, Alejandro Guillier Álvarez y Víctor Pérez Varela; y de 5 de septiembre de 2017, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Fulvio Rossi Ciocca (Presidente), Baldo Prokurica Prokurica, Pedro Araya Guerrero, Carlos Bianchi Chelech y Víctor Pérez Varela.

Sala de la Comisión, a 7 de septiembre de 2017.
(Fdo.): Milena Karelovic Ríos, Secretaria de la Comisión.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE DEFENSA NACIONAL RECAÍDO EN EL PROYECTO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA EL ESTATUTO DEL PERSONAL DE LAS FUERZAS ARMADAS Y LA LEY ORGÁNICA CONSTITUCIONAL DE CARABINEROS DE CHILE, PARA EFECTOS DE AUMENTAR EL PLAZO DE PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN DISCIPLINARIA EN EL CASO DE LOS FUNCIONARIOS DE DICHAS INSTITUCIONES

(10.623-02)
HONORABLE SENADO:





La Comisión de Defensa Nacional tiene el honor de informar el proyecto de ley individualizado en el rubro, iniciado en moción de los Honorables Diputados señores Pilowsky, Browne, Ceroni, Chahin, Monckeberg (don Nicolás), Pérez (don José), Schilling, Tarud, Ulloa y Urrutia (don Osvaldo), con urgencia calificada de “suma”.



La iniciativa fue discutida en general y en particular, en virtud de la autorización otorgada por la Sala en sesión de 4 de julio de 2017.

Cabe destacar que al abocarse al estudio del proyecto, la Comisión tuvo en consideración la moción, en primer trámite constitucional, del Honorable Senador señor Navarro, sobre plazos de prescripción de la responsabilidad administrativa de las Fuerzas Armadas y de Carabineros de Chile (Boletín N° 11.209-02), ingresada a esta Corporación el 3 de mayo de 2017. Sin embargo, como la iniciativa objeto de este informe ya ha avanzado un trámite constitucional y ha sido calificada para su despacho por el Ejecutivo con suma urgencia -además de compartir fundamentos y disposiciones similares- la Comisión, reconociendo la importancia del proyecto del Honorable Senador señor Navarro, optó por avanzar en la presente iniciativa.

A una o más sesiones en que se trató este asunto asistió el Honorable Diputado señor Pilowsky.

También concurrieron a una o más de las sesiones las siguientes personas: 





Del Ministerio del Interior y Seguridad Pública: el Ministro (S), señor Mahmud Aleuy; el Jefe de la División Jurídica, señor Luis Correa; el Jefe de la División de Carabineros de Chile, señor Rodrigo Valencia; el Jefe de Comunicaciones, señor Alex Farfán, y el asesor, señor Alexandro Álvarez. 




De Carabineros de Chile: el Director de Justicia, General (J), señor Juan Carlos Gutiérrez. 





De la Policía de Investigaciones de Chile: el Jefe de Jurídica (S), señor Rodrigo Balart; el abogado, Subprefecto (J), señor Jorge Román; la abogada, señora Carolina González, y el Comisario, señor Silvio Copello.





Del Ministerio de Defensa Nacional: de la Subsecretaria de Defensa, el Subsecretario, señor Marcos Robledo; la Subjefa de Gabinete, señora Maricel Sauterel, y el abogado, señor Francisco Muñoz. De la Subsecretaria para las Fuerzas Armadas, la Subsecretaria, señora Paulina Vodanovic; el ex Jefe de Asesores Jurídicos del Ministerio, señor Sebastián Salazar; la Jefa de Asesores Jurídicos del Ministerio (S), señora Javiera Ascencio; el abogado, señor Eduardo Chia, y los asesores de la mencionada Subsecretaría para las Fuerzas Armadas, señores Elir Rojas y Magdiel Nicholls. 





Del Ejército de Chile: el Auditor General, General de Brigada, señor Felipe Cunich. 




De la Armada de Chile: el Auditor General, Contraalmirante (JT), señor Cristián Araya. 




De la Fuerza Aérea de Chile: el Auditor General, General de Brigada Aérea (J), señor Juan Pablo Hargous. 





De la Contraloría General de la República: el Contralor, señor Jorge Bermúdez; la Subjefa de la División Jurídica, señora Graciela Lepe; la Jefa de la Unidad de Estudios Legislativos, señora Pamela Bugueño; el asesor del Gabinete del señor Contralor, señor Alejandro Valenzuela; los abogados de la Unidad de Estudios Legislativos, señores Nelson Salazar y Saúl Linares, y el periodista, señor Hans Lagos.





De la Pontificia Universidad Católica de Valparaíso: el profesor de Derecho Administrativo, abogado, señor Patricio Latorre.





Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia: los asesores, señores Gonzalo Frei y Renato Valenzuela.




De la Biblioteca del Congreso Nacional: la  Coordinadora Área Gobierno, Defensa y Relaciones Internacionales, señora Verónica Barrios. 




Del área de prensa del Senado: los periodistas, señores Francisco Ramdhor y Christian Reyes.





Del Centro de Estudios Legislativos, Administrativos, Políticos y Económicos: el asesor, señor Juan Briones.





Asesores parlamentarios: del Honorable Senador señor Baldo Prokurica, la señora Carmen Castañaza; del Honorable Senador señor Bianchi, el señor Nickolas Mena; del Comité DC e Independiente, el señor Robert Angelbeck; del Comité PS, el señor Francisco Aedo, y del Honorable Diputado señor Jaime Pilowsky, los señores Patricio Álvarez-Salamanca, Fabián Corbalán y Nicolás Anglas.

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO DE LEY 


Igualar el plazo de prescripción de la acción disciplinaria fijado para los integrantes de las Fuerzas Armadas y de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública, con el término establecido para los demás funcionarios públicos, que corresponde a cuatro años. Asimismo, uniformar las normas sobre suspensión e interrupción de la prescripción, de manera que todos los funcionaros públicos -civiles, militares y de las policías- se rijan por disposiciones similares, resguardando con ello la garantía constitucional de igualdad ante la ley.
- - -


Todos los documentos acompañados por los invitados fueron debidamente considerados por los miembros de la Comisión, y se contienen en un anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.

- - -

ANTECEDENTES

Para el debido estudio de esta iniciativa de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS

1. Ley N° 18.948, orgánica constitucional de las Fuerzas Armadas.
2. Decreto con fuerza de ley N° 1, de 1997, del Ministerio de Defensa Nacional, Estatuto del Personal de las Fuerzas Armadas.

3. Decreto supremo N° 1.445, de 1951, del Ministerio de Defensa Nacional, Reglamento de Disciplina para las Fuerzas Armadas.

4. Decreto supremo 1.232, de 1986, del Ministerio de Defensa Nacional, que aprueba Reglamento de Disciplina de la Armada.

5. Decreto supremo N° 277, de 1974, del Ministerio de Defensa Nacional, que aprueba el DN L – 910, Reglamento de Investigaciones Sumarias Administrativas de las Fuerzas Armadas.

6. Ley N° 18.961, orgánica constitucional de Carabineros de Chile.

7. Decreto supremo N° 900, de 1967, del ex Ministerio del Interior, que aprueba Reglamento de Disciplina N° 11 de Carabineros de Chile.

8. Decreto supremo N° 118, de 1982, del Ministerio de Defensa Nacional, que aprueba texto del Reglamento de Sumarios Administrativos N° 15 de Carabineros de Chile.

9. Decreto ley N° 2.460, de 1979, del Ministerio de Defensa Nacional, que dicta ley orgánica de Policía de Investigaciones de Chile.

10. Decreto con fuerza de ley N° 1, de 1980, del Ministerio de Defensa Nacional, Estatuto del Personal de Policía de Investigaciones de Chile.

11. Decreto supremo N° 40, de 1981, del Ministerio de Defensa Nacional, que aprueba Reglamento de Disciplina del Personal de Investigaciones de Chile.

12. Decreto supremo N° 1, de 1982, del Ministerio de Defensa Nacional, que aprueba Reglamento de Sumarios Administrativos e Investigaciones Sumarias de la Policía de Investigaciones de Chile.

13. Ley 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.
14. Ley N° 18.834, que aprueba Estatuto Administrativo.

15. Ley N° 18.883, que aprueba Estatuto Administrativo para Funcionarios Municipales.

16. Artículo 2332 del Código Civil.
II.- ANTECEDENTES DE HECHO





La moción comienza con una referencia al concepto de probidad administrativa, que surge en nuestro ordenamiento jurídico a propósito de la función pública. Resalta que adquirió rango constitucional en virtud de la reforma a la Carta Fundamental aprobada por la ley N° 20.050 de 2005, que modificó el inciso primero del artículo 8° de la Constitución Política de la República (CPR). Fue además considerado como principio general del Derecho Administrativo, encabezando el Título III “De la Probidad Administrativa” de la ley N° 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, modificada por la ley N° 19.653. 
Señala que el principio de probidad exige a los funcionarios públicos observar una conducta intachable y un desempeño honesto y leal de su cargo, poniendo el interés general siempre por sobre el particular. El artículo 8° de la CPR prescribe que el ejercicio de toda labor pública obliga a su titular a dar estricto cumplimiento al principio antes referido, en todas sus actuaciones. 
Por ello, las distintas normas que rigen el actuar de los individuos que realizan funciones para el Estado deben procurar que este mandato constitucional se concrete, garantizando que se promueva el bien común y se atiendan las necesidades de los ciudadanos de manera regular, continua y eficiente. El funcionario público no ejerce su labor para sí mismo, sino que lo hace para satisfacer las necesidades de los demás. Lo anterior, de acuerdo a los autores de la moción, se puede sostener sobre todo respecto de los miembros de las Fuerzas Armadas, quienes, en situaciones de catástrofe u otros eventos de la naturaleza -que regularmente azotan a nuestro país-, sirven a todos los ciudadanos, colocando el interés general sobre sus necesidades particulares.
Indica que este interés general exige el empleo de medios idóneos de diagnóstico, decisión y control para concretar, dentro del orden jurídico, una gestión eficiente y eficaz, que se expresa en el recto y correcto ejercicio del poder público por parte de las autoridades administrativas; en lo razonable e imparcial de sus decisiones; en la rectitud de ejecución de las normas, planes, programas y acciones; en la integridad ética y profesional de la administración de los recursos públicos que se gestionan; en la expedición en el cumplimiento de sus funciones legales, y en el acceso ciudadano a la información administrativa, en conformidad a la ley. 
Añade que, en consecuencia, existe un conjunto de deberes que tienen que cumplir todos los funcionarios de la Administración del Estado, que derivan del principio de probidad antes mencionado. Muchos de ellos están contenidos en la ley N° 18.834, que aprueba el Estatuto Administrativo, cuya inobservancia da origen a responsabilidad de carácter administrativo a la que está sujeto todo funcionario público por y en el desempeño de su cargo, y que es ejercida por la autoridad administrativa.
Expresa que, de este modo, la responsabilidad administrativa se origina en una infracción, cometida por el funcionario público, de los deberes, prohibiciones o incompatibilidades que le afectan en dicha calidad. Esta contravención ocasiona una sanción, que se concreta en la aplicación de una medida disciplinaria, cuyo fundamento se encuentra en el procedimiento disciplinario, el cual puede adoptar el carácter de investigación sumaria o sumario administrativo. 
Connota que la responsabilidad administrativa es independiente de otro tipo de responsabilidades, a saber, la política, la penal, y la civil. Lo anterior es ratificado por el tenor de los artículos 120 del Estatuto Administrativo, y 119 de la ley N° 18.883, que aprueba el Estatuto Administrativo para Funcionarios Municipales, de acuerdo a los cuales “La sanción administrativa es independiente de la responsabilidad civil y penal y, en consecuencia, las actuaciones o resoluciones referidas a ésta, tales como el archivo provisional, la aplicación del principio de oportunidad, la suspensión condicional del procedimiento, los acuerdos reparatorios, la condena, el sobreseimiento o la absolución judicial no excluyen la posibilidad de aplicar al funcionario una medida disciplinaria en razón de los mismos hechos.”. Además, el artículo 18 de la ley N° 18.575 refrenda esta idea, al prescribir que “El personal de la Administración del Estado estará sujeto a responsabilidad administrativa, sin perjuicio de la responsabilidad civil y penal que pueda afectarle.”.
A continuación, manifiesta que, como toda responsabilidad -independiente de su naturaleza-, tiene dentro de sus formas de extinción el transcurso del tiempo, vale decir, la prescripción. La regla general de prescripción de la responsabilidad administrativa para los funcionarios está contenida en los artículos 158 del Estatuto Administrativo y 154 del Estatuto Administrativo para Funcionarios Municipales. En ambos casos las normas, con casi idéntico tenor, señalan en su inciso primero que “La acción disciplinaria de la Administración contra el funcionario, prescribirá en cuatro años contados desde el día en que éste hubiere incurrido en la acción u omisión que le da origen.”. Luego, en el inciso segundo establecen que “No obstante, si hubieren hechos constitutivos de delito la acción disciplinaria prescribirá conjuntamente con la acción penal.”.
Advierte que en el pasado la extinción por prescripción de la responsabilidad administrativa se circunscribía a dos años, pero con ocasión de la implementación de la agenda de probidad este plazo se extendió a cuatro años. En efecto, mediante mensaje presidencial, correspondiente al Boletín N° 1.510-07, se inició la tramitación ante el Congreso Nacional del proyecto de ley sobre probidad administrativa aplicable a los órganos de la Administración del Estado, el cual a la postre se transformó en la ley N° 19.653, publicada el 14 de diciembre de 1999.
Dicho proyecto, tal como lo declaró el mensaje, acogió las sugerencias planteadas en materia de probidad administrativa por la Comisión Nacional de Ética Pública constituida en la época, entre las que se encontraba la necesidad de desarrollar un cuerpo normativo que regulara los diferentes aspectos vinculados a la probidad en el desempeño de funciones en la Administración del Estado.
Recuerda que la citada Comisión, en su diagnóstico relativo a las necesidades de la ética pública, afirmó que era posible constatar en el sistema jurídico nacional una desigual y dispersa normativa para cautelar la probidad en la función pública. Sobre esa base, se estimó urgente homologar y uniformar la gama de normas vinculadas al tema, en un cuerpo único aplicable a toda la Administración Pública, tanto centralizada como descentralizada. Asimismo, en su informe señaló que "El establecimiento de un régimen de obligaciones, prohibiciones, inhabilidades e incompatibilidades de aplicación general, en que se contendrían los principios y reglas comunes a todo funcionario, permite dar mayor claridad, certeza y seguridad sobre lo que se debe o no debe hacer, con el consiguiente fortalecimiento de la ética pública.".
Agrega que, recogiendo las observaciones y medidas propuestas por la Comisión en torno a la elaboración de un cuerpo normativo coherente y sistemático, que contuviera disposiciones relativas a la probidad en el desempeño de la función pública, se presentó a discusión legislativa el proyecto antes citado. 

Durante su tramitación, y en particular al discutirse en el seno de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado, se aprobó una propuesta formulada por los Senadores señores Gazmuri y Núñez, que sugería aumentar el plazo de prescripción de la acción disciplinaria de la Administración contra el funcionario de dos a cinco años, contados siempre desde el día en que cometió la infracción. 
Detalla que, en relación con esa proposición, se tuvo en consideración la opinión favorable al aumento del plazo que dio a conocer el Servicio de Impuestos Internos, que recomendó que la acción disciplinaria prescribiera en cuatro años. Sobre el particular, el señor Director de ese servicio advirtió que es frecuente que las infracciones administrativas se detecten con ocasión de denuncias o actuaciones de fiscalización efectuadas de oficio por ese organismo, con posterioridad a los dos años desde que se cometió la acción u omisión reprochable, ya que la acción de fiscalización ordinaria del servicio caduca a los tres años, contados desde el incumplimiento de las obligaciones tributarias. 
También se tuvo a la vista que el inciso segundo del artículo 152 del Estatuto Administrativo vincula la prescripción de la acción disciplinaria a la prescripción de la acción penal cuando los hechos son constitutivos de delito, y que establecer un plazo de cuatro años permitiría concordar el plazo de prescripción de la acción disciplinaria con el de la responsabilidad civil extracontractual en que pueda haber incurrido también el funcionario, de acuerdo al artículo 2332 del Código Civil.
Destaca que algo idéntico aconteció respecto de los funcionarios municipales, de tal suerte que, en definitiva, el plazo de prescripción de la responsabilidad administrativa -tanto para los funcionarios públicos como para los funcionarios municipales- quedó regulado en cuatro años. Los parlamentarios de la época juzgaron que el período de 5 años inicialmente propuesto en la indicación podría ser excesivo, teniendo en cuenta que corresponde al término de prescripción de los simples delitos, conforme al artículo 94 del Código Penal. 
Así, se amplió de dos a cuatro años el plazo de prescripción de la acción disciplinaria de la Administración contra el funcionario, contados siempre desde el día en que se cometió la infracción. Con ello se permite concordar el plazo de prescripción de la acción disciplinaria con el de la responsabilidad civil extracontractual en que pueda haber incurrido también el funcionario, según el artículo 2332 del Código Civil.
Añade que, a pesar de lo anterior y la buena intención del legislador, por una omisión de la época no se incorporó una enmienda similar para los funcionarios de las Fuerzas Armadas y de Carabineros de Chile.
En efecto, acerca de los primeros funcionarios, el artículo 1°, inciso cuarto, de la ley N° 18.948, orgánica constitucional de las Fuerzas Armadas, prescribe que “El personal que infrinja sus deberes u obligaciones incurrirá en responsabilidad administrativa conforme lo determinen los reglamentos de disciplina y las ordenanzas generales de las respectivas Instituciones, sin perjuicio de la responsabilidad civil o penal que pueda afectarle.”.
A su turno, el artículo 156 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1997, del Ministerio de Defensa Nacional, que establece el Estatuto del Personal de las Fuerzas Armadas, en su inciso primero, señala que “La responsabilidad administrativa se extingue por la muerte o el retiro del personal, por cumplimiento de la sanción y por la prescripción de la acción disciplinaria.”. El inciso segundo dispone que “En el caso del personal que a la fecha de su retiro se encuentre sometido a investigación sumaria administrativa, el procedimiento deberá continuarse hasta su normal término, anotándose en su hoja de vida la sanción que el resultado del sumario determine.”. Luego, el inciso tercero establece que “La acción disciplinaria contra el personal prescribirá en dos años contados desde el día en que éste hubiere incurrido en la acción u omisión que le da origen. No obstante, si hubieren hechos constitutivos de delito, la acción disciplinaria prescribirá conjuntamente con la acción penal.”. Por último, el inciso cuarto prescribe que “La prescripción de la acción disciplinaria se suspende desde la fecha de la resolución que ordene la instrucción de la investigación sumaria administrativa correspondiente.”.
En el caso de Carabineros, la ley N° 18.961, orgánica constitucional de Carabineros de Chile expresa en el inciso primero de su artículo 36 que “La potestad disciplinaria será ejercida por las autoridades institucionales competentes a través de un racional y justo procedimiento administrativo.”. El inciso segundo dispone que “El personal que infrinja sus deberes u obligaciones incurrirá en responsabilidad administrativa conforme lo determine el Reglamento de Disciplina, sin perjuicio de la responsabilidad civil o penal que pueda afectarle.”.

Adicionalmente, el Reglamento de Disciplina de Carabineros de Chile, N° 11, actualizado el 23 de Septiembre de 2000, establece en lo que interesa en su artículo 20 que “La facultad de castigar las faltas prescribe en el término de seis meses, contado desde la fecha en que se cometió la falta; pero, si un proceso militar, civil o administrativo da como resultado que el hecho en cuestión debe ser sancionado disciplinariamente, podrá aplicarse la sanción correspondiente aun después de este término. Cuando se trate de hechos conexos o relacionados entre sí, la prescripción solo empezará a correr desde la fecha en que se cometió la última falta. Las diligencias y actuaciones tendientes a establecer la falta que defina la responsabilidad del autor, suspenden el plazo de la prescripción.”.

Afirma que, conforme a lo señalado, existe una manifiesta desigualdad entre la totalidad de los funcionarios públicos y aquellos que sirven en las Fuerzas Armadas y Carabineros de Chile, puesto que mientras la responsabilidad administrativa de los primeros se extingue conforme a ley a los cuatro años, la de los funcionarios de las Fuerzas Armadas prescribe a los dos años y la de Carabineros a los seis meses, con las consecuencias que dicha diferencia genera a la hora de perseguir sus respectivas responsabilidades.
Finalmente, explica que, a lo anterior, se añade la prohibición de la existencia de diferencias arbitrarias en la Carta Fundamental (artículo 19 número 2°) y, por lo tanto, no existe justificación alguna que permita mantener la distinción antes mencionada, razón por la cual parece razonable igualar al personal de las Fuerzas Armadas y de Carabineros con el resto de los funcionarios públicos. 

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL

El señor Ministro del Interior y Seguridad Pública (S), Mahmud Aleuy, manifestó su conformidad con el espíritu de la iniciativa. Sin embargo, respecto de Carabineros de Chile, sugirió aumentar el plazo de prescripción extintiva de la acción disciplinaria a cinco años. Comentó que esta propuesta forma parte de las 27 medidas legislativas y administrativas que integran el plan de reestructuración de dicha institución, elaborado como respuesta al millonario fraude que la afectó y que aún está siendo investigado. Estimó que la función policial debe estar sujeta a exigencias más elevadas en comparación con la desarrollada por otras entidades públicas.

Luego, la Subsecretaria para las Fuerzas Armadas, señora Paulina Vodanovic, expresó que el Ministerio de Defensa Nacional apoya la equiparación del término de extinción para todos los funcionarios públicos, incluidos militares y policías.

Añadió que durante la tramitación de la ley N° 19.653, sobre probidad administrativa aplicable de los órganos de la Administración del Estado, se discutió la posibilidad de elevar de dos a cinco años el plazo de prescripción para hacer efectiva la responsabilidad disciplinaria de los funcionarios públicos. En esa oportunidad se consideró que dicho lapso resultaba excesivo, toda vez que se igualaba al de la acción penal referida a los simples delitos. Debido a lo anterior, se fijó unos períodos de cuatro años.

Destacó que actualmente la responsabilidad administrativa de los integrantes de las Fuerzas Armadas se extingue al cabo de dos años, tiempo que juzgó insuficiente a la luz de los casos de corrupción descubiertos recientemente. Estimó que incrementar el término a cuatro años resulta adecuado y concordante con las medidas de fiscalización que resguardan el respeto por los principios de probidad y de transparencia -que se han implementado por la Cartera que representa-, según las directrices de la Presidenta de la República.

El Honorable Senador señor Bianchi compartió lo señalado por los invitados y se mostró proclive a recoger la propuesta en orden a aumentar el plazo a cinco años.

A continuación, el Honorable Senador señor Prokurica recordó a los demás miembros de la Comisión que la diferencia de los términos de prescripción establecidos para las Fuerzas Armadas y para Carabineros de Chile, por un lado, y los demás funcionarios públicos, por otro, fue consecuencia de un simple olvido del legislador de la época en que se tramitó la ley N° 19.653. Insistió en que no existen motivos de fondo que justifiquen mantener esta desigualdad.

El Honorable Senador señor Pérez Varela indicó que la modificación planteada por la iniciativa en estudio es necesaria, en atención a los acotados tiempos considerados en la normativa vigente.

Preguntó a los invitados si los actuales plazos de prescripción han constituido algún tipo de obstáculo a la hora de investigar y sancionar a los responsables de las recientes situaciones de fraude al interior del Ejército y de Carabineros de Chile.

Al respecto, el Ministro del Interior y Seguridad Pública (S), señor Mahmud Aleuy, respondió afirmativamente y resaltó que la dificultad aumenta cuando los involucrados cesan en funciones por renuncia al cargo.

El Honorable Senador señor Araya dijo no tener objeciones para elevar el término a cinco años, argumentando que los períodos de prescripción que fija el legislador son siempre arbitrarios.

Reflexionó acerca de la relación existente entre la extinción de la responsabilidad administrativa y la penal, en el marco de la regulación aplicable a las Fuerzas Armadas. El inciso tercero del artículo 156 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1997, del Ministerio de Defensa Nacional, que establece el Estatuto del Personal de las Fuerzas Armadas dispone, en lo pertinente, que “si hubieren hechos constitutivos de delito, la acción disciplinaria prescribirá conjuntamente con la acción penal.”. La moción en debate pretende reproducir la redacción de la norma citada en la ley N° 18.961, orgánica constitucional de Carabineros de Chile. 

Dio cuenta de su desacuerdo con la dependencia de la prescripción de la acción disciplinaria de aquella correspondiente a la acción penal. Subrayó que los ámbitos de la responsabilidad administrativa y de la penal son disímiles y, por lo tanto, sus plazos de extinción no deberían estar ligados, sino que tendrían que correr por cuerdas separadas.

En el mismo sentido opinó el Honorable Senador señor Prokurica.

Posteriormente, el asesor jurídico del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, señor Alexandro Álvarez, explicó que la normativa general aplicable a los funcionarios públicos permite detener el procedimiento disciplinario, mientras se lleva a cabo una investigación penal simultánea. Apuntó que es natural recurrir a este mecanismo, ya que las herramientas con que cuenta el órgano de persecución penal son más efectivas, y los resultados obtenidos durante su indagación son utilizados luego por el investigador o el fiscal a nivel administrativo.

Sostuvo que lo anterior se relaciona con la suspensión del plazo de prescripción extintiva, y recalcó que el proyecto no precisa el momento en que el mencionado término se detiene y cuándo vuelve a correr. Esto podría derivar en interpretaciones extremadamente diversas, especialmente cuando se esté desarrollando una investigación penal de manera paralela. La ley N° 18.834, que aprueba el Estatuto Administrativo, ya resuelve esta materia a nivel general, pero la iniciativa en debate no la contempla, ni realiza un reenvío a dicho cuerpo normativo. Recomendó, entonces, profundizar en este punto.

A su turno, el Honorable Diputado señor Pilowsky -uno de los autores de la moción- destacó la relevancia de su contenido, a propósito de los casos de fraude descubiertos en las Fuerzas Armadas y Carabineros de Chile durante los últimos años.

Informó que el proyecto recoge una de las medidas sugeridas por el Contralor General de la República, señor Jorge Bermúdez, durante las sesiones de la “Comisión Especial Investigadora de las responsabilidades administrativas que permitieron el fraude fiscal ocurrido en el Ejército a través de la apropiación indebida de fondos derivados de la Ley Reservada del Cobre entre los años 2011 y el presente.”.

Hizo hincapié en que la diferencia de los plazos de extinción de las instituciones aludidas y el resto de la Administración Pública solo es consecuencia de una omisión involuntaria del legislador que aprobó la referida ley N° 19.653.

Manifestó que la iniciativa únicamente introduce modificaciones a la extensión de los lapsos de prescripción, sin alterar otros aspectos de la responsabilidad administrativa. No obstante, afirmó estar de acuerdo con eventuales cambios que permitan perfeccionar el proyecto.

En cuanto a las observaciones sobre la vinculación entre la responsabilidad administrativa y la penal, apoyó la idea de efectuar una distinción clara entre ambos campos. Enfatizó que la moción no innova en esta materia, pero consideró que sería conveniente realizar enmiendas que sigan la línea postulada por los Honorables Senadores señores Araya y Prokurica.

También estimó importante ahondar en las hipótesis de detención del cómputo del término de extinción. Planteó que el Estatuto Administrativo dispone que la prescripción se suspende desde que se formulan cargos en la investigación sumaria o el sumario administrativo. En el Estatuto del Personal de las Fuerzas Armadas, en cambio, se establece que dicha suspensión opera desde la fecha de la resolución que ordena la instrucción de la investigación sumaria administrativa correspondiente. La moción en análisis sugiere conservar la redacción de este último cuerpo normativo en relación con la regulación aplicable a Carabineros. Entonces, pese a igualar los períodos de prescripción para todos los funcionarios públicos, se mantendrían distintos estatutos respecto de la suspensión. Opinó que esta situación sería inadecuada y propuso uniformar el régimen en ese sentido.

Expresó que fijar un término de cinco años para la extinción de la responsabilidad funcionaria de Carabineros de Chile significaría un cambio demasiado abrupto, que no sería prudente. Si, no obstante lo anterior, se optara por dicho lapso, la misma decisión debería adoptarse para el resto de los funcionarios, ya que todos los integrantes de la Administración del Estado deben estar sometidos al mismo nivel de exigencia. 

Respecto a este último punto, el señor Ministro del Interior y Seguridad Pública (S) aclaró que los cinco años fueron recomendados en atención al rol que cumplen los miembros de la fuerza pública. Pese a ello, calificó como razonable la homogeneización de la normativa sobre la prescripción y, en consecuencia, el plazo de cuatro años no tendría oposición en el Ejecutivo. Agregó que la Cartera que representa no dilatará la tramitación de la iniciativa por este motivo.

A continuación, la Comisión advirtió que la terminología utilizada para el inciso final del artículo 36 de la ley N° 18.961, que se propone agregar a la ley orgánica constitucional de Carabineros de Chile, sería técnicamente incorrecta. El inciso reproduce el texto vigente del inciso final del artículo 156 del Estatuto del Personal de las Fuerzas Armadas, cuyo tenor es el siguiente: “La prescripción de la acción disciplinaria se suspende desde la fecha de la resolución que ordene la instrucción de la investigación sumaria administrativa correspondiente.”.

Lo anterior, porque uno de los procedimientos establecidos en relación a las Fuerzas Armadas para hacer efectiva la responsabilidad disciplinaria de sus integrantes es, precisamente, la investigación sumaria administrativa. En cambio, la normativa de Carabineros contempla diversos actos y procedimientos que tienen ese mismo objetivo, tales como primeras diligencias, investigación administrativa y sumario, entre otros. Por ello, la expresión “investigación sumaria administrativa” no guarda la debida coherencia con la restante reglamentación de esta institución.

Entonces, es menester -para salvar el problema descrito-, recurrir a un vocabulario más genérico, que abarque todas las posibles actuaciones de persecución de responsabilidad funcionaria empleadas en Carabineros.

Consultado al respecto, el asesor jurídico del Ministerio del Interior y Seguridad Pública concordó con las observaciones mencionadas por los Honorables señores Senadores de la Comisión.

Añadió que hablar de “la resolución que ordene la instrucción” también implica dificultades. Lo usual en los procedimientos indagatorios de responsabilidad administrativa es que la primera resolución se formule en abstracto, sin hacer alusión a los eventuales involucrados, por lo que debe aclararse en el proyecto respecto de quién se entenderá suspendida la prescripción. Además, hay que precisar los momentos en que se detiene y luego vuelve a correr el término, como ya previno.

Reiteró lo que sucede, en general, en sede administrativa cuando se efectúa una investigación penal paralela, y destacó que esa situación lleva a que, en la práctica, los plazos tienden a coincidir. Solicitó considerar la suspensión del procedimiento disciplinario en esas hipótesis, con el objetivo de posibilitar recurrir a los resultados de la indagatoria penal en forma posterior.
El Honorable Senador señor Araya señaló que sería preferible efectuar las correcciones necesarias en los cuerpos normativos de cada institución. Así se evita hacer remisiones al Estatuto Administrativo, cuya terminología podría no ser armónica con la regulación específica vigente.

En la sesión posterior, el Contralor General de la República, señor Jorge Bermúdez, expuso ante la Comisión su opinión sobre el proyecto, apoyándose en una presentación en formato power point, que se adjunta a este informe.
Comenzó recordando algunos antecedentes que dan cuenta de las observaciones que ha efectuado la institución a su cargo en distintas instancias, a saber:

- En la cuenta pública del año 2013, la Contraloría General de la República (CGR) sugirió realizar una modificación legal para la aplicación de forma supletoria del artículo 158 de la ley N° 18.834, en materia de prescripción de responsabilidad disciplinaria de los funcionarios de Carabineros de Chile.
- El 14 de marzo de 2016, en la Comisión Especial Investigadora de la Cámara de Diputados que tuvo por objeto indagar las responsabilidades administrativas involucradas en el fraude fiscal ocurrido en el Ejército, a través de la apropiación indebida de fondos derivados de la Ley Reservada del Cobre, desde el año 2011 a la fecha, la CGR afirmó que una de las deficiencias que facilita la corrupción es el breve plazo de prescripción de la responsabilidad disciplinaria de las Fuerzas Armadas en comparación con el sector público.
- El 15 de mayo del año 2017, en la Comisión Especial Investigadora de la Cámara de Diputados de las irregularidades en la gestión y administración financiera en Carabineros de Chile y en relación a las actuaciones de los distintos organismos públicos en la materia, se indicó que una de las falencias de la institucionalidad -que favorece la perpetración de ilícitos-, es el acotado plazo de prescripción de la responsabilidad disciplinaria de Carabineros, que redunda en la ineficacia de los sumarios.
En síntesis, aseguró que el ente fiscalizador, en diferentes oportunidades, ha instado por la introducción de modificaciones legales en la línea planteada por la iniciativa. 

El señor Contralor argumentó que este tipo de medidas contribuyen a fortalecer el sistema de integridad -que resguarda el principio de probidad-, previniendo situaciones de corrupción como las investigadas durante el último tiempo.

Destacó que, respecto de Carabineros, el proyecto constituye un avance, por cuanto permitirá contemplar en la ley una materia que hasta ahora está considerada en una norma de carácter reglamentario. El plazo de prescripción importa la extinción de derechos, de manera que su regulación compete al legislador, según lo preceptuado en el artículo 63 de la Carta Fundamental.

Luego, reflexionó acerca de la actual redacción del artículo 20 del decreto supremo N° 900, de 1967, del ex Ministerio del Interior, que aprueba el Reglamento de Disciplina N° 11 de Carabineros de Chile. Su inciso primero establece que “La facultad de castigar las faltas, prescribe en el término de seis meses, contado desde la fecha en que se cometió la falta; pero, si un proceso militar, civil o administrativo da como resultado que el hecho en cuestión debe ser sancionado disciplinariamente, podrá aplicarse la sanción correspondiente aún después de este término.”. Comentó que, a partir de la expresión “facultad de castigar”, se puede interpretar que no solo debe iniciarse el procedimiento sancionatorio dentro del plazo de seis meses, sino que la sanción debe concretarse dentro del mismo lapso. Ello acota aún más la posibilidad de hacer efectiva la responsabilidad disciplinaria. El único caso en que ese período podría extenderse sería aquel en que exista otro tipo de procedimiento en curso, de acuerdo al contenido de la misma norma.
Con posterioridad, el señor Contralor se refirió al inciso segundo del artículo señalado, cuyo tenor es el siguiente: “Cuando se trate de hechos conexos o relacionados entre sí, la prescripción solo empezará a correr desde la fecha en que se cometió la última falta.”. Esto implica que, para postergar el inicio del cómputo del plazo de extinción, las distintas infracciones cometidas por un carabinero deben estar vinculadas. Explicó que, en cambio, en el ámbito administrativo general, basta con que un funcionario haya incurrido en nuevas infracciones disciplinarias para que opere la interrupción de la prescripción respecto de las anteriores conductas, sin importar que ellas sean absolutamente independientes y diferentes. El Estatuto Administrativo, entonces, es más exigente que el Reglamento de Disciplina de Carabineros de Chile, al imponer mayores dificultades para la extinción de la responsabilidad funcionaria.

Agregó que el artículo 20 del Reglamento de Disciplina de Carabineros tiene una redacción prácticamente idéntica al artículo 19 del decreto supremo N° 40, de 1981, del Ministerio de Defensa Nacional, que aprueba el Reglamento de Disciplina del Personal de Investigaciones de Chile. Todas las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública, en consecuencia, están sometidas al mismo régimen de prescripción, según sus cuerpos normativos específicos. Propuso modificar el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1980, del Ministerio de Defensa Nacional, que establece el Estatuto del Personal de Policía de Investigaciones de Chile, con la finalidad de fortalecer la probidad en esta institución. 

Hizo notar que en diversos dictámenes la CGR ha interpretado que se aplican supletoriamente las reglas de prescripción del Estatuto Administrativo -en virtud de una remisión normativa contemplada por el Estatuto del Personal de Investigaciones de Chile-, a funcionarios de este organismo. Subrayó la importancia de consagrar a nivel legal ese criterio de interpretación.

Añadió que si bien las disposiciones de rango reglamentario pertinentes quedarían tácitamente derogadas con la aprobación de esta iniciativa, sería adecuado agregar un artículo final que las deje sin efecto de forma expresa, con el objetivo de alcanzar mayor certeza jurídica.

A continuación, revisó el contenido de la moción en debate. 

Respecto al artículo 1°, dijo no tener observaciones y manifestó su conformidad con el aumento de tiempo planteado.

Al examinar el artículo 2°, reparó en la terminología propuesta para el cuarto inciso del artículo 36 de la ley orgánica constitucional de Carabineros de Chile. Sostuvo que la expresión “investigación sumaria administrativa” solo es coherente con la regulación de las Fuerzas Armadas, pues así se denomina uno de los procedimientos utilizados por ellas para hacer efectiva la responsabilidad funcionaria. Sin embargo, no es aplicable a Carabineros, ya que los mecanismos empleados por esta institución son diversos. Debido a lo anterior, recomendó reemplazar la mencionada frase por otra más amplia, como por ejemplo, “procedimientos administrativos”. 

También analizó distintos elementos relacionados con la prescripción de la responsabilidad disciplinaria, e hizo una comparación de la normativa que existirá -de aprobarse el proyecto-, para los funcionarios públicos y municipales; el personal de las Fuerzas Armadas, y el de Carabineros de Chile:

1. Plazo de prescripción: para todos será de cuatro años, contados desde que se incurra en la acción u omisión que da origen a la responsabilidad.

2. Hipótesis de falta administrativa que constituye delito: la acción disciplinaria prescribirá conjuntamente con la acción penal en todas las organizaciones.

3. Suspensión del término de prescripción: para los funcionarios públicos y municipales se producirá desde la formulación de cargos en el procedimiento que corresponda, y para los integrantes de las Fuerzas Armadas y de Carabineros desde la fecha de la resolución que ordene la instrucción del procedimiento aplicable. Si bien se trata de momentos diferentes, en todos los casos existe un hito que marca el inicio de la suspensión, de manera que no ocasiona problemas. 

4. Interrupción del plazo de prescripción: reiteró que esta figura opera respecto de los funcionarios públicos civiles cuando incurren en una siguiente infracción administrativa, mientras que en el caso de Carabineros ello ocurre cuando la contravención nueva está conectada con la anterior, de acuerdo a su Reglamento de Disciplina. Ello facilita que el tiempo de extinción de las primeras conductas se cumpla, impidiendo hacer efectiva la responsabilidad.

5. Efectos de la paralización del procedimiento disciplinario: tratándose de funcionarios públicos y municipales, si dicho procedimiento se detiene por más de dos años sin aplicarse sanciones, el término continúa corriendo. 

Razonó que dos años es un período muy breve y que puede constituir un incentivo para dejar “abandonado” el sumario o la investigación sumaria, a fin de hacer efectiva la extinción de la responsabilidad disciplinaria por prescripción. Pese a ello, reconoció que una regla de esas características contribuye a generar certeza para los integrantes de la Administración Pública, impidiendo que un procedimiento esté abierto sin límites temporales. Se trata, en consecuencia, de “un arma de doble filo”.

Apuntó que actualmente no existe una regulación similar a propósito de los funcionarios militares y policiales. Advirtió que si se decidiera legislar sobre la materia, es preciso ponderar los aspectos positivos y negativos antes mencionados. No obstante, opinó que en atención al incremento del lapso extintivo contenido en la iniciativa, una medida de este tipo resultaría razonable.

Por último, el señor Contralor General planteó las siguientes consideraciones:

1. El proyecto constituye un avance en el resguardo del principio probidad, subsanando una debilidad institucional que favorecía la ocurrencia de actos de corrupción.
2. Se homologa y uniforma el régimen de responsabilidad disciplinaria de los funcionarios de la Administración del Estado, con excepción de Policía de Investigaciones.
3. La moción no contempla una regla de interrupción del plazo de prescripción de la acción disciplinaria, ni de término de la suspensión.
4. A futuro, es necesario avanzar en la solución otras debilidades institucionales, como la rendición de gastos reservados y los mecanismos de protección del denunciante o whistleblowing.
Al término de la presentación, el Honorable Senador señor Prokurica preguntó al señor Contralor General de la República si existe algún motivo que explique las diferencias regulatorias de las ramas armadas y los órganos policiales, en comparación con el resto de la Administración de Estado.

En respuesta, el señor Contralor declaró no tener antecedentes sobre los motivos que llevaron a una normativa distinta.

Relacionado con lo anterior, el Honorable Senador señor Araya comentó que, tal vez, los seis meses del Reglamento de Disciplina de Carabineros fueron pensados únicamente para infracciones de la preceptiva interna, como ausentarse de un turno policial. Siguiendo esta línea de reflexión, podría concluirse que las normas reglamentarias son aplicables para las faltas cotidianas y propias de Carabineros -que no se producen en el resto de la Administración Pública-, y que las disposiciones generales del Estatuto Administrativo rigen supletoriamente en los demás casos. Consultó si una interpretación de este tipo es posible.

Argumentó que no todas las inobservancias merecen el mismo período de prescripción, por lo que debería existir una graduación dependiendo de la gravedad de los hechos. Solicitó al Contralor que expresara su parecer sobre la posibilidad de establecer distintas extensiones del término, según el criterio referido.

La máxima autoridad de Contraloría aclaró que el Estatuto Administrativo rige supletoriamente para los funcionarios municipales, pero no para los miembros de las Fuerzas Armadas ni de Carabineros, que están excluidos expresamente de su alcance. A la Policía de Investigaciones también se aplica de esa manera gracias a un reenvío que efectúa su Estatuto de Personal. Por lo tanto, no es factible hacer una interpretación como la formulada.

Prosiguió su intervención recalcando la gran cantidad de reglamentación interna que poseen las ramas armadas y policiales, dentro de la cual probablemente haya contravenciones a la disciplina exigida en el quehacer cotidiano de esas organizaciones, y que tienen características distintas de las contempladas en el Estatuto Administrativo. Para ese primer grupo el plazo de seis meses otorga certeza a los funcionarios porque no pueden ser castigados en cualquier momento, por ejemplo, por no haber asistido a un turno o incumplir una orden. Es decir, para las faltas propiamente de disciplina interna, seguramente debería existir un término diferenciado. Sin embargo, en la práctica, al no haber una graduación de plazos a nivel normativo, los seis meses rigen a propósito de todo tipo de transgresiones. 





Enfatizó que la CGR se encarga de perseguir irregularidades graves, que atentan contra el principio de probidad. Para estas hipótesis el lapso de seis meses es demasiado acotado y dificulta que la responsabilidad administrativa se haga efectiva.

Por último, recordó que las inobservancias a la disciplina militar o policial son sancionadas muchas veces de plano, en un procedimiento muy breve, debido a la sujeción de los funcionarios a sus estatutos específicos. Aseveró que no configuran casos conflictivos para Contraloría, ya que rara vez le toca pronunciarse al respecto. Dicho de otro modo, un término breve de prescripción, aplicable solamente a este tipo de infracciones, no generaría problemas.

El Honorable Senador señor Prokurica pidió explicaciones acerca del rol que podría jugar la figura del silencio administrativo en esta materia.

El señor Contralor informó que las normas estatutarias son autosuficientes: no tienen vacíos que permitan aplicar las normas generales, que son las que rigen el silencio administrativo. En consecuencia, no debería emplearse esta figura, sino los preceptos relativos a la interrupción y a la suspensión, anteriormente referidos.

Luego, el Honorable Senador señor Araya advirtió que algunos órganos públicos, como las municipalidades, se ven sobrepasados por la enorme cantidad de procedimientos disciplinarios que deben tramitar. Postuló la necesidad de diseñar modificaciones a los tiempos de duración y de paralización máxima de los mencionados procedimientos, para evitar que la responsabilidad funcionaria se extinga por prescripción. Dijo tener claro que se trata de un tema que va más allá del proyecto en estudio, toda vez que importa reformas estructurales que deben efectuarse al Estatuto Administrativo y que afectarían el ejercicio de la potestad disciplinaria en general. No obstante, requirió la opinión del Contralor General de la República sobre los cambios que están pendientes para mejorar los mecanismos de protección de la probidad.

La autoridad contralora compartió el juicio en cuanto a que las modificaciones de carácter sustantivo, que permitirían perfeccionar el sistema de persecución de la responsabilidad administrativa, exceden el objetivo de esta iniciativa. 

Sin embargo, quiso destacar dos formas en que la CGR interviene en esta materia. Una de ellas implica ordenar a los servicios públicos que inicien los procedimientos correspondientes, los que en un 90% de los casos terminan sin sanción, por diferentes motivos, como la extinción de la responsabilidad por prescripción y la absolución, por mencionar algunos. La otra consiste en que el ente fiscalizador lleve adelante por sí mismo los procedimientos, los que en un treinta por ciento llegan a término, proponiendo un castigo a la jefatura pertinente, quien toma la decisión final al respecto. Reconoció que la CGR -salvo en los casos de mal uso de vehículos fiscales-, carece de facultades para sancionar directamente y solo puede sugerir, aspecto que requiere mayor discusión a futuro.

Seguidamente, se dirigió a la Comisión el profesor de Derecho Administrativo de la Pontificia Universidad Católica de Valparaíso, señor Patricio Latorre, quien elaboró un informe sobre la materia en análisis.

Inició su exposición haciendo una breve reseña histórica de la normativa referida a la responsabilidad administrativa. 

Apuntó que antes de 1989 dicha regulación era bastante sui generis: no existía un plazo de prescripción extintiva en este campo, por lo que la acción disciplinaria podía intentarse en cualquier momento, con independencia del tiempo transcurrido desde la comisión de la falta. 

Relató que la situación descrita no resulta del todo extraña, ya que la reglamentación chilena se basa sobre el Derecho comparado, especialmente el Derecho español, que daba un trato claramente diferenciado al ámbito doméstico de la Administración Pública -incluida la responsabilidad administrativa-, por un lado, y a la potestad sancionatoria que los órganos del Estado tienen sobre los particulares, por otro. 

Para este último caso se creó una normativa robusta -que contemplaba cada detalle del ejercicio de esa facultad sancionatoria-, para evitar vulneraciones de garantías constitucionales de los privados. En cambio, la regulación de la potestad disciplinaria interna o doméstica era desordenada y precaria, problema que se ha ido corrigiendo durante los 10 o 15 años anteriores, gracias a la adopción de los principios del derecho punitivo en este campo.

Mencionó que en 1989 entraron en vigencia el Estatuto Administrativo y el Estatuto Administrativo para Funcionarios Municipales, que introdujeron un término de prescripción de la responsabilidad disciplinaria de dos años. El término fue elevado a cuatro años en 1999. En ambas oportunidades se pensó únicamente en los funcionarios públicos civiles y no en la Administración militar ni policial, que estaba sujeta a estatutos propios con disposiciones especialísimas. En otras palabras, al producirse las grandes reformas sobre el tema, se tomó en cuenta solo a la gran masa funcionarial, olvidándose el legislador de la época de las Fuerzas Armadas, y de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública.

Ahondó en los seis meses que aún están determinados en normas reglamentarias de las instituciones castrenses y policiales, sosteniendo que al establecer ese lapso se replicó el fijado por la ley para la extinción de la responsabilidad por comisión de faltas penales.

Asimismo, señaló que, a nivel doctrinario, se recurre a la Teoría de las Relaciones de Supremacía o Sujeción para explicar los distintos regímenes a que están sujetos los administrados y los funcionarios públicos: la Administración del Estado está en una posición de supremacía general respecto de los primeros -quienes, por su parte, están en una posición de sujeción-, y en una de supremacía especial respecto de los segundos. Estos, en razón del interés general que deben satisfacer a través del cumplimiento de sus funciones, están expuestos a mayores limitaciones o restricciones de sus derechos y garantías que los particulares. 

Enfatizó que la gran relevancia de la jerarquía y de la disciplina en las labores castrense y policial demanda que quienes las desarrollan reciban un trato aún más riguroso, lo que se expresa, por ejemplo, en la posibilidad de ser sancionados con privación de libertad o ser castigados de plano.

Acerca del objetivo del proyecto, celebró que se ponga fin a una normativa diferenciada, carente de fundamento y que contraviene el principio de igualdad ante la ley consagrado en el número 2° del artículo 19 de la Constitución Política de la República.

Valoró además la uniformidad que se alcanzará en el régimen administrativo, al menos en materia de plazo de extinción de la acción disciplinaria.

Resaltó, además, la importancia de corregir la inobservancia al principio de reserva legal que se comete al fijar, en un cuerpo de rango reglamentario, el término de prescripción para Carabineros. Observó que, de acuerdo al artículo 63 números 18) y 20) de la Carta Política, la extinción de la responsabilidad funcionaria es materia propia de la ley.

Posteriormente, hizo alusión a algunos elementos que pueden ser enmendados en este proyecto, y a otros que probablemente requerirán de un debate más profundo y que escapan del propósito de la iniciativa.

En primer lugar, concordó con la idea expresada por el Contralor General de la República acerca de la conveniencia de extender el período de prescripción a cuatro años para los integrantes de la Policía de Investigaciones.

Después, reparó que no existe regulación específica que se encargue del personal de la Administración sujeto al Código del Trabajo, ya que este no contiene reglas sobre la extinción de la responsabilidad laboral. Ante esta situación, la CGR ha interpretado que deben aplicarse las disposiciones generales en materia de prescripción extintiva, recurriendo al plazo de cinco años contemplado en el artículo 2515 del Código Civil. Postuló la necesidad de homogeneizar las normas respecto de estos trabajadores que cumplen funciones públicas -cuya representatividad ha ido en aumento- toda vez que quedan en una posición desmejorada en comparación con los funcionarios propiamente tales.

Finalmente, hizo presente que en el ordenamiento chileno solo está prevista la extinción de la responsabilidad administrativa por la prescripción de la acción, pero no por la prescripción de la sanción. A pesar de la ausencia de regulación, la jurisprudencia ha reconocido esta figura. Juzgó adecuado estudiar la posibilidad de incorporar a la normativa la extinción del castigo, que en cuanto a los plazos puede o no ser idéntica a la que opera respecto de la acción disciplinaria.

A modo ejemplar, informó que la Ley Orgánica 8/2014, de 4 de diciembre de 2014, de Régimen Disciplinario de las Fuerzas Armadas de España, fija períodos de dos meses, y de dos y tres años para la prescripción de la falta según si esta es leve, grave o muy grave, respectivamente; y lapsos de tres meses, y de dos y tres años para la prescripción de las sanciones, de acuerdo a si ellas fueron impuestas por falta leve, grave o muy grave. En este último caso, el término comienza a correr desde el día siguiente a aquel en que adquiera firmeza en vía administrativa la resolución sancionadora, o desde el día en que debiera haber comenzado el cumplimiento del castigo.

A continuación, el Honorable Senador señor Araya reiteró su inquietud sobre la necesidad de establecer una graduación de plazos, según si la infracción atenta únicamente contra la disciplina militar o policial, o contra el principio de probidad. Insistió en que, para la primera hipótesis, el tiempo debería ser menor.

Al respecto, el profesor Latorre sostuvo que la regulación vigente, con independencia de su rango normativo, establece términos únicos, que no distinguen según el tipo o la gravedad de la falta.

El Honorable Senador señor Araya alertó sobre los posibles efectos colaterales que el proyecto podría generar. Manifestó su preocupación por el criterio que ha adoptado últimamente la Sala Laboral de la Corte Suprema al conocer causas de tutela laboral. Conforme a él, el régimen de trabajo de los funcionarios públicos podría verse afectado. 

Profundizando en el punto, afirmó que se ha reconocido a los tribunales laborales plena competencia para resolver, por ejemplo, en materia de contratos de prestación de servicios a honorarios, sobre las condiciones del contrato y causales de despido, entre otros elementos. Incluso se ha estimado por la Corte Suprema que aquellas personas que trabajan a honorarios más de un año, pasan a tener contrato indefinido.

Calificó como un hecho complejo el cuestionamiento de algunos fallos de la Sala Laboral a las facultades disciplinarias de las autoridades castrenses. En relación con las decisiones tomadas dentro de las Fuerzas Armadas, antes se entendía que, en primer lugar, había que acudir a la CGR y luego a los tribunales civiles. Actualmente se están impugnando directamente ante los juzgados laborales, que resuelven con criterios muy diferentes el cumplimiento de las normas del estatuto castrense. 

Opinó que resulta extremadamente delicado que a través de tribunales se pueda llegar a alterar la línea de mando y la estructura jerárquica de las ramas armadas. Se podría incluso poner en duda, por ejemplo, la destinación de sus integrantes y, en general, qué deben y no deben hacer los funcionarios militares.

Advirtió que esta iniciativa, junto a las nuevas tendencias judiciales, podría generar la judicialización de situaciones de responsabilidad administrativa. 

Instó por la creación de una mesa de trabajo en que participen los asesores parlamentarios, representantes de la Contraloría y de los Ministerios correspondientes, con el objetivo de perfeccionar el proyecto y evitar eventuales consecuencias adversas. 

En relación con lo anterior, el profesor Latorre explicó que la judicialización ahora es siempre plausible, con independencia de la aprobación de las modificaciones en estudio. Desde 2013 la Sala Laboral de la Corte Suprema ha adoptado el criterio de aplicar la tutela laboral al ámbito de la Administración civil del Estado. Entonces, todos los funcionarios públicos, invocando la afectación de alguna de las garantías constitucionales protegidas por aquel procedimiento, pueden acudir a los tribunales laborales.

En una sesión posterior, la Comisión recibió a representantes de las Fuerzas Armadas y de Carabineros de Chile.

Los Honorables Senadores señores Araya, Bianchi y Pérez Varela plantearon a los invitados el debate desarrollado en torno a la conveniencia de establecer o no una distinción de términos de prescripción -según la envergadura de la contravención cometida-, solicitando sus impresiones y recomendaciones al respecto.
El Auditor General del Ejército de Chile, General de Brigada, señor Felipe Cunich, señaló que los últimos casos de corrupción descubiertos al interior de las Fuerzas Armadas y de Carabineros de Chile, expusieron a la luz pública la desigualdad de plazos de prescripción de la acción disciplinaria de los integrantes de estas entidades y de los demás funcionarios públicos.

Añadió que la moción contribuirá a evitar nuevas situaciones irregulares, especialmente vinculadas a importantes vulneraciones al principio de probidad. Sin embargo, dijo, se debe considerar que el ejercicio de la potestad sancionatoria en las ramas castrenses se relaciona principalmente con infracciones a la disciplina interna, que son de mayor ocurrencia que las faltas al mencionado principio.

Enfatizó que existen grandes diferencias entre la Administración Civil del Estado y las instituciones castrenses, que trascienden las características de su funcionamiento diario y que se reflejan en la regulación. A nivel constitucional se define a las Fuerzas Armadas como cuerpos esencialmente obedientes y no deliberantes, profesionales, jerarquizados y disciplinados, y ello se manifiesta y especifica en toda su normativa estatutaria.

Puso de relieve que la jerarquía, y especialmente la disciplina, son elementos fundamentales en las organizaciones de la defensa. Se trata de la internalización de una serie de valores y principios -que los militares hacen suyos- comportándose de acuerdo a ellos y aceptando la restricción de alguna de sus garantías constitucionales.

Agregó que en la etapa de instrucción, cuando se están creando unidades para la guerra, conceptos como el espíritu de cuerpo, el compañerismo y el deber de seguir a los superiores son básicos. Ante el incumplimiento de una obligación disciplinaria cotidiana se aplica una sanción al involucrado, quien asume su castigo, modificando su conducta para enmendar su imagen frente al superior y demostrar que es un buen militar. La regulación estatutaria tiende a que, una vez conocida una falta, la facultad sancionatoria se ejerza prontamente, incentivando un cierre rápido de conflictos de esta naturaleza.

Detalló que el artículo 7° del Reglamento de Disciplina para las Fuerzas Armadas prescribe que “El más grave cargo que se puede hacer a un militar, y muy particularmente a los Oficiales, es el demostrar falta de carácter, capacidad y conocimiento, y no cumplir con las leyes, reglamentos y órdenes superiores; la más exacta y puntual observancia de sus prescripciones y mandatos, son la base fundamental del rodaje militar y del servicio.”. Aseveró que a partir de esta norma se puede inferir el deber de ejercicio presto de la potestad disciplinaria. No obstante, reconoció que siendo una disposición de rango reglamentario, si una autoridad no impone una medida sancionatoria oportunamente, podría argumentar que la ley fija un rango de tiempo superior.

En atención a lo anterior, previno que un término de cuatro años resulta excesivo para perseguir la responsabilidad por vulneraciones a la disciplina diaria. Subrayó que, en el contexto de una ciudadanía cada vez más empoderada y de criterios jurisprudenciales que permiten recurrir siempre al procedimiento de tutela laboral, la disciplina es un factor que actualmente cuesta resguardar. Considerando que se trata de un elemento fundamental para las instituciones armadas, siempre es preferible una solución pronta para los conflictos surgidos a raíz de una trasgresión.

Admitió que, en el marco del régimen de calificación anual, podría ocurrir que las Juntas de Selección no tomen conocimiento inmediato de alguna contravención, pero aseguró que la recepción tardía de información es poco frecuente.

Precisó que la institución de la que forma parte está de acuerdo con el aumento del plazo contenido en el proyecto para hipótesis de incumplimiento de mayor magnitud del principio de probidad, que ocasionen un perjuicio al patrimonio fiscal. 

En este contexto, sugirió la siguiente modificación al inciso tercero del artículo 156 del Estatuto del Personal de las Fuerzas Armadas: agregar, a continuación de la expresión “No obstante,”, la frase “en el caso de infracciones graves al principio de probidad administrativa que generen perjuicio fiscal, la acción disciplinaria prescribirá en cuatro años y”.

A continuación, el Auditor General de la Armada de Chile, Contraalmirante (JT), señor Cristián Araya, expresó su apoyo a la iniciativa, e indicó que no existen fundamentos para mantener una diferenciación entre la normativa aplicable a los funcionarios militares y policiales y a los demás miembros de la Administración Pública, ya que la uniformidad de los tiempos de prescripción se ajusta al principio de igualdad ante la ley.

Destacó que las situaciones más relevantes de vulneración del principio de probidad que, por ejemplo, causen perjuicio fiscal, ya están cubiertas por la legislación. Tanto las reglas generales de la Administración del Estado como las específicas de las Fuerzas Armadas y Carabineros contemplan la dependencia del término de la acción disciplinaria de aquel establecido para la extinción de la acción penal. Es decir, cuando se incurre en faltas de gran entidad, que importan la comisión de delitos, las disposiciones actuales ya contienen una suerte de extensión del plazo en el ámbito administrativo.

Luego, aludió a las transgresiones a la disciplina cotidiana y puntualizó que, de acuerdo a la normativa interna, a la doctrina y a la costumbre de la institución, son sancionadas dentro de un período máximo de seis meses. Incluso se castigan inmediatamente, cuando la infracción es menor y se refiere a las labores habituales de los militares. Comentó que podría discutirse que, para estos casos, cuatro años sean adecuados, especialmente tomando en cuenta que el sistema ya opera con rapidez.

Reiteró que es positiva la homogeneización de los términos de extinción de la responsabilidad administrativa, toda vez que no existe justificación para conservar la distinción. Hizo hincapié en que, más allá del plazo legal, la Armada continuará con el sistema actual, que tiende a la aplicación de castigos con gran anterioridad a su vencimiento. 

Por su parte, el Auditor General de la Fuerza Aérea de Chile, General de Brigada Aérea (J), señor Juan Pablo Hargous, evaluó positivamente la propuesta del proyecto de igualar los períodos de prescripción.

Respecto al debate sobre una eventual graduación de lapsos de extinción -asociada a un catálogo de infracciones-, estimó que la idea resulta en extremo compleja y peligrosa. Sostuvo que desde el año 2011 la Contraloría General de la República ha precisado en sus dictámenes que no existe el principio de tipicidad de las faltas administrativas.

Planteó que tanto el Estatuto del Personal de las Fuerzas Armadas como los respectivos Reglamentos de Disciplina establecen una serie de principios y deberes cuyo quebrantamiento acarrea responsabilidad disciplinaria, al igual que en el ámbito de los funcionarios civiles. Recordó que más de alguna vez se ha intentado impugnar ante la Contraloría la aplicación de sanciones -argumentando que el castigo se impuso por la vulneración de normas genéricas que no describen conductas en particular-, y la entidad fiscalizadora ha defendido la tesis de la no tipicidad en este campo.

Opinó, entonces, que no es posible fijar distintos tramos de tiempo, toda vez que no hay un catálogo de faltas al que la graduación sea aplicable.

Continuó su intervención haciendo referencia a la nomenclatura empleada por las disposiciones en estudio. El artículo 156 del Estatuto del Personal de las Fuerzas Armadas, al regular la suspensión del plazo, dispone que esta comienza con la resolución que ordena la instrucción de la investigación sumaria administrativa (ISA) correspondiente. Recalcó que en la FACH, junto a la ISA, operan otros procedimientos, como las diligencias preliminares o las investigaciones sumarísimas, que no conllevan dicha suspensión. Agregó que lo mismo sucede en las otras ramas castrenses. 

En consecuencia, recomendó utilizar una terminología más amplia, que permita detener el cómputo del término, cuando se recurra a esos mecanismos diferentes a la ISA. Así se evitará que el plazo venza antes de hacer efectiva la responsabilidad, como ocurre hoy.

El Director de Justicia de Carabineros de Chile, General (J), señor Juan Carlos Gutiérrez, manifestó que la institución atraviesa por un complejo escenario luego del fraude que está siendo investigado y que es de público conocimiento. Explicó que para enfrentarlo se elaboró -en conjunto con el Ministerio del Interior y Seguridad Pública-, un paquete de 27 medidas, dentro de las cuales está el aumento del plazo de prescripción de la acción disciplinaria a cinco años. Si bien el lapso sugerido en la moción es ligeramente inferior, lo calificó como apropiado y un gran avance, en comparación al exiguo período de seis meses vigente.

Añadió que otro elemento positivo del proyecto es elevar a rango legal la normativa referida a la prescripción de la responsabilidad administrativa, materia que escapa a la competencia reglamentaria.

Resaltó que, a diferencia de la regulación de las Fuerzas Armadas, su Reglamento de Disciplina sí contempla la figura de la interrupción, además de la suspensión.

Posteriormente, reflexionó acerca de la posibilidad de elaborar términos escalonados de prescripción, advirtiendo que sería difícil hacerlo de manera eficiente, debido a la gran cantidad de funcionarios que integran la organización y la consiguiente cuantía de transgresiones cotidianas. Al igual que en las ramas castrenses, las faltas disciplinarias diarias se sancionan inmediatamente, mientras que solo las inobservancias de mayor envergadura dan paso a procedimientos más prolongados.

El Honorable Senador señor Araya repitió la preocupación expuesta en una sesión anterior, en cuanto a la judicialización de los conflictos dentro de las entidades militares y policiales. Apuntó que sus integrantes están cuestionando -a través del procedimiento de tutela laboral-las decisiones que toman sus superiores. Se trata de un fenómeno reciente, que constituye un peligro para el principio de jerarquía, esencial en dichas instituciones. Postuló que no establecer tramos de plazos de prescripción empeorará el problema, ya que si se permite imponer castigos por contravenciones disciplinarias mínimas varios años después del momento en que tuvieron lugar, se incentivará a los funcionarios a acudir a los tribunales.

Declaró que hace falta un pronunciamiento del Ejecutivo para conocer su postura en relación con el rol de la judicatura laboral en el ámbito de las Fuerzas Armadas, y de Orden y Seguridad Pública.

Por su parte, el Honorable Diputado señor Pilowsky hizo presente a los miembros de la Comisión su plena disposición para que se introduzcan cambios que permitan mejorar la iniciativa.

Quiso profundizar, particularmente, en dos puntos. En primer lugar, advirtió la ausencia de graduación de términos de prescripción -según la entidad de la infracción-, en el campo de la Administración Civil. Aseveró que la diferenciación de plazos podría hacer más compleja la imposición de sanciones, puesto que deberá discutirse qué lapso específico debe aplicarse en cada caso.

Ante quebrantamientos menores, dijo, no se puede aceptar que el superior jerárquico demore todo el tiempo permitido por la regulación para ejercer la facultad disciplinaria. Analizó la situación hipotética de una autoridad que no castiga a un subalterno inmediatamente después de tomar conocimiento de una transgresión, con la finalidad de postergar esa posibilidad a modo de amenaza. En tal caso, estará incurriendo en responsabilidad administrativa por no ejercicio oportuno de su potestad y por anteponer su interés particular sobre el general, debiendo iniciarse en su contra el procedimiento respectivo. Es decir, más allá del lapso que fija la ley para hacer efectiva la responsabilidad disciplinaria, existe el deber de los funcionarios de actuar prontamente, en cumplimiento de los principios que los rigen.

En segundo lugar, expresó su acuerdo con la recomendación del Contralor General de la República en orden a reemplazar la expresión “investigación sumaria administrativa” por “procedimiento administrativo correspondiente”, ya que facilitará superar el problema de terminología planteado previamente.

A su turno, el Auditor General del Ejército insistió en que permitir la persecución de la responsabilidad derivada de faltas disciplinarias leves hasta cuatro años después, puede generar riesgos para la certeza de las relaciones de mando. Dejando fuera situaciones como la mencionada por el Honorable Diputado señor Pilowsky, en que hay una mala intención de parte del superior, también puede ocurrir que una contravención llegue tardíamente a conocimiento de la autoridad. Aseveró que en esta coyuntura la imposición de un castigo sería un despropósito.

En la misma línea que el Auditor General de la Armada, mencionó que en el Ejército también rigen disposiciones y circulares que instan a la corrección y sanción inmediatas de las infracciones disciplinarias que suceden en el rodaje militar cotidiano. Remarcó que la instrucción de una ISA está reservada únicamente para las inobservancias de mayor entidad, criterio que ha sido avalado por la Corte Suprema. La idea es resolver prestamente el conflicto, ya que un castigo tardío aumenta el riesgo de nuevas conductas irregulares.

Con posterioridad, el Auditor General de la Fuerza Aérea reiteró que no existen tipos en materia de responsabilidad funcionaria en el ámbito civil, ni en el militar. Sin embargo, podría arribarse a una solución ecléctica para el problema en discusión, que se traduce en el establecimiento de una graduación de plazos, sin crear un catálogo de faltas al que esté asociada. Así se evita la vulneración del principio de no tipicidad.

En tal contexto, el término de cuatro años se aplicaría exclusivamente a las contravenciones graves a la probidad administrativa. La ventaja sería que este principio está suficientemente detallado y desarrollado por la doctrina, la jurisprudencia y la ley orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado la que, además, enumera sus principales infracciones.

Consultado al respecto, el ex Jefe de Asesores Jurídicos del Ministerio de Defensa Nacional, señor Sebastián Salazar, destacó la necesidad de resguardar el principio de no tipicidad. 

Señaló que hay dos valores en juego: la probidad administrativa y la eficacia del ejercicio de la potestad disciplinaria. Repitió que esta materia está siendo estudiada por el Ministerio para hacer las sugerencias pertinentes.

El Honorable Diputado señor Pilowsky razonó que la eficacia de la facultad sancionatoria depende de la oportunidad en que se ejerza, puesto que si no se persigue prontamente la responsabilidad de un subalterno, el superior jerárquico debe ser castigado.

Replicando lo anterior, el Honorable Senador señor Rossi se refirió a eventuales casos en que la autoridad se entera de manera tardía de una falta, no existiendo intención de su parte en retrasar el ejercicio de la facultad. En esta hipótesis no se puede sancionar al superior, pero la medida disciplinaria igualmente se podrá imponer al funcionario subordinado.

En respuesta, el Honorable Diputado señor Pilowsky afirmó que ese problema también se presentaría con la regulación vigente, que contempla un período de dos años, sin hacer distinciones según la importancia de la contravención. Entonces, la modificación legal en estudio no introduce novedades a este respecto.

Una escala de plazos podría generar más confusión que soluciones, por lo que manifestó su preferencia por el criterio de la iniciativa despachada en primer trámite constitucional. 

El Honorable Senador señor Araya aclaró que si bien la potestad disciplinaria debe ser ejercida eficazmente por el superior jerárquico, este podría defenderse argumentando que no existe en la ley una obligación de actuar inmediatamente, sino que la oportunidad está definida por el lapso de prescripción. Connotó que hay que diferenciar la eficacia de la oportunidad, que son conceptos distintos.
En una sesión posterior, el abogado de la Jefatura Jurídica de Policía de Investigaciones de Chile, Subprefecto (J), señor Jorge Román, dio comienzo su intervención haciendo una reseña sobre la situación de la institución en materia de responsabilidad administrativa. 

Comentó que el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1980, del Ministerio de Defensa Nacional, que establece el Estatuto del Personal de Policía de Investigaciones de Chile, no contiene regulación relativa a las causales de extinción de dicha responsabilidad y tampoco a la prescripción -que es una de ellas-, sino que solo se refiere a las sanciones y, someramente, a la forma en que estas deben aplicarse.

Añadió que el artículo 140 del Estatuto del Personal, en cuanto a la imposición de medidas disciplinarias y al desarrollo de las investigaciones y sumarios administrativos, hace un reenvío a los reglamentos dictados al efecto. Asimismo, el decreto supremo N° 1, de 1982, del Ministerio de Defensa Nacional, que aprueba el Reglamento de Sumarios Administrativos e Investigaciones Sumarias de la Policía de Investigaciones de Chile, no contempla normas sobre la extinción de la responsabilidad funcionaria. Por su parte, el Reglamento de Disciplina del Personal de Investigaciones de Chile, aprobado por decreto supremo N° 40, de 1981, del Ministerio de Defensa Nacional, dispone un plazo de prescripción de seis meses, cuya aplicación se circunscribe a las faltas que describe su artículo 6°.

Hizo presente que durante muchos años la Contraloría General de la República, a través de sus dictámenes, estimó que la acción disciplinaria en contra de los integrantes de Policía de Investigaciones (PDI) era imprescriptible. Por un lado, el ente fiscalizador sostuvo que no podía recurrirse al Estatuto Administrativo, toda vez que esta posibilidad estaba limitada a las materias no reguladas por el Estatuto del Personal. Como este cuerpo normativo y el Reglamento de Sumarios Administrativos e Investigaciones Sumarias sí abarcan la responsabilidad funcionaria, pero no establecen un período de prescripción, se entendió que no era aplicable. Por otro lado, el órgano contralor aseveró que el término de seis meses fijado por el Reglamento de Disciplina tampoco operaba, puesto que la extinción de la acción es un tema que escapa de la competencia reglamentaria.

Puso de relieve que el año 2009 la Contraloría reconsideró el criterio antes señalado, luego de que el Director General de la PDI le solicitara pronunciarse acerca de la normativa que rige la extinción de la responsabilidad disciplinaria de sus miembros. En el dictamen N° 23.711-2009, postuló que la remisión efectuada por el Estatuto del Personal a los reglamentos correspondientes solo puede ser adjetiva, esto es, relativa al ámbito procedimental, excluyéndose temas sustantivos, como la extinción de la responsabilidad administrativa. Adicionalmente, argumentó que esta materia se enmarca dentro de la reserva legal, de manera que no puede quedar encomendada a la potestad reglamentaria. Debido a lo anterior, la entidad fiscalizadora concluyó que en el Estatuto del Personal existe un vacío en materia de extinción de responsabilidad administrativa, por lo que corresponde hacer efectivo el reenvío contenido en su artículo 153: los integrantes de la PDI están sujetos al Título VII del Estatuto Administrativo y, por lo tanto, el plazo de prescripción de la acción disciplinaria es de cuatro años.

En cuanto a la iniciativa en estudio, declaró que la PDI comparte su fundamento, es decir, la intención de uniformar la regulación de las Fuerzas Armadas y de Carabineros de Chile con la del resto de la Administración Pública, como una manera de resguardar el principio de igualdad ante la ley. Sin embargo, advirtió que hay una serie de lagunas que atentan contra ese objetivo.

Respecto de las ramas castrenses, explicó que si bien se aumenta de dos a cuatro años el lapso de prescripción, no se incorporan otros elementos contemplados por el ordenamiento general de la Administración Pública. En primer lugar, se mantiene la diferencia relativa al momento en que se suspende el cómputo del término: para los funcionarios civiles ello ocurre con la formulación de cargos, mientras que para los militares se produce con la instrucción de la ISA.

En segundo lugar, no se introduce la figura de la interrupción del plazo para el caso en que un integrante de las entidades castrenses incurra en una nueva infracción.

En tercer lugar, subrayó que la moción no abarca los efectos de la paralización del procedimiento por un determinado tiempo o del transcurso de cierto número de calificaciones funcionarias. 

Resaltó que, en cambio, ambas hipótesis están contenidas en el Estatuto Administrativo.

En relación con Carabineros de Chile, indicó que se pueden observar las mismas falencias, ya que la redacción propuesta para modificar su ley orgánica constitucional es idéntica a la existente para los organismos militares. 

Agregó que la normativa de la policía uniformada tampoco prevé otros mecanismos de extinción de la responsabilidad administrativa, como la muerte, el cese de funciones y el cumplimiento de la sanción. Las referidas causales sí operan respecto de los demás funcionarios.

En síntesis, y pese al avance que importa el incremento del lapso de prescripción para las Fuerzas Armadas y Carabineros de Chile, planteó la necesidad de realizar enmiendas en el sentido descrito. Así habrá una efectiva equiparación de las condiciones de todos los que componen la Administración del Estado, en la materia en estudio.

A continuación, el Honorable Senador señor  Pérez Varela solicitó al invitado esclarecer si la PDI estima conveniente ser incorporada a la iniciativa o conservar su situación actual.

El Subprefecto (J), señor Jorge Román,  respondió que, en cuanto a la extinción de la responsabilidad disciplinaria, en general, y a la prescripción extintiva, en particular, a la PDI se aplica actualmente el Estatuto Administrativo, recibiendo sus miembros el mismo trato que el resto de los funcionarios públicos.

En este sentido, dijo, acogerse al proyecto de ley sería un retroceso, puesto que omite pronunciarse sobre las figuras a las que hizo alusión.

Opinó que lo ideal sería que la moción se ajustara a los estándares de la legislación general aplicable a los organismos civiles, homogeneizando el régimen de extinción de la responsabilidad administrativa.

Precisó que sí deben conservarse algunas diferencias entre el ámbito militar y el policial, por un lado, y el civil por el otro, en cuanto a determinadas faltas, atendiendo a las labores que les son propias. Pero en relación con los mecanismos de extinción no se justifican las distinciones, especialmente en materia de prescripción, entendiendo que se trata de una institución jurídica que sanciona a un Estado negligente, por no desarrollar procedimientos e imponer sanciones oportunamente.

El Honorable Senador señor Prokurica disintió, en parte, de lo expresado por el representante de la PDI. Afirmó que si bien hasta ahora se ha aplicado el Estatuto Administrativo a la institución, esa decisión es fruto del criterio actual de la Contraloría General de la República. El problema es que las interpretaciones son frágiles y pueden modificarse según quién sea la autoridad de turno. Consagrar la uniformidad a nivel legal es una vía que brinda mayor estabilidad y seguridad. No obstante, Su Señoría estuvo de acuerdo en la conveniencia de introducir enmiendas para perfeccionar la iniciativa.

El Subprefecto (J) aclaró que no está en contra de plasmar en la ley las materias debatidas, pero que es partidario de adoptar una normativa completa. Actualmente a la PDI se aplican todas las causales de extinción de responsabilidad y las figuras accesorias a la prescripción, como la suspensión, la interrupción y los efectos de la paralización del procedimiento disciplinario. Si se incorpora a la institución policial a la moción con el texto propuesto, se generarán vacíos.

A mayor abundamiento, juzgó difícil que a futuro se produzca un cambio interpretativo, ya que el artículo 153 del Estatuto del Personal, en lo no previsto por él, efectúa una remisión expresa a las normas de la Administración Civil del Estado. Sin embargo, reconoció que, aunque poco probable, una apreciación distinta también es posible. Debido a lo anterior, reiteró que lo recomendable sería lograr la homogeneidad a nivel legal, subsanando los defectos ya referidos.

- - -

En vista de los antecedentes expuestos y las observaciones formuladas, la Comisión acordó solicitar a la Sala autorización para discutir el proyecto en general y en particular, en el primer informe.

- - - 

En otra sesión, el ex Jefe de Asesores Jurídicos del Ministerio de Defensa Nacional, señor Sebastián Salazar, informó del trabajo desarrollado, en conjunto con el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, sobre una propuesta de redacción del articulado que recoja los planteamientos de los integrantes de la Comisión y de los invitados que han intervenido durante el debate.

Señaló que, respecto de las Fuerzas Armadas, se mantiene el aumento del plazo de prescripción de dos a cuatro años, que constituye la idea matriz del proyecto. 

Explicó que se acogen las recomendaciones del Contralor General de la República y el Auditor General de la FACH, respecto al momento en que se detiene el cómputo del término, reemplazando la referencia a la ISA por otra al procedimiento administrativo correspondiente. Añadió que, con esta terminología más genérica, se ampliarán las hipótesis en que operará la figura de la suspensión, dificultando que la responsabilidad disciplinaria se extinga por el paso del tiempo. 

Acerca de la distinción entre faltas administrativas que vulneran el principio de probidad y faltas disciplinarias internas, declaró que se está estudiando la fórmula que permita alcanzar una correcta técnica legislativa y que además genere consenso al interior de las instituciones involucradas.

En cuanto a Carabineros de Chile, comunicó que existe acuerdo para establecer en su ley orgánica constitucional una disposición similar al artículo 156 del Estatuto del Personal de las Fuerzas Armadas, con las modificaciones que ya anunciadas. 

El Honorable Senador señor Prokurica enfatizó la relevancia de incorporar a la PDI en la iniciativa -que actualmente no tiene una regulación legal específica-, ya que sus integrantes están sujetos al Estatuto Administrativo solo en virtud del criterio que la CGR ha desarrollado en sus dictámenes.

Al respecto, el ex Jefe de Asesores Jurídicos comentó que este es el único punto pendiente con el Ministerio del Interior y Seguridad Pública. Anunció que dicha Cartera ya está en conocimiento de las inquietudes de la Comisión sobre la necesidad de uniformar la normativa de la prescripción extintiva para todos los funcionarios públicos -sean civiles, militares o policiales-, pero aún no hay una respuesta de su parte. 

El Honorable Senador señor Prokurica puso de relieve que la mayoría de los miembros de la Comisión comparte la sugerencia efectuada por el Honorable Senador señor Araya, en el sentido de diversificar las transgresiones administrativas de las contravenciones menores que se cometen cotidianamente al interior de las instituciones. 

Por su parte, el Honorable Senador señor Pérez Varela recordó que no todos los invitados estuvieron de acuerdo en incorporar tal separación. Dentro de los Auditores Generales de las Fuerzas Armadas, únicamente el del Ejército defendió una postura favorable a esa alternativa. Aseveró que se trata de una materia extremadamente compleja. Manifestó no adherir a la idea de introducir la mentada diferencia.

El ex Jefe de Asesores Jurídicos concordó con la dificultad que representa este tema. Sostuvo que dentro del Reglamento de Disciplina de las Fuerzas Armadas -que rige al Ejército y a la FACH-, y del Reglamento de Disciplina de la Armada, ya hay algunas clasificaciones de las faltas funcionarias según su entidad. Adelantó que se está analizando la posibilidad de hacer un reenvío a dichos cuerpos regulatorios, o de efectuar la debida habilitación legal para que se concrete a ese nivel normativo la distinción planteada.

El Honorable Senador señor Prokurica opinó que la clasificación debe quedar consagrada en la ley, para que sea aplicable a todos los organismos, que luego deberán adecuar las normas reglamentarias pertinentes. Repitió su parecer sobre el riesgo de abuso por parte de los superiores jerárquicos, que podría derivar del establecimiento de plazos excesivos para vulneraciones menores a la disciplina.

En el mismo sentido, el Honorable Senador señor Araya insistió en su posición de fijar en la ley la diferenciación debatida. Argumentó que la abundante normativa interna que rige esta materia representa una dificultad adicional.

El Honorable Senador señor Prokurica recalcó que es imprescindible considerar las especiales características del rol que cumple cada una de las entidades. Algunas tienen un trato más directo con la ciudadanía, como Carabineros o la DIRECTEMAR; en tanto que otras no experimentan un contacto habitual con el público.

El Honorable Senador señor Pérez Varela sentenció que en el ámbito de la disciplina militar hay que tener presente a dos actores: el que infringe la disciplina y el superior que tiene el deber de sancionar. Si se comete una inobservancia, por ejemplo, respecto del uso del uniforme o del horario de ingreso a un turno, es evidente que no se esperarán cuatro años para imponer un castigo. Aseguró que con la corrección tardía de ese tipo de conductas, la disciplina se resquebraja y surge la responsabilidad del mando. Así se supera el peligro de eventuales abusos de las autoridades.

Agregó que los miembros de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad Pública son calificados anualmente. Al momento en que son evaluados por las Juntas de Selección, las contravenciones registradas se reflejan en las notas. Entonces, no va a ocurrir que transcurran cuatro años sin que la infracción tenga consecuencias. 

El Honorable Senador señor Prokurica estimó que no debe crearse un catálogo de faltas en la ley, puesto que el listado sería interminable y constituiría una tarea sumamente complicada. Los esfuerzos deben dirigirse a establecer un claro criterio a nivel legal, que permita identificar diversos rangos de gravedad, encomendando a los reglamentos la descripción concreta de las transgresiones. A su juicio, las conductas infraccionales deben sistematizarse de acuerdo a la realidad de cada una de las instituciones, y ellas resolverán adecuadamente esta materia en su ordenamiento interno.

El representante del Ministerio de Defensa Nacional esclareció que está descartado introducir un catálogo de faltas en la ley, y destacó nuevamente que se está estudiando la posibilidad de hacer una remisión a las clasificaciones contenidas en los reglamentos, o bien establecer una habilitación legal. Acentuó la importancia de llegar a un acuerdo sobre este punto con las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad Pública.

- - -

Cabe hacer presente que el Ministerio de Defensa Nacional elaboró un documento con propuestas de modificaciones al proyecto. A fin de examinar su contenido, fueron invitados representantes de la referida Secretaría de Estado, y del Ministerio del Interior y Seguridad Pública.

- - -

En este contexto, el Subsecretario de Defensa, señor Marcos Robledo, expresó su respaldo a la moción en estudio, y la calificó como un aporte al fortalecimiento de las medidas de control en materia de probidad administrativa. Consideró que la iniciativa envía oportunamente una señal apropiada, tomando en cuenta las situaciones de corrupción detectadas al interior de algunas ramas de las Fuerzas Armadas en el último tiempo.

Afirmó que su Cartera está plenamente disponible para colaborar con el perfeccionamiento del proyecto, mediante la formulación de sugerencias o a través de la presentación de indicaciones, en caso que sea necesario.

El señor Eduardo Chia, asesor jurídico de la Subsecretaría para las Fuerzas Armadas, indicó que el objetivo general de la propuesta fue homologar la regulación establecida para las ramas castrenses con aquella contenida en el Estatuto Administrativo.

Luego, se refirió en detalle al texto. 

En primer lugar, apuntó que se aconseja remplazar el inciso segundo del artículo 156 del Estatuto del Personal de las Fuerzas Armadas por el siguiente:

“En el caso del personal que a la fecha de su retiro se encuentre sometido a un procedimiento disciplinario este deberá continuarse hasta su normal término, anotándose en su hoja de vida la sanción que el resultado del sumario determine.”.

Señaló que, eliminando la alusión a la investigación sumaria administrativa y recurriendo, en cambio, a la expresión “procedimiento disciplinario”, se ampliaría la aplicación de la norma a hipótesis no contempladas actualmente.

En segundo lugar, mencionó que se recomienda incorporar, después del punto final del inciso tercero del mismo artículo, que pasa a ser seguido, la frase: “En relación a las faltas del personal que sean estrictamente disciplinarias, estas se encontrarán sometidas a lo que indiquen los  reglamentos disciplinarios respectivos.”.
Resaltó que de esta manera se buscó enfrentar las inquietudes expuestas por algunos Honorables señores Senadores, en torno a la necesidad de establecer una diferenciación de plazos, según la gravedad del quebrantamiento cometido.

En tercer lugar, informó que se plantea sustituir el actual inciso cuarto de la norma, por el que se indica a continuación: 

“La prescripción de la acción disciplinaria se interrumpe, perdiéndose el tiempo transcurrido, si el personal incurriere nuevamente en falta administrativa, y se suspende desde la fecha de la resolución que ordene la instrucción del procedimiento disciplinario correspondiente.”.

Finalmente, comentó que se propone agregar el siguiente inciso final al artículo 156 del Estatuto del Personal de las Fuerzas Armadas:  

“Si el proceso administrativo se paraliza por más de dos años, o transcurren dos calificaciones funcionarias sin que haya sido sancionado, continuará corriendo el plazo de la prescripción como si no se hubiese suspendido.”.
Aclaró que, con estos dos últimos incisos, se complementan las figuras de interrupción y de suspensión de la prescripción de la acción disciplinaria en las instituciones militares, empleándose los mismos criterios del Estatuto Administrativo.

Por su parte, el señor Rodrigo Valencia, Jefe de la División de Carabineros del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, subrayó la relevancia que tiene el proyecto para la Cartera que representa, puesto que contribuye al buen funcionamiento de las policías, protegiendo el principio de probidad.

Profundizó en los efectos que la modificación legal en análisis significará para Carabineros de Chile. Postuló que el aumento del plazo de prescripción de seis meses a cuatro años resulta apropiado, ya que la brevedad del término vigente muchas veces ha impedido sancionar las transgresiones detectadas. Caracterizó también como algo positivo elevar la regulación a rango legal.

Recordó que, a raíz del fraude cometido al interior de la institución, el Ejecutivo elaboró un paquete de 27 medidas para mejorar los sistemas de control, dentro de las cuales está el aumento del período de extinción a cinco años. No obstante la diferencia de tiempos considerados, cuatro años sería un lapso prudente.

Instó a extender a las policías las modificaciones sugeridas por los representantes del Ministerio de Defensa Nacional en casos de interrupción y de suspensión del plazo, y las consecuencias de la paralización del procedimiento o el transcurso de dos calificaciones funcionarias sin aplicación de una sanción. Respecto de este último elemento, aseveró que fomentaría un desarrollo más dinámico de los procesos de control.  

Finalmente, alabó la uniformidad que existiría con el resto de la Administración Pública, toda vez que la normativa actual importa desigualdades que carecen de justificación.

El Jefe de Jurídica de Policía de Investigaciones (S), señor Rodrigo Balart, adhirió a las reflexiones anteriores e hizo hincapié en la trascendencia de la iniciativa desde la perspectiva del principio de igualdad ante la ley.

Relató a la Comisión que, en cuanto a la extinción de la responsabilidad funcionaria, a la institución se aplica actualmente el Estatuto Administrativo, en virtud del criterio jurisprudencial que ha sostenido la CGR desde el año 2009. En atención a lo anterior, la consagración de normas especiales de rango legal representa un avance importante. 

El Honorable Senador señor Pérez Varela abordó el debate desarrollado en sesiones anteriores, acerca de la posibilidad de formular una división entre las faltas que afectan la probidad y aquellas que pueden calificarse como meramente disciplinarias, y establecer plazos diferenciados para cada hipótesis. Mantuvo su posición contraria a dicha distinción, debido a la ausencia de tipicidad de las infracciones administrativas, y la consiguiente dificultad para identificar una u otra categoría. Hizo presente que la misma línea siguieron los Auditores Generales de la Armada y de la FACH, y el Director de Justicia de Carabineros de Chile.

Razonó que si a una transgresión se le atribuye la calidad de “estrictamente disciplinaria”, se dejarían de aplicar todas las modificaciones en discusión, es decir, el lapso de prescripción de cuatro años, la interrupción del término, los efectos de la paralización del procedimiento, etc.

Estimó que la graduación de faltas y períodos de extinción generará más confusión que soluciones a los problemas que se intenta resolver.

Al respecto, el asesor jurídico de la Subsecretaría para las Fuerzas Armadas manifestó que la redacción sugerida pretende evitar que se aplique el plazo de cuatro años a aquellas conductas descritas por los reglamentos de cada institución y que puedan calificarse como infracciones estrictamente disciplinarias, tales como llegar atrasado a un turno o no respetar las normas sobre el uniforme. Destacó que estas actuaciones son sancionadas inmediatamente por los superiores jerárquicos. 

El Honorable Senador señor Prokurica consultó por los preceptos que regirían esas contravenciones menores en materia de término de prescripción, en caso que se apruebe el texto propuesto.

En respuesta, el asesor jurídico de la Subsecretaría para las Fuerzas Armadas mencionó que el artículo 154 del Estatuto del Personal de las Fuerzas Armadas prescribe que “las medidas disciplinarias aplicables al personal son las que determinen el Código de Justicia Militar, el Reglamento de Disciplina para las Fuerzas Armadas y el Reglamento de Disciplina de la Armada”. Por lo tanto, resultaría aplicable el período de seis meses contemplado en los referidos cuerpos reglamentarios, en sus artículos 43 y 410, respectivamente.

El Honorable Senador señor Prokurica abogó por hacer una remisión a los reglamentos -en el sentido recomendado por el documento que elaboró el Ministerio de Defensa Nacional-, y establecer un plazo común para las infracciones a la disciplina interna. Se mostró contrario a permitir que funcionarios calificados anualmente puedan verse expuestos a una sanción con excesiva tardanza a la comisión de una falta menor.
El Jefe de Jurídica de Policía de Investigaciones (S) expresó que en su institución no se efectúa una distinción entre vulneraciones a la probidad y estrictamente disciplinarias. Todo incumplimiento de los deberes funcionarios determinados por las leyes, los reglamentos o las órdenes de los superiores jerárquicos conlleva responsabilidad administrativa y, en consecuencia, queda sujeto al tiempo de prescripción de cuatro años que contempla el Estatuto Administrativo.

Añadió que los demás integrantes de la Administración del Estado tampoco tienen asignados lapsos diferenciados de prescripción, según la gravedad de la falta en que incurren.

Consideró que la clasificación produciría múltiples problemas. Adicionalmente, se afectaría el principio de igualdad ante la ley.

En relación con los procesos calificatorios, aclaró que en ellos se puede tomar en cuenta el hecho constitutivo de la transgresión o la sanción afinada, pero nunca ambos aspectos.

El Honorable Senador señor Araya apoyó el tenor de la propuesta elaborada del Ejecutivo, y defendió la idea del escalonamiento de términos según la entidad de la infracción, ya que el período de cuatro años es excesivo para inobservancias menores. Advirtió que incluso podría ocurrir que un superior jerárquico mantenga amenazado a un subordinado durante todo ese tiempo con la posibilidad de aplicar un castigo.

Agregó que para la calificación anual de un funcionario se toma en cuenta el número de sanciones administrativas que lo haya afectado durante el período evaluado. Como se consideran una vez que el procedimiento disciplinario está afinado -y no cuando ocurrieron los hechos-, no es irrelevante el momento en que se aplica una medida, ya que de la nota asignada depende la permanencia en el servicio.
Recomendó la incorporación del plazo de seis meses a ley, con el fin de evitar confusiones derivadas de la diversidad de normativa estatutaria a que están sujetos los organismos castrenses y policiales.

Concordaron con la opinión de Su Señoría, los Honorables Senadores señores Bianchi y Rossi.

En sentido opuesto, el Honorable Senador señor Pérez Varela insistió en el carácter negativo que tendría introducir la diferenciación descrita. Sostuvo que, además de la ausencia de un listado taxativo de infracciones y de la complejidad de esbozar los límites de distintas categorías de transgresiones, se debe considerar otro factor: junto con la comisión de una falta disciplinaria nace el deber de la autoridad de perseguir la responsabilidad administrativa y sancionarla. Si esa obligación no se cumple, el superior también incurre en una contravención.

No compartió la preocupación por eventuales castigos tardíos, ya que el imperativo que pesa sobre las autoridades militares y policiales de conservar la disciplina de sus subalternos constituye un incentivo para corregir inmediatamente ese tipo de situaciones.

El comportamiento funcionario está periódicamente sujeto a revisión por medio de las calificaciones anuales, de manera que en ellas se pueden detectar las conductas irregulares.

Resaltó que existe un constante recambio en el mando, que dificultará que un integrante de estas instituciones se mantenga prolongadamente bajo el mismo superior directo. 

Por último, concluyó que estos argumentos permiten disipar el temor de un mal empleo del plazo de prescripción por parte de la autoridad, en contra de los funcionarios de rango inferior.

- - -

La Comisión acordó encomendar a la Biblioteca del Congreso Nacional la elaboración de un compendio de infracciones disciplinarias contempladas en la regulación estatutaria de las entidades militares y policiales, que se incorpora al anexo de este informe.
- - -





El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Rossi, sugirió votar en general el proyecto de ley, habida consideración del consenso de sus miembros sobre la idea matriz de la iniciativa y de las enmiendas que se le introducirían una vez que el Ejecutivo acompañe una propuesta en tal sentido.

- - -

- Puesto en votación el proyecto de ley, fue aprobado, en general, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, Bianchi, Pérez Varela, Prokurica y Rossi.
- - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR

En una sesión posterior, la Subsecretaria para las Fuerzas Armadas, señora Paulina Vodanovic, presentó una propuesta final de texto, que introdujo algunas modificaciones a la redacción sugerida inicialmente por el Ministerio de Defensa Nacional.

Acerca del artículo 156 del Estatuto del Personal de las Fuerzas Armadas, manifestó que, además del aumento del plazo de extinción a cuatro años, se mantuvieron las normas relativas a la suspensión e interrupción de la prescripción, y aquellas sobre los efectos de la paralización del proceso administrativo o el transcurso de dos calificaciones funcionarias sin imposición de sanción. La intención fue homogeneizar la regulación de las Fuerzas Armadas a la aplicable al resto de la Administración Pública.

En cuanto a los cambios efectuados, indicó que se eliminó la frase del inciso tercero que hacía referencia a las faltas estrictamente disciplinarias, y que en los incisos segundo y cuarto se sustituyó la expresión “procedimiento disciplinario” por “investigación sumaria administrativa”. 

Sobre el particular, aseveró que aludir a transgresiones de carácter meramente disciplinario no es la manera adecuada de abordar el interés de algunos miembros de la Comisión por establecer una diferenciación según la gravedad de la contravención. Hizo hincapié en que no existe en la legislación una definición de faltas estrictamente disciplinarias, ni un catálogo que prescriba taxativamente cuáles son.

Instó a tener en cuenta que la investigación sumaria administrativa es un mecanismo reservado para hipótesis de infracciones de cierta entidad. Los quebrantamientos menores generalmente son sancionados inmediatamente a través de otros procedimientos regulados en los reglamentos institucionales. Por lo tanto, si la aplicación de los incisos segundo y cuarto del artículo 156 se limita a los casos en que opera una investigación sumaria administrativa, se evita una persecución de responsabilidad excesivamente amplia ante la comisión de vulneraciones leves a la disciplina.

Afirmó que de esta forma se recogen las preocupaciones planteadas en sesiones anteriores y se resguarda el principio de probidad administrativa -de acuerdo a los fundamentos invocados en la moción-, al mismo tiempo que se evitan las complejidades derivadas de plasmar distintas categorías de faltas con sus respectivos plazos de prescripción.

Luego, el Honorable Senador señor Araya reflexionó sobre los efectos del inciso final del mencionado artículo 156, para el caso de paralización del proceso administrativo durante dos años o el transcurso de dos calificaciones funcionarias sin aplicación de un castigo. Estimó conveniente eliminar la segunda situación como factor que reactiva el cómputo del término de prescripción. 

Arguyó que la inactividad en el procedimiento por dos años constituye un elemento objetivo. En cambio, la alternativa del transcurso de dos calificaciones sin la imposición de una sanción puede operar de diferentes maneras, según el momento en que se quebranta la disciplina: será más conveniente incurrir en una infracción en una época cercana a un período de calificación, ya que probablemente la falta no será considerada en este, y luego solo habrá que esperar un año para reiniciar el cálculo del tiempo de extinción.

Planteó que esta regla no entrega certeza suficiente acerca del cómputo del término.

En cambio, el Honorable Senador señor Pérez Varela, declaró estar de acuerdo con la norma sugerida. Destacó que cada calificación refleja un año completo de comportamiento, por lo que resulta irrelevante el instante preciso -dentro de ese lapso anual- en que se cometió una inobservancia. Si transcurren dos calificaciones sin sanción, el funcionario quedará protegido ante el retardo de la actuación de su superior, que tiene el deber de custodiar la disciplina dentro de la institución.

Llamó a considerar que el inciso analizado afecta solamente la suspensión del plazo y no su inicio. El objetivo es resguardar los derechos de los funcionarios, evitando que el término se mantenga detenido indefinidamente.

La señora Subsecretaria aclaró que se trata de una norma que actualmente se aplica a los funcionarios públicos civiles, puesto que tiene idéntica redacción en el Estatuto Administrativo. Agregó que los Auditores Generales de las ramas castrenses juzgaron que su contenido representa una garantía adecuada para sus integrantes.

Seguidamente, el Honorable Senador señor Rossi consultó la postura del Ejecutivo sobre la situación de Carabineros de Chile y de la Policía de Investigaciones de Chile.

La señora Subsecretaria para las Fuerzas Armadas comentó que, a propósito de las organizaciones policiales, se sugiere replicar la regulación ya examinada. Recalcó que el Ministerio del Interior y Seguridad Pública apoyó esta posición.

El Honorable Senador señor Prokurica valoró la idea de consagrar expresamente el criterio sostenido por la Contraloría General de la República en sus dictámenes, desde el año 2009, respecto de Policía de Investigaciones.
- - - 

En atención al debate desarrollado y a fin de abarcar las propuestas formuladas durante la discusión, los miembros presentes de la Comisión decidieron suscribir las siguientes indicaciones, sobre la base de las propuestas del Ejecutivo:

Indicación N° 1

La indicación N° 1, de los Honorables Senadores señores Araya, Pérez Varela, Prokurica y Rossi, es para reemplazar el artículo 1° por el siguiente:

“Artículo 1.- Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 156 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1997, del Ministerio de Defensa Nacional, que establece Estatuto del Personal de las Fuerzas Armadas:

1) Sustitúyese en el inciso segundo la expresión “el procedimiento” por el vocablo “esta”, y “del sumario” por “de ella”.

2) Reemplázase en el inciso tercero el vocablo “dos” por “cuatro”.

3) Agrégase en el inciso cuarto, a continuación de la expresión “acción disciplinaria” la oración “se interrumpe, perdiéndose el tiempo transcurrido, si el personal incurre nuevamente en falta administrativa, y”.

4) Incorpórase el siguiente inciso final, nuevo: 

“Si el proceso administrativo se paraliza por más de dos años, o transcurren dos calificaciones funcionarias sin que haya sido sancionado, continuará corriendo el plazo de prescripción como si no se hubiese suspendido.”.”.


- Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, Pérez Varela, Prokurica y Rossi.

Indicación N° 2

La indicación N° 2, de los Honorables Senadores señores Araya, Pérez Varela, Prokurica y Rossi, propone sustituir el artículo 2°, por el que se indica a continuación:

“Artículo 2.- Incorpórase el siguiente artículo 36 bis, nuevo, a la ley N° 18.961, orgánica constitucional de Carabineros de Chile:

“Artículo 36 bis.- La responsabilidad administrativa se extingue por la muerte o el retiro del personal, por cumplimiento de la sanción y por la prescripción de la acción disciplinaria.
Si se encontrare en tramitación un procedimiento disciplinario en el que estuviere involucrado el personal y este cesare en sus funciones, el procedimiento deberá continuarse hasta su normal término, anotándose en su hoja de vida la sanción que el mérito del procedimiento disciplinario determine.
Con todo, la acción disciplinaria contra el personal prescribirá en cuatro años contados desde el día en que éste hubiere incurrido en la acción u omisión que le da origen. No obstante, si hubieren hechos constitutivos de delito, la acción disciplinaria prescribirá conjuntamente con la acción penal.
La prescripción de la acción disciplinaria se interrumpe, perdiéndose el tiempo transcurrido, si el personal incurriere nuevamente en falta administrativa, y se suspende desde la fecha de la resolución que ordene la instrucción del procedimiento disciplinario correspondiente.
Si el proceso administrativo se paraliza por más de dos años, o transcurren dos calificaciones funcionarias sin que haya sido sancionado, continuará corriendo el plazo de prescripción como si no se hubiese suspendido.”.”.




- Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, Pérez Varela, Prokurica y Rossi.
Indicación N° 3

La indicación N° 3, de los Honorables Senadores señores Araya, Pérez Varela, Prokurica y Rossi, es para agregar un artículo 3°, nuevo, de siguiente tenor: 

“Artículo 3.- Introdúcese el siguiente artículo 138 bis, nuevo, al decreto con fuerza de ley N° 1, de 1980, del Ministerio de Defensa Nacional, Estatuto del Personal de Policía de Investigaciones de Chile:

“Artículo 138 bis.- La responsabilidad administrativa se extingue por la muerte o el retiro del personal, por cumplimiento de la sanción y por la prescripción de la acción disciplinaria.
Si a la fecha de retiro del personal, se encuentra en tramitación un procedimiento disciplinario, este deberá continuarse hasta su normal término, anotándose en su hoja de vida la sanción que el mérito del procedimiento disciplinario determine.

Con todo, la acción disciplinaria contra el personal prescribirá en cuatro años contados desde el día en que éste hubiere incurrido en la acción u omisión que le da origen. No obstante, si hubieren hechos constitutivos de delito, la acción disciplinaria prescribirá conjuntamente con la acción penal.
La prescripción de la acción disciplinaria se interrumpe, perdiéndose el tiempo transcurrido, si el personal incurriere nuevamente en falta administrativa, y se suspende desde la fecha de la resolución que ordene la instrucción del procedimiento disciplinario correspondiente.
Si el proceso administrativo se paraliza por más de dos años, o transcurren dos calificaciones funcionarias sin que haya sido sancionado, continuará corriendo el plazo de prescripción como si no se hubiese suspendido.”.”.
- Puesta en votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Araya, Pérez Varela, Prokurica y Rossi.

- - -

MODIFICACIONES


En conformidad con los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de Defensa Nacional tiene a honra proponeros las siguientes modificaciones al proyecto de ley aprobado por la Honorable Cámara de Diputados:

Artículo 1°


Reemplazarlo por el que se indica a continuación:

“Artículo 1.- Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 156 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1997, del Ministerio de Defensa Nacional, que establece el Estatuto del Personal de las Fuerzas Armadas:

1) Sustitúyese en el inciso segundo la expresión “el procedimiento” por el vocablo “esta”, y “del sumario” por “de ella”.

2) Reemplázase en el inciso tercero el vocablo “dos” por “cuatro”.

3) Agrégase en el inciso cuarto, a continuación de la expresión “acción disciplinaria” la oración “se interrumpe, perdiéndose el tiempo transcurrido, si el personal incurre nuevamente en falta administrativa, y”.


4) Incorpórase el siguiente inciso final, nuevo:


“Si el proceso administrativo se paraliza por más de dos años, o transcurren dos calificaciones funcionarias sin que haya sido sancionado, continuará corriendo el plazo de prescripción como si no se hubiese suspendido.”.”.
Artículo 2°


Sustituirlo por el siguiente:

“Artículo 2.- Incorpórase el siguiente artículo 36 bis, nuevo, a la ley N° 18.961, orgánica constitucional de Carabineros de Chile:

“Artículo 36 bis.- La responsabilidad administrativa se extingue por la muerte o el retiro del personal, por cumplimiento de la sanción y por la prescripción de la acción disciplinaria.
Si se encontrare en tramitación un procedimiento disciplinario en el que estuviere involucrado el personal y este cesare en sus funciones, el procedimiento deberá continuarse hasta su normal término, anotándose en su hoja de vida la sanción que el mérito del procedimiento disciplinario determine.
Con todo, la acción disciplinaria contra el personal prescribirá en cuatro años contados desde el día en que éste hubiere incurrido en la acción u omisión que le da origen. No obstante, si hubiere hechos constitutivos de delito, la acción disciplinaria prescribirá conjuntamente con la acción penal.
La prescripción de la acción disciplinaria se interrumpe, perdiéndose el tiempo transcurrido, si el personal incurriere nuevamente en falta administrativa, y se suspende desde la fecha de la resolución que ordene la instrucción del procedimiento disciplinario correspondiente.

Si el proceso administrativo se paraliza por más de dos años, o transcurren dos calificaciones funcionarias sin que haya sido sancionado, continuará corriendo el plazo de prescripción como si no se hubiese suspendido.”.”.
° ° °


Luego, incorporar el siguiente artículo 3°, nuevo:

“Artículo 3.- Introdúcese el siguiente artículo 138 bis, nuevo,  al decreto con fuerza de ley N° 1, de 1980, del Ministerio de Defensa Nacional, Estatuto del Personal de Policía de Investigaciones de Chile:

“Artículo 138 bis.- La responsabilidad administrativa se extingue por la muerte o el retiro del personal, por cumplimiento de la sanción y por la prescripción de la acción disciplinaria.
Si a la fecha de retiro del personal, se encuentra en tramitación un procedimiento disciplinario, este deberá continuarse hasta su normal término, anotándose en su hoja de vida la sanción que el mérito del procedimiento disciplinario determine.

Con todo, la acción disciplinaria contra el personal prescribirá en cuatro años contados desde el día en que éste hubiere incurrido en la acción u omisión que le da origen. No obstante, si hubiere hechos constitutivos de delito, la acción disciplinaria prescribirá conjuntamente con la acción penal.
La prescripción de la acción disciplinaria se interrumpe, perdiéndose el tiempo transcurrido, si el personal incurriere nuevamente en falta administrativa, y se suspende desde la fecha de la resolución que ordene la instrucción del procedimiento disciplinario correspondiente.
Si el proceso administrativo se paraliza por más de dos años, o transcurren dos calificaciones funcionarias sin que haya sido sancionado, continuará corriendo el plazo de prescripción como si no se hubiese suspendido.”.”.
° ° °

TEXTO DEL PROYECTO


En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1.- Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 156 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1997, del Ministerio de Defensa Nacional, que establece el Estatuto del Personal de las Fuerzas Armadas:

1) Sustitúyese en el inciso segundo la expresión “el procedimiento” por el vocablo “esta”, y “del sumario” por “de ella”.

2) Reemplázase en el inciso tercero el vocablo “dos” por “cuatro”.

3) Agrégase en el inciso cuarto, a continuación de la expresión “acción disciplinaria” la oración “se interrumpe, perdiéndose el tiempo transcurrido, si el personal incurre nuevamente en falta administrativa, y”.


4) Incorpórase el siguiente inciso final, nuevo:


“Si el proceso administrativo se paraliza por más de dos años, o transcurren dos calificaciones funcionarias sin que haya sido sancionado, continuará corriendo el plazo de prescripción como si no se hubiese suspendido.”.
Artículo 2.- Incorpórase el siguiente artículo 36 bis, nuevo, a la ley N° 18.961, orgánica constitucional de Carabineros de Chile:

“Artículo 36 bis.- La responsabilidad administrativa se extingue por la muerte o el retiro del personal, por cumplimiento de la sanción y por la prescripción de la acción disciplinaria.

Si se encontrare en tramitación un procedimiento disciplinario en el que estuviere involucrado el personal y este cesare en sus funciones, el procedimiento deberá continuarse hasta su normal término, anotándose en su hoja de vida la sanción que el mérito del procedimiento disciplinario determine.

Con todo, la acción disciplinaria contra el personal prescribirá en cuatro años contados desde el día en que éste hubiere incurrido en la acción u omisión que le da origen. No obstante, si hubiere hechos constitutivos de delito, la acción disciplinaria prescribirá conjuntamente con la acción penal.

La prescripción de la acción disciplinaria se interrumpe, perdiéndose el tiempo transcurrido, si el personal incurriere nuevamente en falta administrativa, y se suspende desde la fecha de la resolución que ordene la instrucción del procedimiento disciplinario correspondiente.


Si el proceso administrativo se paraliza por más de dos años, o transcurren dos calificaciones funcionarias sin que haya sido sancionado, continuará corriendo el plazo de prescripción como si no se hubiese suspendido.”.
Artículo 3.- Introdúcese el siguiente artículo 138 bis, nuevo, al decreto con fuerza de ley N° 1, de 1980, del Ministerio de Defensa Nacional, Estatuto del Personal de Policía de Investigaciones de Chile:

“Artículo 138 bis.- La responsabilidad administrativa se extingue por la muerte o el retiro del personal, por cumplimiento de la sanción y por la prescripción de la acción disciplinaria.

Si a la fecha de retiro del personal, se encuentra en tramitación un procedimiento disciplinario, este deberá continuarse hasta su normal término, anotándose en su hoja de vida la sanción que el mérito del procedimiento disciplinario determine.

Con todo, la acción disciplinaria contra el personal prescribirá en cuatro años contados desde el día en que éste hubiere incurrido en la acción u omisión que le da origen. No obstante, si hubiere hechos constitutivos de delito, la acción disciplinaria prescribirá conjuntamente con la acción penal.

La prescripción de la acción disciplinaria se interrumpe, perdiéndose el tiempo transcurrido, si el personal incurriere nuevamente en falta administrativa, y se suspende desde la fecha de la resolución que ordene la instrucción del procedimiento disciplinario correspondiente.


Si el proceso administrativo se paraliza por más de dos años, o transcurren dos calificaciones funcionarias sin que haya sido sancionado, continuará corriendo el plazo de prescripción como si no se hubiese suspendido.”.”.
- - -


Acordado en sesiones celebradas los días 6, 13 y 20 de junio; 4 y 11 de julio; 1, 8 y 22 de agosto, y 5 de septiembre, todas de 2017, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Fulvio Rossi Ciocca (Presidente), Baldo Prokurica Prokurica (Presidente accidental), Pedro Araya Guerrero, Carlos Bianchi Chelech y Víctor Pérez Varela.

Sala de la Comisión, a 11 de septiembre de 2017.
(Fdo.): Milena Karelovic Ríos, Abogada Secretaria de la Comisión.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES OSSANDÓN, GIRARDI Y TUMA, CON LA QUE DAN INICIO A UN PROYECTO QUE MODIFICA EL CÓDIGO PENAL PARA TIPIFICAR EL DELITO DE SECUESTRO VIRTUAL, Y LA LEY N° 19.496, QUE ESTABLECE NORMAS SOBRE PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS DE LOS CONSUMIDORES, PARA ESTABLECER OBLIGACIONES DE INFORMACIÓN A LOS PROVEEDORES DE PRODUCTOS Y SERVICIOS FINANCIEROS 

(11.434-07)
Fundamentos e ideas matrices

Las estafas telefónicas, un delito en aumento y en constante mutación en Chile

El delito de estafa telefónica -conocido popularmente como "el cuento del tío"- representa un preocupante fenómeno delictual en expansión en nuestro país. Así lo indica la última Encuesta Nacional Urbana de Seguridad Ciudadana (ENUSC). Los resultados del estudio, si se considera el porcentaje de hogares victimizados según delitos y faltas a nivel nacional, muestran un alza del fenómeno de un 4,1% (2015) a un 5,1% (2016)1.

Ahora bien, este tipo de estafa no sólo se ha constituido como un problema de delincuencia nacional. En efecto, en los últimos años se ha constatado que estos ilícitos se originan en cárceles ubicadas Chile y se ejecutan en otras naciones. Ese es el caso de España, uno de los países que se ha visto más afectado por este tipo de delito2. Así ha quedado demostrado con el trabajo coordinado entre la Policía de Investigaciones (PDI) y la Policía Nacional de España. Este trabajo conjunto determinó que el 100% de las estafas telefónicas realizadas en el país europeo son originadas en Chile, específicamente desde los centros penitenciarios Colina 1 y Colina 23.
Por otra parte, se ha detectado que esta modalidad de delito está en constante evolución y a las estafas telefónicas comunes se ha sumado otro tipo de estafas a través de medios como Internet. Un ejemplo de esto es el auge de estafas mediante suplantación de identidad, como el "phishing", delito que se comete mediante el uso de un tipo de ingeniería social caracterizado por intentar adquirir información confidencial de forma fraudulenta (como pueden ser contraseñas, información detallada sobre tarjetas de crédito u otra información bancaria). En este tipo de actividades delictivas, el cibercriminal, conocido como phisher, se hace pasar por una persona o empresa de confianza a través de un aparente canal oficial de comunicación, por lo común un correo electrónico, algún sistema de mensajería instantánea o llamadas telefónicas4. A esta tendencia se le deben agregar los nuevos riesgos existentes con la expansión de las redes sociales que a menudo permiten una recolección importante de información personal utilizable en este tipo de estafas.
La modalidad de "secuestro virtual", un tipo de estafa devastadora por los daños múltiples ocasionados a las víctimas

Entre las estafas telefónicas más violentas que son registradas, una que predomina es la estafa que se realiza mediante la simulación del secuestro de algún familiar. Esta estafa que prolifera a nivel nacional, así como en España, Argentina5, México6 y Estados Unidos7, se ejecuta de la siguiente manera: los delincuentes llaman a personas de forma aleatoria simulando el secuestro de un familiar de la persona contactada, llegando incluso a imitar durante breves segundos las voces de los familiares, lo que desencadena reacciones emocionales que a menudo desestabilizan a las víctimas8. Adicionalmente, se emplean métodos de coerción psicológicos aún más violentos. En efecto, en ocasiones se hacen alusiones a posibles torturas, amenazas que son empleadas con el fin de obligar a los individuos a realizar rápidamente el pago por la supuesta liberación de sus parientes9. En este tipo de estafa telefónica se conjugan diversos elementos de violencia psicológica y verbal que -adicionalmente al daño patrimonial de este tipo de acciones- generan consecuencias devastadoras para las víctimas. Lo anterior se debe particularmente al poder y control que habitualmente logra ejercer el victimario sobre la víctima, manipulándola por medio de amenazas, insultos o manteniendo al individuo en estados de agitación y angustia por periodos prolongados de tiempo, dentro del cual el victimario logra aislar a la persona de todos los elementos externos que le puedan permitir descubrir el engaño10.
La necesidad de medidas suplementarias frente a la existencia masiva de estafas telefónicas y/o amenazas

En la actualidad, se han desarrollado diversas políticas para intentar remediar este tipo de abusos. Particular mención merecen las campañas radiales organizadas por Carabineros de Chile, e incluso el trabajo de los mismos locutores radiales para denunciar e informar sobre este tipo de ilícitos11. Sin embargo, y pese a que hoy en día existe un amplio conocimiento de este tipo de estafas por parte de importantes segmentos de la población, los riesgos de ser víctima de estos delitos persisten debido a su evolución en el tiempo. Ahora bien, esta evolución no siempre ha sido acompañada por un trabajo eficaz por parte de los actores privados, como los proveedores de servicios o productos financieros; tampoco por los actores públicos a cargo de las campañas de prevención, o de persecución del delito. Prueba de aquello es el aumento de este tipo de delitos registrado por los estudios citados anteriormente.
Por lo tanto, frente al aumento explosivo de este tipo de ilícitos en los últimos años se manifiesta como necesario, en primer lugar, abordar de forma disuasiva este tipo de delitos, con el fin de limitar el daño potencial que pueden sufrir las víctimas, en particular en el caso de los denominados "secuestros virtuales". Lo anterior debido al daño adicional que se genera en la víctima de esta modalidad de estafa, ya que además de hacer frente a un perjuicio económico, esta debe hacer frente al daño psicológico de haber sufrido la simulación de un secuestro o de amenazas de muerte, tortura, mutilaciones, lesiones, violación u otras acciones violentas contra quien es o ha sido su cónyuge o conviviente, parientes, o personas vinculadas afectivamente con la víctima.
En segundo lugar, es necesario implementar una serie de medidas complementarias que permitan una mejor protección de la población frente a este tipo de estafas. Entre otras medidas, es necesario un mayor y mejor compromiso por parte de los proveedores de servicios o productos financieros en la lucha contra estos ilícitos.
Experiencia comparada

Argentina

Existen países que han decidido abordar de forma más eficaz la modalidad específica de "secuestro virtual" en lo relativo a las estafas telefónicas. Al respecto, Argentina ya tiene propuestas legislativas para hacer frente a esta modalidad específica de estafa. En mayo de 2017 se presentó en el Senado argentino un proyecto de ley que incorpora un nuevo artículo en el Código Penal para sancionar los casos en que se simula tener cautiva a una persona a cambio de dinero12. En el proyecto se busca tipificar como delito el secuestro virtual, incorporando el artículo 168 bis en el Código Penal aplicable para estos casos, donde una persona se comunica con otra y dice tener cautivo a algún familiar o allegado para obtener un beneficio económico a cambio de la liberación13.
Uruguay

Uruguay también tiene proyectos de ley que buscan tipificar de forma más precisa el delito de secuestro virtual, estableciéndolo como una nueva figura delictiva14. Al respecto, el proyecto de ley presentado en 2015 se justifica de la siguiente manera:
"Proponemos también la creación de una nueva figura delictiva, secuestro virtual, que si bien hasta el momento se encuadraba en un delito de estafa, entendemos que debe ser tipificada especialmente, dado que el error al que se induce a la víctima tiene que ver con la privación de libertad e integridad física propia o de tercera persona allegada... Si bien como dijimos el daño no se concreta ya que no existe una persona privada de libertad, la situación de vulnerabilidad, el perjuicio, la angustia, el dolor, etc. que padece la víctima, la persona que recibe la llamada, la carta, el mail, es de tal gravedad que merece ser tutelada muy especialmente"15.

Contenidos del proyecto

El presente proyecto de ley modifica el Código Penal agregando un artículo 469 bis nuevo en el que se plantea tipificar de forma específica el delito de secuestro virtual. Esto es, en casos en el que se defraude a otro simulando un secuestro, o amenazando de muerte, tortura, mutilaciones, lesiones, violación u otras acciones de contenido sexual contra quien es o ha sido su cónyuge o conviviente, parientes, o persona vinculada afectivamente con la víctima.
Asimismo, este proyecto de ley modifica la ley 19.496 que establece normas sobre protección de los derechos de los consumidores agregando un artículo 17 M que establece nuevas obligaciones para los proveedores de servicios o productos financieros para que estos deban informar a sus clientes sobre las posibles amenazas de estafas bancarias sean estas telefónicas, por Internet o mediante cualquier otro medio.
Por las razones antes expuestas, someto a vuestra consideración el siguiente
PROYECTO DE LEY

ARTÍCULO PRIMERO.- Modifícase el Código Penal para incorporar un Artículo 469 BIS con el siguiente tenor:

"Artículo 469 BIS.- Se impondrá también el máximum de las penas señaladas en el artículo 467 al que defraudare a otro simulando un secuestro, o amenazando de muerte, tortura, mutilaciones, lesiones, violación u otras acciones de contenido sexual contra quien es o ha sido su cónyuge o conviviente, parientes, o persona vinculado de un modo afectivo con la víctima."
ARTÍCULO SEGUNDO.- Modifícase la ley 19.496 que establece normas sobre protección de los derechos de los consumidores incorporando un artículo 17 M con el siguiente tenor:

"Artículo 17 M.- Los proveedores de servicios o de productos financieros deberán informar a sus clientes de los riesgos existentes de ser víctima de estafas, sean estas telefónicas o mediante otros medios tecnológicos, procurando facilitar la información que le permita identificar medianamente tales amenazas.".
(Fdo.): Manuel Jose Ossandón Irarrázabal, Senador, Guido Girardi Lavín, Senador.- Eugenio Tuma Zedan, Senador.

1 Encuesta Nacional Urbana de Seguridad Ciudadana 2016. Disponible en http://www.seguridadpublica.gov.cl/media/2017/04/00_Total-Pa%C3%ADs_ENUSC-2016.pdf consultada por última vez el 20 de agosto de 2017. 

2 "«Papá, Me Acaban De Secuestrar Unos Tíos, Págales»: Una Estafa Telefónica Desde Chile." Abc. N.p., 16 Feb. 2016. Web. 10 Apr. 2016.<http://www.abc.es/espana/abci-papa-acaban-secuestrar-unos-tios-pagales-estafa-telefonica-desde-chile-201602162212_noticia.html>.

3 Briones, Nicole. "Aseguran Que El 100% De Estafas Telefónicas En España Provienen De Cárceles De Colina." BioBioChile, 3 Feb. 2017, http://www.biobiochile.cl/noticias/nacional/chile/2017/02/03/estafas-telefonicas-en-espana-son-realizadas-desde-los-centros-penitenciarios-en-chile.shtml

4 Skoudis, Ed. "Phone phishing: The role of VolP in phishing attacks". Disponible en; http://searchfinancialsecurity.techtarget.com/tip/Phone-phishing-The-role-of-VoIP-in-phishing-attacks Última vez consultado el 29 de agosto de 2017. 

5 Clavel, Tristan. "Argentina Sigue Lidiando Con Secuestros Virtuales y Reales." lnSight Crime / Crimen Organizado En Las Américas, 9 June 2016,  es.insightcrime.org/noticias-del-dia/argentina-sigue-lidiando-secuestros-virtuales-reales

6 Univision.com. "Secuestros Virtuales: La Nueva Modalidad De Extorsión Desde Las Cárceles De México." Univision, Novelas, Shows, Noticias y Deportes - Univisión, 15 Mar. 2017, www.univision.com/noticias/america-latina/secuestros-virtuales-Ia-nueva-modalidad-de-extorsion-desde-las-carceles-de-mexico.

7 Mexía, Fernando. "Se Multiplican Los Intentos De Estafa Por El Método Del Secuestro Virtual En California." - Univision 34 Los Angeles Univision, 20 Oct. 2016, www.univision.com/los-angeles/kmexlnoticias/estafa-y-fraude/se-multiplican-los-intentos-de-estafa-por-el-metodo-del-secuestro-virtual-en-california. 

8 "Una Trama De Chilena Perpetró Desde La Cárcel Centenares De Falsos Secuestros Virtuales." Abc. N.p., 10 Apr. 2015. Web. 10 Apr. 2016. <http://www.abc.es/madrid/20150410/abci-secuestros-falsos-trama-chilena-201504101144.html> 

9 Íbid.

10 Amescua Chávez, Cristina. "El secuestro virtual en el continuum de la violencia. Visibilizar lo que se oscurece", Trace. Travaux et Recherches dans les Amériques du Centre [en linea] 2010, (Junio-Sin mes) : [Fecha de consulta: 11 de abril de 2016] Disponible en:<http://google.redalyc.org/articulo.oa?id423839515008> ISSN 0185-6286

11 Funaron Cuento Del Tío En Medio De Programa Radial Que Estaba Al Aire "Chvnoticias.cl, 8 Apr. 2015

http://www.chvnoticias.cl/lo-mejor-de-internet/funaron-cuento-del-tio-en-medio-de-programa-radial-que-estaba-al-aire/2015-04-08/105615.html

12 Los Secuestros Virtuales Van Camino a Ser Delito." Diario Judicial, 13 May 2017, www.diariojudicial.com/nota/78125. 
13 Senado De La Nación de Argentina. Proyecto de ley por el que se incorpora el art. 168 bis al código penal respecto de tipificar el delito de secuestro virtual. http://www.senado.gov.ar/parlamentario/comisiones/verExp/1618.17/S/PL

14 Proyecto de ley disponible en el siguiente link: https://parlamento.gub.uy/documentosyleyes/ficha-asunto/125053/ficha_completa

15 Besozzi, Guillermo, Abdala, Pablo. Exposición de motivos, proyecto de ley "PRIVACIÓN DE LIBERTAD Y SECUESTRO VIRTUAL". Comisión de Constitución Códigos, Legislación General y Administración, Parlamento del Uruguay. Disponible en https://parlamento.gub.uy/documentosyleyes/ficha-asunto/125053/tramite

4

MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑOR QUINTEROS, SEÑORA GOIC Y SEÑORES DE URRESTI, GUILLIER Y NAVARRO, CON LA QUE COMIENZAN UN PROYECTO PARA DEROGAR LA LEY N° 17.983, QUE ESTABLECE ÓRGANO DE TRABAJO DE LA JUNTA DE GOBIERNO Y FIJA NORMAS SOBRE PROCEDIMIENTO LEGISLATIVO, CON EL OBJETIVO DE MODIFICAR LA DENOMINACIÓN DE LAS NORMAS DICTADAS DURANTE SU VIGENCIA 

(11.437-07)
Antecedentes

“La ley es una declaración de la voluntad soberana que, manifestada en la forma prescrita por la Constitución, manda, prohíbe o permite.”  Así comienza el artículo 1° del Código Civil chileno redactado por Andrés Bello, vigente desde 1857 y de gran influencia en numerosos países de América Latina.

En la definición citada se puede distinguir tres elementos.  En primer lugar, un requisito de fondo, como es que se trata de una declaración de la voluntad soberana, significando con ello que debe tener su origen en los representantes del pueblo reunidos en el Congreso Nacional. Enseguida, un requisito de forma, expresado en que debe ser manifestada en la forma prescrita por la constitución y, por último, su objeto, que consiste en mandar, prohibir o permitir.

El genio de Bello supo conjugar el saber jurídico vigente y los valores republicanos que comenzaban a imponerse en esa época, con una notable precisión y elegancia en el uso del lenguaje.  

Por estas razones, no es extraño que esta definición de ley se haya mantenido inalterable por más de 160 años, sobreviviendo a diversas constituciones y a los gobiernos de facto que ha habido en este lapso.

En efecto, los regímenes que se hicieron con el poder en 1924, 1932 y 1973, no se atrevieron a dictar leyes, siguiendo la definición de Bello, sino que decretos leyes, que corresponden a aquellas normas de carácter general en cuya aprobación no ha participado el Congreso Nacional.  

La junta de gobierno que tomó el poder el 11 de Septiembre de 1973, ejerció el poder legislativo a través de decretos leyes, a partir del Decreto Ley Nº1, publicado el 18.09.1973, que contiene el acta de constitución de la misma junta.  

Además, en virtud del decreto ley Nº2, publicado en la misma fecha, se estableció la numeración correlativa de los decretos leyes, los que se dictaron hasta el Nº3.659, que dispuso el término de la existencia legal de la Empresa de Transportes Colectivos del Estado, publicado el 08.04.1981 y rectificado el 16.04.1981. 

En 1981, con la entrada en vigencia de la constitución de 1980, la junta de gobierno continuó ejerciendo el poder constituyente y legislativo, pero desde ese momento a través de leyes.

Según la disposición decimotercera transitoria original de la Constitución de 1980, el período presidencial que comenzó a regir a contar de la vigencia de ella, duraba el tiempo que establecía el artículo 25, que era de ocho años.

Durante dicho período -agregaba esta norma-, serían aplicables todos los preceptos de la constitución, con las modificaciones y salvedades que se indicaban en las disposiciones transitorias que, en lo pertinente, señalaban: 

“DECIMOCUARTA.- Durante el período indicado en la disposición anterior, continuará como Presidente de la República el actual Presidente, General de Ejército don Augusto Pinochet Ugarte, quien durará en el cargo hasta el término de dicho período.

Asimismo, la Junta de Gobierno permanecerá integrada por los Comandantes en Jefe del Ejército, de la Armada y de la Fuerza Aérea, y por el General Director de Carabineros. Se regirá por las normas que regulen su funcionamiento interno y tendrá las atribuciones que se señalan en las disposiciones transitorias correspondientes.

Sin embargo, atendido que el Comandante en Jefe del Ejército, de acuerdo con el inciso primero de esta disposición es Presidente de la República, no integrará la Junta de Gobierno y lo hará, en su lugar, como miembro titular, el Oficial General de Armas del Ejército que le siga en antigüedad. Con todo, el Presidente de la República podrá reemplazar a dicho integrante en cualquier momento, por otro Oficial General de Armas de su Institución siguiendo el orden de antigüedad.”

“DECIMOCTAVA.- Durante el período a que se refiere la disposición decimotercera transitoria, la Junta de Gobierno ejercerá, por la unanimidad de sus miembros, las siguientes atribuciones exclusivas:

A.- Ejercer el Poder Constituyente sujeto siempre a aprobación plebiscitaria, la que se llevará a efecto conforme a las reglas que señale la ley;

B.- Ejercer el Poder Legislativo;”

“DECIMONOVENA.- Los miembros de la Junta de Gobierno tendrán iniciativa de ley, en todas aquellas materias que constitucionalmente no sean de iniciativa exclusiva del Presidente de la República.

La Junta de Gobierno ejercerá mediante leyes las Potestades Constituyente y Legislativa. Estas leyes llevaran la firma de los miembros de la Junta de Gobierno y del Presidente de la República en señal de promulgación.

Una ley complementaria establecerá los órganos de trabajo y los procedimientos de que se valdrá la Junta de Gobierno, para ejercer las aludidas Potestades Constituyente y Legislativa. Estas normas complementarias establecerán, además, los mecanismos que permitan a la Junta de Gobierno requerir la colaboración de la comunidad para la elaboración de las leyes.”

En virtud de las normas anteriores, durante el llamado período de transición, desde el 11.03.1981 y hasta el 10.03.1990, la junta de gobierno dictó normas con rango de ley, con el nombre de leyes, desde la Ley Nº17.983, publicada el 28.03.1981, que estableció órganos de trabajo de la junta de gobierno y fijó normas sobre procedimiento legislativo.

Dicha norma, en su artículo 36, dispuso que “Las leyes, una vez aprobadas, deberán ser firmadas por la Junta y por el Presidente de la República en señal de promulgación y remitidas por este a la Secretaría de Legislación, la que le dará numeración correlativa de acuerdo a la fecha de su promulgación, iniciándola con el número 17.983. Los decretos leyes aprobados hasta el 10 de marzo de 1981, conservarán la numeración correlativa que les corresponda.”

La última ley aprobada por la junta de gobierno corresponde a la Nº18.975, publicada el 30.03.1990, que modificó la Ley Nº18.952, aumentando el plazo de reintegro de una indemnización, de treinta días a dos años, para funcionarios de la dirección administrativa de la junta de gobierno que fueran encasillados en el Ministerio de Defensa Nacional.

Con la recuperación de la democracia, el Congreso Nacional volvió a ejercer el poder constituyente y legislativo, lo que se inició a partir de la aprobación de la Ley Nº18.976, publicada el 30.03.1990, que suspendió la exigibilidad del seguro de responsabilidad civil por daños a vehículos de terceros.

En consecuencia, la junta de gobierno que ejercía el poder constituyente y legislativo en el país entre el 11.03.1981 y el 10.03.1990, dictó un total de 993 leyes, desde la Nº17.983 hasta la Nº18.975.

Sin perjuicio de la ilegitimidad de tales normas, no cabe duda de que estas han tenido vigencia dentro del ordenamiento jurídico nacional, la que se mantiene hasta el día de hoy en muchos casos.

Esta situación lleva a confundir normas legales, de origen democrático, esto es, verdaderas leyes en el concepto de Bello, con otras normas que tienen un origen no democrático, mal llamadas leyes y que constituyen decretos leyes, en el concepto técnico.  

Pues bien, es el caso que las normas transitorias citadas de la constitución de 1980, fueron derogadas y eliminadas del texto constitucional vigente por el Decreto Supremo Nº100, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, de 2005, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Constitución Política de la República de Chile, en virtud de las facultades conferidas en el artículo 2º de la Ley N°20.050, que introdujo diversas modificaciones a la Constitución.

Por lo tanto, las normas constitucionales que establecían su denominación como leyes no se encuentran vigentes, por lo que su mantención hasta el día de hoy solo se encuentra sustentada en el artículo 36 de la ley N°17.983, ya citado, además de sus propios textos.

En consecuencia, la modificación de la denominación de estas leyes puede hacerse a través de otra ley, que derogue la Ley N°17.983 y que redenomine todas las leyes desde la N°17.983 hasta la N°18.975, como decretos leyes, tal como procedió la propia junta de gobierno entre 1973 y 1980, lo que operará para las futuras referencias que se haga de ellas.

Para evitar mayores confusiones, es posible mantener su numeración, pero antecedidos de la denominación de decretos leyes.

De esta manera, las leyes dictadas por la junta de gobierno, desde la Nº17.983 hasta la Nº18.975, deben ser redenominadas como decretos leyes desde el Nº17.983 hasta el Nº18.975.

Con esto, se evita que sean confundidas normas dictadas en los períodos democráticos, emanadas desde el Congreso Nacional, con otras dictadas entre 1981 y 1990, emanadas de la junta de gobierno.

Objetivos del proyecto

Las ideas matrices de este proyecto de ley son derogar la Ley N°17.983 y modificar la denominación de todas las leyes dictadas por la junta de gobierno entre el 11.03.1981 y el 10.03.1990, pasando a denominarse decretos leyes, con los siguientes objetivos:

1. Unificar las categorías utilizadas para denominar las diferentes fuentes del derecho existentes dentro de la tradición de nuestro ordenamiento jurídico, diferenciando las leyes de los decretos leyes.

2. Relevar el origen y fundamento de las leyes en cuanto emanan de la voluntad soberana del pueblo, para lo cual se requiere eliminar esta denominación de aquellas normas que no tienen una génesis  democrática.

3. Promover la formación cívica y memoria histórica de los chilenos, a través del rescate de los valores republicanos y su diferenciación respecto de la obra de regímenes de facto.

En virtud de los antecedentes e ideas matrices señalados, se propone el siguiente,

PROYECTO DE LEY

Artículo Único: Derógase la Ley N° 17.983, que establece órganos de trabajo de la Junta de Gobierno y fija normas sobre procedimiento legislativo.

A partir de la fecha de publicación de esta ley, toda referencia a las leyes dictadas entre el 11 de marzo de 1981 y el 10 de marzo de 1990, desde la N°17.983 hasta la N°18.975, utilizará la expresión “decreto ley” en reemplazo de “ley”, con su numeración original.

(Fdo.): Rabindranath Quinteros Lara, Senador.- Carolina Goic Boroevic, Senadora.- Alfonso de Urresti Longton, Senador.- Alejandro Guillier Álvarez, Senador.- Alejandro Navarro Brain, Senador.
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MOCIÓN DE LA SENADORA SEÑORA GOIC, CON LA QUE DA INICIO A UN PROYECTO DE LEY QUE DECLARA FERIADO EL 21 DE SEPTIEMBRE DE CADA AÑO PARA LA REGIÓN DE MAGALLANES Y ANTÁRTICA CHILENA Y LA PROVINCIA DE CHILOÉ

 (11.438-06)
Tras la independencia de España, Chile quedó conformado por los territorios que comprenden desde Atacama a Chiloé, teniendo como límites  naturales la Cordillera de los Andes y el Océano Pacífico.
A pesar de que la Constitución de la República de 1833 proclamaba en su artículo 33 como límite sur del país el Cabo de Hornos, las tierras patagónicas y fueguinas eran prácticamente desconocidas por el gobierno y los habitantes del país.
En tanto, para las potencias europeas de aquella época, especialmente para Gran Bretaña y Francia, las tierras australes del continente americano eran tierras "de nadie", en consecuencia, las consideraban de una importancia fundamental para la navegación hacia sus colonias ubicadas en la Polinesia y en la Oceanía, así como también para establecer redes de comercio con el resto del continente.
Durante su exilio, Bernardo O'Higgins inicia en el año 1830 un diálogo con autoridades del gobierno chileno, dando a conocer su visión sobre la importancia estratégica de las tierras australes del territorio americano para la proyección del país. Su intención era que se incorporara a la Patagonia y Tierra del Fuego al Estado chileno.
Al iniciarse, en 1841, el gobierno del Presidente Manuel Bulnes Prieto, éste dedico especial atención a la incorporación de estos territorios a la jurisdicción chilena. Al conocer que Francia y Argentina se hallaban especialmente interesadas en extender su soberanía a las aguas magallánicas, y siguiendo la inspiración de O'Higgins, se ocupará del envío a tierras magallánicas de una expedición con la misión de reconocer y colonizar esta región.
La responsabilidad de la misión destinada a tomar posesión e iniciar la colonización del Estrecho de Magallanes, fue confiada al intendente Domingo Espiñeira, quien cumplió en forma diligente su cometido, de tal modo que el 21 de mayo de 1843, desde la Isla de Chiloé, zarparía la Goleta de Ancud, al mando del capitán de fragata, Juan Williams, experimentado oficial al servicio de la Marina de nuestro país.
Luego de cuatro meses de travesía, la Goleta anda enfrente del Puerto del Hambre, el día 21 de septiembre Al desembarcar Williams y sus compañeros, toman posesión del Estrecho de Magallanes y su territorio en nombre de la República de Chile.
La toma de posesión por parte del Estado de Chile constituye un hecho de inestimables proyecciones para el país, ejerciendo soberanía sobre un territorio que sería de gran importancia como para la navegación hacia el continente americano y que contribuiría al desarrollo del comercio entre naciones. La Región de Magallanes, con posterioridad, constituiría una región de incalculable aporte al desarrollo del país.
Recientemente finalizó su tramitación legislativa un proyecto de ley, impulsado por el Honorable senador Carlos Bianchi, que declara como feriado, para la Región de Magallanes y la Antártica Chilena y para la Provincia de Chiloé, el día 21 de septiembre de 2017, en conmemoración a los acontecimientos anteriormente mencionados.
Dicha iniciativa legal, una vez que sea promulgada y publicada, permitirá por primera vez conmemorar aquél hito que ha marcado en forma indeleble a la Región de Magallanes, enlazando su historia con la de la Provincia de Chiloé y trazando un camino que ha marcado el desarrollo de nuestro país.
No obstante la importancia de la mencionada iniciativa legislativa, debemos conservar la memoria de este hecho que ha marcado la historia colectiva de los territorios mencionados, reconociendo su importancia en forma constante, conmemorando cada año -y no en uno en particular- la trascendencia de la toma de posesión del Estrecho de Magallanes para su región y el país.
Por las razones anteriormente expuestas, venimos en presentar el siguiente:
PROYECTO DE LEY

Artículo único.- Declárese feriado el día 21 de septiembre de cada año para la Región de Magallanes y la Antártica Chilena y la Provincia de Chiloé.
(Fdo.): Carolina Goic Boroevic, Senadora.
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